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¡Cesen ya! podríamos pensar, las investigaciones 
abstractas que se confunden con nuevos diagnósticos 
en una nación cuyas realidades más crudas están ya, 
por decir lo menos, sobrediagnosticadas. Es, entonces, 
hora de que los aportes intelectuales esforzados vayan 
al encuentro de las soluciones prácticas. El grupo de 
autores quiere dar —y en efecto la logra— una mirada 
desde la academia a la implementación del Acuerdo 
Final de Paz firmado por el gobierno colombiano con la 
antigua guerrilla de las FARC-EP. 
Pertenecen todos sus autores a la que podría deno-
minarse «La generación del posconflicto», si por tal se 
entiende la edificación de la reconciliación, la armonía 
y la apertura de la puerta hacia el progreso sostenido y 
equilibrado de la sociedad en la que viven. Otros menos 
entusiastas u optimistas, o quizás más rigurosos, la 
llamarían «La generación del posacuerdo». Pero cual-
quiera que sea la forma para denominarlos, lo cierto 
es que todos, sin excepción, creen en la paz como una 
realidad, como una urgencia y como una necesidad 
maleable, dúctil, plástica, que espera ser modelada 
justamente por las mentes y la acción de científicos 
sociales que la nutran de vida y de fuerza como lo 
hacen, sin duda, con los escritos que ahora presentan y 
que, desde su Observatorio de Paz, la Universidad Libre 
registra, atesora y somete al ponderado escrutinio de la 
comunidad académica.
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PRÓLOGO
Un grupo de jóvenes y brillantes investigadores en la Universidad Libre, 
mujeres y hombres –Luz Ángela Gómez, Jorge Andrés Mora, Andrés 
Guzmán Rincón, los profesores del Observatorio de Paz, Natali Niño Patiño 
y Juan Carlos García— me ha hecho el honor de solicitarme estas líneas 
introductorias a un texto que es fruto de sus pesquisas, reflexiones y origi-
nales aportes a una problemática que, siendo la de todos los colombianos, 
se torna aquí materia de un trabajo académico específico que revela una 
inquietud general en cada una de las presentaciones individuales o colec-
tivas: el esfuerzo creador traducido en letra viva para la solución de una 
preocupación nacional común: contribuir para hacer de la paz una entidad 
con vida propia, real, dinámica, en incontenible crecimiento, en irreversible 
avance. 
¡Cesen ya! podríamos pensar, las investigaciones abstractas que se 
confunden con nuevos diagnósticos en una nación cuyas realidades más 
crudas están ya, por decir lo menos, sobrediagnosticadas. Es, entonces, 
hora de que los aportes intelectuales esforzados vayan al encuentro de 
las soluciones prácticas. El grupo de autores quiere dar —y en efecto la 
logra— una mirada desde la académia a la implementación del Acuerdo 
Final de Paz firmado por el gobierno colombiano con la antigua guerrilla de 
las FARC-EP. 
Pertenecen todos sus autores a la que podría denominarse «La 
generación del posconflicto», si por tal se entiende la edificación de la 
reconciliación, la armonía y la apertura de la puerta hacia el progreso 
sostenido y equilibrado de la sociedad en la que viven. Otros menos entu-
siastas u optimistas, o quizás más rigurosos, la llamarían «La generación 
del posacuerdo». Pero cualquiera que sea la forma para denominarlos, lo 
cierto es que todos, sin excepción, creen en la paz como una realidad, como 
prólogo
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una urgencia y como una necesidad maleable, dúctil, plástica, que espera 
ser modelada justamente por las mentes y la acción de científicos sociales 
que la nutran de vida y de fuerza como lo hacen, sin duda, con los escritos 
que ahora presentan y que, desde su Observatorio de Paz, la Universidad 
Libre registra, atesora y somete al ponderado escrutinio de la comunidad 
académica.
Ha vivido el país, después de casi dos años de firmado el acuerdo de 
paz, tiranteces constantes entre los amigos sinceros del pacto y sus recal-
citrantes detractores. Estas han sido tensiones que, desde luego, muy 
pocos observadores en el exterior pueden entender cabalmente, entre 
quienes, con la muy responsable negociación de los acuerdos firmados, 
han producido el hecho incontrovertible de haber evitado que continuara 
la hemorragia incontenible que venía desangrando a Colombia y, por el 
contrario, estiman que con esa firma el gobierno entregó el país a los 
designios de una guerrilla de siniestros antecedentes y de peligrosos 
nexos con la decadente y vecina Venezuela de Chávez y Maduro, cuyo 
esquema, según ese enfoque, sería el modelo de país que algunos extre-
mistas de la izquierda quisieran para Colombia. Y el sofisticado engranaje 
de su maquinaria propagandística posicionó esa disparatada idea, al 
punto de obtener los resultados conocidos en las elecciones presiden-
ciales. 
Los acuerdos suscritos fueron en verdad abarcantes en cuanto al 
radio de acción, puesto que exigen no solo la crucial entrega de las armas 
—supuesto inamovible de las negociaciones— sino la participación política 
de los antiguos guerrilleros que complementa y explica aquel supuesto 
básico. Pero además, y corriendo el grave riesgo de impopularidad, atizada 
como se vio por la acerbía de sus resentidos opositores, los acuerdos de 
paz que lideró para la historia el gobierno Santos abrieron la puerta a la 
necesidad de que el país entre, al fin, a enfrentar la solución de los grandes 
problemas, algunos de los cuales llevan siglos de atraso, como el gravísimo 
de la tierra; otros de más reciente aparición como el del narcotráfico que 
tantas vidas ha costado, que ha diezmado nuestras instituciones y afec-
tado, por su potencia corruptora, los niveles de eticidad en nuestro medio; 
unos acuerdos que, aún antes de ser firmados, pusieron a las víctimas del 
conflicto armado en el centro de la escena , no solo para que conocieran la 
jorge gaviria liévano
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verdad de lo acontecido sino para que fueran suficientemente reparadas en 
todos los sentidos. Unos acuerdos que introdujeron, además, el novedoso 
concepto de la garantía de no repetición, que no se contiene en ninguno de 
los pactos que pusieron fin a los numerosos conflictos armados de nuestra 
historia. Unos acuerdos que concibieron una jurisdicción transicional para 
hacer justicia con los elementos insustituibles enunciados, y a través de 
unos Magistrados, seleccionados cuidadosamente por su competencia y 
pulcritud, y por la manera políticamente descontaminada como se hizo la 
escogencia. 
Esas peculiares características de la jurisdicción transicional en 
Colombia la convirtieron, paradójicamente, en el principal blanco de los 
dardos ponzoñosos que se le han venido disparando sin cesar desde todos 
los rincones de la extrema derecha nacional y, quizá, de sus aliados interna-
cionales. Con todo, un procedimiento para la JEP fue finalmente aprobado 
mediante ley ordinaria en las últimas sesiones del Congreso saliente, con 
dos artículos de dudosa consistencia constitucional que buscan desfi-
gurarla dilatando su acción durante dieciocho meses respecto de los 
militares, y que quiere una sala especial para ellos, integrada por Magis-
trados distintos a los actuales y cuya selección estaría seguramente al 
alcance de los tentáculos políticos que aseguren su máxima docilidad. La 
JEP, así desfigurada, no podría conseguir que de sus audiencias con los 
militares saliera a flote la verdad de lo acontecido con sus actuaciones. 
Esa es, quizá, la razón de fondo que inspira a los vehementes autores 
de la propuesta. Los militares que han dicho querer acudir ante la JEP 
para contar su verdad y ser juzgados y sancionados de conformidad, no 
ocultan su sorpresa y desacuerdo con esas dilatorias normas. Y saben que 
pueden quedar expuestos a la intervención de la Corte Penal Internacional. 
Hay buenos motivos para que muchos colombianos sospechen que la 
maniobra parlamentaria conduce a que la verdad plena de lo acontecido 
en el conflicto armado quede por siempre sepultada en una de las varias 
fosas comunes inexploradas que guardan los secretos de nuestra verda-
dera historia. 
Con la ley de procedimiento aprobada, y a la expectativa del curso consti-
tucional que sigan las dos disposiciones que la extrema derecha consiguió 
introducir finalmente en el texto de la respectiva ley, comienza ya la JEP 
prólogo
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a operar. Su primera actuación en aplicación de las normas de procedi-
miento ha sido la convocatoria hecha a los altos dirigentes y miembros 
del Secretariado de la antigua guerrilla de las FARC-EP, en relación con 
los múltiples secuestros ocurridos entre 1993 y el 2012. Están prestos 
a acudir a la audiencia respectiva que puede contribuir a despejar expli-
cables inquietudes públicas en algunos sectores, antes de su posesión 
en las diez curules a ellos reservadas en el Congreso renovado. Como la 
justicia transicional que administrará la JEP es simétrica, tendrá que citar 
pronto a una audiencia a otros actores del conflicto armado y, en ella, los 
militares tendrán la oportunidad de ser escuchados. La verdad se verá, 
entonces, honrada con las versiones de los unos y de los otros. 
La intensificación del conflicto armado, que alcanzó niveles inve-
rosímiles en los ocho años anteriores al 2010, alentó la protección de 
poderosos intereses de variadas características, entre ellos los de los 
narcotraficantes, y de otros muy variados, pero igualmente pecaminosos 
por la horripilante acción de los varios grupos paramilitares, fenómenos 
que han sufrido alteraciones significativas, especialmente como conse-
cuencia de los acuerdos de paz, pero que en algunos aspectos importantes 
subsisten como amenazas serias para la consolidación de la paz. El cons-
tante asesinato de líderes sociales y defensores de derechos humanos, 
con alguna muy significativa pero quizá no suficiente condena social, en 
emocionantes «velatonas» en las principales plazas colombianas y en 
naciones extranjeras, debe de tener una reacción institucional acorde con 
lo expresado en esa protesta pacífica en busca de oportunas y exhaus-
tivas investigaciones que lleguen prontamente a conclusiones sólidas, y 
en procura de brindarles suficiente protección en el momento preciso a 
los líderes sociales amenazados o en riesgo. Esta pronta reacción de la 
sociedad y del Estado es urgente y nada puede tener que ver con los inte-
reses políticos de los unos o de los otros. El evitar que se convierta en una 
política de exterminio por acción o por omisión es uno de los imperativos 
morales más ineludibles del país y en lo cual está comprometido, en muy 
buena medida, el futuro de la paz, tan gravemente amenazado ahora por 
esta tardía pero implacable secuela del conflicto bélico al que puso fin 
el acuerdo respectivo que, por lo demás, es una política de Estado y no 
apenas la del gobierno que la impulsó y consiguió. 
jorge gaviria liévano
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No creo pertinente extenderme más en estas palabras de introducción 
porque, además, no pretendo privar al lector del incomparable goce de leer 
directamente a sus autores en su brillante y esclarecedora prosa. Si se me 
permitiese un fugaz comentario sobre su tarea, diría que toda ella, como 
puede cotejarse al examinar el índice de la obra, dan cuenta del llamado 
que todos ellos están sintiendo por hacer desde la academia sus mejores 
aportes al país con el que como jóvenes de bien sueñan: una Colombia en 
paz, más justa, más equitativa, más ética, más democrática, más solidaria 
y mejor dispuesta para acatar la llegada de las nuevas y sucesivas gene-
raciones de compatriotas que no podrían comprender que las actuales 
generaciones les entreguen a las suyas un legado de odio, de destrucción 
y de inequidad como el que hemos recibido nosotros. 
Cada uno es, desde luego, responsable de sus propias afirmaciones en 
los distintos trabajos, como lo es el autor de estas líneas quien, con entu-
siasmo y gratitud, ha acogido los trabajos investigativos que ahora salen 
a la luz para la reflexión de quienes estudian los álgidos temas que tratan 
sus autores pero que, en suma, son asuntos que a todos nos atañen como 
nación y que, por lo mucho que se ha conquistado hasta ahora pese a 
las grandes resistencias que algunos ofrecen, son susceptibles al propio 
tiempo de llenar nuestros corazones de fundada esperanza. Los intere-
santes rasgos de académicos e investigadores notables, contenidos en las 
hojas de vida de los autores que se incluyen en la presente obra, explican 
también la alta calidad de los trabajos que representan un valioso aporte 
a los esfuerzos del Observatorio de Paz de la Universidad que con orgullo 
oriento, además del compromiso institucional de ella con la tarea colec-
tiva inmensa de consolidar y preservar la paz en este maravilloso país que 
tanto la necesita y merece.
 Jorge Gaviria Liévano
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El trabajo que a continuación se presenta tiene como propósito prin-
cipal determinar unos fundamentos políticos, jurídicos y sociales 
que podrán servir como criterios orientadores en el proceso de rein-
corporación de los miembros de las FARC-EP. Estos fundamentos 
permitirán entender qué es un proceso de reincorporación y cuál es 
su finalidad en la construcción de la paz, que parte de un contexto 
histórico coyuntural y, por tal motivo, deben ser revisados para cons-
truirse y valorarse a la luz de estas nuevas emergencias. 
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ABSTRACT
This work intends to determine some political, social and legal aspects 
that will serve as guiding criteria of the reincorporation process of the 
FARC-EP members. Those aspects will allow to understand what a 
reincorporation process and its role in the construction of the peace 
is, considering the conjunctural historic context, and therefore, based 
on these trends, basic concepts must be reviewed and evaluated.
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INTRODUCCIÓN 
En Colombia, en los últimos años, se ha hecho un esfuerzo para construir 
y consolidar la paz, entendida esta, al menos como ausencia de violencia 
directa1, creando procesos que conllevan a la reintegración y reincorpora-
ción de las personas que pertenecen a grupos al margen de la ley o que son 
disidentes armados. 
Estos procesos se constituyen en uno de los elementos más impor-
tantes para la consolidación de la Paz, porque el programa permite el 
acoplamiento de los miembros combatientes a una vida civil, lo que contri-
buye a la formación de nuevas formas de vida en las que cada uno de los 
miembros que se integra sienta que puede cumplir con sus aspiraciones, 
así como que sus proyecciones coincidan con las mismas de una comu-
nidad2. Lo anterior con el fin de que no existan antagonismos y, a partir de 
lo anterior, se emplee la violencia como forma o mecanismo para resolver 
los problemas.
1 La violencia según Galtung se manifiesta en tres formas: violencia directa, 
violencia estructural y violencia cultural. Estas formas de violencia serán 
analizadas más adelante en el trabajo. 
2 Uno de los trabajos que se debe hacer para la superación de un conflicto 
tiene que ver con el proceso de integración, entendido este, según Galtung, 
como «un proceso mediante el cual dos o más actores forman un nuevo 
actor. Cuando el proceso se completa, se dice que los actores están inte-
grados» (1968, p. 15). Este proceso tiene que ver con la conciliación de las 
aspiraciones de la vida de los seres humanos. Cuando existen dos o más 
actores y estos tienen valores distintos y excluyentes, esto es que son 
diametralmente opuestas y al menos hay dos en el que una de dichas aspi-
raciones no es reconocida entonces surgen los conflictos. Galtug entiende 
que cuando las creencias son radicalmente distintas los niveles de violencia 
y de antagonismo crecen. Por ello, propone tres modelos para la integración: 
1. El modelo de integración valorativa, 2. El modelo de integración de actores 
y 3. La integración como intercambio entre las partes y el todo. La unión de 
estos modelos permitirá la conciliación entre las aspiraciones de los actores 
y, por lo tanto, a la superación de la violencia. Para poder generar un proceso 
exitoso es importante que entre los distintos actores de la sociedad exista la 
solidaridad como fundamento moral. 
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Es así como, por un lado, desde 2003 el Gobierno Nacional ha venido 
trabajando por medio del programa para la reintegración a la vida civil, 
que permite el ingreso de las personas que se encontraban alzados en 
armas. Debido al aumento de esta población entre el 2005 y 2008, en el 
año 2011 se crea la Agencia para la Reintegración y la Normalización, con 
programas educativos, culturales, económicos, etc., que le permiten a los 
desmovilizados planes y proyecciones para el ingreso a la sociedad como 
un civil. Este último paso tuvo varias implicaciones, entre ellas la consolida-
ción de políticas de largo plazo y la comprensión de la reintegración desde 
múltiples dimensiones, como lo son el hábitat, la familia, el individuo, la 
sociedad, entre otros. Lo anterior basado en el Consejo Nacional de Política 
Económica y Social, en adelante, Conpes 3554. 
Por otro lado, por medio del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto 
y la Construcción de una Paz Estable y Duradera en Colombia, en adelante, 
Acuerdo Final de Paz, el Gobierno Nacional y las Fuerzas Armadas Revolucio-
narias de Colombia-Ejército del Pueblo, en adelante FARC-EP, acordaron en 
el numeral 3 unos fundamentos para la comprensión de la reincorporación, 
la cual debe realizarse bajo unos parámetros que se construyen en varias 
dimensiones —política, jurídica y social— que buscan ser la propuesta del 
trabajo. Esto, al mismo tiempo, se ha comprendido mediante el documento 
Conpes 3867 de 2016.
Para ver el escenario actual al que nos enfrentamos con la llegada 
de los excombatientes de las FARC-EP, habrá que hacer una precisión 
conceptual a la luz de cada uno de los procesos que se realizaron en 
los últimos años en Colombia puesto que, en el caso de la reintegración 
que surgió, entre otras causas, por de las negociaciones con las Autode-
fensas Unidas de Colombina o los paramilitares3, este concepto se ha 
3 Existe una discusión en torno a la denominación que deben tener estos 
grupos armados de derecha: paramilitares o Autodefensas Unidas de 
Colombia. Según Romero (2003), determinan dos concepciones distintas. 
Por un lado, los grupos de Autodefensa denotan una actividad pasiva 
de defensa de los ataques guerrilleros de izquierda a la población civil y 
tienen sus primeras apariciones a principios de los años 80. Por su parte, 
el paramilitarismo hace frente a una actividad de apropiación de tierras, 
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venido mezclando, a propósito del discurso jurídico, de la Ley de Justicia y 
Paz y de la Jurisprudencia de la Corte Constitucional con formas penales 
como la resocialización, que tendría que depurarse del concepto de rein-
corporación propio de la escena de la negociación con una guerrilla de 
izquierda, (las FARC) para así separar los procesos y comprender las 
dinámicas a las que el derecho se enfrenta en cada uno de ellos. Esto 
se presenta concretamente porque los contextos son distintos y, en 
este sentido, las dinámicas que giran en torno a los procesos no pueden 
confundirse. 
En otras palabras, hay que diferenciar dos conceptos: reintegración y 
reincorporación, que en Colombia tienen una connotación epistemológica 
distinta puesto que depende del proceso político y jurídico que se realiza. 
La reintegración apunta principalmente a integrar a los miembros que 
pertenecieron a grupos paramilitares4 y que estos, por no tener una fina-
lidad política «justificada»5 sobre el ejercicio de la violencia desplegada, 
no pueden ser considerados como sujetos activos de delitos políticos. Así 
lo señaló la Corte Constitucional de Colombia al revisar la constituciona-
lidad de la Ley de Justicia y Paz que quería reconocer el indulto disfrazado 
con penas mínimas y amnistía a los paramilitares. 
limpieza social, lucha directa y radical contra las guerrillas de izquierda, lo 
que implica acciones positivas de formas violentas en contra de un objetivo 
en el que involucra también a la población civil en donde ha tenido mayor 
presencia la guerrilla. Estos grupos tienen su aparición en la escena en 
los años 90. Para superar el problema conceptual, aceptamos la tesis del 
profesor Romero según la cual, estos grupos tuvieron una unión y fueron 
ampliando sus objetivos que con el paso del tiempo son tanto activos como 
pasivos. En este sentido se utilizarán los conceptos como sinónimos. 
4 Hay que aclarar que también se reintegraron miembros de otros grupos 
guerrilleros, pero estos procesos no fueron individuales, como en el caso de 
los paramilitares. 
5 El texto Teoría del partisano. Comentario a la noción de lo político, de Carl 
Schmitt, determina que, si bien el guerrillero lucha de forma irregular, puede 
tener acceso al reconocimiento internacional y, por tanto, a los mecanismos 
internacionales. Sin embargo, este acceso solo es posible siempre y cuando 
su lucha no sea repudiable, sino más bien se justifica. 
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La reincorporación tiene la finalidad de ser un proceso colectivo que 
parte del hecho de que la violencia emerge por la falta de oportunidades, 
pobreza extrema en el campo, entre otras formas que implican la supera-
ción de dichos fenómenos para la superación del conflicto y la integración 
de los excombatientes de las FARC-EP. 
Por este motivo, el presente trabajo tiene como propósito responder 
la siguiente pregunta: ¿Cuáles son los fundamentos jurídicos, políticos y 
sociales de los que parte el Acuerdo Final de Paz que permiten una reincor-
poración de los miembros de las FARC- EP a la sociedad civil? Para lograr 
responder la anterior pregunta estableceré cómo se comprende el proceso 
de reintegración y cuál su evolución y luego determinaré cuáles son los 
fundamentos de la reincorporación para comprender mejor el proceso 
de implementación del Acuerdo Final de Paz, lo que conlleva a establecer 
unos fundamentos que nos permitan, como teóricos del proceso de paz, 
encontrar formas claras sobre el concepto de reincorporación.
El trabajo parte de un análisis genealógico6 que pretende valorar un 
fenómeno concreto. En otras palabras, utilizaré un concepto propio de 
la filosofía (genealogía) para valorar un fenómeno y establecer unos 
fundamentos jurídicos, políticos y sociales que permitan contribuir a la 
formación de dinámicas y generación de procesos para el desarrollo de 
la implementación del Acuerdo Final de Paz en Colombia. 
6 En mi texto La Corte Constitucional Colombiana como institución jurídica que 
determina la ética y la política en las relaciones de la sociedad con respecto 
a la prostitución (2017) indiqué que «La genealogía es un concepto por el 
cual Nietzsche nos permite determinar que la vida del ser humano es ante 
todo interpretación, lo cual, nos muestra como la historia y la cultura se 
montan sobre ciertos instintos que nacen en principio esporádicos y poste-
riormente, se vuelven costumbres. La genealogía nos permite desmantelar 
ciertos instintos para hacerlos visibles en una lucha de fuerzas, las cuales 
Nietzsche llama fuerzas activas y fuerzas reactivas. La genealogía es motivo 
de discusión en la actualidad, unos la utilizan como un método de análisis, 
otros como Foucault, la emplean para desmantelar las relaciones de poder 
que se encubren con las instituciones». Sin embargo, no es motivo de este 
escrito establecer una suerte de discusión con relación a dicho concepto. 
Utilizaré la genealogía con el único propósito de establecer los fundamentos 
de un concepto que nos permita entender un proceso en concreto. 




A PROPÓSITO DE LEY DE JUSTICIA Y PAZ
El poder y el tener se tragaron al ser, la vida no importa. 
Víctima del conflicto armado colombiano
1.1 La reintegración como política institucional del  
Estado 
Hay un acuerdo entre los teóricos que sostienen que una de las causas de 
la violencia que se sitúa en el contexto de un conflicto social tiene que ver 
con la incapacidad del Estado de administrar la fuerza en algunos lugares 
del país7. Esto ha conllevado a que en los últimos cincuenta años broten 
grupos guerrilleros, denominados guerrillas de izquierda, como lo son las 
FARC-EP, UC-ELN, EPL, entre otros, y en las últimas tres décadas grupos 
de derecha al margen de la ley denominados Autodefensas Unidas de 
Colombia (AUC), los cuales fueron propiciados por el Estado, como lo ha 
venido indicando la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, en adelante, Corte IDH8. 
Esta emergencia de grupos ilegales al margen de la ley que cuestionan 
constantemente la soberanía estatal9, en la medida en que hay espacios en 
el territorio colombiano en los que el Gobierno no cumple con los mínimos 
de servicios esenciales que garanticen una vida digna como lo son segu-
ridad, justicia, educación, agua potable, entre otros, hace que la violencia 
7 Entre otros textos se puede consultar Aguilera P. Contra poder y justicia Guerri-
llera (2014).
8 Tal como lo establece la Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el caso Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. Párrafo: 96.1, 96.2.
9 El profesor Mario Aguilera Peña en el texto Contrapoder y justicia guerrillera 
indica que uno de los problemas que emerge en un conflicto armado interno 
es el problema de la fragmentación de la soberanía y esta se presenta según 
sus palabras porque existen «gobiernos que no cumplen con las obligaciones 
de los gobernados» (Aguilera, 2014, p. 23).
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sea administrada por estas organizaciones y, en consecuencia, la pobla-
ción civil se vea afectada por dichas dinámicas. 
Los grupos de autodefensas tienen una tradición más o menos de dos 
décadas y media que varía dependiendo de los escenarios nacionales e 
internacionales y principalmente del mercado de la droga. Esta historia, 
según Romero (2003), se puede determinar en dos momentos. En un 
primer momento, comienza cuando las autodefensas tenían como principal 
motivo defenderse de los ataques de la guerrilla de izquierda; se denomina 
propiamente como autodefensas porque el único propósito es establecer 
zonas de control y seguridad, es decir, las estrategias son defensivas. En 
un segundo momento, las autodefensas se inmiscuyen con proyectos más 
concretos como lo son la reorganización de las tierras a partir de la compra 
de estas y el desplazamiento sistemático de la población, aprovechando 
que estas (las tierras) se encuentran desvalorizadas por la presencia de 
la guerrilla. Toda esta nueva dinámica hizo que cambiara el panorama de 
la violencia. En este sentido, el propósito de los paramilitares era atacar 
a todos los revolucionarios y, con ello, a la población civil que se ve en 
medio de este conflicto, con el fin de sacarlos de las tierras apropiadas por 
los nuevos dueños, tanto así que se creó un bloque denominado Muerte a 
Revolucionarios del Nordeste (MRN); Muerte a revolucionarios de Urabá, 
entre otros. 
Este objetivo fue patrocinado por los grandes terratenientes, con apoyo 
de las fuerzas militares10, auspiciado por el Decreto Legislativo 0180 de 
1988. En términos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, «En 
este decreto se tipificó, inter alia, la pertenencia, promoción y dirección de 
grupos de sicarios, así como la fabricación o tráfico de armas y municiones 
de uso privativo de las Fuerzas Militares o de Policía Nacional» (Corte IDH, 
2005).
El Gobierno Nacional, con el fin de incentivar procesos de reinserción de 
personas que pertenecían a grupos ilegales, expide la Ley 418 de 1997, que 
10 La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido varios 
vínculos entre los paramilitares y la fuerza pública. Entre otras sentencias 
se pueden consultar La Masacre de Mapiripan vs. Colombia. La Masacre de la 
Rochela vs. Colombia. Masacres de Ituango vs. Colombia. Manuel Cepeda Vargas 
vs. Colombia.
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tiene como finalidad la búsqueda de instrumentos para solucionar los 
problemas de forma pacífica. En el capítulo primero se le otorgaban facul-
tades al Gobierno Nacional para que reconociera a los actores armados 
como actores políticos y facilitar el diálogo. 
En el gobierno de Álvaro Uribe Vélez, se expide la Ley 782 de 2002 en 
la que se aumenta la prórroga de la Ley 418 de 1997 y, además, auto-
riza al Gobierno Nacional para crear espacios de diálogo entre los grupos 
ilegales y crear beneficios a favor de estos grupos para facilitar acerca-
mientos. Esta ley fue la que habilitó al Gobierno de Uribe para negociar la 
paz con los paramilitares, que terminará con la Ley de Justicia y Paz. Los 
procedimientos de la reintegración que se establecieron en la Ley 798 de 
2002, en su artículo 19, creándose dos grandes enfoques: por un lado, 
la desmovilización en grupo y por otro, la desmovilización individual de 
personas que, por cuenta propia, ingresará a las instituciones del Estado 
para iniciar un proceso de reintegración, independientemente del grupo 
ilegal al que perteneciera. 
Ahora bien, para comprender mejor el espacio de la reintegración es 
importante hacer referencia a la Política Nacional de Reintegración Social 
y Económica para Personas y Grupos Armados Ilegales. Esta política 
comprende varios escenarios, es decir, los tiempos en los que los desmovi-
lizados ingresaban a la sociedad civil. En un primer instante es denominado 
como la dejación de las armas y en un segundo, la implementación de polí-
ticas que tienen que ver con la forma en que las persona se va a conectar 
con la sociedad civil. 
Este documento, además, determina cuáles son los procesos en los 
que las personas que se integran adoptan una nueva forma de vida, que 
se ha visto en mayoría de las ocasiones frustradas por varias causas, las 
cuales se clasificarán de la siguiente forma, a saber:
1.1.1 Prácticas de los desmovilizados que impiden la vida 
en la sociedad
El documento determina que los reinsertados tienen prácticas de vida que 
les impiden acoplarse fácilmente a la sociedad civil, tales como la imposi-
bilidad de pensar por sí mismos, pues los grupos al margen de la ley tienen 
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formas jerarquizadas muy fuertes que son determinantes para orientar la 
conducta de los individuos que hacen parte de estas organizaciones, lo 
que conlleva a que sientan temor a ingresar a una vida civil. De la siguiente 
manera se refiere el documento, veamos:
Asimismo, esta población ha estado expuesta desde su vinculación 
al GAI a la adoctrinación criminal y antidemocrática impuesta por 
la estructura ilegal a la que pertenecían, cuyo accionar se rige por 
métodos autoritarios que riñen con la responsabilidad y autonomía 
necesarias para actuar en la legalidad. Estas personas enfrentan los 
temores propios de un cambio de vida radical, que exige acoplarse 
a un medio «civil» donde los códigos y privilegios a los que estaban 
acostumbrados ya no son válidos (Política Nacional de reintegración 
Social y Económica para Personas y Grupos Armados Ilegales, 2008, 
p. 20).
Por otra parte, el documento señala que las personas desmovilizadas, en 
su gran mayoría, tienen «estilos de vida insalubres», las cuales clasifica 
en tres. 1) Personas que tienen problemas de drogadicción. 2) Personas 
con problemas patológicos mentales que no son tratados y 3) Prácticas 
insalubres por causa del conflicto. De la siguiente manera se refiere el 
documento:
En primer lugar, la manifestación de patologías mentales, entre ellas 
el consumo y abuso de sustancias psicoactivas que limitan el proceso 
de reintegración, situación que se agrava por la no implementación a 
nivel local de los lineamientos de la Política Nacional de Salud Mental 
y la escasa oferta para prevenir y atender estas afecciones. Por otro 
lado, y como consecuencia de la vida en la militancia ilegal, las prác-
ticas en salud de la población desmovilizada no se circunscriben en 
estilos de vida saludables. Por consiguiente, se dificulta la atención 
en salud y la asimilación de modelos de promoción y prevención de 
enfermedades (Política Nacional de reintegración Social y Econó-
mica para Personas y Grupos Armados Ilegales, 2008, p. 21).
Por último, cabe anotar que valorar la integración partiendo de una nega-
ción de las formas y conductas de las personas que ingresan a la sociedad 
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es un error para el proceso. La institución no puede prejuzgar al sujeto que 
viene a una comunidad como una persona que ha estado en formas de vida 
equivocada, pues el conflicto surge por condiciones propias de la vida en 
Colombia y esto hace que ciertos sujetos no tengan otra opción. En este 
sentido, cuando pertenecieron a los grupos ilegales, en la mayoría de los 
casos las condiciones socioeconómicas los obligó a vincularse a ello. La 
institución debe partir de hombres, mujeres, niños y niñas que entran a parti-
cipar en nuevas formas de vida, sin que esto tenga que negar su pasado.
1.1.2 Contextos en los que se conectan los programas de 
reintegración 
Señala el documento que la mayoría de los contextos en donde se realiza la 
desmovilización tienen que ver con lugares en donde se trafica con drogas, 
lo que hace que las circunstancias y posibilidades de estos recaigan en la 
ilegalidad. 
Por otra parte, las empresas y la sociedad no tienen programas y respon-
sabilidades claras con los desmovilizados, puesto que se crean estigmas 
sobre los mismos, impidiéndoles escenarios de reconciliación y cerrando 
las posibilidades de comunicación y, por lo tanto, de comunidad, esto es, 
de conseguir un trabajo, de tener relaciones sociales, etc. 
1.1.3 Falta de articulación
Los programas de reinserción carecen de articulación con otras organiza-
ciones que les permitan a los desmovilizados conectarse con la comunidad 
y con las demás instituciones, las cuales garanticen una integración plena. 
En este sentido, si bien los programas de educación y formalización de 
empleo se desprenden por parte de la Agencia Nacional de Reincorporación, 
al no existir una articulación con las demás instituciones, se disminuyen 
las posibilidades que se tengan. 
1.1.4 La falta de claridad con relación a las acciones 
penales 
Uno de los problemas que enfrenta la reintegración es la falta de claridad 
por parte de los jueces penales con respecto a la situación jurídica de 
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los desmovilizados, prolongándose los casos en el tiempo, lo que genera 
la incertidumbre sobre las personas que tienen que comparecer ante la 
jurisdicción. 
1.2 Valoraciones sobre el proceso de reintegración 
de los paramilitares
Dicho lo anterior, se puede comenzar a concluir que, según la génesis del 
proceso de reintegración y las aspiraciones que este tenía para la integra-
ción de los desmovilizados a la vida civil, no son del todo satisfactorias, 
lo que ha conllevado a que estas personas, en su gran mayoría, opten por 
nuevas formas de organización criminal. 
Para comprender mejor lo anterior, considero que los problemas 
emergen en la medida en que la norma y el derecho parten de un análisis 
antropológico criminal del sujeto que viene a incorporarse a la sociedad. 
Así, por un lado, suponen que hay una condición en los desmovilizados 
denominada «malas prácticas» y que estas, a su vez, le impiden su integra-
ción a la sociedad civil. Por otro lado, la falta de políticas públicas claras 
y de articulación de las instituciones ha entorpecido dicho proceso. Pero 
esto en principio emerge porque la norma está negando las formas de vida 
de los reintegrados, pretendiendo que estos deben acomodarse a las aspi-
raciones de una comunidad que se considera como «la mejor». 
Es así como el derecho pretende corregir «las malas prácticas» a través 
del concepto de resocialización. La resocialización, entonces, tiene un 
efecto importante, pues parte del presupuesto de que quienes se encuen-
tran alzados en armas ejercían una violencia irregular que implica que la 
personas logren superar esta condición y adaptarse a una vida civil. Desde 
la Ley de Justicia y paz, este elemento ya se encontraba desarrollado en su 
artículo 3, veamos: 
Alternatividad. Alternatividad es un beneficio consistente en 
suspender la ejecución de la pena determinada en la respectiva 
sentencia, reemplazándola por una pena alternativa que se concede 
por la contribución del beneficiario a la consecución de la paz 
nacional, la colaboración con la justicia, la reparación a las víctimas 
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y su adecuada resocialización. La concesión del beneficio se otorga 
según las condiciones establecidas en la presente ley (Ley 975 de 
2005, artículo 3).
En este mismo sentido, la Corte Constitucional Colombiana, en su 
interpretación, estableció una relación inexorable entre el concepto de 
reintegración y resocialización, lo cual implica la inclusión de un lenguaje 
del derecho penal que parte del supuesto de que quienes deseen rein-
tegrarse deberán superar su condición de delincuente. De la siguiente 
forma se refiere la Corte Constitucional Colombiana:
Una de las funciones más importantes de los procesos de justicia 
transicional es la prevención especial positiva, alcanzada mediante 
una resocialización que se logra con la reintegración seria de los 
actores armados. Para cumplir con ese fin, deben brindarse los 
presupuestos materiales para la reincorporación social y econó-
mica a la vida civil (Corte Constitucional Colombiana, Sentencia 
C-694 de 2015).
Uno de los elementos indispensables para comprender el proceso de 
desmonte de los paramilitares tiene que ver con que la fuerza que ellos 
emplearon fue, en primer lugar, desbordada y, en segundo lugar, no había 
causas justas para la utilización de la violencia, lo que conllevó a que 
el diálogo que se dio entre el Gobierno de Álvaro Uribe y los paramili-
tares cambiara completamente el rumbo, porque este desconocía los 
elementos constitutivos de una justicia transicional. 
Así, la Corte Constitucional les negó (a los paramilitares) la posibilidad de 
ser considerados como un actor político y, en este sentido, tener mayores 
beneficios a propósito del indulto y de la amnistía, porque los delitos que 
cometieron estos grupos ilegales no caben dentro de las categorías de un 
delito político. Por el contrario, lo que se generó a propósito del paramili-
tarismo fue una oleada de fuerza irracional que radicalizó por completo el 
uso de la violencia, concretándose en masacres, desplazamiento forzado, 
violencia sexual, asesinatos, entre otros delitos que constituyen viola-
ciones a las normas del Derecho Internacional Humanitario y el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos. Además:
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[...] la actividad de los grupos paramilitares nunca ha tenido como 
objetivo oponerse al Estado; al contrario, los grupos paramilitares 
surgieron con el apoyo del Estado, y desarrollan sus actividades con 
su complicidad. Los grupos paramilitares no pretenden cambiar las 
instituciones ni impedir su funcionamiento; en cambio, se autopro-
claman sus defensores, al tiempo que las autoridades reclaman su 
presencia (Corte Constitucional Colombiana, Sentencia C-370 de 
2006).
El proceso de desmonte de los paramilitares, como lo señala el Informe de 
BASTA YA, conllevó al rearme de nuevos grupos paramilitares, los cuales 
se han denominado la tercera oleada. Lo anterior, afirma el grupo de inves-
tigación del Centro de Memoria Histórica, se debió al incumplimiento del 
pacto, como lo es la participación en política, la falta de oportunidades y 
articulación de los procesos y, además, la falta de control por parte del 
Estado hacía los grupos guerrilleros. 
II.
REINCORPORACIÓN DE LOS MIEMBROS  
DE LAS FARC-EP, UN PROBLEMA DE TODOS
El proceso de reincorporación en Colombia se fundamenta en el Acuerdo 
Final de Paz, el cual se consolida a propósito de unas fuerzas que se unen 
en el marco del diálogo para superar un conflicto que emerge por más de 
cincuenta años en Colombia. 
La historia de las negociaciones con las FARC-EP y el Gobierno Nacional 
en Colombia se han venido desarrollando desde 198211. En las mesas de 
11 Calos Medina Gallego en su texto Conflicto Armado y Procesos de Paz en 
Colombia: memorias casos FARC-EP y ELN determina cuáles han sido las 
formas de negociación y las dinámicas que han marcado los procesos, los 
cuales comienzan desde 1982 y, con respecto a las FARC-EP, determina las 
causas que impidieron las negociaciones con el gobierno de Pastrana. En el 
marco de las últimas negociaciones, según el profesor, el Estado siempre ha 
incumplidos lo pactado. 
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negociación siempre ha estado en la agenda la participación política, la 
reforma rural, la justicia, la superación de la pobreza, y en los años 90, el 
paramilitarismo, entre otros temas (Medina, 2009).
En la última negociación se han logrado avances significativos que no 
se concretaron con anterioridad y es la construcción del Acuerdo Final de 
Paz que, entre otras cosas, han dado como resultado el cese al fuego, la 
dejación de armas de los miembros de las FARC-EP y la consolidación de 
un partido político denominado Fuerzas Alternativas Revolucionarias del 
Común. 
Sin embargo, el proceso de paz no termina acá, pues no debe enten-
derse que la ausencia de violencia es ausencia de enfrentamientos 
directos con armas de fuego, es decir, ausencia de ataques que dejan un 
lugar visible en el cuerpo, como lo son muertos, heridos, desplazados, por 
causa de un combate, además de los conflictos que emergen como lo es 
las formas de disidencia de los paramilitares12 y de las Farc13. 
El presente acápite pretende describir cómo se han concretado las 
aspiraciones del diálogo de paz para determinar los fundamentos que 
consolidan el proceso de reincorporación. Estos fundamentos son polí-
ticos, jurídicos y sociales y rodean toda la escena del proceso de Paz en 
Colombia. 
2.1 Fundamentos para la construcción del concepto 
de reincorporación 
Con el fin de consolidar un acuerdo que lleve a una mejor construcción 
de la Paz es importante entender cuáles son los supuestos que implica la 
reincorporación de los miembros de las FARC-EP. De esta manera propo-
nemos los siguientes. 
12 En los últimos años se han visto brotes de paramilitarismo que han arrojado 
nuevas masacres y la muerte de más de cuatrocientos líderes sociales. 
13 Las nuevas formas disidentes de las FARC han mostrado su fuerza a través 




FUNDAMENTOS PARA COMPRENDER LA REINCORPORACIÓN  
DE LOS MIEMBROS DE LAS FARC-EP EN COLOMBIA
TIPO FUNDAMENTO
Social La violencia debe ser estudiada desde diferentes ámbitos. En 
este sentido se entenderá que varios actores han producido, 
legitimado y avalado la violencia en Colombia.
Jurídico Los miembros de las FARC-EP no pueden ser tratados como 
delincuentes, sino como un grupo que busca relaciones más 
equitativas, especialmente en el campo, lo que conlleva a 
que el reconocimiento de los derechos debe darse de forma 
conjunta aplicando los principios del buen vivir en la comu-
nidad. 
Político Los miembros de las FARC-EP confían en el Estado y en la 
sociedad colombiana para que la reincorporación de sus 
miembros se realice de forma exitosa. 
Fuente: propia
2.1.1 Fundamento social: la violencia debe ser estudiada 
desde diferentes ámbitos. En este sentido se 
entenderá que varios actores han producido, 
legitimado y avalado la violencia en Colombia 
Para comprender el conflicto colombiano hay que desentrañar cuál es su 
origen y cuáles son las causas que lo producen y lo reproducen. De esta 
forma entendemos que el conflicto armado en Colombia emerge por la 
violencia que se desarrolla de forma institucional y no institucional. Galtung 
(1988) analiza las formas de cómo se construye y se consolida la violencia; 
estas se transmiten a través de valoraciones o creencias que se pueden 
convertir, por un lado, en violencia cultural y por otro, en violencia estruc-
tural. Unos diálogos entre estas dos últimas justifican la violencia directa. 
Explicaré cada una de ellas:
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• La violencia cultural, según Galtung, es la suma de creencias que se 
transmiten a través de mitos, glorias, traumas, miedos, sueños y que 
se concreta en formas como el patriarcado, el patriotismo y hasta 
el feminismo. Por ejemplo, en el Meta los jueces no fallan a favor de 
las trabajadoras que llegan con su esposo y su familia hacer trabajo 
de llano, puesto que, se considera que dentro del pago al esposo va 
incluido el de la mujer. Este caso es un claro ejemplo de violencia 
cultural.
• La violencia estructural se forma a través de una lucha de fuerzas 
en las que se consolida una institución, es decir, son todas las insti-
tuciones que hacen legítimas y normales las conductas o acciones. 
Esta forma de violencia, según Galtung, es la más represiva porque 
se dispone todo el aparato estatal para su efectivo cumplimiento. 
También podemos pensar la violencia estructural como la formación 
de un dispositivo que configura los regímenes de significación de una 
sociedad y conlleva a la normalización de la violencia. 
• Por ejemplo, que exista declarado un estado de cosas inconstitu-
cionales por parte de la Corte Constitucional sobre las cárceles en 
Colombia, en donde se vulneran sistemáticamente los derechos 
humanos y, sin embargo, el sistema penal siga funcionando sin que 
la sociedad reclame sobre ello. El dispositivo es la cárcel que hace 
posible la violencia en contra de unos cuerpos y esta violencia se 
encuentra injustificada puesto que la misma implica violación de dere-
chos humanos en un régimen constitucional.
• La violencia directa son todas las conductas o acciones que se realizan 
de forma física o verbal y que tienen una marca sobre el cuerpo, como 
lo es el morado, los muertos, los heridos, etc.
Galtung, a su vez, explica que las formas de violencia pueden manifes-
tarse de forma visible o invisible. La violencia directa deja una huella en 
el cuerpo, como lo es el morado, el puño, los muertos, los heridos, los 
desplazados, etc. La violencia invisible se reproduce a través de las creen-
cias (violencia cultural) y se hace posible por medio de las instituciones 
(violencia estructural). Estos dos últimos tipos de violencia son conside-
rados por Galtung como violencia invisible. En palabras de Galtung: 
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La violencia directa, física y/o verbal, es visible en forma de conductas. 
Pero la acción humana no nace de la nada, tiene sus raíces. Se 
indican dos: una cultural (heroica, patriótica, patriarcal, etc.) y una 
estructural que en sí misma es violenta por ser demasiado represiva, 
explotadora y alienadora; demasiado dura o demasiado laxa para el 
bienestar de la gente (Galtung,1998, p. 15).
Para ilustrar mejor lo anterior, Galtung presenta el siguiente gráfico en el 
que traza un mapa de la violencia.









Fuente: Galtung, J. Tras la violencia. (1998), p. 15.
2.1.1.1 Superación de la violencia directa: génesis de la firma 
y la implementación del Acuerdo Final de Paz en 
Colombia entre el Gobierno Nacional y las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del 
Pueblo FARC-EP
El proceso de paz con las FARC-EP y el Gobierno de Santos ha sido clasi-
ficado en tres etapas. En una primera etapa se establecen los primeros 
acercamientos informales. La segunda etapa comienza con la Resolución 
339 de 2012 y la instauración en octubre de ese mismo año de las negocia-
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ciones en Oslo, Noruega con firmes intenciones de las partes de superar el 
conflicto a través del diálogo. Y un tercer momento comienza con la firma 
del Acuerdo Final de Paz, el día 26 de septiembre de 2016, el cual no fue 
refrendado por los colombianos, lo que conllevó a que el Gobierno Nacional 
tuviera que revisar el documento con los promotores políticos del NO. De 
las anteriores negociaciones, el Acuerdo Final de Paz fue refrendado por el 
Congreso de la República con 130 votos a favor y ninguno en contra. 
El Acuerdo Final de Paz contiene siete puntos, los cuales tienen como 
propósito principal superar las estructuras sociales, económicas y polí-
ticas que han propiciado un conflicto armado prolongado. A continuación, 
se presenta una radiografía que permite una aproximación a lo que el 
Gobierno Nacional pactó con las FARC-EP. 
CUADRO 2.
RADIOGRAFÍA DEL ACUERDO FINAL DE PAZ
Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción  
de una paz estable y duradera
Introducción
1. Reforma rural  
integral
1.1. Acceso y uso de 
tierras
En el presente punto se acordaron 
algunos elementos estructurales para la 
superación de la pobreza en el campo, 
realizando una reforma rural integral, 
que implica la democratización, formali-
zación y actualización de tierras. 
Se establecieron criterios preferen-
ciales para acceder a los beneficios 
que otorgará la reforma rural como lo 
son las víctimas del conflicto, mujeres 
campesinas y personas que han sido 
desplazadas por causa de la violencia. 
Los criterios y objetivos principales que 
orientan estas dinámicas son el buen vivir, 
la economía común, y asuntos del campo 
como su sostenibilidad y viabilidad, la 
erradicación de la pobreza extrema y la 
superación del 50% de la pobreza.
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1. Reforma rural  
integral
1.2. Programas 
de desarrollo con 
enfoque diferencial 
(PDET)
Los programas que ofrecen a través de 
la reforma rural tendrán estrategias que 
conlleven a dar prioridad a las personas 
y mujeres, especialmente, que han sido 
víctimas del conflicto. 
1.3. Planes 
Nacionales para 
la reforma rural 
integral
Los planes y programas conllevarán a la 
erradicación de la pobreza extrema y a 
la superación de la pobreza en un 50%; 
determinarán la infraestructura que 
podrá generar dicho objetivo.
Establece planes sociales de Salud, 
educación y vivienda. 
Determina estímulos a la producción 





2.1. Derechos y 
garantías
En este acápite se establecen los dere-
chos y garantías que deben tener las 
personas que ejercen oposición sobre 
las políticas institucionales, las cuales 
parten desde el derecho a la libertad de 





Se establecen las garantías para los 
movimientos y organizaciones sociales 
para que puedan ejercer sus derechos 
políticos, como la protesta pacífica y 
la participación ciudadana a través de 
medios de comunicación comunitarios, 
institucionales y regionales
Se establecen garantías para garan-
tizar la reconciliación, la convivencia, la 
tolerancia y la no estigmatización, espe-
cialmente por razón de la acción política 
en el marco de la visibilidad
Se establecen lineamientos para forta-
lecer la democracia y, en este sentido, 
que existan diversas formas de vida sin 
que tengan que ser discriminados. 









en la política 
nacional, regional y 
local de todos los 
sectores
Uno de los criterios que orientarán las 
medidas para la participación política es 
la promoción del pluralismo político, de 
la participación electoral de las distintas 
fuerzas y la promoción de transparencia.
Lo anterior implicará una reforma del 
régimen y de la organización electoral, 
garantizar y una cultura política demo-
crática y participativa, aumentar la 
representación política de poblaciones 
y zonas especialmente afectadas por 
el conflicto y el abandono por parte del 
Estado. En este punto se crearán circuns-
cripciones que conlleven a la participación 
de los líderes de estas comunidades. 
La Promoción de la participación política 
y ciudadana de la mujer en el marco del 
presente acuerdo y la creación de nuevos 
espacios para dar acceso a medios a los 
partidos y movimientos políticos.
3.
Fin del conflicto
3.1. Acuerdo sobre 
el cese al fuego y 
de las hostilidades 
bilateral y definitivo 
(CFHBD) y la 
dejación de armas 
(DA) entre el 
Gobierno Nacional  
y las FARC-EP
En estos subpuntos se establecen la 
introducción, los objetivos, las defini-
ciones, las reglas y procedimientos por 
los cuales los miembros de las FARC-EP 
entregarán las armas e ingresarán a la 
vida civil. Esto se realizará a través de 
las Zonas Veredales Transitorias de 
Normalización.
En este punto se acuerdan los derechos 
que deben tener los excombatientes 
de las FARC-EP en el momento en que 
dejan las armas, como acceso a la salud, 
alimentación, seguridad y garantías para 
el proceso de reincorporación. 
3.2. Reincorporación 
de las FARC-EP 
a la vida civil en 
lo económico, lo 
social y lo político 
de acuerdo con sus 
intereses
Se acuerda la reincorporación Política, 
que consiste en el ingreso a la vida polí-
tica de las FARC-EP, en la medida en que 
entran a ser una fuerza de oposición 





3.3. Obligaciones de 
los excomandantes 
guerrilleros 
integrantes de los 
órganos directivos 
de la nueva fuerza 
política
En este punto, los reincorporados se 
comprometen con el respeto de los dere-
chos humanos y, con ello, a no utilizar las 
armas como forma de actividad política. 
3.4. Acuerdo 
sobre garantías 
de seguridad y 





de homicidios y 
masacres, que 
atenten contra 
los defensores de 
derechos humanos
En este punto se acuerdan formas y 
mecanismos para combatir las fuerzas 
que emergen en contra del proceso de 
paz y, con ello, a la violación sistemática 
de derechos humanos. Concretamente, 
todas aquellas fuerzas armadas de 
derecha que violan sistemáticamente 
los derechos humanos. 
4.
Solución  
del problema  
de las drogas 
ilícitas
4.1. Programas 
de sustitución de 
cultivos de uso 
ilícito (PNIS)
Uno de los principales problemas que 
enfrenta la violencia en Colombia tiene 
que ver con la lucha contra la droga 
ilícita. En este sentido, la erradicación 
de cultivos ilícitos se configura como 
uno de los puntos más importantes 
para la superación de la pobreza de los 
campesinos y las formas de viabilidad 
económica del campo. Sustituyendo 






5.1. Sistema Integral 
de Verdad Justicia, 
reparación y no 
repetición
En este punto se crea todo un sistema 
complejo de formación de la verdad 
histórica y concreta de lo que fue el 
conflicto armado en Colombia.
También se construye la implementa-
ción de la Justicia Especial para la Paz en 
donde serán juzgados todos los actores 
que cometieron delitos cometidos en el 
marco del conflicto armado interno.










En este punto se establecen las medidas que serán tomadas 
con respecto a las personas que pertenecen a grupos étnicos 
y fueron afectados por el conflicto armado colombiano. 
Fuente: Propia 
Para la implementación del Acuerdo Final de Paz se ha creado todo un 
sistema jurídico complejo que permite la implementación del Acuerdo 
por medio de normas. Así el Acto Legislativo 01 de 2016 establece un 
procedimiento legislativo especial para la paz: por un lado, los proyectos 
de ley de acto legislativo que tengan como objetivo la implementación del 
Acuerdo Final de Paz serán iniciativa únicamente del Gobierno Nacional, 
el cual tendrá tramite preferencial, que consiste en debatir con prioridad 
de otros asuntos, en sesiones conjuntas y en una sola vuelta, aprobados 
con la mayoría absoluta. Por otra parte, se le entregan competencias espe-
ciales al Presidente de la República para que por medio de Decretos con 
fuerza de ley pueda implementar varios puntos del acuerdo. Respecto a 
esta facultad, el Presidente ha expedido 40 Decretos con Fuerza de Ley. 
Por su parte, el Decreto 121 de 2017 establece un artículo transitorio 
que tiene que ver con el control de constitucionalidad por parte de la Corte 
Constitucional para la valoración de las normas expedidas en el marco de 
implementación del Acuerdo Final de Paz. Así, se establece un control previo 
de constitucionalidad sobre los actos legislativos y leyes que se expidan 
en el marco de la legislación especial, y un control automático sobre los 
decretos expedidos por el Presidente de la República. 
Estos controles han suscitado toda una teoría constitucional con respecto 
a la forma en cómo se comprende la constitucionalidad de la producción 
normativa vía legislación especial para la paz. De esta manera se estableció 
un criterio formal y otro material. Estos criterios forman unos subcriterios 
de constitucionalidad que han sido ampliados en la medida en que se han 
producido las sentencias. El siguiente cuadro intentará mostrar cuáles son 
los subcriterios que se han establecido por parte de la Corte Constitucional 




CRITERIOS PARA LA VALORACIÓN DE LAS NORMAS PRODUCIDAS 
BAJO LEGISLACIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ
Criterios Subcriterios Sentencias
Formales Temporalidad: Consiste en que el Decreto 
se haya ejecutado en un tiempo de 180 
días. 
Sentencia C-699 de 
2016; C-160 de 2017; 
C-174 de 2017; C-253 
de 2017.
Competencia: Debe ser expedido por el 
Presidente de la República. 
C-160 de 2017; C-174 
de 2017; C-253 de 
2017.
Firmas: Debe ser firmado por el presi-
dente de la República y por un Ministro o 
su respectivo Director del Departamento 
Administrativo.
C - 174 de 2017.
Título: Debe tener un título. C-174 de 2017.
Justificación: Debe tener una justificación. C-174 de 2017.
Materiales Conexidad objetiva: Consiste en la carga 
argumentativa que tiene se debe hacer 
para justificar la conexidad entre el Acuerdo 
Final de Paz y la norma producida bajo la 
legislación especial. 
Sentencia C-699 de 
2016; C-160 de 2017; 
C-174 de 2017; C-253 
de 2017.
Conexidad estricta: Ha sido denominada 
también como Juicio de finalidad, que 
consiste en que se demuestre que la norma 
cumpla con una finalidad propuesta en el 
Acuerdo.
Sentencia C-699 de 
2016; C-160 de 2017; 
C-174 de 2017; C-253 
de 2017.
Conexidad suficiente: Consiste en funda-
mentar la estrecha relación que existe entre 
las materias de las normas y el Acuerdo 
Final de Paz. 
Sentencia C-699 de 
2016; C-160 de 2017; 
C-174 de 2017; C-253 
de 2017.
Asuntos excluidos: No se pueden imple-
mentar normas que no tengan como 
finalidad la implementación del acuerdo. 
C-174 de 2017.
Fuente: Propia
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2.1.1.2 Superación de la violencia estructural: eliminación de 
las brechas entre el campo y la ciudad, una apertura  
de posibilidades y oportunidades
La explicación de los tipos de violencia se realiza en la medida en que 
la emergencia de un conflicto armado tiene una explicación, la cual es 
propiciada por ciertos escenarios de violencia, es decir, una violencia 
estructural y cultural que hacen inevitable el enfrentamiento. 
En Colombia, las guerrillas de las FARC-EP han luchado por buscar 
relaciones más equitativas en el campo y, en la mayoría de los casos, las 
personas que ingresan al grupo guerrillero lo hacen por falta de oportu-
nidades, puesto que las desigualdades que existen entre algunas zonas 
de país pueden constituirse en una clara manifestación de violencia 
estructural, esto es, falta de oportunidades, pobreza extrema, ausencia 
del Estado. Así se «registra fuertes contrastes entre lo urbano y lo rural, 
pues, de acuerdo con el informe de Desarrollo Humano 2011, el índice 
GINI para la distribución de es de 87,5, lo que convierte a Colombia en uno 
de los países con más alta desigualdad en la propiedad rural del mundo» 
(Centro de Memoria Histórica, 2011, p. 192).
Por consiguiente, el Acuerdo Final de Paz parte de la siguiente conciencia: 
que el campo ha sido olvidado por el Estado y, en este sentido, se busca 
cambiar las relaciones entre los colombianos más desprotegidos. De 
este modo «se supondrá la apertura de un nuevo capítulo de nuestra 
historia. Se trata de dar inicio a una fase de transición que contribuya a 
una mayor integración de nuestros territorios, una mayor inclusión social, 
en especial de quienes han vivido al margen del desarrollo y han padecido 
el conflicto» (Acuerdo Final de Paz, Introducción, p. 6).
El primer punto del Acuerdo Final de Paz tiene que ver con la superación 
de la violencia estructural en el campo, garantizando que más personas 
en Colombia puedan tener acceso a las tierras, en el que 3 millones 
de hectáreas serán democratizadas y 7 millones serán formalizadas, 
teniendo como personas con prioridad de dichas políticas a los campe-
sinos, la población víctima del conflicto, las mujeres rurales, las mujeres 
cabeza de familia y la población desplazada. 
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En este sentido, el primer punto es crucial para la superación del 
conflicto en la medida en que se intentará fortalecer las instituciones del 
Estado en el campo, implementando el desarrollo y generando principios 
como el buen vivir en las comunidades más desprotegidas y vulnerables 
por causa de la violencia. Estas acciones deben darse de forma conjunta 
y tienen como objetivo principal la «erradicación de la pobreza extrema 
y la reducción en todas sus dimensiones de la pobreza rural en un 50%» 
(Acuerdo Final de Paz, punto 1.3, p. 24).  
Este punto es crucial puesto que su cumplimiento impedirá que las 
personas opten por formas criminales como única posibilidad de vida. 
Además, la ampliación de oportunidades y posibilidades por parte del 
Estado y las garantías de los bienes y servicios básicos hará que el conflicto 
no se radicalice ni se reproduzca, lo que conllevará a que la violencia no sea 
un mecanismo de manifestación por parte de la sociedad civil y los canales 
de comunicación entre el Estado y la comunidad se fortalezcan. 
2.1.1.3 Superación de la violencia cultural: reconocimiento 
del otro, una política de multiculturalismo y tolerancia 
ciudadana 
Una de las formas de fomento de la violencia tiene que ver con la concep-
ción de creencias con respecto al otro. La formación que principalmente 
tienen los habitantes de las ciudades en Colombia con respecto a los 
miembros de las FARC-EP se ha construido a partir de los medios de 
comunicación, quienes de alguna manera justifican acciones violentas en 
contra del «enemigo»14. 
Sin embargo, para la superación del conflicto hay que construir al otro 
tal y como se presenta: como un miembro que ha sido desprotegido por 
parte del Estado y que encontró el canal de la violencia como forma de 
14 También se puede ver cómo esta noción de justicia se encuentra en Antígona. 
En esta obra, Creonte justifica su acción de no enterrar al rebelde (hermano 
de Antígona) por ser un enemigo de la ciudad. El problema es que lo hace con 
la muerte y ahí surge la tragedia. En Lisístrata se muestra cómo otra ciudad 
puede pasar de amiga a enemiga dependiendo de los intereses políticos y en 
esta medida de justifica la violencia contra el enemigo. 
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manifestación, pero que hoy en día se integra a la sociedad esperando que 
esta lo acoja y pueda realizar sus propósitos en ella. Por ello, no es posible 
seguir reproduciendo formas y mensajes de odio dentro de la sociedad, 
principalmente a través de los medios de comunicación, puesto que, si 
continúa sucediendo, se consolidan y se estabilizan a través de las insti-
tuciones, por ejemplo, la forma de educación o el establecimiento de una 
ley. En ese sentido, para evitar este problema se hace necesario acudir al 
llamado de Galtung:
La primera tarea para abordar el conflicto de raíz es trazar un mapa 
de formación del conflicto, las partes implicadas, los objetivos, los 
enfrentamientos, temas de fondo, tarea correspondiente tras la 
violencia, para comprender mejor cómo ha seguido un diabólico 
curso el metaconflicto, sembrando el caos en y entre los seres 
humanos, grupos, sociedades, dejando personas destrozadas por la 
guerra y el mundo destrozado por la guerra. La guerra es un desastre 
creado por la acción humana (1988, p. 15).
La superación de la violencia en términos culturales implica que todos 
asumamos que hemos tenido responsabilidad en la producción y reproduc-
ción del conflicto colombiano: la indiferencia, la falta de acción que deja al 
otro en el abandono, hace que exista una legitimación de todas las formas de 
violación de derechos humanos como el desplazamiento, las masacres, las 
muertes, violencia sexual, niños y niñas tomando armas dentro del conflicto, 
etc. Asumiendo esta responsabilidad, nos quedará entonces tomar las 
medidas de corrección, aceptando que lo que buscamos es dejar de estar 
divididos por causas de intereses económicos de unos pocos y convertirnos 
en una sola voz de protesta contra todos aquellos que quieran seguir vulne-
rando nuestro derecho más humano, impidiendo la paz. 
2.2 Fundamento jurídico (presupuestos normativos 
para el reconocimiento del otro y por lo tanto 
para el reconocimiento de derechos)
Una vez instituido un acuerdo entre las partes implicadas en el conflicto 
surge la siguiente pregunta: ¿Cuál es la relación que existe entre el derecho 
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y el documento que pone fin a un conflicto armado? Esta pregunta presu-
pone otras subpreguntas: ¿Cuál es la naturaleza jurídica del acuerdo que 
se desarrolló en el marco de la superación de un conflicto armado? ¿Cuál 
es el estatus de un miembro que combate en el lugar no oficial?
Las respuestas a estas preguntas pretenden establecer las obliga-
ciones originarias que tiene el Estado con relación a un acuerdo que 
pone fin a un conflicto. Estas obligaciones pueden considerarse como 
una fuente del derecho subjetivo y que conlleva, por consiguiente, a la 
comprensión del marco de la reincorporación de los miembros de las 
FARC-EP y sus posibilidades frente a las instituciones jurídicas. 
Los elementos que permitirán una completa reincorporación en 
términos jurídicos implican la formación del otro en tanto sujeto de 
derechos. Por lo tanto, es de imperativo cumplimiento para el Estado 
garantizarles a las personas que vienen a formar parte de la sociedad 
todos los derechos reconocidos por medio del Acuerdo Final de Paz y, 
además, garantizar la efectiva protección que emerge por encontrarse 
dentro de un Estado Social de Derecho y democrático.
2.2.1 Las tendencias pacifistas: el derecho como forma 
de hacer la paz 
Norberto Bobbio en el texto El problema de la guerra y las vías de paz 
determina dos formas de pacifismo: el pacifismo pasivo y el pacifismo 
activo. El pacifismo pasivo lo clasifica en tres formas: primero, las que se 
desprenden de las corrientes sociológicas del siglo XVII, en el sentido de 
pensar que la idea de evolución del hombre conllevará a superar la guerra 
como forma de resolver los problemas. El segundo es la realización de 
la paz perpetua de Kant, que consiste en que el sistema político-jurídico 
contribuirá a la unión de las naciones y a la resolución de los problemas 
a través de las instituciones internacionales, transformando los Estados 
despóticos en democráticos, garantizando la libertad a todos los indivi-
duos de la sociedad; por último, el socialismo democrático que sostiene 
que la paz llegará cuando las contradicciones hagan una crisis inevitable 
a propósito de lo que implica el mismo sistema capitalista (2008, pp. 
110-111).
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Al pacifismo activo, a su vez, se los divide en tres: «Según que el remedio 
contra la guerra se busque en los medios, en las instituciones y en los 
hombres» (2008, p. 112). El pacifismo a través 1) de los Medios: busca que 
existan formas de desarme de los Estados para evitar la confrontación. 
2) De la Institución: se manifiesta por medio del derecho que conlleva a la 
instauración de dispositivos para evitar por todos los medios la guerra; y 3) 
de los hombres: implica construir una cultura en los hombres mediante la 
educación y la religión, que haga reflexionar sobre el problema que implica 
la guerra como forma de resolver los conflictos y el desastre a que ello 
conlleva. 
El derecho, entonces, se presenta como forma de resolver los problemas 
entre las personas por medios pacíficos. En este sentido, las instituciones 
que se cimientan sobre esta idea, invitan a abrir una nueva brecha dentro 
del ordenamiento jurídico que implica nuevas formas de relacionarse en 
el sistema. Para explicar mejor lo anterior en nuestro contexto, debemos 
presentar el problema concreto.
Cuando existe un conflicto armado al interior de un país, como lo ha 
venido reconociendo el Estado colombiano a través de las normas sobre 
víctimas y en distintas jurisprudencias, tanto de la Corte Constitucional 
como de la Corte Suprema de Justicia15, emerge un problema de la sobe-
ranía estatal, pues como ya se afirmó, hay ciertas situaciones que el 
Estado no puede cumplir con sus ciudadanos y, por lo tanto, subsisten 
paralelamente unas formas de derecho que regulan las situaciones de una 
comunidad dentro del mismo territorio para contribuir con el desarrollo 
normal de una comunidad. 
La guerrilla de las FARC-EP ha generado esta serie de formas dentro de 
algunos territorios. Si bien no ha sido posible del todo que ellos se queden 
con el control de un territorio, sí han desplegado normas de justicia que 
determinan las lógicas de una comunidad. Estas formas de aplicar justicia 
han venido variando a lo largo de la historia de las FARC-EP y dependen del 
15 En este sentido, la Ley 1448 de 2011 establece normas de «atención, asis-
tencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se 
dictan otras disposiciones». Por otra parte, se puede consultar la sentencia 
C-781 de 2012 con relación al conflicto armado en Colombia.
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contexto histórico en el que se desarrollan. Es así como el profesor Mario 
Aguilar Peña en su texto Contra Poder y Justicia Guerrillera ha marcado cinco 
momentos en los que las dinámicas de las guerrillas instauran dispositivos 
para contribuir con la solución de los problemas de una comunidad.
Ahora bien, la discusión con respecto al derecho es si estas formas 
deben ser reconocidas propiamente como derecho o si, por el contrario, 
son mecanismos arbitrarios de imposición de poder sobre una comu-
nidad. Esta disyunción se plantea desde dos tendencias del derecho. Por 
un lado, el derecho positivo que reconoce como único derecho el legítima-
mente instaurado en un orden democrático, excluyendo cualquier forma 
de norma que no implique una validación a través de la competencia. Por 
otro lado, el pluralismo jurídico que determina que el reconocimiento de 
una regla impuesta en diferentes lógicas, las cuales depende del contexto 
y las normas se validan, en todo caso, en el cumplimiento por parte de 
una comunidad, esto es, hace que sea derecho válido para un grupo de 
personas determinado. 
En el caso colombiano, las dos tendencias ofrecen un problema estruc-
tural. Primero, en Colombia hay muchas formas de determinar las reglas y 
que sean reconocidas por una comunidad, en muchas ocasiones por miedo 
a la muerte, como lo que sucede, por ejemplo, en el caso de las bandas 
delincuenciales que instauran reglas de conductas so pena de muerte 
(Las Águilas Negras). Aceptar esta tendencia implicaría reconocer muchas 
formas de derecho no oficial. En otras palabras, darle paso al multicultura-
lismo jurídico como alternativa sería reconocer múltiples formas en las que 
se imponen reglas sociales como derecho en Colombia. 
Ahora bien, en el caso de positivismo jurídico habría que aceptar, más 
bien, que la legitimidad del Estado se ve cuestionada al no poder cumplir 
con los propósitos de un Estado Social de Derecho y Democrático, y en 
los lugares donde es más evidente esta ausencia se hacen legitimas, por 
consiguiente, las formas «justas» en las que el derecho se construye para 
la organización de la comunidad dada por regla instituida por la guerrilla. 
Si aceptamos este supuesto, estamos ante dos autoridades que deter-
minan, de alguna manera, reglas de conducta que son legítimamente 
válidas para una comunidad. El Estado Colombiano, por una parte, porque 
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es legítimamente reconocido por las instituciones internacionales y vali-
dado por los mecanismos de participación ciudadana. La guerrilla de las 
FARC-EP, por otra, pues ante la ausencia del Estado y su impotencia para 
llevar garantías y derechos humanos a un espacio del territorio colom-
biano marginados, emergen formas —aunque de manera precaria como 
lo denomina el profesor Mario Aguilar Peña— que contribuyen a la organi-
zación y la resolución de los problemas de una comunidad. 
Es así como, en el marco del diálogo del proceso de paz, las dos insti-
tuciones tienen completa validez ante la formación del derecho, en el que 
la lógica consiste en que el derecho instituido por las FARC-EP deje de 
presentarse paralela a la institución y, en consecuencia, existan acciones 
del Estado que conlleven a garantizar que las personas que han sido 
golpeadas por causa de la violencia y han sido víctimas de ello, tengan 
acceso a posibilidades y oportunidades institucionales. 
Además, al reconocerse que en Colombia existe un conflicto armado 
interno, la guerrilla de las FARC-EP tiene el reconocimiento internacional 
para poder pactar acuerdos con el Gobierno y, por tanto, superar el 
conflicto. 
En este sentido y bajo esta teleología es que debe pensarse el Acuerdo 
Final de Paz, como instrumento que conllevará a erradicar las causas de 
la violencia y a contribuir con el bienestar de la sociedad, en principio 
garantizando derechos de las personas más vulnerables en Colombia, es 
decir, los campesinos. 
2.2.1.1 Naturaleza Jurídica del Acuerdo de Paz entre las 
FARC-EP y el Gobierno Nacional 
Aceptando que las partes tienen plena competencia para negociar meca-
nismos, herramientas, establecer dinámicas y condiciones que contribuyan 
a la paz, surge la siguiente pregunta: ¿Cuál es naturaleza jurídica del Acuerdo 
Final de Paz? Lo anterior ha suscitado toda una discusión, puesto que el 
Acuerdo Final de Paz —en su momento Acto Legislativo 01 de 2016, en su 
artículo 4—, lo reconoce como un Acuerdo Especial por virtud del artículo 
3 común, en su párrafo tercero de los convenios de Ginebra, que tienen 
un marco jurídico internacional de protección a la luz del Derecho Interna-
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cional. Además, señala que el Acuerdo Final entrará a ser parte del Bloque 
de Constitucionalidad de la siguiente manera:
Artículo transitorio: En desarrollo del derecho a la paz, el Acuerdo Final 
para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera constituye un Acuerdo Especial en los términos del artículo 
3 común a los Convenios de Ginebra de 1949. Con el fin de ofrecer 
garantías de cumplimiento del Acuerdo Final, una vez este haya sido 
firmado y entrado en vigor ingresará en estricto sentido al bloque 
de constitucionalidad para ser tenido en cuenta durante el periodo 
de implementación del mismo como parámetro de interpretación y 
referente de desarrollo y validez de las Normas y las Leyes de Imple-
mentación y Desarrollo del Acuerdo Final (Acto Legislativo 01 de 
2016, artículo 4).
Sin embargo, otorgarle esta naturaleza jurídica ha suscitado toda una 
discusión en torno a ello. Por un lado, hay quienes sostienen16 que el 
Acuerdo no puede considerarse como un Acuerdo Especial porque regula 
materias que no son propias del artículo 3 común. Estos se enmarcan más 
en los acuerdos que hagan las partes con el fin de mejorar las condiciones 
de las víctimas, los heridos en combate, la cese al fuego, entre otros. El 
Acuerdo Final, por su parte, trata temas como la reforma rural integral, la 
participación política entre otros que no son contemplados dentro del arti-
culado que determina la figura de los acuerdos especiales y, por tal motivo, 
no encaja dentro de esta concepción. Desde este punto de vista pueden 
suscitar dos cosas: por un lado, que el Acuerdo Final de Paz sea desglosado 
y las partes que traten sobre derechos de las víctimas y sobre el cese al 
fuego, entren a ser considerados como acuerdos especiales, las partes que 
16 Entre los que sostienen que el Acuerdo de Paz no es un acuerdo especial 
se encuentra el exfiscal Eduardo Montealegre Lynett, quien presentó un 
concepto a la Corte Constitucional solicitándole que decretara la inexequi-
blidad de la expresión especial en el Acto Legislativo 01 de 2016, en la medida 
en que se pactó con las FARC-EP que no se subsumen bajo los preceptos del 
artículo 3 en común, ya que solamente hacen referencia a la protección de las 
víctimas, de los heridos en combate, de establecer reglas humanitarias, entre 
otros, mas no aborda todo lo pactado en el Acuerdo Final de Paz, como por 
ejemplo, la Reforma Rural Integral. 
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no hagan alguna referencia no entrarán a ser considerados como tal. Por 
otro lado, hay quienes afirman que, por virtud de una interpretación exten-
siva de lo que son los acuerdos especiales, el Acuerdo de Paz puede ser 
considerado como tal y, por tanto, su totalidad debe ser considerada así, 
como un Acuerdo Especial. Además, porque lo que pretende el Acuerdo Final 
de Paz es, precisamente, encontrar mejores condiciones para la sociedad 
civil en el que el conflicto no emerja como una fórmula para solucionar 
problemas. 
Ahora bien, el Acto Legislativo 02 de 2017 derogó el artículo cuarto 
transitorio del Acto Legislativo 01 de 2017 y determinó que la naturaleza 
jurídica del Acuerdo de Paz con las FARC-EP debe ser considerado como 
un Acuerdo en el «que los contenidos del Acuerdo Final para la terminación 
del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera, firmado el 
día 24 de noviembre de 2016, correspondan a normas de derecho interna-
cional humanitario o derechos fundamentales definidos en la Constitución 
Política» (Acto Legislativo 01 de 2017, artículo 1).
Para concluir el debate, aceptamos los últimos argumentos. El Acuerdo 
Final de Paz debe ser considerado como un Acuerdo y entra a ser parte 
del Bloque de constitucionalidad. Además, atrae todas las normas de ius 
cogens. En virtud de lo anterior, consideramos que su cumplimiento debe 
ser efectivo y no puede prolongarse por trámites burocráticos, puesto 
que él mismo (el Acuerdo Final de Paz) no tiene intereses particulares, ni 
mucho menos favorece un sector de la población. El Acuerdo Final de Paz 
tiene como propósito único superar las causas que generan la violencia 
en Colombia y, principalmente, la violencia en el campo. Por tal motivo, su 
finalidad se encuentra validada por la misma regla del derecho, a saber: 
que el derecho tiene como único fin buscar la paz dentro de la sociedad. 
Dicho lo anterior, el Acuerdo Final de Paz tendrá que ser cumplido en 
su totalidad, garantizando a los excombatientes lo prometido, pues al 
no garantizar ello, generaría un incumplimiento a las expectativas que el 
grupo tenía y, por lo tanto, este quebrantamiento, (como ya se hizo con los 
miembros del paramilitarismo, por los factores que sean) puede devenir en 
nuevas formas de violencia. 
De ahí que el reconocimiento del grupo de las FARC-EP y el recono-
cimiento internacional del Acuerdo Final de Paz crearon los siguientes 
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derechos subjetivos, en los que las personas que vienen a integrar la nueva 
sociedad tienen derecho y, por tanto, el Estado deberá cumplirlos en su 
totalidad.
a) Reincorporación Política
La reincorporación política defiende que es necesario ampliar la demo-
cracia en la que más personas y sobre todo las comunidades más 
desprotegidas —y en este sentido más excluidas— tengan acceso a la 
palabra sobre las discusiones de los problemas fundamentales del país. 
Para ello, será necesario que se robustezcan los movimientos sociales a 
través de la participación en distintos escenarios políticos, los cuales no 
se pueden reducir al voto, sino a la aparición, por ejemplo, de formas pací-
ficas de manifestación. Esto, además, fomentando los diversos canales de 
comunicación con las instituciones. 
En el punto dos del Acuerdo Final de Paz existen ciertos elementos 
que contribuyen a fomentar y ampliar la participación política, creando 
garantías para ejercer la oposición y cambiando ciertos lineamientos insti-
tucionales, como la repartición equitativa de los recursos, un sistema de 
seguridad para los líderes políticos, la creación de un estatuto para ejercer 
la oposición política, entre otros. 
Sin embargo, es el punto tres en donde se plantea el tema de la participa-
ción en política de los miembros de las FARC-EP. La reincorporación tiene 
como finalidad hacer que los miembros de la exguerrilla dejen las armas 
como forma de exigir reivindicaciones y pasen a la legalidad a través de la 
participación en política. Este propósito tiene como principios orientadores 
el respeto de los derechos individuales de cada uno de los miembros de los 
excombatientes, fomentando la construcción de un tejido social y garanti-
zando de forma diferencial los derechos de las mujeres. 
Este tránsito a la legalidad se realizó por medio de la formación de un 
partido político, el cual tiene como nombre Fuerzas Alternativas Revolucio-
narias del Común. El 9 de octubre fue la inscripción oficial en el Consejo 
Nacional Electoral. La financiación del partido se realizará de conformidad 
con las reglas de financiación de los demás partidos para las campañas 
electorales, además del 7% anual de la apropiación presupuestal para el 
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financiamiento de los partidos y movimientos políticos. Esta financiación 
deberá estar sujeta a todas las reglas de transparencia en las campañas 
electorales y la divulgación en los medios de comunicación masivo.
La Fuerza Alternativa del Común contará con cinco curules en el 
Congreso de la República en cada una de sus cámaras: Senado y Cámara 
de Representantes. Se espera que durante dos candidaturas los miembros 
de las FARC-EP integren 5 curules en cada una de las cámaras durante dos 
periodos consecutivos. 
En el marco de la creación de las normas que contribuyan a la imple-
mentación del Acuerdo Final de Paz habrá tres voceros de paz en cada una 
de las Cámaras; se encontrarán debatiendo las normas que se produzcan 
en el marco especial de legislación. Estos miembros, que ya hacen parte 
del congreso, tienen voz, pero no voto. La Corte Constitucional, en la 
Sentencia T-408 de 2017, determinó cuál es la naturaleza jurídica de los 
voceros: estos solamente van a acompañar un proceso que se realiza en el 
marco de la legislación especial para la paz, sin que tengan alguna calidad 
de servidor público.
El marco jurídico que se ha creado para la reincorporación surge de varios 
elementos que permiten la comprensión de la reincorporación desde varias 
dimensiones; esto implica un esfuerzo institucional para poder realizarlo. 
b) Reincorporación económica colectiva
La reincorporación económica colectiva parte de la formación de una orga-
nización denominada Economías Sociales del Común (ECOMÚN), que tiene 
como finalidad, de conformidad con el Acuerdo Final de Paz y el Decreto 899 
de 2017, promover las políticas de reincorporación de los miembros de las 
FARC-EP y sus familiares. 
Por otra parte, se creará la Organización Nacional de Reincorporación 
(CNR), la cual se encuentra conformada por miembros de las FARC-EP y 
miembros del Gobierno Nacional. Esta organización establecerá las rutas 
por las cuales se realizará el ingreso a la vida civil. Entre los compromisos 
económicos se tienen los siguientes: 
• Renta básica: Los excombatientes de las FARC-EP recibirán una renta 
básica mensual del 90% de un salario mínimo legal vigente. Esta renta 
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será hasta por dos años, siempre y cuando las personas que tienen 
derecho a esta renta no han conseguido un trabajo. Si las personas 
demuestran haber continuado toda la ruta propuesta para la reincorpo-
ración, se extenderá este beneficio. 
• Asignación única de normalización: Los miembros que dejen las armas 
y que eran integrantes de las FARC-EP recibirán la suma de 2.000.000 
por una sola vez. 
• Seguridad social: En el marco de la seguridad social se crea todo un 
complejo especial para la atención de dichos escenarios. Por un lado, 
se constituirá una fiduciaria para que realice los pagos a la seguridad 
social durante dos años. Además, se creará un comité especial de la 
mano con la cooperación internacional para el tratamiento de las enfer-
medades graves que son derivadas por causa del conflicto armado.
c) Planes y programas sociales 
La construcción de planes y programas sociales tiene que ver, en prin-
cipio, con impulsar programas de educación básica, técnica y tecnológica. 
También, con el fin de homologar saberes, el Gobierno Nacional tendrá 
que implementar políticas que permitan la validación oficial de los cono-
cimientos.
2.3 Fundamento Político
Uno de los factores principales para lograr un proceso de paz es recons-
truir una imagen de los miembros de las FARC, lo que implica una revisión 
de la construcción del imaginario que se ha dado a partir del discurso 
público. Ya las FARC-EP, en el marco de las negociaciones con el Presi-
dente Pastrana, realiza un comunicado al Gobierno Nacional para que 
se pronuncie con relación a los calificativos sobre su organización en el 
sentido de ser tildados como terroristas, lo cual, según esta organización, 
legitima cualquier acción militar sobre ellos. 
En este orden de ideas, desde que se finalizó el acuerdo iniciado entre el 
expresidente Pastrana y los miembros de las FARC, el tratamiento jurídico, 
político y social se ha dato entorno al terrorismo. 
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Sin embargo, en el escenario de la construcción de una paz estable 
y duradera se hace necesario que la comunidad en general cambie la 
imagen que se tiene con relación al grupo, catalogándolo en consecuencia 
como una fuerza política, que tiene completa validez en el escenario y 
que, por lo tanto, al ser integrado a la sociedad debe ser escuchado. 
Para los miembros de las FARC-EP la reincorporación es un paso de 
confianza. Esto genera que nosotros que, aceptamos ese voto, tenemos 
que cuidarlo puesto que una ruptura de dicho anhelo podrá generar un 
mayor conflicto en Colombia. De la siguiente manera se refiere el acuerdo:
Para las FARC-EP se trata de un paso de confianza en la sociedad 
colombiana y particularmente en el Estado, en cuanto se espera 
que todo lo convenido en el conjunto de acuerdos conforman el 
Acuerdo Final será efectivamente implementado en los términos 
pactados (Acuerdo Final, punto 3.2).
Cabe aclarar, además, que el proceso de reincorporación no se puede 
ver afectado por conceptos como la resocialización que implican, por 
un lado, la negación de las condiciones de las personas en el campo 
cuya única posibilidad, en muchas ocasiones, era pertenecer a grupos al 
margen de la ley, lo que quiere decir que las acciones no se encuentran en 
el marco de la libertad plena. Por otro lado, desconoce las aspiraciones 
de las negociaciones que se realizaron, puesto que la reincorporación no 
contempló a los miembros de las FARC-EP como delincuentes. Así las 
cosas, habrá que depurar del discurso jurídico dicho concepto (resociali-
zación) como se ha venido impetrando en diferentes documentos, como 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional. Veamos:
Ciertamente, tal y como ha sido señalado, los procesos de reincor-
poración, como el que tiene lugar a propósito del Acuerdo Final, deben 
incluir condiciones mínimas de subsistencia para los desmovilizados que 
les permita garantizar un tránsito confiado y seguro hacia la legalidad y la 




• El proceso de reintegración en Colombina ha presentado varios 
problemas puesto que emerge, por un lado, de una connotación nega-
tiva del sujeto que viene a incorporarse con prácticas malas e insalubres. 
Lo anterior hace que la institución no reconozca formas distintas de 
pensar y por ello, se vea en la necesidad de utilizar herramientas como 
la resocialización para pensar el proceso de reintegración. 
• Dicho lo anterior, habrá entonces que separar los conceptos de reincor-
poración y resocialización. La reintegración es un proceso mediante el 
cual los miembros de un grupo armado dejan las armas para pasar a 
hacer política a través de la legalidad. 
• La reincorporación, para comprenderla desde un escenario más amplio, 
tendrá fundamento social, político y económico. El fundamento social 
parte de la idea de que la violencia tiene varias dimensiones y habrá 
que erradicarla para tener un proceso de reincorporación exitoso, esto 
es, la violencia cultural, la violencia estructural y la violencia directa. 
El fundamento jurídico parte del reconocimiento jurídico de los miem-
bros de las FARC-EP como sujetos activos de derecho y, por tanto, el 
Estado les deberá reconocer de conformidad con lo pactado la rein-
corporación política, económica y social. Por último, el fundamento 
político tiene que ver con la confianza depositada por los miembros 
de las FARC-EP a la sociedad colombiana, la cual no puede ser traicio-
nada, ni vilipendiada. Si esto sucede, podrían transformarse en nuevos 
escenarios de violencia. 
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Desde mi punto de vista, la violencia es hija del descontento público, 
nacida de la falta de movilidad social que resulta de incapacidad 
educacional.
Rodolfo Llinás, entrevista con la Revista Arcadia, 2017. 
RESUMEN 
Este artículo analiza la oposición política en Colombia. El contexto 
histórico en el que se desarrolla es el acuerdo de paz entre el Estado 
y las FARC. Se plantea que la democracia necesita de la oposición 
política y que finalizar la guerra en Colombia permite asumir el ejer-
cicio de la participación política. Este análisis se hace desde una 
posición subalterna. 
PALABRAS CLAVE
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ABSTRACT
This article analyzes the political opposition in Colombia. The 
historical context in which it develops is the peace agreement 
between the State and the FARC. It is argued that democracy needs 
political opposition and that ending the war in Colombia allows us to 
assume the exercise of political participation. This analysis is made 
from a subaltern position. 
KEY WORDS 
Colombia, peace, FARC, democracy, war, political opposition, subal-
tern studies. 
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INTRODUCCIÓN
El punto dos del Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera —en adelante Acuerdo final de paz— (Gobierno 
Nacional de Colombia y FARC-EP, 2016), firmado entre el Gobierno 
Nacional del presidente Juan Manuel Santos Calderón y las FARC-EP del 
comandante Timoleón Jiménez, se llama «Participación política: apertura 
democrática para construir la paz estable y duradera».
Este punto sobre la participación política sirve para entender las nuevas 
dinámicas del sistema político colombiano, toda vez que las partes invo-
lucradas, el Gobierno Nacional y las FARC-EP, cada una a su manera, 
reconocen que el Acuerdo final de paz es un instrumento jurídico-político 
de reorganización del poder del Estado colombiano en seis puntos básicos 
que desactivan hasta eliminar la guerra irregular1: 1) Reforma rural integral; 
2) Participación política; 3) Cese al fuego y de hostilidades bilateral y defi-
nitivo, reincorporación de las FARC a la vida civil y garantías de seguridad 
y lucha contra las organizaciones criminales; 4) Solución al problema de 
las drogas ilícitas; 5. Víctimas del conflicto; 6) Mecanismos de implemen-
tación y verificación. Un acuerdo de obligatorio cumplimiento para llevarlo 
a cabo y desarrollarlo en una década. 
Respecto a la participación política, el marco constitucional definido 
en 1991 señala en su artículo 1 que Colombia es un Estado social de 
derecho, organizado en forma de república democrática, participativa y 
pluralista (República de Colombia, 1991). Quiere esto decir que la participa-
ción política es el elemento constitucional sustancial del sistema político 
colombiano, del régimen presidencial, de su legitimidad, de su estabilidad 
y de las instituciones jurídicas y políticas que lo integran, aunque en los 
últimos años la mayoría de los ciudadanos colombianos viva la crisis e 
incertidumbre de la participación política (Jaramillo Pérez, 2016; García 
Villegas y Rebelo Rebolledo, 2009).
Respecto al punto dos del Acuerdo final de paz, valga señalar que se 
observa desde la introducción al documento que el final del conflicto 
1 La expresión «guerra irregular» la hemos considerado a partir de Sánchez 
Gómez (2003) y Sánchez Gómez (2008).
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armado en Colombia —la llamada guerra irregular— necesita, a su vez, 
de una ampliación de la democracia, en general una nueva praxis demo-
crática, con la cual surjan en el escenario nacional distintas fuerzas 
políticas que den pie a que la inclusión de la oposición social y política, 
con sus diversos matices, sea parte constitutiva del nuevo orden estatal. 
En efecto, porque con ello se busca la «proscripción de la violencia como 
método de acción política» (Gobierno Nacional de Colombia y FARC-
EP, 2016). Argumento histórico que está en las condiciones objetivas 
de la lucha armada en Colombia, sostenida por las fuerzas insurgentes 
desde su origen en los años cincuenta y sesenta (Comisión Histórica del 
Conflicto y sus Víctimas, 2015). 
En primer lugar, el presupuesto filosófico y jurídico del que se parte 
para el entendimiento integral del Acuerdo final de paz es que la lucha 
política no es ni puede ser sinónimo de violencia física entre las partes 
reconocidas de una comunidad política. Y, en segundo lugar, el régimen 
presidencial y el sistema político colombiano en general, aceptan el 
principio de la diferencia, de la oposición de sectores de izquierda, subal-
ternos, progresistas y alternativos, en un orden jurídico-político que 
asume las dinámicas propias de las nuevas subjetividades y de la parti-
cipación democrática de los sujetos y, en cierta forma, intenta realizar el 
derecho a la utopía (Botero Uribe, D., 2005).
En palabras del pensador colombiano Estanislao Zuleta en la confe-
rencia Democracia y paz realizada en presencia del M-19 en 1989, la 
propuesta de la paz negociada es asumir el derecho a ser diferente 
(Zuleta, 1998)2, principio rector de todo sistema político democrático. 
En el caso que nos ocupa, con respecto a un grupo insurgente que hace 
el tránsito a su desmovilización como agente armado, las FARC-EP son 
consideradas en el presente estudio como un grupo armado subalterno 
con un móvil político afincado en un mundo de extracción y exclusión 
rural (García Lozano, 2016)3, el cual, durante 53 años, desplegó una forma 
2 Este tema del reconocimiento de la diferencia y la subjetividad está en el 
ámbito de la filosofía política en Deleuze y Guattari (2008). 
3 Para una ampliación del concepto de subalterno en Gramsci, consultar a 
Liguori, G. (2013). 
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de lucha armada contra el Estado colombiano, finalizando esta confron-
tación con la firma de un Acuerdo final de paz firmado en el Teatro Colón 
en Bogotá, en noviembre de 2016. 
A la terminación de la guerra irregular le sobreviene el reconocimiento 
de los más diversos actores sociales, a los que llamaremos grupos 
subalternos, los cuales, en términos históricos, adquieren la condición 
de nuevos sujetos políticos aceptados por el Estado en general, esto es, 
tanto la sociedad política como la sociedad civil (Gramsci, 2013; Herrera 
Zgaib, 2013), definición que es leída a partir de una relación de fuerzas 
sociales, políticas, económicas y militares, y que está integrada en la 
materialidad histórica del Estado capitalista contemporáneo en tanto 
condensación de procesos abiertos y situacionales entre gobernantes y 
gobernados (Jessop, 2009). 
El reto histórico del Acuerdo final de paz es construir un orden demo-
crático con justicia social. Igualmente, significa asumir el principio del 
derecho a ser diferente, el cual retoma tradiciones políticas progresistas, 
liberales y de izquierda como las señaladas por el pensador francés 
Claude Lefort (2004). Con lo anterior, se reconocerán a las fuerzas de 
oposición, al sistema político y al régimen presidencial como actores 
válidos y necesarios en la lucha política, la protesta social pacífica, las 
movilizaciones de los subalternos y las diversas formas de participa-
ción que integra también la Constitución Política, con los instrumentos 
propios de los plebiscitos, las consultas populares, las revocatorias de 
mandato, etc. 
Se advierte, entonces, que en la coyuntura política del año 2017 las 
posibilidades históricas de un nuevo poder constituyente y de una nueva 
sociedad civil se abren para la democracia participativa, para la condi-
ción política de los subalternos, igualmente para la oposición pacífica y el 
derecho legítimo a ser diferente4.
4 Referenciamos la propuesta de la condición subalterna como problema de 
subjetividad política en el escenario de la ciencia política y la sociología de 
Modonesi (2010) y Oliver (2013). 
Juan Carlos GarCía lozano
65
1. Exclusión social y política en Colombia
Por exclusión social y política hay que entender el veto que tradicional-
mente ha tenido la izquierda y los sectores subalternos —trabajadores, 
campesinos, indígenas, negritudes—, frente a las fuerzas políticas domi-
nantes y mayoritarias en Colombia, adscritas ellas de modo predilecto al 
bipartidismo histórico: Partido Liberal y Partido Conservador y sus aliados 
(Sánchez, 1996; Bergquist, 2017). 
Estos sectores subalternos, en principio, han sido contrarios a los 
grupos y clases sociales dirigentes que han conformado el Partido Liberal 
y el Partido Conservador en más de ciento cincuenta años de existencia. 
Grupos y clases subalternas que no han gobernado ni dirigido al país desde 
ninguna de las tres ramas del poder público, sino que, por el contrario, han 
sido gobernados, en buena medida, bajo el régimen de la excepcionalidad 
del Estado (Moncayo Cruz, 2004; Palacios, 2012). 
 Esta exclusión social y política se ha traducido en un talante particular 
del Estado capitalista construido desde el siglo XIX con la emergencia de 
las guerras civiles entre liberales y conservadores, secundado ello por un 
tipo especial de catolicismo contrarreformador adscrito al Partido Conser-
vador y desarrollado en la Hegemonía Conservadora, que dio pie para erigir 
la Constitución Política de 1886, proceso político y económico que duró 
en lo ideológico-político hasta 1930, con el inicio de la república liberal. 
Y luego, ese mismo talante bipartidista, que ha excluido el despertar de 
nuevas subjetividades sociales y políticas, se ha constituido con dinámicas 
contradictorias durante el siglo XX en una forma particular de ejercicio del 
régimen político y económico con un presidencialismo colombiano no 
secular y una precaria sociedad civil sin autonomía (Jaramillo Vélez, 1998)5. 
 Se advierten en la historia política e intelectual de Colombia los casos 
inusuales de gobernantes que no han sido ni liberales ni conservadores 
en su ideología, ni en la estructura social que les dio origen. Es decir, han 
5 En este libro se señala la precariedad de la cultura democrática en Colombia, 
en virtud de la falta de secularización de la sociedad civil y la ausencia de una 
educación pública y privada como vehículo para la formación de una ciuda-
danía participativa. 
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sido de condición subalterna, oriundos de la provincia, con una piel propia 
del trópico y no de los páramos ni de las élites políticas tradicionales. Son 
los casos paradigmáticos de dos presidentes generales del siglo XIX, Juan 
José Nieto (Fals Borda, 2002) y José María Melo (Vargas Martínez, 1998).
 El primero de origen afrocolombiano y el segundo con ascendencia indí-
gena, intentaron ejercer el poder como presidentes de la república en un 
contexto excepcional de crisis política y social. Pero ambos fueron derro-
tados y olvidados por las fuerzas políticas hegemónicas de la Colombia de 
mediados del siglo XIX. 
Valga señalar estos dos ejemplos lejanos para hacernos una idea 
histórica de lo que le ha costado a los grupos y las clases subalternas 
—trabajadores, campesinos, indígenas, negritudes, mujeres— asumir una 
condición de dirección intelectual y moral en la historia de este país meri-
dional. Lo que es tanto como decir que la oposición política en Colombia 
ha sido derrotada primero y luego vetada desde el lejano siglo XIX hasta el 
siglo XXI (Uribe López, 2013). Es un problema político no resuelto. 
Por supuesto los grupos y las clases subalternas en comento han 
tenido caudillos, voceros y líderes de opinión desde comienzos del siglo 
XX. Pero, aun con esta estatura y el reconocimiento nacional que en 
diversas situaciones les ha dado la coyuntura de la lucha política, los diri-
gentes subalternos no han logrado llegar a hacer el tránsito orgánico de 
opositores políticos a dirigentes nacionales. Es decir, no han coronado 
el proyecto político alternativo con el ejercido del poder presidencial, que 
durante el siglo XX también estuvo adscrito al Partido Liberal y al Partido 
Conservador (Vásquez Carrizosa, 1986). 
Rafael Uribe Uribe y Jorge Eliécer Gaitán son ejemplos reveladores de 
líderes de la oposición política con una estructura de base social campe-
sina y trabajadora que animaron una movilización autónoma. Primero, la 
vía armada con Uribe Uribe durante la guerra de los mil días, que arranca en 
1899, y luego la vía electoral con Gaitán en el contexto de la república liberal 
(1930-1946). En ambos casos la respuesta a estas dinámicas sociales fue 
el asesinato de estos capitanes subalternos. 
Uribe Uribe fue asesinado dejando el recinto del Congreso en 1914 
y a Gaitán le pasó lo propio en 1948 cuando había ascendido a director 
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único del Partido Liberal en los inicios de la violencia bipartidista durante el 
gobierno conservador de Mariano Ospina Pérez. Es así como la oposición 
política, por sustracción de materia, dejaba de existir en un contexto de 
guerra bipartidista (Braun, 2013). 
Después de estos hechos luctuosos y condenables, una parte de la 
oposición política, como sujeto autónomo, mutó a un escenario de resis-
tencia armada en las zonas rurales, en las zonas de frontera agrícola y en 
las selvas del país, lugares a donde fueron llegando los subalternos campe-
sinos buscando huir de la violencia entre liberales y conservadores de los 
años cincuenta, hasta encontrar asentamientos estratégicos que poste-
riormente fueron colonizados por campesinos desplazados. Por supuesto, 
hablamos de la lucha campesina que sobrevivió a la muerte de Gaitán y de 
las fuerzas gaitanistas golpeadas y perseguidas después de 1948 con el 
Bogotazo (Green, 2013).
Sobrevino entonces un largo proceso de estado de excepción perma-
nente durante buena parte de la segunda mitad del siglo XX, el cual se 
inició con el despliegue de la Guerra Fría en Colombia después de instalada 
la Conferencia Panamericana, algunos días previos a la muerte de Gaitán 
y la cual azotó con violencia y éxodo buena parte de las provincias y de los 
pueblos de Colombia (Sánchez, 2008).
De manera que la oposición política, si alguna fracción autónoma y 
radical quedaba posterior a 1948, tenía que hacerle frente desde el anoni-
mato y la clandestinidad a un estado de sitio permanente, a la proscripción 
del comunismo internacional y a la ideología del enemigo interno que se 
reprodujo como directriz desde las instituciones presidenciales durante 
los años cincuenta con los gobiernos conservadores de Laureano Gómez, 
Roberto Urdaneta Arbeláez y el general Gustavo Rojas Pinilla. Recordemos 
que este último prohibió al Partido Comunista Colombiano (Donadio, 2011; 
Pécaut, 2012). 
Esta forma de silenciar a la oposición política va a mutar ideológica-
mente para pasar luego a cobrar cuerpo definido, más allá de un partido 
político específico, y erigir una forma de sucesión del poder político insti-
tuido como el Frente Nacional, cuyo primer régimen presidencial bipartidista 
iniciaba en 1958 y duraría cuatro periodos seguidos hasta sumar 16 años 
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continuos. Un régimen de consenso intrabipartidista (Hartlyn, 1993). Con 
esta sucesión consensuada intrabipartidista se vetaba o se limitaba todo 
tipo de oposición política que pretendiera organizar y dirigir los destinos 
de los colombianos subalternos que no fueran ni liberales ni conserva-
dores, porque para ser electo en alguna corporación pública se requería la 
adscripción a uno de los dos partidos mayoritarios que competían por los 
cargos y los honores. 
Fueron en esas vertiginosas y violentas tres décadas, contando su inicio 
cuando Laureano Gómez fue el único candidato presidencial en 1950 y el 
liberalismo se abstuvo de presentarse a elecciones, hasta los años setenta 
del siglo XX, cuando solo podía elegirse entre liberales y conservadores en 
la dirección del Estado. La resistencia campesina subalterna que quedó 
y mutó de la lucha librada entre los reductos gaitanistas, llamados por 
entonces «comunes» o «nueve abrileros», perfiló la vía de la lucha armada 
como único recurso válido, según ellos (García Lozano, 2016). 
Es necesario recordar que estas fuerzas insurgentes campesinas, de 
extracción liberal primero y luego con un enfoque comunista, atadas a 
células de izquierda radical, no fueron derrotadas por el Estado colombiano, 
ni tampoco entregaron las armas de fuego durante el armisticio preparado 
por el general Gustavo Rojas Pinilla. Por el contrario, las fuerzas conser-
vadoras de los chulavitas y pájaros, que se extendieron por las zonas de 
cordillera cafetera, fueron reproduciendo nuevos focos de violencia y de 
resistencia subversiva (Pizarro León-Gómez, 1991). 
Hacia 1964, y luego de la ofensiva de los sectores conservadores que 
comentamos, sobreviene como un hito en la historia política la conforma-
ción de la guerrilla agraria de las FARC en tanto prolongación del Partido 
Comunista Colombiano, el mismo que se proscribió y persiguió una década 
atrás (Alape, 2004). 
De esta ofensiva policial del régimen presidencial colombiano contra los 
sectores comunistas subalternos —una suerte de oposición política dise-
minada entre las ciudades y las zonas rurales— se originará el suceso que 
permitirá que, posteriormente, exista en las filas de las FARC un hombre al 
que bautizarán con un nombre de combate, Manuel Marulanda Vélez. Este 
nombre de pila pertenecía, en efecto, a un sindicalista afiliado al Partido 
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Comunista Colombiano que fue violentamente golpeado por auxiliares e 
integrantes de la fuerza pública durante la presidencia de facto del general 
Rojas Pinilla en el gobierno del binomio Fuerzas Armadas-Pueblo, iniciado 
en 1953. Tiempo después, uno de los enviados del Partido Comunista 
Colombiano le propone en la zona sur del Tolima a un antiguo campe-
sino, Pedro Antonio Marín, que hace parte de los grupos comunes, que su 
nombre de lucha en la insurgencia agraria sea la del sindicalista asesinado. 
Por lo cual, Manuel Marulanda Vélez adquiere con la guerra irregular la figu-
ración que la historia nacional le reconoce (Alape, 2007). 
En ese contexto de lucha armada y enfrentamiento con el Estado durante 
los convulsos años cincuenta y sesenta, se despliega la vía guerrillera 
campesina liderada por las FARC y secundada luego por otras guerrillas 
de extracción social de clase baja y de clase media que se suman a la 
combinación de todas las formas de lucha. Hablamos del ELN, el EPL y el 
M-19. Con las FARC-EP la opción de la vía militar y del ataque frontal de la 
guerra de movimientos fue prioridad. En buena medida ello se debe no solo 
a la dirección del Partido Comunista Colombiano, sino a la condición de 
los comandantes que tenía la insurgencia, Jacobo Arenas y Manuel Maru-
landa Vélez (Delgado, 2007). 
Ahora bien, si seguimos esta misma línea de interpretación con respecto 
a la oposición política y al veto del régimen presidencial, adviértase que al 
sumar más décadas al siglo XX y con ellos desplegarse la guerra irregular, 
la oposición política en Colombia estará atada o asociada a los proyectos 
de izquierda, subalternos, progresistas o alternativos que se relacionan 
con ella (Zuleta, 1998). Durante estas décadas que analizamos, ser de la 
oposición política logró asociarse con pertenecer a sectores de izquierda. 
Esta interpretación hacía parte de la cultura de la protesta y de la rebeldía 
de la época (Tirado Mejía, 2014). 
De manera que las fuerzas de izquierdas que fueron llegando al siglo 
XXI se fueron asociando a la expresión variada y plural de la oposición 
política en Colombia, desde sectores liberales de izquierda hasta socia-
listas y comunistas, hecho significativo que repitió lo fue, a comienzos de 
siglo XX, el mismo suceso cuando el general Uribe Uribe y Gaitán eran los 
intelectuales orgánicos de los sectores de izquierda del Partido Liberal e 
interlocutaban con el socialismo, generando con ello malestar entre los 
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grupos y las clases dominantes, lo cual da a entender también la relación 
histórica que sobrevino desde los años cuarenta entre guerra y oposición 
política, cuando la sociedad colombiana que inició el siglo XX estaba orga-
nizada bajo el precepto político del enemigo, del antagonista y luego de la 
lucha armada (Sánchez Gómez, 2008). 
En efecto, las diversas fuerzas de izquierdas, desde el liberalismo social 
hasta el marxismo con sus enfoques, han encarnado distintas formas de 
oposición política al régimen presidencial colombiano en el largo siglo 
XX, desde las vías legales hasta llegar a la lucha armada. Todas ellas han 
fracasado en términos de sus medios y sus fines. Los grupos y las clases 
subalternas, en tanto oposición política, no han asumido la dirección inte-
lectual y moral del Estado. Esta es, pues, una historia inconclusa para la 
oposición política (Archila, et. al, 2009).
2. Las FARC-EP: ¿partido político en formación?
La guerrilla de las FARC-EP, desde sus orígenes en la década de los años 
sesenta, en tanto grupo armado subalterno de las estribaciones de la 
cordillera central, estuvo atada a las directrices políticas e ideológicas del 
Partido Comunista Colombiano y el credo de la combinación al tiempo de 
todas las formas de lucha. 
 Este escenario en el que lo político-militar de la insurgencia agraria se 
sumaba a un proyecto de lucha armada rural como instrumento básico de 
transformación social, según ella misma, le fue permitiendo a los coman-
dantes de las FARC-EP aprender sobre la importancia histórica de contar 
con un partido político como articulador de la organización territorial de las 
masas (Medina Gallego, 2009; Aguilera, 2014). 
La conformación de lo que en la década de los años ochenta fue la 
Unión Patriótica y luego el Partido Comunista Clandestino, llamado PC3, 
y a su vez, por el mismo tiempo, la creación del Movimiento Bolivariano, 
como organizaciones de creación de cuadros político-militares en la clan-
destinidad, lanzadas estas últimas en pleno diálogo de paz con el gobierno 
conservador de Andrés Pastrana en El Caguán, permite advertir la rele-
vancia de un partido político y el proyecto del mismo en la historia de la 
guerra irregular de las FARC-EP (Lozano, 2001; Dudley, 2008). 
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Haciendo un balance de estas experiencias políticas de los subalternos, 
podemos considerar algunas ideas generales que marcan el recorrido de 
lo que es la oposición social y política en Colombia con respecto a la insur-
gencia. Lo cual, en el caso específico de las FARC-EP con sus orígenes 
agrarios, ha contado ella misma con una oposición político-militar en lucha 
abierta contra el Estado colombiano. Este argumento histórico hizo creer 
y concebir, con desmedida exageración e idealización, que la guerrilla 
comandada por Manuel Marulanda Vélez encarnaba a toda la oposición 
política en Colombia, hasta ser ella misma la vanguardia revolucionaria de 
dicho proyecto (Arenas, 1972). 
Es claro que el problema que se le presentó a la insurgencia colom-
biana fue la combinación al tiempo, de todas las formas de lucha, donde 
lo político, la dirección ideológica, estaba subordinado a un proyecto de 
confrontación bélica, de violencia, de escalamiento del conflicto y de liqui-
dación de los enemigos históricos (Marulanda Vélez, 1972). Fue también el 
caso que vivió otra guerrilla, el M-19, desmovilizada en el año 1990, durante 
el gobierno del liberal César Gaviria Trujillo y luego bautizada para la lucha 
electoral como Alianza Democrática-M19 (AD-M19), iniciándose ella como 
partido político legal en la Asamblea Nacional Constituyente, que dio vida a 
la Constitución Política de 1991 (Villamizar, 1995). 
Pero el caso de AD-M19 no fue el mismo que siguieron las FARC-
EP. En 1990, estas no dejaron la lucha armada ni entraron en ninguna 
negociación política para su desmovilización legal. Por el contrario, conti-
nuaron el objetivo de multiplicar los frentes armados, la constitución de 
los bloques regionales, el desdoblamiento de estos, el copamiento de 
zonas de cultivos ilícitos y la multiplicación de la tropa guerrillera cercana 
a las grandes capitales, contabilizándose hacia el año 2002 un número 
cercano a los treinta mil hombres armados (Pizarro León-Gómez, 2007; 
Rangel, 2003). 
Lo anterior quiere decir que privilegiar la vía de la confrontación armada 
contra el Estado colombiano implicó para la insurgencia campesina de 
las FARC-EP, menospreciar la opción política legal de la negociación, no 
pensar desescalar el conflicto armado y constituirse, a su vez, como actor 
en la oposición política. El reconocimiento como sujeto político de la insur-
gencia quedó desplazada del escenario nacional la lucha global contra el 
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terrorismo agenciado por George W. Bush en el año 2001. Nuestro país se 
inscribió en esta geopolítica mundial de contención del enemigo interno 
luego del ataque armado a las Torres Gemelas en New York y la cancela-
ción posterior de las negociaciones de paz con las FARC-EP, realizadas 
por Andrés Pastrana el 20 de febrero de 2002 (Rojas, 2015).
Es así como luego de la experiencia fallida de la Unión Patriótica en los 
años ochenta, con el asesinato de sus líderes políticos, la persecución a 
sus integrantes, los desaparecidos, los exiliados, etc., las FARC-EP margi-
naron la lucha electoral legal por la opción de la guerra de movimientos: 
conformar un ejército insurgente que sumara treinta mil hombres armados, 
contando, para lograrlo, con la premisa de cercar a las grandes ciudades, 
en particular Bogotá (Valencia, 2002). 
Aunque esta guerrilla desde su nacimiento armado en 1964 ha sido un 
grupo con intereses políticos y económicos atados al campesinado parce-
lario, la vía militar de la resistencia se ha impuesto desde el exterminio de 
la UP, pasando por los diálogos de Tlaxcala en México y las negociaciones 
en El Caguán, hasta llegar a la política de Seguridad Democrática del presi-
dente Álvaro Uribe Vélez, con lo cual se quiso detener y liquidar el avance 
de la guerra de movimientos de la guerrilla (Leal Buitrago, 2006). 
Fueron décadas de confrontación armada entre una guerrilla campe-
sina con ascendencia marxista-leninista y bolivariana contra un Estado 
colombiano que, en virtud de su fragilidad con respecto al monopolio de la 
violencia física, fue abrazando la presencia norteamericana en la guerra irre-
gular con los paquetes militares y policiales que se organizaron alrededor 
del Plan Colombia en el gobierno de Andrés Pastrana Arango y las demás 
políticas nacionales de contención contrainsurgente que le sucedieron, 
como los Planes Patriota y Consolidación, durante la doble presidencia de 
la Seguridad Democrática hasta el año 2010 (Estrada Álvarez, 2001; Ballén, 
2005). 
Durante estos años de escalamiento desbordante del conflicto armado 
interno con las consecuencias para los millones de víctimas y la profundi-
zación de la crisis humanitaria en las regiones, las FARC-EP mantuvieron 
un objetivo político con respecto al sector social campesino del que han 
hecho parte en las estribaciones de las cordilleras donde nacieron durante 
los bombardeos de Marquetalia, Rio Chiquito, El Pato, El Guayabero, etc. 
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Pero este objetivo político de condición subalterna, que se puede sinte-
tizar en la propuesta de una reforma agraria y la emergencia de un partido 
político que lidere esta iniciativa, tropezó con la resistencia armada, el creci-
miento de los frentes y la ofensiva territorial de la misma guerrilla (FARC, 
2001). En efecto, las FARC-EP hacían una lectura de la relación de fuerzas 
desde la dominación política. 
En la insurgencia, la ausencia de una crítica al uso de las armas en la 
insurgencia fue crónica, pues impidió leer las situaciones políticas y mili-
tares de otra manera, quedando, de cierta forma en la historia, como una 
insurgencia sin revolución (Pizarro León-Gómez, 1996). 
Sumado a lo anterior, existió también una deficiencia de tipo políti-
co-militar, que se evidenció al involucrar a la población civil en el conflicto 
armado (secuestros, asesinatos, explosiones, etc.). La suma de todo esto 
llevó a que buena parte de la opinión pública de Colombia y de la comu-
nidad internacional, al tiempo, así como a los medios de comunicación 
masiva, gobiernos y Estados de diversas latitudes, catalogar a las FARC-EP 
como un grupo terrorista, lo que les cerró las vías de negociación política a 
la insurgencia (Pécaut, 2001). 
La única opción que les quedó a las partes —el Estado colombiano y las 
FARC-EP— fue escalar la confrontación bélica hasta los niveles de desborde 
social en los años previos a la negociación con el gobierno nacional de 
Juan Manuel Santos Calderón (Rangel, et. al., 2008). 
Entonces, la oposición política como opción subalterna, desde la insur-
gencia agraria, naufragó en el contexto de la misma guerra interna, como 
quiera que desde el año 2002 y hasta el año 2010 el Estado colombiano 
impuso la política de Seguridad Democrática como única opción para la 
derrota de la insurgencia en el campo de batalla (Sánchez Ángel, Angarita 
Cañas, 2011; Herrera Zgaib, 2007). 
Sin embargo, la oposición política desde distintas orillas de izquierda, 
liberal, alternativa y progresista, que había abierto algún espacio con la 
Constitución Política de 1991, dio algunos pasos a favor de la constitu-
ción de nuevos movimientos, grupos y partidos políticos. Tal fue el caso 
del Polo Democrático Alternativo, el cual, por ejemplo, logró llevar en el 
año 2006 a Carlos Gaviria Díaz, exmagistrado de la Corte Constitucional, 
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como vocero y líder de las fuerzas de centro-izquierda, a disputarle, con un 
discurso de defensa del Estado social de derecho, la presidencia de la repú-
blica a Álvaro Uribe Vélez quien, a su vez, se presentaba con la figura de 
la dominación y de la guerra irregular desde el Estado (Gaviria Díaz, 2002; 
Moncayo Cruz, 2004). 
Queremos resaltar con estas palabras que la oposición política en 
Colombia no puede ser únicamente la insurgencia guerrillera con el 
despliegue de la guerra de movimientos. En el caso de las FARC-EP, han 
luchado con las armas de fuego para ser reconocidas como actor polí-
tico-militar, según los distintos diálogos y negociaciones de paz con el 
Estado desde la década de los años ochenta y hasta el año 2016. A propó-
sito de esta realidad, la oposición política, en una lectura subalterna tanto 
histórica como económica, ha sido reducida y supeditada al contexto deci-
sivo de lo que la guerra interna forjó durante décadas en el sistema político. 
Y la oposición política es más que esta reducción histórica, en tanto 
pensemos que la oposición se asocia con democracia, con subalternos 
y con el derecho a la diferencia que le asiste a estos grupos, sectores y 
clases sociales. 
De manera que buena parte de los integrantes de la comunidad polí-
tica en el contexto de la guerra irregular colombiana durante el siglo XX 
ha dejado de lado una premisa constitutiva de todo Estado republicano: la 
oposición política de lo subalternos como el elemento básico de un régimen 
democrático (Lefort, 2010). En otras palabras, sin la oposición política no 
puede haber un reconocimiento de la democracia6. 
Lo anterior quiere decir que si históricamente los subalternos insur-
gentes, verbigracia las FARC-EP, han pretendido asumir la lucha armada 
como instrumento que permite el cambio social, político y económico del 
país, con estas acciones bélicas contra la fuerza pública y sectores de la 
sociedad civil han permitido que el régimen político presidencial asuma 
posiciones excepcionales de mando y obediencia para defender el Estado 
y la soberanía del mismo. 
6 Entendemos que la democracia como régimen significa el ejercicio del poder 
de la autonomía y la participación política. Es decir, decisión sobre lo común. 
A propósito del tema, Negri, A., (1994) y Castoriadis, C. (2012). 
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Con lo anterior se han configurado distintos momentos de represión y 
exterminio político contra la oposición política de los sectores de izquierda 
(Gutiérrez Sanín. 2014), negando con ello, de plano, el reconocimiento de 
las diferencias ideológicas y políticas de los grupos y partidos políticos, el 
cual debe primar en el régimen democrático, cuando la oposición política y 
social es asumida como un interlocutor válido y necesario.
Siguiendo estas referencias critico-conceptuales e históricas, podemos 
sostener que la vocación política y partidista de la guerrilla de las FARC-EP 
se ha puesto a prueba de modo preferente desde el año 1999 con los 
diálogos de paz en El Caguán, finalmente cancelados por el presidente 
Andrés Pastrana Arango en febrero de 2002, y luego con las negociaciones 
de paz en La Habana, victoriosas con un Acuerdo final de paz en el año 2016, 
en la segunda presidencia de Juan Manuel Santos Calderón. En ambos 
momentos el elemento conector ha sido la propuesta de negociar el poder 
político con la insurgencia subalterna, asumiendo también el contexto de 
las víctimas y la situación crítica de la población civil (Aguilera, 2014). 
Frente a esta demanda de los subalternos, el Estado colombiano desde 
el año 1999 logró un posicionamiento político-militar con respecto a lo 
que fue la débil presidencia de Ernesto Samper Pizano (1994-1998). Para 
lograrlo, hubo un fortalecimiento político-militar de las FF. AA y el acompa-
ñamiento diplomático, financiero y tecnológico del gobierno de los Estados 
Unidos, en cabeza de George W. Bush. 
Esta nueva relación de fuerzas político-militares produjo un cambio 
en la situación de la guerra irregular, modificando el campo de batalla, 
un cambio cualitativo de las fuerzas insurgentes que pensaban entonces 
constituirse en un Estado7. De manera que la guerrilla agraria se vio obli-
gada a realizar tácticas defensivas propias de la guerra de movimientos en 
territorios de su retaguardia estratégica, con lo cual canceló la posibilidad 
de desplegar una guerra de posiciones, tipo Clausewitz (1999), con control 
de vastas zonas semiurbanas, involucramiento de sectores de la sociedad 
7 Proceso histórico que se despliega entre la guerra de movimientos y la guerra 
de posiciones territoriales, lo cual, en la lectura clásica de la guerra entre 
Estados, significa la constitución de ejércitos, recursos y control territorial 
en lucha directa. Al respecto para el caso colombiano de la guerra irregular 
Rangel, A. (1999) y Pécaut, D. (2008). 
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civil en la guerra irregular y la cercanía de los frentes guerrilleros en los 
corredores rurales de las grandes ciudades capitales, para encerrarlas en 
anillos de seguridad y control territorial. 
Por el contrario, lo que hubo fue una guerra de movimientos, es decir, una 
serie de tácticas insurgentes dinámicas, móviles, escalonadas y por parte 
de la fuerza pública donde la velocidad se hacía indispensable. Se crearon 
brigadas móviles, se desplegó una vertiginosa guerra área, se multiplicaron 
los batallones de alta montaña con el consiguiente incremento del pie de 
fuerza (Medina Gallego, 2011).
Las FARC-EP, desplegando la guerra de guerrillas asimétricas, no 
fueron derrotada o aniquiladas en sus territorios estratégicos. El Estado 
colombiano no logró romper la línea de mando de la insurgencia, ni del 
Secretariado en concreto. Aunque el control territorial de algunos corre-
dores se haya reducido en número de municipios, así como las zonas 
rurales bajo su dominio, la guerrilla sobrevivió, resistió la guerra aérea. 
En efecto, algunos comandantes de la insurgencia fueron dados de baja 
o murieron, pero las FARC-EP siguieron existiendo luego de la Seguridad 
Democrática.
Esta nueva realidad en el teatro de operaciones modificó la lectura 
que la insurgencia agraria hacía de las relaciones de fuerzas en el campo 
político-militar, cuando pensó que podía ser Estado y vivió una derrota 
estratégica en cuanto a la proyección como Partido Comunista Clandes-
tino y Movimiento Bolivariano (García Lozano, 2016). Hablamos de las dos 
administraciones de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010). 
Con la llegada a la comandancia general de Alfonso Cano en el año 
2008, luego de la muerte natural del comandante histórico de las FARC-
EP, Manuel Marulanda Vélez, el aprendizaje de lo que era la situación en el 
campo de batalla fue otra con respecto a lo que se vivió en la década de los 
años noventa y la primera década del siglo XXI. 
La insurgencia probó que no podía ganar la guerra irregular en su fase 
de guerra de posiciones con control departamental, toda vez que no logró 
hacerse un partido político durante la ofensiva de los años en comento. 
Las FARC-EP aprendieron de la historia subalterna del siglo XX a resistir el 
orden de la guerra irregular (Ferro Medina y Uribe Ramón, 2002). 
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El éxito relativo que produjo la política pública de contención contrain-
surgente que lideró el Plan Colombia y luego, la misma acción ofensiva, 
secundada con la Seguridad Democrática durante la doble administración 
de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010), golpeó a la guerrilla, pero no la aniquiló. 
Porque cuando las FARC-EP se organizaron en el año 2001 como partido 
político en armas en El Caguán, fundando el PC3 o Partido Comunista 
Clandestino, también conformaron otra forma de lucha de base campe-
sina ilegal, dando cuerpo definido a un proyecto político que llamaron 
Movimiento Bolivariano, liderado entonces por Alfonso Cano. Y este ejer-
cicio político-militar produjo ciertos resultados en sus zonas de influencia, 
aunque no como las FARC-EP lo esperaban con espíritu justicialista (Agui-
lera, 2013).
En efecto, la insurgencia buscó ganar un espacio político en los ámbitos 
de la sociedad civil, acercarse a las bases sociales de las organizaciones, 
inscribirse en las luchas de los trabajadores del campo y fortalecer sus 
redes urbanas y semiurbanas con intelectuales. Pero luego de casi una 
década, ambos proyectos (el PC3 y el Movimiento Bolivariano) no lograron 
convertirse en un partido político de masas, entrando entonces el tiempo 
de los acercamientos y la negociación de paz con el Estado colombiano 
durante los seis años siguientes, hasta completar el proceso definitivo en 
el año 2016 con el liderazgo de Timoleón Jiménez como líder insurgente 
(Medina Gallego, 2008).
Recordemos que la lucha política de sucesión al interior de las FARC-EP, 
luego del año 2011, con la muerte de Alfonso Cano en acción desencade-
nada por la fuerza pública en el Cauca, dio para que un nuevo liderazgo se 
organizara en la vocería del nuevo comandante de la insurgencia campe-
sina. Hablamos, claro está, de Timoleón Jiménez, alias Timochenko, 
oriundo del departamento del Quindío. Con él, un nuevo discurso político y 
militar empieza a cobrar un sentido en términos de la ideología «fariana». 
Si en el año 2008 moría Manuel Marulanda Vélez, el comandante histó-
rico de la guerrilla, y luego en el año 2011 era dado de baja Alfonso Cano, 
su sucesor, Timoleón Jiménez tenía en sus manos la carta de la paz nego-
ciada o la continuación de la guerra de movimientos. Y apostó por la paz 
negociada en La Habana. Daba así continuidad a la línea que su anterior 
comandante había trazado tiempo atrás, cuando se dirigía del Páramo de 
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las Hermosas, en el Tolima, a Suárez, Cauca, lugar donde dio con él en un 
operativo militar. De manera que la guerra de movimientos de la guerrilla 
debió ser evaluada y puesta en cuestión en los diálogos de paz que se 
desarrollaban en La Habana (Santos Calderón, 2013; Vargas Velásquez, 
2015). Las FARC-EP debieron pensar en la transición. 
El cometido que se trazó Timoleón Jiménez, como sucesor de Alfonso 
Cano, no era otro que la constitución de la opción política, vía negociación 
de paz, para que las FARC-EP dejaran atrás la guerra de movimientos y 
proscribieran la lucha armada del horizonte de los subalternos. 
Lograr este objetivo implicaba tomar con seriedad la historia de la 
guerra irregular, sus causas y sus consecuencias, junto con los nuevos 
retos sociales y políticos que se pusieron de presente cuando los anti-
guos clandestinos, inscritos en prácticas de rebelión armada, tuvieron que 
vérselas con las realidades de un país urbano, complejo y con una pobla-
ción de mayorías jóvenes, críticas, educadas y formadas en la era de la 
información (Ospina, 2016). 
Detallando las propuestas políticas de las FARC-EP en el tránsito de 
lo que algún sociólogo ha llamado la máquina de Guerra (Pizarro León-
Gómez, E., 2011), la antigua insurgencia agraria ha guardado una tradición 
ideológica, la cual se remonta a la hermandad manifiesta en sus orígenes 
con respecto al Partido Comunista Colombiano (PCC) y las luchas campe-
sinas de las zonas de cordillera y de sus líderes regionales, como fue el 
caso de Juan de la Cruz Varela en el departamento de Cundinamarca 
(Molano, 2015). 
Quiere esto decir que el enfoque marxista-leninista considerado por 
el secretario del PCC, Gilberto Vieira y, de cierta forma, proyectado desde 
los días anteriores al bombardeo de Marquetalia en 1964, con el puñado 
de campesinos que se refugiaron en el sur del Tolima, se mantuvo en el 
ideario de Jacobo Arenas, líder de las FARC-EP, comisario político del PCC 
y antiguo dirigente sindical (Arenas, 1985; Delgado, 2007). 
Esta herencia ideológica, marxista-leninista por ascendencia del PCC, se 
mantuvo con matices y enfoques en la concepción de mundo de las FARC-
EP, hasta proyectarse en las dos generaciones posteriores de integrantes de 
la insurgencia, tanto en el campo como en la ciudad. Concepción que llegó 
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hasta el liderazgo del último comandante insurgente, Timoleón Jiménez, y 
primer presidente del nuevo partido Fuerza Autónoma Revolucionaria del 
Común, cuyo nombre de pila es Rodrigo Londoño (Rojas Rodríguez, 2017). 
Otra concepción ideológica afincada en las FARC-EP tiene que ver con la 
propuesta bolivariana por la nueva Colombia. Este punto asume el pensa-
miento y la patria grande de Simón Bolívar, que viene cobrando fuerza de 
forma variada al interior de los grupos subalternos desde la década de los 
años setenta, primero con el M-19y luego con la Coordinadora Guerrillera 
Simón Bolívar en los años ochenta.
Jacobo Arenas en las FARC-EP también fue, en este caso, el líder de 
la propuesta política bolivariana. Y con ella pretendió fundar un ejército 
popular a la usanza del hito histórico realizado por el general Simón Bolívar 
en las guerras de independencia durante las primeras décadas del siglo 
XIX. El comandante político de las FARC-EP no solo advertía la relevancia 
del ideario bolivariano; también él se reconocía en una propuesta política 
que lograra apostar por la vía política y fundara un partido político, contando 
para ello con la ideología bolivariana (García Lozano, J.C., 2016). Tales eran 
sus concepciones ideológicas. 
Lo anterior señalado sirve para afirmar que la corriente política y la 
propuesta de organizar un partido político subalterno ha tenido una larga 
historia en las filas de las FARC-EP. En ella han estado involucrados todos 
los comandantes de la guerrilla agraria desde Jacobo Arenas, Manuel Maru-
landa Vélez, Alfonso Cano y Timoleón Jiménez. En la actualidad, y luego de 
firmado el Acuerdo final de paz en Bogotá, la preocupación de los líderes 
del nuevo partido político Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común, 
FARC, es la lucha política y electoral para las corporaciones públicas del 
año 20188. 
8 Al respecto, consultar la coyuntura mediática registrada en: «El primer 
congreso de las FARC en Bogotá», El Tiempo, agosto 27 de 2017, p. 4. «Las 
FARC comienzan el debate sobre lo que serán como partido», El Tiempo, 
agosto 28 de 2017, p. 2. «Las FARC conservan sus siglas en el nombre de 
su partido político», El Tiempo, septiembre 1 de 2017, p. 3. «Queremos el 
perdón y la reconciliación de Colombia»: Timochenko, El Tiempo, septiembre 
2 de 2017, p. 6. «El partido de las FARC todavía no tiene jefatura», El Tiempo, 
septiembre 3 de 2017, p. 8. 
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Reconocemos, entonces, que la lucha política e ideológica desde la posi-
ción de los subalternos hace parte de la historia en la antigua insurgencia 
agraria desmovilizada en el año 2017. 
Queremos con estas palabras resaltar que las FARC-EP buscaron, 
desde su fundación en 1964, una nueva relación de fuerzas en el esce-
nario político-militar respecto al Estado colombiano y que lo encontraron 
no en la guerra irregular de cincuenta años, sino en la lucha política vía 
negociación de paz. En efecto, con esta nueva realidad de la paz negociada 
también asumimos que la agrupación subalterna FARC-EP ha tenido una 
manifiesta vocación de poder político y poder económico (Molano, 2015). 
Ya desmovilizada la insurgencia, con el Acuerdo final de paz en proceso de 
implementación, se pone a prueba esta nueva realidad en el Estado colom-
biano, lo cual nos lanza a preguntarnos por la democracia en Colombia y, 
en ella, la participación política de la oposición política y social. 
3. Participación política, oposición y Acuerdo  
 final de paz
Para advertir el cambio histórico operado con el fin de la guerra irregular 
entre el Estado y las FARC-EP, situación que afecta tanto al régimen político 
presidencial como al sistema político colombiano, detallaremos algunos 
comentarios sobre el Acuerdo final de paz (Gobierno Nacional de Colombia 
y FARC-EP, 2016) respecto al punto 2 titulado «Participación política: aper-
tura democrática para construir la paz». 
Con este tema se aborda la cuestión fundamental de todo cuerpo 
político en el tiempo moderno de la subjetividad y de la ciudadanía: la rela-
ción política entre gobernantes y gobernados, premisa de la que parte la 
ciencia política para considerar la naturaleza de lo político como una rela-
ción abierta de fuerzas y, por ende, de direcciones intelectuales y morales 
(Gramsci, A., 1998). 
En efecto, el Acuerdo final de paz entre el Estado colombiano y las 
FARC-EP sella una etapa previa de acercamientos y negociaciones de dos 
actores del largo conflicto armado. En concreto, en este punto 2, a propó-
sito de la participación política de los grupos y las clases subalternas, se 
está reconociendo que en el trasfondo del enfrentamiento armado, que 
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duró cinco décadas, ha existido un problema histórico de reconocimiento 
político de la oposición y de antagonismo social, que se proyecta con un 
veto a las diferencias sociales y políticas de grupos definidos de la pobla-
ción colombiana, subalternos todos, como lo son el campesinado, las 
negritudes, los indígenas y en particular —como subraya el Acuerdo final de 
paz9— a las mujeres como grupo básico. 
Entre las páginas 35 y 56 del documento citado, se desarrolla el punto 
en comento con respecto a las dinámicas y proyecciones del nuevo poder 
político de la participación en el posacuerdo de paz. Describamos y anali-
cemos, entonces, el tema de la participación política en sus rasgos más 
relevantes. 
El interés de las partes firmantes, tanto el Estado colombiano como las 
FARC-EP, no es otro que abrir la democracia a sectores sociales y políticos 
que han estado marginados, olvidados o silenciados por el régimen presi-
dencial y por el sistema político colombiano. Hablamos de los grupos y las 
clases subalternas que en la larga historia de Colombia no han contado 
con carta de ciudadanía. 
Por lo mismo, se busca que con este reconocimiento existan nuevas 
fuerzas políticas que fortalezcan, según reza el documento, el «pluralismo» 
y la participación democrática de estos grupos específicos. De ahí que se 
afirme con insistencia que este punto de participación política contribuye a 
la emergencia de una «paz con justicia social». 
Se entiende que, luego de cancelar la guerra irregular, la democracia polí-
tica, social y económica en Colombia significa sentar las bases para crear 
nuevos espacios de participación política para las fuerzas de la oposición 
y otros grupos alternativos, progresistas y subalternos, los cuales deben 
contar con las garantías necesarias por parte del Estado para su cabal 
desempeño en términos de seguridad, tolerancia y no estigmatización. 
Este cometido implica fundar una cultura política de paz y respeto entre 
los colombianos de todos los géneros, grupos, culturas y clases sociales. 
Es lo que hemos llamado al comienzo del presente ensayo, citando a Esta-
9 Todas las siguientes citas se hacen de acuerdo con el documento Acuerdo 
final de paz. 
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nislao Zuleta, el reconocimiento social y político del derecho a ser diferente 
(Zuleta, 1998). 
Una cultura política de la diferencia se inscribe en valores democrá-
ticos compartidos entre gobernantes y gobernados, lo que quiere decir, 
una nueva ética que fomente la convivencia y el respeto activo entre los 
colombianos, advirtiendo con ello que las diferencias ideológicas, políticas 
y culturales de los sectores subalternos que son reconocidos y aceptados 
se enmarcan en la Constitución y la ley para su defensa y protección. 
Se espera, así, juridizar la política, institucionalizando a su vez la oposi-
ción política dentro del sistema político colombiano, con las instituciones 
propias que ello conlleva. 
Volviendo a la lectura del punto 2 del Acuerdo final de paz, se reiteran 
en varias partes del documento las garantías a la oposición política y a la 
participación de variados sectores sociales. Se pretende con ello descen-
tralizar el poder político nacional hacia las zonas apartadas, abandonadas 
o afectadas por la guerra irregular. Las organizaciones y los movimientos 
políticos de diverso tipo contarán con unas instituciones que reconocen 
una «sociedad pluralista y multicultural» que incluye entre sus imagina-
rios la defensa de la protesta social pacífica y las movilizaciones, lo que 
da a entender que la nueva sociedad civil y la nueva sociedad política, 
en el marco del posacuerdo de paz, se moverán en la promoción de un 
pluralismo político, dando lugar a que sectores subalternos se expresen 
y traduzcan sus demandas grupales, sectoriales, territoriales y locales en 
nuevas formas de lo común. 
Los excluidos y los subalternos se inscribirán en el ejercicio de la polí-
tica y proscribirán la lucha armada y las violencias de diverso tipo de las 
prácticas sociales y políticas de reconocimiento mutuo. Este cometido se 
enmarca en un profundo deseo de construir paz desde abajo, paz democrá-
tica, con lo cual las organizaciones armadas ilegales, como las FARC-EP, 
se transforman en partidos o movimientos políticos y pueden ser alterna-
tivas de poder desde las regiones y los territorios. 
Es así como, al cancelar la guerra irregular en Colombia, se pretende 
asumir con decisión por parte del Estado, del régimen político y del 
sistema político colombiano, la «plena participación política y ciudadana 
de todos los sectores políticos y sociales». Se pone de presente, entonces, 
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que la participación política solo puede ser aquella que construya paz 
con justicia social. Se asocia, entonces, la democracia participativa de los 
grupos y las clases subalternas con una cultura nacional que fomente la 
construcción social de paz. Tal es, en efecto, la novedad del punto 2 del 
Acuerdo final de paz. 
Pero queremos enfocarnos en un punto que, de entrada, contrasta la 
larga historia del siglo XX en Colombia, que hemos sintetizado páginas 
atrás con los nuevos tiempos del posacuerdo de paz desde finales del año 
2016. Por eso debemos preguntarnos en las páginas que siguen: ¿qué 
significa la oposición política en el punto 2 del Acuerdo final de paz?
 Se advierte que el documento en cuestión reconoce dos tipos de oposi-
ción política. De un lado está la oposición política que participa activamente 
en las acciones del sistema político colombiano y del sistema electoral 
en las corporaciones respectivas. De otro lado, encontramos formas de 
oposición política abanderadas por las organizaciones y movimientos 
subalternos que se oponen a políticas específicas del Gobierno Nacional y 
de las distintas autoridades del orden nacional, departamental o local. 
Adviértase que, en ningún caso, para ambos tipos de oposición política, 
se habla de resistencia civil o desobediencia civil. En absoluto. La oposi-
ción política del Acuerdo final de paz se enmarca únicamente dentro de la 
Constitución y la ley del Estado social de derecho. Quiere esto decir que 
el documento citado reconoce en la relación entre gobernantes y gober-
nados, al Estado, las autoridades y las decisiones vinculantes de estas con 
respecto a la comunidad política nacional. 
Lo que promueve la cultura de respeto, tolerancia y la construcción de 
paz solo puede ser la «democracia amplia», la «paz con justicia social» y la 
«reconciliación nacional». La oposición política desde su radical variedad, 
—«pluralismo» la llama el documento— tiene sus límites consignados en 
el mismo: no se hace con violencia física, no debe violentar los límites del 
Estado ni a las autoridades constituidas y, por sobre todas las cosas, la 
oposición política no puede proponer otra forma de gobierno sino la «demo-
cracia amplia».
Para lograrlo, se precisa el reconocimiento de un Estatuto de garantías 
para la oposición política, instrumento que no ha existido en la historia polí-
tica de Colombia durante el siglo XX y que, en la Constitución Política de 
OPOSICIÓN POLÍTICA EN EL ACUERDO FINAL DE PAZ EN COLOMBIA
84
Colombia de 1991, aunque se reconoció el Estado social de derecho y la 
participación política como fundamento, brilló por su ausencia el recono-
cimiento constitucional, vía estatuto, de la oposición social y política, lo 
que hemos llamado «los grupos subalternos». 
Del Estatuto de la oposición política se desprenden las garantías 
necesarias para las fuerzas de oposición, subalternas, progresistas y 
alternativas, que se reconocen con el Acuerdo final de paz. Hablamos, 
claro está, de garantías fundamentales de seguridad para los integrantes, 
voceros y líderes de las fuerzas de oposición política en Colombia. 
Este Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la Política 
busca organizar una cultura de convivencia, tolerancia y solidaridad, que 
preserve la vida de las personas y luche contra cualquier forma de estig-
matización y persecución política contra los asociados.
Se desprende de este mismo lineamiento constitutivo de la seguridad 
para con las fuerzas de oposición política que deben desarticularse, 
judicializarse y neutralizarse, las diversas organizaciones paramilitares, 
impidiendo con ello que resurjan los grupos de extrema derecha que han 
perseguido, estigmatizado y eliminado a los líderes, voceros e integrantes 
de la oposición.
Continuando con el orden de garantías constitucionales y legales, el 
Acuerdo final de paz en su segundo punto reconoce la defensa integral 
de los derechos fundamentales de los movimientos y las organizaciones 
sociales que ejerzan la oposición política en Colombia. El llamado derecho 
a la oposición se materializa en los siguientes elementos básicos garan-
tizados: libertad de expresión y disenso, pluralismo, tolerancia, protesta 
y movilización, los cuales se acompañarán de una cultura política que 
salvaguarde la resolución pacífica de los diferentes conflictos sociales, 
así como la defensa de los derechos políticos de estos sectores y grupos 
subalternos. 
Todas las organizaciones, los movimientos y/o los partidos políticos 
de las fuerzas de la oposición política asumen, en el marco del posacuerdo 
de paz, el reconocimiento y el ejercicio de los derechos y los deberes 
respecto a la materia de la participación ciudadana. El Estado, a su vez, 
se compromete con la salvaguarda de otras garantías, ejemplificándolo 
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con un proyecto de ley de garantías y promoción de la participación ciuda-
dana en el Congreso de la República. 
Punto fundamental de la implementación del Acuerdo final de paz tiene 
que ver con las garantías para la movilización y la protesta pacífica de los 
ciudadanos. En tanto esta garantía no ha existido en su integridad, toda 
vez que la guerra irregular se escenificaba en el territorio nacional y no 
existía un Estatuto para la oposición política, se precisa advertir, por parte 
del Estado colombiano, el valor, la necesidad y la cualificación política que 
tiene para la democracia el ejercicio de la movilización y la protesta pací-
fica, así como su reconocimiento por parte de las organizaciones de la 
sociedad civil. 
De manera que, con el reconocimiento de la movilización y la protesta 
pacífica, a las organizaciones, sectores y grupos subalternos de oposi-
ción política se les quiere otorgar carta de ciudadanía para fundar entre 
todos, una comunidad basada en el respeto, la tolerancia y la participa-
ción entre iguales. Se promueven de esta manera las formas de acción 
política democráticas, articuladas ellas a la movilización y la protesta 
pacífica de los diversos sectores del cuerpo político, y se les da un valor 
integral con respecto a la paz negociada, manteniendo para cumplirlo el 
reconocimiento de la autoridad legítima del Estado. 
Estas nuevas formas de participación política, así como las organiza-
ciones, sectores y grupos de oposición definidos para tal fin, contarán para 
su normal desarrollo con medios de comunicación comunitarios, institu-
cionales y regionales, los cuales tendrán una tarea especial: fomentar una 
cultura de paz democrática y participativa. 
En el Acuerdo final de paz, como se ha señalado en varias referencias, 
se resalta la construcción de una cultura democrática. La sociedad civil y 
sus instituciones a nivel nacional, departamental y local, buscarán también 
este cometido político. Se politizan democráticamente los distintos 
órdenes sociales de Colombia. Pero este acento democrático no violenta 
ni los derechos humanos ni el Estado social de derecho. Al contrario, los 
fomenta y los salvaguarda. 
Este reconocimiento de la cultura de participación democrática y convi-
vencia pacífica se traduce desde la civilidad bajo la premisa de la «paz con 
justicia social». El problema político de la participación democrática y de la 
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legitimidad del Estado colombiano, profundizado por la falta de reconoci-
miento de grupos, sectores y organizaciones de oposición en las últimas 
décadas, se busca solucionar con la construcción de una cultura de recon-
ciliación nacional. Porque, en efecto, el problema también es la ausencia de 
los valores democráticos en la cultura política, una ética de civilidad, que 
la gran mayoría de los colombianos desconoce, tiende a ignorar o, simple-
mente, violentar. 
De lo anterior se desprende una obligación más para el Gobierno 
Nacional: crear un Consejo Nacional para la Reconciliación y la Convivencia. 
Uno de los postulados de este Consejo es, precisamente, la promoción del 
respeto a la diferencia, la crítica y la oposición política, lo cual se acerca al 
concepto que hemos asumido con respecto al reconocimiento integral del 
derecho a la diferencia.
Enmarcado lo anterior en el control y veeduría ciudadana, se procede 
entonces a aunar esfuerzos para que la ciudadanía se apersone y tome 
como suya la implementación del Acuerdo final de paz. En sintonía con lo 
citado, el Estado colombiano promoverá una política para el fortalecimiento 
de la planeación democrática y participativa desde lo local a lo nacional, 
con lo cual dará más legitimidad, efectividad y pertenencia a las dinámicas 
institucionales, constitucionales y legales que configuran la nueva partici-
pación política de la sociedad civil en el posacuerdo. 
En cuanto al sistema político colombiano, huelga resaltar que este debe 
tener una práctica y una institucionalidad que respete el pluralismo polí-
tico y la diversidad ideológica que acompaña el sistema de partidos y el 
sistema electoral. La misma no se agota en la representación política, sino 
que acompaña la participación de los sectores, grupos y organizaciones 
que hemos llamado subalternas, progresistas y alternativas en el trans-
curso del presente ensayo. 
Ampliar y profundizar la democracia es el cometido principal del nuevo 
pluralismo político. Con esto pueden sentar las bases para que los partidos 
y los movimientos políticos se organicen alrededor de un nuevo sentido 
común: la democracia participativa que defiende el derecho a la oposición 
política en Colombia. Es una suerte de multipartidismo de nuevo tipo que 
reconoce la institucionalidad del régimen presidencialista y, en general, las 
tres ramas del poder público.
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Entiéndase, entonces, que lo que subyace en Acuerdo final de paz es 
conservación de la separación de los tres poderes públicos, más la parte 
sustantiva de la Constitución Política de 1991 y la forma de gobierno presi-
dencialista del Estado colombiano. Todo lo anteriormente citado no se ha 
modificado en la negociación con las FARC-EP.
Estos elementos, que hacen parte de los presupuestos conceptuales 
e ideológicos sobre los cuales se levanta la decisión político-militar 
del Gobierno Nacional de terminar la guerra irregular con las FARC-EP, 
confirman que la competencia política en el sistema de partidos y en el 
sistema electoral se multiplicará a diversos niveles. De hecho, el Acuerdo 
final de paz promociona y fomenta la competencia política y electoral en 
el posacuerdo. Los firmantes del mismo conciben la competencia de las 
elecciones periódicas como sinónimo de participación democrática de la 
sociedad civil. Este es un concepto de democracia competitiva.
Otro elemento fundamental, en tanto valor democrático para lograr 
entender el nuevo sistema de partidos e, igualmente, el nuevo sistema 
electoral después de acabada la guerra irregular, son las medidas de trans-
parencia en el ámbito electoral y en la publicidad oficial. De ahí que se 
propenda una reforma del régimen y de la organización electoral colom-
biana, lo cual, según el Acuerdo final de paz, hace causa común con la 
promoción de una cultura política democrática, tolerante y participativa 
que tome con seriedad la proscripción de la violencia como instrumento 
de acción política. 
Al promover una nueva cultura política participativa que amplíe y forta-
lezca la democracia, se avanza hacia un orden social que pueda lograr 
aceptar y fomentar el tratamiento de los conflictos vía mecanismos de 
resolución civilizados, pacíficos. Con ello, se puede decir que se avanza en 
el escenario político para, en un futuro, reconocer las dinámicas sociales 
cuando se reconozca que «una sociedad mejor es una sociedad que tiene 
mejores conflictos», al decir de Estanislao Zuleta (1998). Una integración 
política de los sectores sociales y económicos más vulnerables, silenciados 
y afectados por el conflicto armado, en tanto son grupos y clases sociales 
subalternas. Idea general que también está en la reflexión conjunta de la 
Comisión Histórica del Conflicto y sus Víctimas (Comisión Histórica del 
Conflicto y sus Víctimas, 2015). 
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Para realizar esta transición política hacia la participación democrá-
tica en el posacuerdo, el Estado colombiano promoverá la integración de 
las diversas poblaciones y cientos de zonas violentadas por el conflicto 
armado y el abandono institucional. 
Para llevarlo a cabo, como medida de reparación y de construcción 
de paz democrática, el Gobierno Nacional se compromete a crear 16 
Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz. Es decir, son 16 Repre-
sentantes a la Cámara de Representantes por dos periodos electorales 
de cuatro años cada uno, los cuales no podrán representar a los partidos 
políticos con personería jurídica ni al partido político de las FARC-EP. 
Una pluralidad de sectores se reconocerá en estas 16 Circunscrip-
ciones Transitorias: organizaciones campesinas, víctimas, mujeres, 
grupos sociales específicos de ciudadanos, etc. Existe, como posibilidad, 
el potencial de nuevos electores y nuevas formas de participación en las 
antiguamente llamadas zonas rojas de conflicto armado.
Caso especial para destacar es la promoción de la participación polí-
tica de las mujeres, en tanto sujetos políticos, en los cargos de elección 
y dirección, y en pie de igualdad con respecto a los hombres. Igual come-
tido se traza con miras a que las mujeres participen activamente en las 
organizaciones, movimientos sociales y partidos políticos, sin distinción 
de género. De ahí que se afirme que la paz estable y duradera se organiza 
contando, en primer lugar, con las mujeres como parte sustantiva del 
Acuerdo final de paz. 
4. La nueva Fuerza Alternativa Revolucionaria del 
 Común
Para analizar la transición de las desmovilizadas FARC-EP al escenario de 
la representación política legal, es necesario servirnos de lo que ha sido la 
coyuntura de los meses de agosto y septiembre, tiempo en el cual se hace 
público la nueva forma política de la antigua insurgencia agraria. 
Como lo vimos páginas atrás, las FARC-EP apostaban por una propuesta 
de partido político adscrito al imaginario del marxismo-leninismo, por un 
lado. Y, por otro, a una ideología bolivariana de la llamada patria grande, 
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el cual ha tenido desarrollos parciales y diversos en Venezuela, Ecuador, 
Bolivia y Nicaragua. La formalización de este proyecto político con el 
Acuerdo final de paz llevó a que la insurgencia asumiera la constitución 
de un partido político con el acumulado de fuerzas de más de cincuenta 
años de resistencia armada. Y sin denigrar de su historia, así lo hizo. 
El congreso constitutivo de esta nueva organización política de 
izquierda se llevó a cabo con el concurso de 1.200 delegatarios en el Centro 
de Convenciones Gonzalo Jiménez de Quesada, en Bogotá, durante los 
días 28 de agosto a 1 de septiembre de 2017. Después de las sesiones 
y los discursos respectivos por parte de los distintos voceros, represen-
tantes y comandantes de la antigua guerrilla, la nueva agrupación política 
se llamó Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común, FARC10.
Al conservar las siglas del nombre que llevaron durante 53 años, el 
nuevo partido político consideró que debía mantener el imaginario político 
que fue forjado durante tanto tiempo entre los antiguos combatientes y 
que las letras de este consignan cual identificación histórica. Esto quiere 
decir que el nuevo partido político FARC acepta la historia armada de 
la insurgencia como parte de la memoria que integra el nombre a los 
sectores subalternos que se sumaron, en su momento, a la guerrilla 
rural, punto debatible en un contexto nacional de víctimas, verdades y 
perdones. 
Según la prensa, en el congreso constitutivo de las FARC-EP, Iván 
Márquez lideraba la opción del nombre FARC, mientras que Rodrigo 
Londoño tenía la posición contraria, intentando volver hegemónico el 
nombre de Nueva Colombia. Al final, la mayoría de los delegados optaron 
por seguir a Iván Márquez, dejando atrás al último comandante de las 
FARC-EP, Timoleón Jiménez, buscando la perspectiva de llegar a ser 
gobierno (El Espectador, septiembre 2 de 2017, p. 4). 
10 Para seguir la coyuntura de los sucesos comentados, consultar: «El fin de 
las balas y el comienzo de los votos», El Espectador, agosto 27 de 2017, p. 
4 y 6. «El acuerdo de paz, a paso lento», El Espectador, agosto 28 de 2017, 
p. 2 y 3. «Así llegan las FARC al congreso», El Espectador, agosto 29 de 2017, p. 
6. «El destape del partico clandestino de las FARC», El Espectador, agosto 31 
de 2017, p. 6. «Las bases del partido de las FARC», El Espectador, septiembre 
1 de 2017, p. 2. 
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No obstante, luego del congreso constitutivo, se llevó a cabo la confor-
mación de los líderes de este nuevo partido, junto con un comité directivo 
de 11 integrantes y el presidente del partido. Para este último cargo fue 
elegido por unanimidad Rodrigo Londoño, quien, pese a sus molestias de 
salud, que lo han llevado varias veces a tratamientos en Cuba durante los 
últimos meses, aceptó el cargo. 
Según el presidente del partido político FARC, la nueva organización 
no tendrá dogmas ni sectarismos de ningún tipo. Valga señalar que los 
antiguos integrantes del Partido Comunista Clandestino, PC3, que se 
organizó desde los años en que se realizaron los diálogos de paz durante 
la presidencia de Andrés Pastrana Arango (1998-2002), son actualmente 
la base social con la cual cuenta esta nueva formación para su actuación 
en la legalidad. Entre las concepciones ideológicas del nuevo partido, tal 
como reza en el Acuerdo final de paz, está la búsqueda de la justicia social. 
De ahí que podamos sugerir que el nuevo partido FARC puede tener una 
propuesta justicialista (García Lozano, 2017).
 La prensa nacional, al nombrar este nuevo partido político, ha deta-
llado la imagen del mismo, con una rosa roja y una estrella en su centro, 
recordando con ello una tradición socialista del siglo XX. Por lo mismo, 
los medios de comunicación le han dado la significación del «partido de 
la rosa», un partido legal creado a partir del Acuerdo final de paz. 
Con estos hechos —el lanzamiento del partido, la escogencia de su 
nombre, la elección de sus líderes y la imagen de la rosa roja con la 
estrella— se prepara desde ya la nueva FARC para contar con 10 inte-
grantes en el Congreso Nacional durante las elecciones del año 2018, 5 
en el Senado y 5 representantes a la Cámara. Igual cantidad de congre-
sistas tendrá el partido en las elecciones parlamentarias del año 2022. 
Son retos que el partido FARC espera asumir. 
 Rodrigo Londoño, Iván Márquez, Pastor Alape, Pablo Catatumbo y 
Victoria Sandino, entre otros, se perfilan como los futuros congresistas 
de esta organización. Es decir, ellos harán realidad el punto 2 del Acuerdo 
final de paz con respecto a la participación política de las nuevas fuerzas 
subalternas en las corporaciones públicas. 
Pero el camino de la legalidad que ha recorrido la antigua insurgencia 
ha tropezado con la incierta seguridad de algunas zonas del país. Desde 
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noviembre de 2016 hasta septiembre de 2017, 10 meses después de 
la firma del Acuerdo final de paz en el Teatro Colón de Bogotá, han sido 
asesinados 13 desmovilizados de las FARC-EP: un amargo balance de la 
implementación (El Espectador, octubre 2 de 2017, p. 10).
Aparte de las quejas de los líderes del partido FARC con respecto a la 
lentitud de la implementación por parte del Estado y otros temas comple-
mentarios en cuanto a las tierras para los exguerrilleros, la entrega de bienes 
ilegales a la Fiscalía General, la ausencia de instalaciones optimas en las 
antiguas zonas veredales, etc., el posacuerdo sigue avanzando en tanto 
los desmovilizados de las FARC-EP mantienen su decisión de cancelar la 
lucha armada como opción.
CONCLUSIONES
• En el transcurso de este ensayo se ha tomado en consideración un 
presupuesto analítico básico: el reconocimiento, por parte del Estado, de 
que la oposición política y social en Colombia significa que se asume 
la condición y el derecho a ser diferente en un régimen democrático. El 
respeto por la diferencia implica el reconocimiento político y social de 
los grupos y las clases subalternas, tanto rurales como urbanas, y de su 
hacer colectivo en la vida nacional. En el caso preciso del Acuerdo final 
de paz significa la cualificación de la acción política de los sujetos y del 
imaginario social y político del orden, es decir, de la democracia y la parti-
cipación política de los ciudadanos bajo el esquema gobierno/oposición. 
• La historia de Colombia en el último siglo ha estado signada por la estig-
matización, el veto, la persecución y el asesinato de los líderes, voceros 
y militantes de la oposición política, desde el liberalismo social hasta 
las izquierdas políticas. Al igual que la prédica de la combinación de 
todas las formas de lucha, el cambio operado en Colombia con la paz 
negociada puede permitir pensar otro tipo de oposiciones políticas de 
las izquierdas en el país (Bergquist, 2017). 
• En el Acuerdo final de paz, las partes reconocen la urgencia del recono-
cimiento de la oposición política con sus diversas ideologías. Aceptan, 
con ello, el derecho a la protesta pacífica, la movilización social y auspi-
cian, igualmente, nuevas luchas subalternas en lo social, lo político y lo 
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económico, que respeten la integridad de la Constitución Nacional y la 
ley, haciendo suyo el concepto de una ciudadanía cualificada y partici-
pativa que decide colectivamente.
• Este recorrido histórico y político que hemos realizado, pensando la 
oposición social y política en Colombia, nos ha llevado a advertir que 
la paz con justicia social es el objetivo primordial que se trazaron las 
partes firmantes en el Acuerdo final de paz. 
• Después de la guerra irregular de más de cincuenta años, sobreviene 
en el sistema político la justicia como problema y como el horizonte 
histórico de lo que requiere una comunidad política fragmentada, herida 
y dividida, que trata de reconocerse desde las diferencias y desde las 
subjetividades. La justicia nos pone de presente el principio funda-
mental del derecho a la diferencia, que es tanto como decir, el derecho a 
la oposición social y política en una democracia participativa. 
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El presente trabajo analiza las estrategias generadas tanto del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, como desde otros 
conflictos armados internos en el mundo y desde el proceso de 
justicia y paz en Colombia para aumentar la denuncia de delitos de 
violencia sexual y tomar estas experiencias para evidenciar los retos 
que sobre este particular tiene el sistema de justicia especial para la 
paz creado en el marco del acuerdo de paz firmado con la guerrilla 
de las FARC.
PALABRAS CLAVE
Violencia Sexual/Mujeres/Conflicto Armado Interno/Justicia Espe-
cial para la Paz/Acuerdo de Paz.
ABSTRACT
This work analyzes the implemented strategies to increase the 
complaints of sexual violence felonies from different scenarios such 
as the Inter-American Human Rights System, some internal armed 
conflicts throughout the world, and the process of justice and peace 
in Colombia. This analysis shows the challenges in the studied topic, 
faced by the system of special justice for peace based on the peace 
agreement signed with FARC.
KEYWORDS
Sexual violence-Women-Internal Armed Conflict-Special Justice for 
Peace-Peace Agreement.
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INTRODUCCIÓN
En los conflictos armados, las mujeres han sido botín de guerra. Son 
objeto de agresiones por la condición única de ser mujer y sus derechos 
son constantemente violentados, en especial sus derechos sexuales. Son 
sometidas a acceso carnal violento, actos sexuales, prostitución forzada, 
aborto forzado, esterilización forzada, entre otros delitos de los que son 
víctimas.
La violencia sexual ha sido y sigue siendo utilizada como arma 
de guerra en los conflictos armados. Es el caso de Ruanda, donde se 
calcula fueron violadas 350.000 mujeres, o el caso de Yugoslavia, donde 
el número de violaciones a mujeres se encuentra entre 38.000.000 y 
50.00.000. No suficiente con ello, como sucedió en Ruanda, se crearon 
grupos de violadores en donde se reclutaban pacientes con SIDA para 
aumentar el potencial daño (Currea-Lugo, 2014, p. 65).
Los delitos de violencia sexual son delitos que, por su condición y 
circunstancia, tienen obstáculos al momento de realizarse su denuncia, 
igual que dificultad probatoria. Por tal motivo, conseguir justicia, verdad, 
reparación y no repetición en estos casos, termina siendo una tarea difícil 
en un sistema de justicia transicional.
El objetivo del presente escrito es analizar cómo la Corte Interameri-
cana de Derechos humanos ha realizado el estudio y resuelto casos de 
violencia sexual en el marco del conflicto armado, cómo se han generado 
estrategias en el marco de otros conflictos armados respecto del acceso 
a la justicia, y revisar las diferentes perspectivas que se han desarrollado 
en el marco del Acuerdo Final de Paz y los retos que, sobre este particular, 
tiene la justicia especial para la paz, para alcanzar justicia, verdad y repa-
ración para todas las víctimas de violencia sexual.
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1. Contexto del desarrollo de los derechos 
humanos en relación con la violencia sexual, 
física, psicología a la mujer desde el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos
Los derechos humanos protegen a todas las personas y proveen garantías 
a los individuos para evitar ser sometidos a tratos crueles. Estos derechos 
se realizan por medio del derecho internacional, especialmente el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos y, en especial, la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos como instrumento de protección de 
derechos humanos. En su articulado se destacan tres referentes impor-
tantes: el primero de ellos, el derecho que tiene toda persona a que se 
respete su vida, el segundo, el derecho que tiene toda persona a que se 
respete su integridad física, psíquica y moral, por lo que nadie debe ser 
sometido a torturas ni a penas graves o tratos crueles, inhumanos o degra-
dantes; y el tercero, relacionado con el derecho a la integridad personal, 
este último desarrollado en diferentes pactos y convenciones, artículo 5 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos y articulo 7 en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
Específicamente en el tema de violencia contra la mujer, el Sistema Inte-
ramericano de Derechos Humanos creó instrumentos específicos para su 
protección tales como la Convención Belém do Pará, la Convención Interame-
ricana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia en contra la Mujer, y la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 
La violencia contra la mujer es considerada un crimen de lesa huma-
nidad, reconocido así en el Estatuto de Roma en su artículo 7, párrafo 
primero: «A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “crimen 
de lesa humanidad” cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa 
como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población 
civil y con conocimiento de dicho ataque», y especialmente en lo referente 
a la violencia sexual establece en su literal g «Violación, esclavitud sexual, 
prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier 
otra forma de violencia sexual de gravedad comparable»; y en su literal 
h «Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada 
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en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, 
de género u otros motivos universalmente reconocidos como inacepta-
bles con arreglo al derecho internacional, en conexión con cualquier acto 
mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la compe-
tencia de la Corte» (Estatuto de Roma, 1998).
El literal g del estatuto establece que cualquier violación, esclavitud 
sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada, 
cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable está esta-
blecida como un crimen de lesa humanidad. Adicionalmente, el convenio IV 
de Ginebra, en el título III en donde se reglamenta el trato de las personas 
protegidas, en su sección I sobre disposiciones comunes a los territorios 
de las partes en conflicto y a los territorios ocupados, expone en su artículo 
27, párrafo segundo «Las mujeres serán especialmente protegidas contra 
todo atentado a su honor y, en particular, contra la violación, la prostitución 
forzada y todo atentado a su pudor» (Estatuto de Roma, 1998).
Otro de los instrumentos que se establecen para prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra la mujer es la Convención Belém Do Pará, 
establecida por la asamblea general de la OEA y creada con el objetivo de 
disminuir la violencia contra la mujer en América Latina. Esta establece 
como violencia en contra la mujer «cualquier acción o conducta, basada en 
su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicoló-
gico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado».
Estos instrumentos también imponen al Estado la obligación de adoptar, 
por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a 
prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y, esencialmente, le impone 
la obligación de establecer procedimientos legales justos y eficaces para 
la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, 
medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales 
procedimientos. Así lo ha expresado la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en varios de sus fallos.
La convención también desarrolla conceptos frente a lo que significa 
violencia y establece como violencia no solo la sexual, sino también la física 
y psicológica. Define la primera como «la imposición para tener relaciones 
sexuales o violación, abuso sexual o tocamientos sin consentimiento, entre 
otros»; la física como todo golpe o daño que se ocasione en el cuerpo de la 
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mujer y la psicológica como toda humillación, amenazas, celos, chantajes, 
intimidaciones, descalificaciones, entre otros (Convención Belém Do Pará).
Respecto a violencia sexual, y más específicamente en el marco de 
un conflicto armado, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en 
adelante Corte IDH, se ha pronunciado en varias oportunidades. Es el caso 
de La Masacre del Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Esta masacre 
fue perpetrada por el batallón Atlacatl de la Fuerza Armada de El Salvador 
en el marco de una operativo realizado el día 10 de diciembre 1981. En 
este operativo fueron asesinadas 765 personas según datos de la Corte 
IDH, encontrándose dentro de las víctimas fatales un número aproximado 
de 400 niñas y mujeres. En este caso, la Corte IDH revisó el contexto y 
las condiciones en las que fueron asesinadas las niñas y mujeres, encon-
trando que el grupo que perpetuó las acciones, usó este tipo de conducta 
para inferir dolor a la comunidad en general.
La Corte IDH señaló: «Muchas de las mujeres jóvenes habrían sido 
llevadas a los alrededores del caserío, específicamente a los cerros El 
Chingo y La Cruz, para ser sometidas a violación sexual, de manera previa 
a su ejecución extrajudicial» (Corte IDH, 2012). Adicionalmente, señaló 
que este tipo de accionar constituye tortura. Considera que estos casos 
de violación sexual afectan la integridad no solo física sino psicológica 
de la víctima. Este tipo de violencia al igual que la tortura, busca humillar, 
degradar, causar un dolor extremo a la persona. También considera que:
En este sentido, ha sido reconocido por diversos órganos interna-
cionales que durante los conflictos armados las mujeres y niñas 
enfrentan situaciones específicas de afectación a sus derechos 
humanos, como lo son los actos de violencia sexual, la cual en 
muchas ocasiones es utilizada como un medio simbólico para humi-
llar a la parte contraria o como un medio de castigo y represión (Corte 
IDH, 2012).
Otro caso es el de Masacre de las dos Erres contra Guatemala, realizada 
por Militares y Kaibiles de las Fuerzas Armadas de Guatemala el 6 y 7 
de diciembre de 1982. Esta masacre, de acuerdo con la Comisión para 
el Esclarecimiento Histórico (CEH), dejó aproximadamente 216 personas 
asesinadas, la mayoría niños y niñas. Estas últimas fueron violadas y 
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posteriormente ejecutadas. Dentro de los informes sobre este caso se 
evidencian, incluso, prácticas abortivas inducidas por golpes dados en 
los vientres de las mujeres en estado de embarazo notorio. La Corte IDH 
aseguró «que las mujeres fueron particularmente seleccionadas para 
destruir la dignidad de la mujer a nivel cultural, social, familiar e individual» 
(Corte IDH, 2009).
La Corte IDH, en el fallo de la Masacre de Las Dos Erres contra Guatemala 
asegura que la violencia sexual es un método de tortura que evidencia la 
especificidad de la violencia contra las mujeres, dentro de los conflictos 
armados internos (Corte IDH, 2009).
Otro caso en donde la Corte IDH se ha pronunciado y desarrollado 
los presupuestos de la violencia sexual en contra de la mujer, es el Caso 
González y otras vs. México, también conocido como el caso algodonero, 
en donde la corte expresa que el Estado tiene la obligación de combatir la 
impunidad, toda vez que los casos de violencia contra la mujer, en especial 
las graves violaciones de derechos humanos que se viven en México se 
están incrementando sin que el Estado establezca políticas y estrategias 
claras para evitarlo. El Estado debe brindar diferentes formas de repara-
ción: permitir que las familias conozcan la verdad, garantía y cumplimiento 
de procedimientos estrictos para hacer las respectivas investigaciones, la 
adopción de mecanismos en donde se realice la publicación de la sentencia 
en donde se haga un reconocimiento público de responsabilidad interna-
cional (CORTE IDH, 2009).
La Corte IDH, en fallos como el caso Fernández Ortega y otros vs. México, 
ha dicho que las víctimas de violencia sexual se inhiben de denunciar 
por varias razones: por miedo a que el Estado no les brinde las medidas 
correspondientes de protección ocasionando una revictimización, o por la 
carencia de entidades confiables que presten un servicio médico y psico-
lógico a las víctimas. Afirma la Corte que existen muchas instituciones 
a nivel estatal, pero no cuentan con la suficiente y debida experticia en 
materia de violencia sexual.
Los fallos de la Corte IDH coinciden al afirmar que, en lo relacionado 
a los procedimientos efectivos y las medidas de protección que ofrece el 
Estado, existen problemas en las garantías que brinda el sistema judicial 
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para apoyar a mujeres víctimas de violencia sexual. No existe una protec-
ción adecuada, un acompañamiento que permita acudir sin temor ante las 
instancias judiciales.
También, según ha reiterado la Corte IDH, la violencia sexual no es 
objeto de reparación. No se podría adecuar ninguna forma para mermar 
o minimizar el daño sufrido en la víctima; sin embargo, se busca brindar 
ayuda de tipo económico, psicológico, médico y dejar un precedente con el 
conocimiento de la verdad para que estos casos no se repitan. 
2. Análisis comparado de la reparación en casos 
de violencia sexual en procesos de paz
A lo largo de la humanidad y de los conflictos armados que se están 
presentando, se puede observar una constante en los temas relacionados 
con violencia sexual en todas sus formas, es decir, esclavitud sexual, 
prostitución forzada, embarazo forzado, el aborto forzado, esterilización 
forzada y demás formas de violencia sexual perpetuadas contra mujeres, 
niñas y niños que tienen una vinculación directa con el conflicto armado. 
Con la violencia sexual, específicamente en el Estado colombiano y más 
aún en el marco del conflicto y posconflicto que vive actualmente el país, 
debemos preguntarnos ¿cuáles son los retos de justicia, verdad, repara-
ción y no repetición pactados en La Habana frente a la violencia sexual 
causada a las mujeres?
Aunque no se tienen datos oficiales sobre el número de personas que 
han sido víctimas de violencia sexual, se puede acudir a una aproxima-
ción que hace el informe ¡Basta ya!, del Centro de Memoria Histórica, en 
el cual se recogen 1.754 casos de mujeres víctimas de violencia sexual 
incluidas en el Registro Único de Víctimas entre 1985 y 2012, frente a 
los 96 casos confesados por las AUC que, si bien no muestran la tota-
lidad y gravedad de la situación, nos da una pista del problema. En el 
informe general del grupo de memoria histórica ¡Basta ya!, se señala «que 
la mayoría de los casos las víctimas de abuso sexual guardan silencio por 
distintos motivos, entre ellos, el miedo a la denuncia» (2009, p.24). Estas 
cifras son apoyadas por la Corte Constitucional en Auto 092, 14 de abril 
de 2008, donde menciona que «la violencia sexual sigue constituyendo 
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una práctica habitual y generalizada del conflicto armado colombiano» 
(Corte Constitucional, 2008, p. 6).
Es un reto para el Estado colombiano resarcir y evolucionar en el tema 
de violación sexual en el marco del posconflicto. A continuación, se señalan 
las estrategias empleadas por otros países que también han padecido 
conflictos armados. Estas serán comparadas con las estrategias adop-
tadas por el Estado Colombiano en el actual proceso de paz.
Según el informe del Consejo de seguridad de Naciones unidas sobre la 
violencia sexual presentada en el año 2015, «se estima que por cada viola-
ción denunciada hay entre 10 y 20 casos que no son informados» (ONU, 
2015, p. 2). Es por esto que analizamos los sistemas de verdad, justicia, 
reparación y no repetición, en lo que corresponde al nivel de denuncia y 
acceso a la justicia para las víctimas de violencia sexual.
Otros países en América y el mundo han vivido las consecuencias de 
la guerra. Estas experiencias nos ayudan a revisar cuáles situaciones se 
deben priorizar, así como comparar las fortalezas que el presente Acuerdo 
contiene temas más específicos como programas integrales, acceso a la 
justicia y a la denuncia, reconstrucción de la verdad desde varios puntos 
de vista como lo es la verdad procesal, extraprocesal y colectiva, repara-
ción de las víctimas y la no repetición de violencia sexual en el marco del 
conflicto armado. A continuación, se enuncian algunas experiencias:
2.1 Perú
Perú, entre 1980 y 2000, vivió un conflicto entre las Fuerzas Nacionales 
Armadas y movimientos subversivos como Sendero Luminoso y Túpac 
Amaru. El inicio del posconflicto en Perú llevó a la creación de comisiones 
de verdad y reparación que buscaban investigar los hechos ocurridos y 
establecer recomendaciones en materias de justicia y reparación. La 
población más afectada en temas de violencia sexual fue la de las mujeres 
campesinas del Perú. Esta violencia era ejercida como estrategia subver-
siva.
En el informe de las comisiones de verdad y reparación, se pudo 
evidencia «la dificultad que tuvieron las mujeres para contar sus viven-
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cias por miedo y vergüenza que sentían, y por el no reconocimiento como 
víctimas en muchos casos» (2004: p. 352). Esta situación ocasionó un 
nivel de denuncia bajo. Adicionalmente, muchas instituciones jurídicas no 
llegaron a los sitios donde ocurrieron los hechos, permaneciendo muchas 
mujeres allí.
De acuerdo con el mismo informe, los múltiples crímenes de violencia 
sexual se utilizaron y tuvieron como objetivo castigar, intimidar, coaccionar 
y degradar a una población determinada, en su inmensa mayoría mujeres 
y niñas, como una estrategia de guerra perpetuada, en su mayoría, por 
agentes del Estado, y otra parte por grupos subversivos. 
Otra dificultad que presentó Perú respecto del acceso a la justicia de las 
víctimas de violencia sexual fue la falta de recursos financieros para forta-
lecer las instituciones, tales como la Fiscalía, institución que no podían 
llegar a investigar ni llevar a buen término los procesos denunciados por 
no contar con presencia en lugares apartados del país, evidenciando un 
abandono por parte del Estado y generando una justicia tardía, dilatando la 
reparación de las víctimas.
Del proceso en Perú se resalta el cumplimiento de las recomendaciones 
realizadas por la comisión de verdad; estableció un plan integral de repa-
raciones a través de la Ley 28592 del 2005. Esta norma y sus respectivas 
reglamentaciones designaron una comisión multisectorial de alto nivel, 
encargada del seguimiento de las acciones y de las políticas públicas del 
Estado en los ámbitos de la paz y un consejo de reparación de víctimas, 
además de entender la justicia desde varios contextos «como los son la 
justicia retributiva y el proceso legal contra los victimarios; la restaurativa, 
basada en la mediación; la histórica basada en las comisiones de verdad; y 
la verdad extraprocesal y la compensatoria, basadas en la reparación de las 
víctimas» (Beristain, 2005, p. 34). De forma integral, todos estos conceptos 
de justicia son en sí mimos actos de justicia en diferentes formas.
Colombia, en el marco del posconflicto, debe atender estas nociones 
de justicia. No solo reúnen en sí mismo el concepto de reparación inte-
gral para las víctimas, sino que reconstruyen la memoria histórica del país 
y de la humanidad para poder, de esa forma, garantizar la no repetición 
y establecer una paz confiable y duradera. De la experiencia del Perú es 
importante destacar, para el posconflicto en Colombia, la importancia 
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del establecimiento de comisiones de verdad que amplían el principio de 
justicia, evidenciando un avance para la reparación de las víctimas. También 
es importante señalar que es necesario que la presencia del Estado debe 
establecerse en aquellos lugares que fueron territorios del conflicto para 
garantizar el acceso real a las víctimas de violencia sexual, elemento esen-
cial para lograr la paz.
2.2 Guatemala
Guatemala vivió un conflicto armado interno de 1962 a 1998. Durante 
este periodo se perpetuaron graves crímenes contra la dignidad humana 
de las mujeres y las niñas, ocasionando un alto índice de violencia sexual 
cometido, en mayor medida, por agentes del Estado. Los informes de la 
Comisión de Esclarecimiento Histórico muestran que «el 99% de los casos 
de violencia sexual fueron perpetuadas hacia mujeres de todas las edades» 
(1999, p. 21). Estas estimaciones se hicieron de forma no oficial ya que, 
como en muchos casos, el principal problema para denunciar crímenes 
de violencia sexual es el dolor y la vergüenza que sienten las víctimas, 
pues no se sienten respaldadas por las instituciones estatales y porque no 
hay programas integrales que muestren resultados positivos para que las 
mujeres víctimas se acerquen a denunciar. 
De los casos que se pudieron denunciar en el conflicto de Guatemala, 
la Comisión de Esclarecimiento Histórico hizo una serie de recomen-
daciones respecto de la reparación de las víctimas, entre ellas, que el 
Congreso de ese país creara leyes direccionadas a la dignificación de las 
víctimas y a la reparación de estas, y el inicio de procesos judiciales para 
atender las denuncias de violencia sexual. El mayor problema de Guate-
mala es que no se hicieron grandes esfuerzos para fortalecer el sistema 
de administración de justicia en lo relacionado con la investigación de los 
posibles victimarios.
Ahora bien, es importante observar específicamente casos de otros 
países del mundo que han experimentado el flagelo de la guerra. Es el 
caso de la República Centroafricana, donde hay un acceso limitado a la 
denuncia de crímenes sexuales por la falta de herramientas para lograr 
una denuncia efectiva, además de financiación insuficiente por parte del 
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Estado e inaccesibilidad a los servicios de salud y justicia. Y existe una 
ausencia de reconocimiento como víctimas a las personas que sufrieron 
violencia sexual, esto según el consejo de Naciones Unidas en el informe 
presentado el 20 de abril de 2016. Son situaciones que generan falta de 
denuncia por parte de las víctimas, pues no encuentran un respaldo estatal 
ni figuras e instituciones que esclarezcan la verdad y ante las cuáles poder 
denunciar sus casos.
El acuerdo de paz firmado en la Habana debe ser reforzado con la 
exigencia del cumplimiento del Acto Legislativo 01 del 04 abril del 2017: 
«es esencial darle reconocimiento a las personas que fueron víctimas para 
poder acudir a las comisiones de verdad y esclarecer lo sucedido en la 
guerra en temas de violencia sexual» (Acto Legislativo 01, 2004). De esta 
manera se podrá acudir a la jurisdicción especial para la paz y aplicar los 
principios procesales de verdad y justicia, así como establecer no solo 
una verdad procesal, sino material de lo sucedido y, como consecuencia, 
reparar a las víctimas de una forma integral. 
En el tema de reconocimiento y acceso a la justicia en Colombia —más 
específicamente en el acuerdo firmado en la Habana— el país incluyó y 
materializó sistemas para identificar, reconocer y acceder a la justicia y a 
la verdad en temas de violencia sexual.
Las experiencias recopiladas en el informe de Naciones Unidas demues-
tran que «cuando se establecen mecanismos, como líneas telefónicas, para 
denunciar por medio de organizaciones no gubernamentales, las denuncias 
aumentan considerablemente, este caso en concreto es el de la República 
de Somalia, donde se implementaron estos tipos de mecanismos y así 
consiguieron aumentar el número de denuncias de las víctimas» (ONU, 
2015, p. 32). Este caso refleja la desconfianza en el Estado. Las víctimas 
de violencia sexual en Somalia prefirieron realizar la denuncia ante orga-
nizaciones no gubernamentales ya que no sienten un verdadero respaldo 
por parte del gobierno de este país. Uno de los retos del posconflicto en 
relación con las víctimas en temas de violación sexual, es que el Estado 
recupere la legitimidad, sobre todo en los territorios en los que la perdió 
hace más de 50 años, para que las víctimas sientan un verdadero respaldo 
estatal y accedan a la justicia y a la denuncia.
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Para que lo anterior suceda, es importante que la justicia, la verdad y 
la reparación lleguen a todos los rincones de Colombia con instituciones 
fuertes que puedan apoyar el proceso y hacer sentir seguras a las víctimas 
en la denuncia.
Otro punto importante que resalta el informe de Naciones Unidas es 
poner a disposición servicios integrales a los supervivientes de la guerra. 
Se ha demostrado que cuando esto pasa, están más dispuestos a buscar 
justicia y verdad, como sucedió «en la República Democrática del Congo, 
[donde] el 66% de víctimas de violaciones que recibieron apoyo médico, 
psicológico y jurídico integrado optó por presentar una demanda o 
denuncia» (ONU, 2015, p. 20).
Con esto podemos ver que no solo las instituciones jurídicas deben 
fortalecerse y llegar a todas las personas, si no que el Estado debe poner en 
marcha políticas públicas dirigidas a la atención médica y psicológica de 
las personas y no obstaculizar el acceso a estos servicios para que, de esta 
manera y con el acompañamiento de profesionales en todas las áreas, se 
creen sistemas de apoyo fuertes para que las víctimas se sientan seguras, 
empoderadas, y logren acceder a la justicia.
2.3 Nepal
Nepal es otro de los tantos países que sufrió los agravios de la guerra. 
Hasta la fecha, según el informe violencia sexual relacionada con conflictos 
armados, «se muestra que han sido en vano los esfuerzos del gobierno 
para que los agresores rindan cuentas sobre sus crímenes a la justicia. 
Este hecho ha generado que la violencia sexual en ese país persista y 
aumente después de terminado el conflicto armado. Este fenómeno se ha 
presentado en Nepal por la falta de voluntad política y de acompañamiento 
del Estado» (2012, p. 7). Este no protege ni garantiza la seguridad de las 
víctimas y tampoco ha creado mecanismos que den resultados positivos 
y visibles para que las personas acudan a la justicia. Lo más alarmante, 
tal como lo señala el informe, es que muchos de los presuntos agresores 
y victimarios son ascendidos a mandos para la prevención de la paz y 
puestos gubernamentales, dándole a las víctimas una sensación de total 
olvido a sus crímenes y a su dignidad.
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2.4 Bosnia y Herzegovina, Sierra Leona y Liberia
Un caso complejo en materia de conflictos armados es el de Bosnia y 
Herzegovina, Sierra Leona y Liberia. Según el informe de Violencia sexual 
relacionada con los conflictos armados, por ejemplo, en Liberia, «solo se 
han juzgado 38 de los 903 casos denunciados, y de esos 38 solo 17 termi-
naron en una condena. Por otro lado, en Sierra Leona solo se registran 
3.602 supervivientes a la violencia sexual, pero se estima que el número 
real puede llegar 250.000 niñas y mujeres que fueron víctimas pero que no 
están registradas en las bases oficiales» (2012, p. 8). Por último, el caso 
de Bosnia y Herzegovina tiene cifras preocupantes. A junio de 2011 se 
tenían 174 procesos judiciales, pero solo se habían condenado 12 de ellos 
y el tribunal internacional para la antigua Yugoslavia solo ha celebrado 18 
juicios. El problema claro aquí es que a nivel nacional no se han tomado 
estrategias para la reparación de las víctimas de violencia sexual, estrate-
gias que deben comprender la rehabilitación, restitución y recuperación de 
la dignidad humana y garantías de no repetición.
Un caso interesante para el presente análisis es el del Movimiento de 
Liberación del Pueblo de Sudán en la oposición. Es la primera vez que un 
plan específico para luchar contra la violencia sexual es implementado 
por un grupo armado insurgente. Por eso es tan importante para el caso 
colombiano que las Fuerzas Revolucionarias de Colombia, FARC, incor-
poren el enfoque de género dentro del Acuerdo Final de Paz. Esto genera la 
posibilidad de crear planes específicos para esclarecer los delitos sexuales 
cometidos en el marco conflicto armado. Una disposición de los victima-
rios para poner en marcha planes de esclarecimiento de la verdad de una 
forma voluntaria facilitará un encuentro con la verdad para las víctimas, 
además de acceso a la justicia.
Por último, es importante destacar el papel de la justicia transicional que 
en los casos mencionados ha ofrecido la oportunidad de generar trans-
formaciones de carácter social, asegurando la negociación del conflicto 
y la posibilidad de no repetir los crímenes en el posconflicto, por lo que se 
hace indispensable tener enfoques de género que aseguren la denuncia 
en temas de violación sexual. En este caso concreto, Colombia ha sido 
pionera. Aborda la problemática del género de manera sistemática y amplia, 
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como lo señala el informe del secretario de Naciones Unidas, donde resalta 
«el compromiso en el acuerdo de la Habana para reflejar los objetivos del 
Consejo de Seguridad» (ONU, 2015, p. 26).
Esta visión de género de la cual Colombia es pionera va más allá de 
cambiar el lenguaje. Es una oportunidad única que tiene el país para 
resarcir los errores cometidos en anteriores acuerdos, dignificando el 
papel de la mujer en la sociedad, generando la posibilidad de tener relatos 
que conduzcan a la verdad, reparación, justicia y no repetición de actos de 
violencia sexual cometidos en el marco del conflicto.
3. Tratamiento a la violencia sexual en la mujer. 
Caso Justicia y Paz - Acuerdo de Paz de la 
Habana
En Colombia, en el año 2005, se expide la Ley de Justicia y Paz, marco 
legal con el cual se reglamentó la desmovilización de las Autodefensas 
Unidas de Colombia (AUC), particularmente como fueron juzgados delitos 
atroces como secuestro, genocidio, desaparición forzada, violencia sexual 
y demás, cometidos en el marco del conflicto armado en Colombia. Así 
mismo, contemplaba las garantías de los derechos de las víctimas con 
respecto a la verdad, justicia y reparación.
Posteriormente, en el año 2012, se adoptó la ley 1592, la cual introdujo 
reformas estructurales a la Ley de Justicia y Paz, tanto en investigación, 
persecución penal y reparación de las víctimas. Esta pretendía eliminar el 
incidente de reparación integral, sustituyéndolo por el incidente de iden-
tificación de afectaciones, lo cual hubiera significado la sustitución del 
proceso judicial por uno administrativo, disminuyendo el derecho de las 
víctimas a la reparación y a la justicia. Sin embargo, la Corte Constitucional, 
en la sentencia C-180 del 2014, declaró como inconstitucional los artículos 
de la Ley 1592 que no permitían un acceso oportuno y eficaz a la justicia 
para las víctimas. 
El marco legal para la desmovilización de combatientes paramilitares 
fue modificado varias veces, en razón a las decisiones anteriormente 
mencionadas, como el desconocimiento de los derechos de las víctimas, 
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hasta llegar, finalmente, a la Ley 1424 del 2010, que es el marco legal que 
se encuentra vigente actualmente, junto a la Ley de víctimas y restitución 
de tierras.
Así como el Acto Legislativo 01 de 2016 contempla el marco jurídico por 
medio del cual se pone fin al conflicto armado y se construye la paz estable 
y duradera en Colombia, respecto a los acuerdos firmados en la Habana 
con el grupo guerrillero las FARC-EP, mediante el Acto Legislativo 01 del 
4 de abril del 2017 (Acto Legislativo 01, 2004), se adoptaron las medidas 
transitorias que otorga la Constitución Política de Colombia para la termi-
nación del conflicto armado.
Es importante destacar que en ambos procesos se hizo necesario 
utilizar un modelo de justicia transicional, como lo señala el informe ¿Qué 
es justicia transicional? del Centro Internacional de Justicia Transicional 
donde señala: «es una forma diferente de abordar la justicia en épocas de 
transición, desde una situación de conflicto o de represión de un Estado, 
para tratar de conseguir la rendición de cuentas y la reparación de las 
víctimas» (2009, p. 1), por medio de un conjunto de medidas judiciales y 
políticas que se hacen necesarias para darle viabilidad a las negociaciones, 
buscando un equilibrio entre los derechos e intereses del Estado, los grupos 
subversivos y las víctimas, garantizando igualmente una paz duradera, lo 
cual implica que las víctimas no podrán ser el costo de la paz, como sí lo 
fueron en la guerra. 
Según el informe de Sisma Mujer, Propuestas sobre verdad, justicia, 
reparación y garantía de no repetición de la violencia sexual contra mujeres 
víctimas sobrevivientes de violencia sexual en el proceso de paz, «La justicia 
transicional aumenta la credibilidad en los procesos de paz y acrecienta la 
confianza en los acuerdos y en el Estado, generando transparencia en el 
proceso y seguridad ante la comunidad internacional». En consecuencia, 
las decisiones que se tomen serán fehacientes y blindarán el proceso 
de riesgos jurídicos, políticos y sociales que posteriormente se puedan 
presentar, siendo así el mejor modelo hasta al momento para abordar la 
justicia donde hubo violaciones de manera generalizada y sistemática a 
los derechos humanos (2015, p. 4).
A pesar de que en ambos procesos se utilizó el modelo de justicia transi-
cional, para incorporar los acuerdos, el proceso con las FARC-EP fue mucho 
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más garante frente a los derechos de las mujeres víctimas del conflicto 
armado, mucho más que el llevado a cabo con las AUC. Es trascendental 
resaltar que en los acuerdos realizados con las FARC-EP se incorporó un 
modelo de justicia transicional con enfoque diferencial de género, lo cual 
es significativo ya que si el fin es lograr una sociedad igualitaria, donde se 
erradique la violencia sexual contra las mujeres y las niñas, debe ser este 
el centro de las decisiones tomadas en el marco de justicia transicional. 
El enfoque diferencial de género implica que el Estado debe propor-
cionar todas las herramientas posibles para que las mujeres participen 
activamente en la reconstrucción de una memoria histórica, lo que signi-
fica, según el informe de Sisma Mujer Propuestas sobre verdad, justicia, 
reparación y garantía de no repetición de la violencia sexual contra mujeres 
víctimas sobrevivientes de violencia sexual en el proceso de paz, «paridad en 
su conformación, lineamientos de género que determinen las actividades, 
metodologías y conclusiones del trabajo de memoria, de forma que en 
todas las dimensiones del conflicto se incorporen las voces y la memoria 
de las mujeres; perspectiva regional que vincule el conocimiento y la 
experiencia de las mujeres desde sus territorios» ( 2015, p. 6). Lo anterior 
conlleva a que haya una diferencia sustancial en cada uno de los aspectos 
fundamentales para lograr concretar y hacer efectivos los principios de 
justicia y verdad. 
La violencia sexual tiene un tratamiento diferenciado respecto a los 
demás delitos, tanto en el proceso con los paramilitares, como con las 
FARC-EP, ya que por su naturaleza se entiende que es un delito que no se 
comete para cumplir con los objetivos del conflicto, y no puede entenderse 
como una conducta con delitos políticos, motivo por el cual no pueden otor-
garse amnistías e indultos; tampoco puede ser valorado como un delito en 
el desarrollo de las funciones de las fuerzas militares, en consecuencia no 
puede ser juzgado por la justicia penal militar. En este sentido, la justicia 
ha sido garantista para las mujeres, ya que como delito toma un carácter 
público, dejando a un lado la esfera de lo privado, lo que implica que se 
vuelva inaceptable para la sociedad y, de alguna manera, logre ser un poco 
más visualizado, bajando los estándares de impunidad. 
En la ley especial para la paz existe una comisión especial de la verdad 
respecto a los delitos de violencia sexual. Según el informe de Sisma Mujer 
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Propuestas sobre verdad, justicia, reparación y garantía de no repetición de la 
violencia sexual contra mujeres víctimas sobrevivientes de violencia sexual en 
el proceso de paz, 
«perpetrada por todos los actores armados, incluidos Fuerza Pública, 
paramilitares, grupos post desmovilización y guerrilla, con ocasión y 
en desarrollo del conflicto, que recoja la verdad en primera persona 
en audiencias territoriales y privadas que permita reconstruir el relato 
sobre el pasado, el conflicto, la resistencia y la comprensión sobre la 
cultura de discriminación que la hizo posible las estructuras sociales 
e institucionales en las que se funda, y que formule recomendaciones 
para evitar su repetición. La verdad es una condición fundamental 
para la reconstrucción de la confianza, no solo entre las partes en 
conflicto, sino también entre ellas mismas» (2015, p. 6).
Es fundamental destacar la gestión que pueda realizar esta comisión, ya 
que es uno de los mecanismos que puede ayudar al esclarecimiento de los 
delitos que se ha cometido de manera desproporcionada a las mujeres y 
a las niñas, lo cual, por lo menos en un 85% es invisible por tener un alto 
índice de impunidad, como se dio en el anterior proceso con los parami-
litares, en el cual se estima que se lograron sancionar menos de un 30% 
de los delitos de violencia sexual, ya que, si bien existió una comisión de 
la verdad, no hubo una especializada en este delito, contribuyendo así a la 
impunidad y a la discriminación de género, que de por sí ya existente frente 
a ellas. Una comisión de la verdad especial en violencia sexual ayuda a 
establecer los generadores de los patrones de violencia sexual, así como 
a describir el contexto en los que se cometieron. De igual manera también 
contribuye al restablecimiento y esclarecimiento de la verdad. 
Respecto a la reparación de las víctimas, la Ley 975 del 2005 contempla 
en el artículo 8, de manera muy general, el derecho que tienen las víctimas 
a la reparación en el daño causado, que en este caso debe traducirse en 
acciones concretas que propendan por la restitución, rehabilitación, satis-
facción y la garantía de la no repetición de estas conductas. No obstante, la 
presente ley no contempla qué medidas se van tomar frente a estos delitos 
de violencia sexual, situación que es regulada de manera diferente en la ley 
especial para la paz, donde se habla de una justicia integral y transforma-
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dora, gracias a un programa especial para mujeres y niñas sobrevivientes 
de la violencia sexual, y donde garantizan las medidas necesarias que se 
deben tomar para reparar los daños causados, que ayuden a la recons-
trucción de su plan de vida, acabando asimismo con las construcciones 
sociales que sirvieron de ayuda para la discriminación (Sisma Mujer, 2015, 
p. 3).
Frente a las medidas sancionatorias con las AUC, se tuvo un trato indis-
criminado de cómo se iba a realizar. Se estableció que tanto los cabecillas 
como los soldados rasos iban a ser sometidos a una sanción de 5 a 8 años 
de prisión, independientemente de si confesaban la verdad.
En el proceso con las FARC-EP hubo distinción con algunos delitos, como 
los político-conexo, los cuales eran susceptibles de amnistías e indultos; 
asimismo, se sancionaron los delitos de lesa humanidad, incluida la violencia 
sexual, con una sanción de 5 a 8 años de pena privativa de la libertad, siempre 
y cuando digan la verdad de lo que pasó en cualquier parte del proceso; sin 
embargo, si no dicen la verdad la sentencia condenatoria será de 20 años de 
prisión. Lo anterior es significativo ya que ayuda a lograr un principio impor-
tante como la construcción de la verdad para las víctimas.
Es necesario que en el proceso realizado con las FARC-EP se vean mate-
rializados cada uno de los puntos anteriormente mencionados, logrando 
que no existan estándares tan altos de impunidad como los que existen 
en el anterior proceso con los paramilitares. Por ejemplo, en el 2008, la 
Corte Constitucional ordenó que se investigaran 183 casos de violencia 
sexual perpetrada por miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia, 
sin que hasta la fecha se conozca la primera sentencia (2008, Auto 092).
Los índices de impunidad frente a las AUC son alarmantes, y pese a los 
llamados para que haya celeridad en los procesos de casos de violencia 
sexual, aun así, persiste un 97% de impunidad. Solo existen 14 sentencias 
condenatorias, más de 90 casos han sido archivados o precluido la inves-
tigación, y en un 40% de los casos ni siquiera se sabe quién es el agresor.
Los paramilitares, adicionalmente a esto, están incumpliendo con un 
principio básico como lo es la verdad, ya que, de los 57.000 crímenes 
confesados por los desmovilizados, solo 86 corresponden a violencia 
sexual, lo cual no concuerda con las denuncias de las víctimas de delitos 
sexuales. Lo anterior demuestra la importancia de darle un carácter espe-
Gómez-Jutinico, Falla o., cadavid P., ardila Á., colmenares s.
119
cial a este delito, ya que por ser más invisible genera más impunidad, por 
lo tanto, tampoco es tomado en serio, demostrando una vez más que la 
discriminación hacia las mujeres persiste (Sisma Mujer, 2015: p. 7). El 
siguiente gráfico muestra en proporción la escasa confesión de los casos 
de violencia sexual en el proceso realizado con las AUC.
GRÁFICO 1. CONFESIONES DE LOS DELITOS POR  
LOS DESMOVILIZADOS
Un aspecto importante por destacar en la jurisdicción especial para la paz, 
es que se van a tomar en cuenta todos los actores del conflicto, es decir, 
no solo se van a juzgar a los combatientes de las FARC-EP, sino también 
a los miembros de fuerzas militares y a todos los que hicieron parte del 
conflicto armado en Colombia. Esto es realmente importante ya que según, 
el informe de Sisma Mujer Mujeres, violencia sexual en el paramilitarismo «los 
crímenes fueron cometidos por todas las partes; por ejemplo, entre el año 
2001 y 2006 la Fiscalía General de la Nación se reportan denuncias de 
delitos de violencia sexual por agentes estatales (DAS, Policía Nacional y 
Ejercito nacional), 102 casos; por paramilitares, 18; y por el grupo guerri-
llero las FARC-EP, 4» (2015, p. 24). Esto es importante para la construcción 
de la verdad y reparación de las víctimas. 
Violencia sexual
Otros delitos
Fuente: Sisma Mujer, 2015
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Para que las víctimas realmente puedan continuar con sus proyectos de 
vida y sean reparadas de manera integral, se hace necesario que existan 
garantías de no repetición, esto significa que no exista impunidad ya que, 
cuando existe, se demuestra que se puede seguir incurriendo en el mismo 
delito sin recibir una condena que sea proporcional.
En el logro de la no repetición es ineludible que se den condiciones de 
seguridad jurídica respecto al marco legal que va a regir para el proceso de 
transición de la paz y la guerra. Tanto las víctimas como victimarios nece-
sitan ser respaldados por un marco legal sólido, donde no suceda como con 
el anterior proceso con las AUC, en el cual existieron constantes cambios, 
incluso algunos que afectaron derechos de las víctimas en la reparación.
Según el informe de Sisma Mujer, «rechazar la violencia sexual en la 
guerra es un mensaje claro a toda la sociedad y a las generaciones veni-
deras para que se supere la condena mediática de este crimen y se pase 
a su sanción legal. Se reafirma su prohibición en tiempos de paz y en 
GRÁFICO 2. DENUNCIAS DEL VIOLENCIA SExUAL  













Fuente: Sisma Mujer, 2015
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tiempos de conflicto. Es una ratificación de la inviolabilidad del cuerpo y la 
autonomía de las mujeres y las niñas» (2015, p. 4). Por tal motivo, es indis-
pensable que para las víctimas de violencia sexual haya justicia, verdad y 
reparación. 
4. Implementación de instrumentos en la 
Jurisdicción Especial para la Paz como 
garantía de los derechos de las mujeres
La Jurisdicción Especial para la Paz, en adelante JEP, estará compuesta 
por la Sala de Reconocimiento de Verdad, de Responsabilidad y de 
Determinación de los Hechos y Conductas; la Sala de Definición de las 
situaciones jurídicas; la Sala de Amnistía o Indulto; El Tribunal para la Paz 
(dos secciones de primera instancia, Sección de Revisión de Sentencias, 
Sección de Apelación, Sección de Estabilidad y Eficacia); La Unidad de 
Investigación y Acusación, la cual se encargará de ejercer la acción penal 
ante el Tribunal para la Paz; La Secretaría Ejecutiva; El Presidente de la 
Jurisdicción, la cual deberá estar integrada por hombres y mujeres de 
manera equitativa (Acto Legislativo 01, 2017). 
Cuando se presenten conflictos de competencia entre la JEP y la Juris-
dicción Especial Indígena, se resolverán mediante una Sala incidental 
conformada por 2 magistrados de la JEP y 2 autoridades indígenas; el 
reglamento y las normas aplicadas en la JEP deberán propender por la 
participación de las víctimas. Dichas normas serán aprobadas por el 
congreso d la República. Habrá lugar a la participación del Procurador 
General de la Nación para la defensa de los derechos fundamentales (Acto 
Legislativo 01, 2017).
Para garantizar los derechos y la participación de la mujer contenidos 
en el Acuerdo Final de Paz para la terminación del conflicto y la construcción de 
una paz estable y duradera y, específicamente, en lo que tiene que ver con la 
violencia sexual, se propuso en esta jurisdicción lo siguiente:
Adición al inciso cuarto del Artículo transitorio 1°. Sistema Integral de 
Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR)... La justicia 
restaurativa atiende prioritariamente las necesidades y la dignidad 
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de las víctimas y se aplica con un enfoque integral y de género que 
garantiza la justicia, la verdad y la no repetición de lo ocurrido. 
Adición al inciso segundo del Artículo transitorio 2°. La Comisión para 
el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición. La 
Comisión será un órgano temporal y de carácter extrajudicial, que 
busca conocer la verdad de lo ocurrido en el marco del conflicto y 
contribuir al esclarecimiento de las violaciones e infracciones come-
tidas en el mismo y ofrecer una explicación amplia de su complejidad 
a toda la sociedad, con enfoque diferencial y de género; promover 
el reconocimiento de las víctimas y el reconocimiento voluntario de 
las responsabilidades individuales o colectivas de quienes partici-
paron directa e indirectamente en el conflicto armado y promover 
la convivencia en los territorios para garantizar la no repetición para 
lo cual contará en su interior con un grupo de trabajo de género. La 
ley reglamentará el mandato, funciones, composición, y funciona-
miento, incluyendo los controles necesarios que no menoscaben la 
autonomía de la Comisión (Acto Legislativo 01, 2017).
Al respecto, la Comisión primera del senado aprueba la creación de la 
JEP, donde contempla que se debe proteger de manera especial a las 
mujeres y niños otorgando al sistema un enfoque diferencial y de género. 
Dicho sistema integral deberá estar conformado de manera equitativa por 
hombres y mujeres. Se estructura el sistema integral así: «Comisión para 
el esclarecimiento de la verdad, la convivencia y la no repetición, la Unidad 
para la búsqueda de personas dadas por desaparecidas en ocasión y en 
razón del conflicto armado, la Jurisdicción especial para la paz, Medidas 
de reparación integral para la construcción de paz y las Garantías de no 
repetición» (Acto Legislativo 01, 2017).
Adicionalmente, existirá un equipo para investigar de manera específica 
los casos de violencia sexual (Unidad de Investigación y Acusación de la 
JEP). También se aprueba la proposición relativa a las garantías de índole 
procesal, sustancial y probatorio con miras a la satisfacción de la verdad, 
justicia y reparación, tomando medidas diferenciales con los sujetos de 
especial protección constitucional y aplicando un enfoque diferencial y de 
género.
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Ya está aprobada la proposición concerniente a la seguridad de quienes 
pertenezcan a las agrupaciones políticas de la oposición, para lo cual el 
Gobierno Nacional realizará programas y tomará medidas encaminadas a 
la seguridad y protección de los mismos.
Otra proposición relevante es la competencia de la JEP sobre los 
terceros que de manera voluntaria se presenten a esta y que hayan parti-
cipado, de manera activa y determinante, en la comisión de delitos contra 
la integridad sexual.
Sobre el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repeti-
ción (SIVJRNR) es posible afirmar la orientación y el enfoque diferencial 
y de género propios de la victimización, aplicándolo a todas las etapas 
y procedimientos, con especial atención cuando las mujeres hayan sido 
víctimas o partícipes del conflicto. La Comisión para el Esclarecimiento 
de la verdad, la Convivencia y la No repetición, en el ejercicio de sus 
funciones, prestará especial atención a las mujeres víctimas, teniendo en 
cuenta el impacto causado, las condiciones particulares, la exposición a 
la discriminación y, en general, situaciones que pongan de manifiesto la 
vulnerabilidad de cada una.
El decreto 588 de 2017 «Por el cual se organiza la Comisión para el Escla-
recimiento de la Verdad, la Convivencia y la no Repetición» en adelante CEV, 
contempla como objetivos la contribución al esclarecimiento de la verdad 
con especial atención a los asuntos menos conocidos en los que se ven 
involucrados niños, niñas y adolescentes, así como la violencia por razón 
de género, la dignificación de las víctimas por medio de un reconocimiento 
individual y colectivo de responsabilidad, además de la consolidación de 
una igualdad entre hombres y mujeres.
La Comisión deberá «esclarecer y promover el reconocimiento del 
impacto humano y social del conflicto en la sociedad» (Decreto 588, 2017), 
teniendo en cuenta el menoscabo de los derechos humanos, de los niños, 
niñas, adolescentes, agricultores, ganaderos, comerciantes, empresarios y, 
en general, de las mujeres. 
Otra función determinante de la CEV es «Asegurar la transversalidad del 
enfoque de género en todo el ámbito de trabajo de la CEV, con la creación 
de un grupo de trabajo de género que contribuya con tareas específicas de 
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carácter técnico, de investigación, preparación de audiencias de género, 
entre otras. Este grupo de trabajo no será el único en tratar el enfoque 
de género, pero sí debe responsabilizarse de la revisión de metodologías 
para que todos los instrumentos de la CEV tengan un enfoque de género, 
y de la coordinación con organizaciones de mujeres y LGBTI» (Decreto 
588, 2017).
Para la elección de esta comisión se tuvo en cuenta la experiencia y el 
conocimiento sobre temas de violencia a causa del género, del conflicto 
armado, sus efectos frente a las mujeres; la condición étnica, la representa-
ción territorial, entre otras. Existirá un Comité de Seguimiento y Monitoreo 
conformado por diferentes representantes (víctimas, defensores de dere-
chos humanos y derechos de los niños). Para la elaboración de los informes 
sobre las recomendaciones realizadas por la CEV se observarán los enfo-
ques en razón del territorio, diferencial y de género. 
El enfoque territorial verificará las características de las víctimas y sus 
diferencias con otra población; el diferencial y de género será aplicado en 
cada una de las fases de la UBPD (Unidad de Búsqueda de Personas dadas 
por Desaparecidas en el contexto y en razón del conflicto armado) con 
prelación por las mujeres participes del conflicto. Junto a la sociedad civil 
y en especial a las víctimas, se empezará por establecer el paradero de 
niñas y mujeres desaparecidas. 
Según Jineth Bedoya, en su texto Cinco claves para un tratamiento dife-
rencial de la violencia sexual en los acuerdos sobre la justicia transicional en 
el proceso de paz, la violencia sexual se expresa como una discriminación 
hacia las mujeres y niñas. Es algo que perdura en sus vidas incluso antes 
del conflicto hasta la edad adulta. No es posible aceptar los actos que 
generen violencia sexual y es menester que las generaciones futuras los 
reprochen para con esto generar un impacto mayor en el ordenamiento 
jurídico, impacto que deberá perdurar en tiempos de paz (Bedoya, Corpora-
ción Humanas, Corporación Sisma Mujer, Red Nacional de Mujeres, 2015).
La Justicia Especial para la Paz requiere la inclusión de herramientas jurí-
dicas cuyo fin sea garantizarles a las víctimas la verdad sobre la violencia 
sexual y la responsabilidad de quienes cometieron este tipo de delitos, para 
evitar la impunidad y asegurar la no repetición de dichas conductas.
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Existen cifras que justifican y respaldan la necesidad de crear una comi-
sión especial sobre violencia sexual en la JEP, pues dichas cifras ponen en 
evidencia que los delitos sexuales han sido los de mayor ocurrencia. Sisma 
Mujer «En 2014, se registraron 249 exámenes médico-legales practicados 
a mujeres por presunto delito sexual, según agresor en violencia sociopolí-
tica. Esto significa: dos exámenes médico-legales por este delito cada tres 
días. Con respecto a 2013 hubo un aumento del 93,02%. Frente a la tota-
lidad de casos registrados en el año, los grupos guerrilleros representan 
el 16% de los exámenes médico-legales efectuados con un aumento del 
105,30% respecto al año anterior. A la Fuerza Pública se le atribuyen el 19% 
del total, con un aumento del 33,3% respecto al año anterior. A grupos para-
militares/bandas criminales, el 35% con un aumento del 132,4% respecto 
al año anterior. Y a otros actores, la responsabilidad fue del 31% con un 
incremento del 27,03% respecto al año anterior» (Bedoya, Corporación 
Humanas, Corporación Sisma Mujer, Red nacional de mujeres, 2015, p. 2).
Desafortunadamente, esta situación no alcanza la relevancia de otros 
temas tratados en ocasión al conflicto y esto se debe a la misma discri-
minación de género que afecta a las mujeres, niñas y grupos LGBTI, 
menoscabando su dignidad, proyecto de vida, identidad, libertad, calidad 
de la salud física y emocional, así como su desarrollo sexual normal. 
Adicional a la Comisión para la violencia sexual, se debe atender a un 
enfoque transversal de género, garantizando la participación igualitaria de 
las mujeres en la memoria histórica y, por otra parte, en materia de justicia, 
abogar por el cumplimiento de los lineamientos internacionales que esta-
blecen que los crímenes de violencia sexual no están sujetos a amnistía.
Sobre la priorización y selección de casos, se tiene el deber del Fiscal 
de prevalencia los casos de violencia sexual en el conflicto armado como 
quiera que estos vulneran los derechos humanos. En todo caso, se debe 
tener en cuenta la responsabilidad de todos los actores del conflicto: 
guerrilla, paramilitares, grupos post desmovilización y el Estado. Así mismo, 
sobre la selección, es necesario garantizar el restablecimiento de todas las 
víctimas con independencia a que su proceso haya sido o no seleccionado. 
En todos los casos habrá que tenerse en cuenta la gravedad y el impacto 
que tienen las conductas en la sociedad y la manera en que se reproduce y 
perpetra o no la violencia sexual en la sociedad. 
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Los procedimientos judiciales deberán implementar parámetros como 
«la preservación de la prueba, el transcurso del tiempo, la calidad de las 
víctimas —salvo el hecho de ser mujer—, los objetivos del crimen, entre 
otros; pruebas de investigación en contexto para explicar los hechos; la 
realización de pericias psicológicas-psiquiátricas para establecer secuelas 
además de otras pruebas interdisciplinarias; garantías de un lenguaje digni-
ficante de parte de todos los intervinientes que no justifique la violencia 
o la discriminación, especialmente el relato de los hechos realizado por 
el presunto responsable. Además de un enfoque integral de justicia que 
incorpore los efectos físicos, psicosociales, económicos y laborales de las 
violaciones de derechos humanos de las mujeres y las niñas» (Bedoya, 
Corporación Humanas, Corporación Sisma Mujer, Red Nacional de Mujeres, 
2015, p. 7).
Adicionalmente, como consecuencia de las medidas de reparación, 
justicia y verdad a las víctimas, se deberá restituir o compensar las tierras 
abandonadas o despojadas a causa de la violencia sexual y asegurar la 
indemnización con el fin de disminuir la desventaja social y económica que 
tiene las mujeres en el escenario ya mencionado.
Será un desafío para la JEP y para la sociedad velar por la construc-
ción de una cultura de igualdad que propenda por los derechos de niñas, 
mujeres y comunidad LGBTI, implementando medidas tendientes a la 
verdad, la justicia, la reparación y la garantía de no repetición, así como la 
participación equitativa de las víctimas en las funciones legislativas y polí-
ticas para consolidar la paz.
CONCLUSIONES
• La Corte Interamericana de Derechos Humanos, mediante las sentencias 
proferidas, brinda una serie de reparaciones, así como también garan-
tías de no repetición, como se ve reflejado en el caso González y otras vs. 
México, en donde una de estas medidas es la investigación a fondo de 
los hechos para recuperar esa verdad que no se les ha otorgado a los 
familiares; Se hacen reconocimientos públicos y monumentos, se les 
debe brindar una atención médica especial a los familiares. Allí mismo 
se pudo evidenciar que, a diferencia de otros fallos la corte expone que 
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se produce debido a la desigualdad de género que se había presentado 
en diferentes épocas del país. 
• En algunos casos cuando el derecho interno está en contravía de los 
instrumentos internacionales, la Corte obliga al Estado a modificar su 
ordenamiento interno adecuándolo a las normas internacionales. En 
otros casos se busca crear o fortalecer las instituciones que tienen a 
cargo a las víctimas. En el caso de Colombia, garantizar el principio 
procesal de acceso a la administración de justicia en los casos de 
violencia sexual en las mujeres.
• La discriminación que aún existe hacia las mujeres no permite que la 
violencia sexual sea un tema de mayor relevancia. Para reivindicar los 
derechos de estas víctimas, será necesario que en los procedimientos 
judiciales se realicen todas las medidas pertinentes para obtener y 
garantizar la verdad y la justicia: preservar la prueba, tener en cuenta el 
transcurso del tiempo, la calidad de víctima, el objeto del crimen, realizar 
pericias psicológicas y psiquiátricas para establecer secuelas, utilizar 
un lenguaje que proteja la dignidad e incorporar medidas de reparación, 
como la restitución de tierras despojadas a causa de la violencia sexual 
y la indemnización, para disminuir la desventaja económica y social que 
tienen las mujeres en el escenario del conflicto.
• La Jurisdicción Especial para la Paz requiere la implementación de 
herramientas jurídicas que garanticen la participación y el acceso a 
la justicia de las mujeres víctimas de delitos sexuales en el marco del 
conflicto armado y, con ello, establecer la responsabilidad de cada actor: 
guerrilla, paramilitares, grupos post desmovilización y Estado. Evitar la 
impunidad y la repetición de dichas conductas.
• Las cifras de impunidad con el proceso con los paramilitares son alar-
mantes respecto a la violencia sexual. Esto es consecuencia de la falta 
de instituciones jurídicas que son necesarias para darles a las víctimas 
un acceso real a la justicia. Por eso, es necesario que se revisen las 
denuncias de violencia sexual presentadas en el proceso con las AUC, 
en el actual proceso con las FARC-EP, ya que, si se busca una construc-
ción de verdad con todas las partes del conflicto armado en Colombia, 
se deben incluir las víctimas que no han encontrado todavía un acceso 
real a la justicia.
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• Es importante que en el proceso con las FARC-EP haya seguridad jurí-
dica respecto a lo acordado, ya que esto genera confianza entre los 
actores del conflicto, y reviste de garantías a las víctimas, dejándoles 
claras las rutas de acceso a la justicia, permitiendo que no se violen prin-
cipios como progresividad, respecto a los derechos de las víctimas. Así, 
el proceso es confiable en las decisiones, ya que las instituciones de la 
jurisdicción especial para la paz son bastantes sólidas y pueden ayudar 
a las víctimas en la reparación, aunque estas deben permanecer por el 
tiempo necesario para que las victimas puedan acceder a ellas.
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Teniendo en cuenta que diversos aspectos relacionados con el 
marco jurídico para la paz han sido cuestionados como inconven-
cionales, el presente capítulo pretende orientar al lector frente a la 
figura de control de convencionalidad, el cual será usado no solo por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el evento en que 
alguna controversia alcance su competencia, sino también por todos 
los jueces que integran la función jurisdiccional en Colombia, desta-
cándose aquellos que pertenecen a la Jurisdicción Especial para la 
Paz. 
En este sentido, el escrito buscará definir el control de convenciona-
lidad desde una perspectiva procesal, lo que permitirá identificar sus 
presupuestos en sede contenciosa y consultiva, el juez competente, 
los legitimados por activa y pasiva, el término para su solicitud, el 
tipo de providencia judicial o resolución administrativa que lo aplica 
y las normas objeto de control.
PALABRAS CLAVE
Control de convencionalidad/ Constitución Política de Colombia/ 
Acuerdo de Paz.
ABSTRACT
Taking into account that various aspects related to the legal frame-
work for peace have been questioned as unconventional, this chapter 
aims to guide the reader against the pretense of conventionality 
control, which will be used not only by the Inter-American Court of 
Human Rights in the event in which some controversy raises its 
competence, but also by all the judges that make up the juridical 
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function in Colombia, highlighting those that belong to the Special 
Jurisdiction for Peace. 
In this sense, the letter will seek to define the control of conventionality 
from a procedural perspective, which will identify their budgets in 
contentious and advisory, the competent judge, legitimized by active 
and passive, the term for your request, the type of providence judicial 
or administrative resolution that applies it and the rules subject to 
control.
KEYWORDS
Control of conventionality / Constitution of Colombia / Peace 
Agreement.
INTRODUCCIÓN
La seguridad jurídica es una característica deseable de todo sistema 
normativo, la cual se alcanza cuando este tiene ánimo de permanencia 
en el tiempo y, a la vez, logra aplicarse de forma generalizada a todos sus 
destinatarios. Para alcanzar estos dos objetivos, surgen herramientas 
que permiten a determinados órganos impedir la contradicción entre las 
normas bases del sistema y las futuras disposiciones normativas que son 
creadas por los órganos competentes para ello, pues de lo contrario no 
se alcanzaría la aplicación generalizada ni la permanencia en el tiempo. 
En este sentido, el control de convencionalidad es la herramienta que ha 
sido empleada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en 
adelante Corte IDH, para conseguir la seguridad jurídica en la región, pues 
haciendo uso de ella ha sido posible determinar contradicciones entre la 
Convención y las normas, ya sea de rango legal, constitucional o de otro 
carácter, proferidas al interior de los Estados Parte de la Convención.
En este orden de ideas, durante los últimos años el control de conven-
cionalidad ha sido una de las herramientas que mayor impacto ha tenido, 
al ser utilizada de forma permanente por los distintos intervinientes en 
los procesos que se adelantan ante el Sistema Interamericano cuando 
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se pretende que la Corte IDH deje sin efectos u ordene modificar dispo-
siciones normativas existentes al interior de los ordenamientos jurídicos 
de los Estados demandados, apareciendo discusiones a favor o en contra 
de la figura que ha llevado a una falta de precisión sobre sus conceptos, 
efectos y alcance, al interior de los Estados Parte de la Convención, desdi-
bujando su importancia en momentos históricos tan cruciales como el 
que actualmente atraviesa Colombia en relación con el modelo de justicia 
transicional que surge como consecuencia del Acuerdo final para la termi-
nación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera, el cual 
se ha venido incorporando al ordenamiento jurídico a partir de la expedi-
ción de una Ley, Actos Legislativos, Decretos nacionales y jurisprudencia 
proferida por la Corte Constitucional, apareciendo el interrogante en torno 
a si dichas fuentes normativas e, incluso, aquellas que surgirán como 
consecuencia de la puesta en funcionamiento de la Justicia Especial 
para la Paz, son o no convencionales a la luz del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos.
Así las cosas, el objetivo del presente capítulo consistirá en dar una 
lectura procesal del control de convencionalidad, instrumento que se apli-
cará de forma indistinta sobre cada una de las fuentes del derecho que 
conforman e implementarán el Marco Jurídico para la Paz. En este sentido, 
no se abordarán discusiones concretas que puedan ser denunciadas como 
inconvencionales, tales como la eventual violación al principio democrá-
tico1; la representación política de miembros de las FARC que, a su vez, 
hayan cometido delitos de lesa humanidad; los derechos de verdad, 
justicia, reparación integral y garantías de no repetición de las víctimas2; 
1 Este interrogante fue planteado por el profesor Helton Gutiérrez al momento 
de hacer un análisis de las desarrollos que ha tenido el control de conven-
cionalidad en Colombia como consecuencia del acuerdo de paz entre el 
gobierno colombiano y las FARC. Ver: GUTIÉRREZ GONZÁLEZ; Helton 
David; “El control constitucional sobre la implementación normativa del 
acuerdo de paz entre el gobierno colombiano y las FARC” (230-241), Revista 
de Dereito Brasileira, número 7, volumen 8, Sao Paulo. 2017, p. 239.
2 Al respecto y para ver las tensiones que pueden surgir en relación con la cosa 
juzgada y cada uno de estos derechos de las víctimas, puede consultase en: 
ROJAS BETANCOURTH; Danilo. Cosa Juzgada, justicia transicional y justicia 
contencioso-administrativa (571-586). En: Memorias del XXXVIII Congreso 
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entre otros, que podrían modificar total o parcialmente el acuerdo original 
entre el gobierno de Colombia y las FARC. 
En consecuencia, de lo anterior, a lo largo este capítulo se abordará el 
concepto de control de convencionalidad, para lo cual se tomarán como 
referencia algunas definiciones expuestas por la doctrina especializada 
con el fin de analizarlas por separado, permitiendo consolidar una defini-
ción que integre y llene los vacíos que se perciben de las ya existentes. 
De igual forma, se desarrollará la definición construida sobre control de 
convencionalidad, aludiendo a aspectos como sus presupuestos en sede 
contenciosa y consultiva, el juez competente, los legitimados por activa 
y pasiva, el término para su solicitud, el tipo de providencia judicial o 
resolución administrativa que lo aplica y las normas objeto de control. 
Así, el lector encontrará un guía procesal al momento de plasmar una 
pretensión de inconvencionalidad en confrontación con alguna de las 
fuentes de derecho que integran o desarrollan el Marco Jurídico para 
la Paz. 
1. Concepto de control de convencionalidad
La noción de control de convencionalidad en el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos se ha desarrollado de manera paulatina, en principio 
ordenando la modificación de normas de jurisdicción interna, como sucedió 
en el caso Castillo Pretuzzi y otros vs. Perú3, y posteriormente definiendo de 
forma concreta este tipo de confrontación normativa trasnacional, como 
ocurrió por primera vez en el caso Almonacid Arellanos vs. Chile y Trabaja-
dores Cesados del Congreso vs. Perú. En efecto, la Corte IDH afirmó:
Colombiano de Derecho Procesal, Instituto Colombiano de Derecho procesal, 
Bogotá, 2017.
3 En este caso la Corte IDH no emplea la expresión control de convencionalidad, 
pese a que en la parte resolutiva de la sentencia ordena al Estado adoptar 
las medidas apropiadas para reformar las normas que han sido declaradas 
violatorias de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, haciendo 
de este modo una confrontación normativa entre la Convención Americana 
y las normas de jurisdicción interna. Ver CORTE IDH. Caso Castillo Petruzzi y 
otros V.S. Perú. Sentencia de fondo, reparaciones y costas. Serie C N 52, 30 
de mayo de 1999, párrafo 207.
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(…) cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como 
la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del 
Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar 
por que los efectos de las disposiciones de la Convención se vean 
mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y 
que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, 
el poder judicial debe ejercer una especie de Control de Conven-
cionalidad entre las normas jurídicas que aplican en los casos 
concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
En esta tarea, el poder judicial debe tener en cuenta no solamente 
el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho 
la Corte Interamericana, interprete última de la Convención Ameri-
cana (Corte IDH, 2006, parr. 124).
Aunado a lo anterior, la Corte IDH reforzó el concepto de control de conven-
cionalidad en el caso los Trabajadores Cesados del Congreso vs. Perú, en el 
cual afirmó que «cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional 
como la Convención Americana, sus jueces también están sometidos a 
ella, lo que les obliga a velar por que el efecto útil de la Convención no 
se vea mermado o anulado por la aplicación de leyes contrarias a sus 
disposiciones, objeto y fin. En otras palabras, los órganos del Poder Judi-
cial deben ejercer no sólo un control de constitucionalidad, sino también 
“de convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la Convención 
Americana» (Corte IDH, 2006).
De esta forma, la Corte IDH ha hecho un esfuerzo por consolidar el deber 
de los Estados de ejercer un control de convencionalidad, sin que haya 
explicado de forma rigurosa los elementos que lo caracterizan, siendo la 
doctrina la que se ha encargado de suplir dicho vacío. Así, por ejemplo, el 
profesor Ernesto Rey Cantor definió el control de convencionalidad de la 
siguiente forma:
El control de convencionalidad es un mecanismo de protección 
procesal que ejerce la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
en el evento en que el derecho interno (constitución, ley, actos 
administrativos, jurisprudencia, prácticas administrativas o judi-
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ciales, etc.) sea incompatible con la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos u otros tratados —aplicables—, con el objeto 
de aplicar la Convención u otro tratado, mediante un examen de 
confrontación normativo (derecho interno con el tratado), en un 
caso concreto, dictando una sentencia judicial y ordenando la 
modificación, derogación, anulación o reforma de las normas o 
prácticas internas, según corresponda, protegiendo los derechos 
de la persona humana, con el objetivo de garantizar las supremacía 
de la Convención Americana (Rey Cantor, 2008, p. 46).
De esta definición vale la pena destacar varios aspectos. El primero de ellos 
tiene que ver con la denominación de mecanismo procesal que el profesor 
Rey Cantor le otorga al control de convencionalidad. En efecto, a pesar de 
que resulta difícil encontrar una definición uniforme de lo que ha de enten-
derse por mecanismo procesal —pues es una expresión que suele usarse 
para referirse a procesos, instituciones procesales e incluso contenidos 
del debido proceso como derecho fundamental— es posible definirla como 
aquella herramienta procesal mediante la cual se busca la protección de un 
derecho, condición o estatus, siendo necesario el ejercicio del derecho de 
acción o, en su defecto, un acto oficioso por parte del juez para su mate-
rialización. En consecuencia, de lo anterior, el control de convencionalidad 
es un mecanismo procesal que tiene como fin proteger un estatus, esto es, 
el de la supremacía del derecho internacional de los derechos humanos, 
materializado en la Convención y otros tratados afines vinculantes para el 
continente americano. 
Un segundo aspecto de la definición del profesor Rey Cantor sobre el 
cual se debe reflexionar es la obligación que tienen los Estados de respetar 
la Convención y de no contradecirla en su derecho interno, incluyendo 
dentro de este la constitución, ley, actos administrativos, jurisprudencia, 
prácticas administrativas o judiciales, etc. En este sentido, nótese que se 
señala como derecho no solo a la ley y la constitución, sino que también se 
involucran los actos administrativos, la jurisprudencia, las prácticas admi-
nistrativas y judiciales e, incluso, el denominado derecho blando o soft law, 
lo que es una consecuencia de la multiplicidad de fuentes del derecho en 
los Estados contemporáneos.
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Por su lado, el profesor Humberto Nogueira Alcalá define el control de 
convencionalidad de la siguiente forma:
El control de convencionalidad concentrado constituye un meca-
nismo que utiliza la Corte IDH, ya sea en sede contenciosa o 
consultiva, a través del cual determina la compatibilidad o incom-
patibilidad del derecho interno o los actos de agentes de un Estado 
Parte, a través de una sentencia judicial, en que determina el sentido 
y alcance de las disposiciones convencionales y, en su caso, ordena 
al Estado Parte, como obligación de resultado, modificar, suprimir o 
derogar normas de derecho interno y prácticas de agentes estatales 
contrarias a los atributos y garantías de los derechos asegurados 
por la CADH y los tratados o convenciones complementarios del 
sistema, para garantizar efectivamente el ejercicio de los derechos 
humanos por las personas sujetas a la jurisdicción de dicho Estado 
Parte (Noguera, 2015, p. 335). 
De esta definición también se pueden hacer algunas precisiones en 
beneficio de la claridad conceptual de la institución objeto de estudio. Lo 
primero tiene que ver con el uso de la expresión «control de convenciona-
lidad concentrado», el cual tiene su origen en la clasificación que la misma 
doctrina ha hecho del control de convencionalidad, dividiéndolo en dos: 
«concentrado» para referirse al que surge a nivel internacional y «difuso» 
para demarcar el que se presenta en el orden nacional (Rey Cantor, 2008, 
p. 48). En consecuencia, el control de convencionalidad será concentrado 
cuando la Corte IDH sea la encargada de hacer la confrontación norma-
tiva entre el derecho interno y la Convención, mientras que será difuso 
cuando la comparación normativa la realice un juez nacional e, incluso, 
una autoridad administrativa de conformidad con el desarrollo jurispru-
dencial de la figura.
En segundo lugar, el profesor Alcalá señala que el control de conven-
cionalidad puede ser utilizado por la corte IDH, ya sea en sede contenciosa 
o consultiva, y que lo hace por medio de sentencias judiciales. Lo anterior 
merece un comentario, ya que, si bien es cierto que el Tribunal Interamericano 
puede hacer uso del control de convencionalidad tanto en sede contenciosa 
como consultiva, no es cierto que lo haga siempre por medio de sentencias 
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y muchos menos que los efectos sean los mismos. En consecuencia, de 
lo anterior, de conformidad con los artículos 61 a 64 de la Convención, son 
dos las competencias del tribunal interamericano: contenciosa y consul-
tiva. La Competencia contenciosa se activa cuando la Comisión o el Estado 
deciden someter el caso directamente a la Corte IDH una vez agotados los 
recursos de jurisdicción interna y el procedimiento ante la Comisión, resol-
viendo el asunto de fondo por medio de una sentencia que no es susceptible 
de recurso. En este sentido, el resultado de dicho control de convenciona-
lidad tiene un carácter vinculante para el Estado Parte de la controversia, 
debiendo modificar su ordenamiento jurídico si fuese el caso. 
Así mismo, el control de convencionalidad podría aparecer también 
en sede consultiva, activándose cuando cualquier Estado miembro de la 
organización de los Estados Americanos acude ante el Tribunal Intera-
mericano con el fin de obtener una interpretación de la Convención o un 
simple concepto sobre la compatibilidad de una ley interna y los instru-
mentos internacionales, caracterizándose dicha opinión consultiva por no 
ser una sentencia propiamente dicha —pues no hay un litigio concreto qué 
resolver— y por tener un carácter de vinculatoriedad relativa, siendo este 
un aspecto de suma importancia que distingue al control de convenciona-
lidad realizado en sede consultiva. En torno a los efectos de las opiniones 
consultivas, el profesor Jorge Roa escribe:
Ante la omisión en que incurren la convención, el Reglamento de la 
Corte y la propia práctica consultiva respecto de la definición de los 
efectos de las opiniones consultivas, se producen unos desacuerdos 
razonables, dentro de los cuales la tesis de la fuerza vinculante u 
obligatoriedad de las opiniones consultivas no encuentra respaldo 
en las fuentes mencionadas, razón por la cual la balanza se inclina 
a favor de la fuerza vinculante relativa de las opiniones consultivas 
(Roa, 2015, p. 100).
Aunado a lo anterior, en el sistema interamericano existen diversas provi-
dencias judiciales4, dentro de las cuales hay que diferenciar entre autos 
4 Ha de entenderse por providencia o resolución judicial a aquel acto expresivo 
de la voluntad del Estado a través del órgano jurisdiccional, el cual se carac-
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(algunas veces denominadas resoluciones), sentencias y, la novedad en 
comparación con los ordenamiento jurídicos internos, opiniones consul-
tivas5. Las sentencias son propias de los procedimientos contenciosos y 
señalan el fin de dicho procedimiento, mientras que las opiniones consul-
tivas indican la culminación del procedimiento consultivo. Los autos, por su 
lado, aparecen en todo tipo de proceso —contencioso o consultivo—, pues 
el Tribunal Interamericano debe tomar un cúmulo de decisiones previas 
a las sentencias u opiniones consultivas relativas a la fijación de fechas 
para audiencias, citación a testigos, peritos o amicus curiae, traslados a 
las partes, entre otros aspectos. En este sentido, el control de convencio-
nalidad se expresa no solo por medio de las sentencias, sino también a 
través de las opiniones consultivas, pues la misma Corte IDH lo destacó en 
la opinión consultiva 21/14, en los siguientes términos:
Es por tal razón que estima necesario que los diversos órganos del 
Estado realicen el correspondiente control de convencionalidad, 
también sobre la base de lo que señale en ejercicio de su compe-
tencia no contenciosa o consultiva, la que innegablemente comparte 
con su competencia contenciosa el propósito del sistema interame-
ricano de derechos humanos, cual es, «la protección de los derechos 
fundamentales de los seres humanos». A su vez, a partir de la norma 
convencional interpretada a través de la emisión de una opinión 
consultiva, todos los órganos de los Estados Miembros de la OEA, 
incluyendo a los que no son Parte de la Convención pero que se han 
obligado a respetar los derechos humanos en virtud de la Carta de la 
OEA (artículo 3.l) y la Carta Democrática Interamericana (artículos 3, 
7, 8 y 9), cuentan con una fuente que, acorde a su propia naturaleza, 
teriza por ser el mecanismo de comunicación por excelencia entre el juez, las 
partes y los intervinientes. Ver: ROBLES GARZÓN; Juan Antonio, Conceptos 
básicos de derecho procesal civil, segunda edición, editorial Tecnos, Madrid, 
2010, p. 243. 
5 Otra de las providencias judiciales que aparecen en el sistema interameri-
cano son las resoluciones, las cuales podrían aparecer también durante, 
antes o después de los procedimientos consultivos y contenciosos, como, 
por ejemplo, cuando se decretan medidas provisionales o cuando se hacen 
seguimientos sentencias.
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contribuye también y especialmente de manera preventiva, a lograr 
el eficaz respeto y garantía de los derechos humanos y, en particular, 
constituye una guía a ser utilizada para resolver las cuestiones sobre 
infancia en el contexto de la migración y así evitar eventuales vulne-
raciones de derechos humanos (Corte IDH, 2014, párr. 31).
Siguiendo con los comentarios a la definición expuesta por el profesor 
Nogueira Alcalá, en tercer lugar, resulta importante referirse a la obliga-
ción que surge una vez hecho el control de convencionalidad por la Corte 
IDH. En efecto, lo primero que se tiene que decir es que el Tribunal Intera-
mericano nunca ha actuado como un legislador negativo, es decir, como 
un órgano jurisdiccional que tiene la potestad de excluir del ordenamiento 
jurídico de un Estado, de forma automática, disposiciones normativas por 
considerarlas contrarias a la Convención u otros convenios sobre dere-
chos humanos, como sí sucede con los tribunales o salas constitucionales 
cuando resuelven acciones de inconstitucionalidad, los cuales se han 
caracterizado por tener dicha potestad en el marco de sus competencias y 
en beneficio de la supremacía constitucional. 
Lo anterior no quiere decir que una vez realizado el control de conven-
cionalidad por la Corte IDH los Estados no tienen la obligación de modificar 
su ordenamiento jurídico o hacer inaplicables determinadas disposiciones 
normativas, pues al leer los artículos 1 y 2 de la Convención, surgen obli-
gaciones que, por un lado, instan a los Estados a respetar los derechos y 
libertades consagrados en el texto convencional, y por otro, a adoptar con 
arreglo a sus procedimientos constitucionales las medidas legislativas o de 
otro carácter que sean necesarias para garantizar el respeto de los dere-
chos humanos. Por lo tanto, y desde una perspectiva formal, a pesar de la 
inconvencionalidad anunciada por la Corte IDH la norma objeto de control 
seguirá estando vigente hasta tanto el Estado, por medio de sus propios 
procedimientos internos, modifique su ordenamiento jurídico para superar la 
inconvencionalidad señalada, obligándolo a hacer uso de los procedimientos 
constitucionales, legislativos o administrativos tendientes para ello6.
6 Existe una interesante discusión en torno a este aspecto, es decir, en 
responder el interrogante relativo al rol que juega la Corte IDH en el sistema 
interamericano al momento de ejercer un control de convencionalidad, ya 
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Una vez hechas las precisiones necesarias para aclarar el concepto de 
control de convencionalidad, el cual también ha sido denominado —consi-
deramos que de forma incorrecta— como una técnica de control normativo 
(Torres Zúñiga, 2013, p. 30), se intentará hacer una aproximación que reúna 
todos los comentarios anteriormente realizados. 
En efecto, el control de convencionalidad es un mecanismo procesal 
en virtud del cual se busca proteger la supremacía del derecho interna-
cional de los Derechos Humanos en beneficio de la persona humana, cuya 
competencia recae en la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(concentrado) o en cualquier juez o autoridad administrativa (difuso), 
activado a petición de parte o ejercido de forma oficiosa por el juez o la 
administración en el marco de un proceso contencioso, opinión consul-
tiva o procedimiento administrativo, y que consiste en una confrontación 
normativa entre el ordenamiento jurídico interno de un Estado —Consti-
tución, leyes, actos administrativos, jurisprudencia, prácticas estatales y 
derecho blando— con la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
y tratados internacionales afines que hayan sido ratificados por el Estado 
del cual emanan las normas, actos, jurisprudencia o prácticas objeto de 
control, materializándose en providencias judiciales o resoluciones admi-
nistrativas que anuncian la eventual incompatibilidad para que sean los 
mismos Estados quienes adecúen su derecho interno de conformidad con 
sus propios procedimientos administrativos, legislativos o constitucio-
nales.
Durante las siguientes páginas se analizará la anterior definición con el 
fin de dar una mejor explicación y claridad conceptual sobre aspectos que 
deben ser tenidos en cuenta para aclarar la noción de control de conven-
cionalidad. Para tal fin, se abordarán por separado sus presupuestos: juez 
competente, sujetos legitimados por activa, sujetos legitimados por pasiva, 
forma y término para solicitarlo, normas objeto de control y tipo de provi-
dencia judicial o resolución administrativa que lo aplica.
sea como un legislador negativo o únicamente como un órgano que anuncia 
una inconvencionalidad y deja que los Estados por su propios medios y 
procedimientos reformen o deroguen la norma cuestionada. Este aspecto 
se discutirá específicamente al referirnos a los efectos de la sentencia que 
declara el control de convencionalidad en las páginas que siguen.
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1.1 Presupuestos para el control de 
convencionalidad en sede contenciosa
Son presupuestos del control de convencionalidad concentrado en el 
marco de la competencia contenciosa de la Corte IDH: 1) que el Estado 
haya suscrito la Convención americana sobre derechos humanos, 2) que el 
Estado haya aceptado la competencia del Tribunal Interamericano, 3) que 
las presuntas víctimas hayan agotado los recursos de jurisdicción interna, 
4) que se haya agotado el procedimiento ante la Comisión. 
1)  La suscripción de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos
La Convención entró a regir el día 18 de julio de 1978, adhiriéndose o rati-
ficado hasta la fecha 25 naciones y habiendo denunciado la convención 
los Estados de Venezuela y Trinidad y Tobago. La Convención encargó 
a dos órganos para conocer de las eventuales violaciones a derechos 
humanos: a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, quienes velarán por el respeto del 
texto convencional por parte de los Estados desde el mismo momento en 
que se haya suscrito el texto normativo. Actualmente, los países a quienes 
les es vinculante la Convención son: Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, 
Colombia, Costa Rica, Chile, Dominica, Ecuador, El Salvador, Granada, 
Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Para-
guay, Perú, República Dominicana, Suriname y Uruguay.
2) La aceptación de la competencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos
La aceptación de la competencia de la Corte IDH constituye el segundo 
presupuesto para la aparición del control concentrado de convencionalidad, 
pues hay que tener presente que el artículo 62 de la Convención señala que 
los Estados que hayan depositado o adherido el texto convencional podrán, 
a partir de dicho momento, aceptar la competencia del Tribunal Interameri-
cano para que este interprete y aplique el texto normativo. En este sentido, 
de los 35 Estados que forman la Organización de Estados Americanos, 
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solo 22 han aceptado de pleno derecho la competencia de la Corte IDH, 
lo que impide, por ejemplo, que la Corte IDH pueda ejercer un control de 
convencionalidad respecto al ordenamiento jurídico estadounidense, que 
a pesar de ser un Estado miembro de la OEA y de haber participado en la 
elaboración del Pacto de San José de Costa Rica, no es parte del mismo 
texto y mucho menos ha aceptado la competencia de la Corte IDH7.
3) Agotamiento de recursos de jurisdicción interna
El agotamiento de los recursos de jurisdicción interna se presenta como 
un principio consuetudinario dentro del derecho internacional, teniendo 
incidencia de forma preponderante en el derecho internacional público 
y, por ende, en el derecho internacional de los derechos humanos8. De 
manera concreta, dicho principio ha de tenerse en cuenta en los sistemas 
regionales de protección a los derechos humanos9, y particularmente en 
el sistema interamericano de derechos humanos, en el cual se ha dejado 
claro que ha de entenderse no como un simple requisito que deben cumplir 
las víctimas que deseen acceder al sistema interamericano, sino como un 
derecho que le pertenece al Estado, obligándolo a alegarlo en el escrito de 
7 Para efectos de ver el proceso de formación del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos, ver: REY CANTOR, Ernesto y REY ANAYA, Ángela Marga-
rita, Medidas provisionales y cautelares en el sistema interamericano de derechos 
humanos, segunda edición, Editorial Temis, Bogotá 2008, pp. 8 - 28.
8 Así, por ejemplo, dicho principio es requisito para acudir ante el Centro Interna-
cional arreglo de diferencias relativas inversiones, consagrado en su artículo 
26 del convenio CIADI, como también para la Corte Internacional de justicia, 
quien en el caso interhandel señaló su importancia. Ver: Corte Internacional 
de Justicia, Interhandel Case (Switzerland vs. United States of America), Preli-
minary Objetions, sentencia del 21 de marzo de 1959, I.C.J. Reports, p. 27. 
En este caso, la controversia giró en torno a la restitución de una empresa 
Suiza (interhandel) que fue confiscada por el gobierno estadounidense en el 
año de 1942 por considerar que era controlaba por alemanes. Ya en el año 
de 1948 se agotaron los recursos de jurisdicción interna en Estados Unidos 
sin alcanzar el éxito esperado, lo que llevó a que el gobierno suizo entablara 
demanda formal contra Estados Unidos ante la Corte Internacional. 
9 El agotamiento de recursos de jurisdicción interna se encuentra también es 
un requisito que se debe cumplir para acceder al Sistema Europeo de Dere-
chos Humanos, tal y como se desprende del artículo 35 del Convenio europeo.
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excepciones preliminares en el marco del procedimiento interamericano 
so pena de renunciar a él, pues este no será reconocido de manera oficiosa 
por parte del Corte IDH10.
En este sentido, el artículo 46 de la Convención consagra como requisito 
de admisión de las peticiones presentadas ante la Comisión que se hayan 
interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna de conformidad 
con los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, 
señalando, de paso, tres excepciones a dicha regla general que permiten 
acudir de forma directa al sistema11. Dichas excepciones son: 1) la inexis-
tencia de un debido proceso legal que permita la protección del derecho 
o derechos vulnerados en la legislación interna del Estado; 2) que no se 
le haya permitido a la presunta víctima acceder a los recursos de jurisdic-
ción interna o haya sido impedida para agotarlos; y 3) que haya un retardo 
injustificado en la decisión que se deba tomar en sede interna tendiente a 
proteger los derechos presuntamente vulnerados.
10 De conformidad con la Corte IDH, “la regla del previo agotamiento de los 
recursos internos está concebida en interés del Estado, pues busca dispen-
sarlo de responder ante un órgano internacional por actos que se le imputen, 
antes de haber tenido la ocasión de remediarlos con sus propios medios”. 
Ver CORTE INTERAMERICANA, Caso Wong Ho Wing v.s. Perú, sentencia de 
30 de junio de 2015. Párrafo 27. HECHOS: Los hechos giran en torno a un 
conjunto de violaciones a los derechos del señor Wong Ho Wing, nacional 
de la República Popular China, desde el momento de su detención el 27 
de octubre de 2008 y a lo largo del proceso de extradición que continuaba 
vigente hasta la fecha en que se profirió la sentencia. Según lo señalado 
por la Comisión, la presunta víctima fue sometida a una alegada privación 
arbitraria y excesiva de la libertad que no se encontraría sustentada en fines 
procesales. De igual forma, en las diferentes etapas del proceso de extradi-
ción las autoridades incurrieron en una serie de omisiones e irregularidades 
en la tramitación del proceso.
11 Al interior de la jurisprudencia del sistema se discute si los recursos de juris-
dicción interna deben estar resueltos al momento de elevar la solicitud ante 
la Comisión o en su defecto al instante en que ésta resuelve la admisibi-
lidad de la misma, siendo la primera postura minoritaria y la segunda la que 
generalmente es adoptada por la jurisprudencia interamericana. Ver: CORTE 
INTERAMERICANA, Caso Wong Ho Wing vs. Perú, Voto individual disidente del 
Juez Eduardo Vio Grossi del 30 de junio de 2015.
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Como consecuencia de la generalidad de las reglas anteriormente 
señaladas, este tema es uno de los que presenta mayor desarrollo juris-
prudencial por parte de la Corte IDH,12obligándola a dar claridad sobre 
aspectos tan generales como, por ejemplo, lo que ha de entenderse por un 
recurso adecuado15 y efectivo13, por inexistencia del debido proceso legal14, 
12 Se entenderá por recurso adecuado aquel mediante el cual se pueda sumi-
nistrar a las presuntas víctimas medios eficaces y suficientes tendientes a 
reparar la situación jurídica infringida. Ver: FAÚNDEZ LEDESMA, Héctor, El 
Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos. Aspectos insti-
tucionales y procesales, tercera edición, Instituto Interamericano de Derechos 
Humanos, San José de Costa Rica, 2004, p. 303. Por su lado, la Corte IDH 
entendió que un recurso adecuado significa “que la función de esos recursos, 
dentro del sistema de derecho interno, sea idónea para proteger la situación 
jurídica infringida”, es decir, que si bien es cierto en todos los ordenamientos 
internos existen múltiples recursos, no es menos cierto que muchos de ellos 
no son aplicables a todas las situaciones. Ver: CORTE INTERAMERICANA, 
Caso Velázquez Rodríguez vs. Honduras, sentencia de 29 de julio de 1988, 
párrafo 64. HECHOS: La sentencia gira en torno a la detención y posterior 
desaparecimiento del estudiante de la Universidad Nacional Autónoma 
de Honduras Manfredo Velásquez, quien privado de su libertad de forma 
violenta y son mediar orden judicial alguna por parte de las fuerzas armadas 
de honduras. Al momento de la sentencia se desconocía su paradero, razón 
por la cual se condenó al Estado. Ver también: CORTE INTERAMERICANA, 
Caso Fairen Garbi y Solis Corrales vs. Honduras, sentencia del 15 de marzo de 
1989, párrafo 88. HECHOS: La sentencia gira en torno a la desaparición de 
los costarricenses Francisco Fairén Garbi, estudiante y empleado público, y 
Yolanda Solís Corrales, educadora, quienes desaparecieron en Honduras el 
11 de diciembre de 1981 cuando viajaban en tránsito por ese país con destino 
a México. Finalmente, la Corte no condenó al Estado hondureño por cuanto 
no fue probado que dicha desaparción fue imputable al Estado.
13 Se entenderá por recurso efectivo todo aquel que “sea capaz de producir el 
resultado para el que ha sido concebido”. Ver Ob. cit. FAÚNDEZ LEDESMA, 
p. 308. En palabras de la Corte, un recurso “puede volverse ineficaz si se les 
subordina a exigencias procesales que lo hagan inaplicable, si, de hecho, 
carece de virtualidad para obligar a las autoridades, resulta peligroso para los 
interesados o no se aplica imparcialmente”. Ver CORTE INTERAMERICANA, 
Caso Velázquez Rodríguez vs. Honduras, sentencia de 29 de julio de 1988, 
párrafo 91. 
14 En torno a lo que ha de entenderse por inexistencia del debido proceso legal, 
el profesor Faúndez escribe que “la Comisión ya ha tenido la oportunidad 
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por imposibilidad para agotar recursos disponibles15 e, incluso, por plazo 
razonable16, construyendo una doctrina consolidada que complementa el 
artículo 46 del texto convencional. De igual modo, la Corte ha tenido que 
abordar temas muy puntuales, como lo son la exigilidad del agotamiento de 
la acción de amparo17, de inconstitucionalidad18 e incluso de la vía guberna-
de pronunciarse sobre esta excepción a la regla general del agotamiento de 
recursos internos, previstos tanto en la Convención como en el propio regla-
mento de la Comisión, y que supone, fundamentalmente, que en el trámite 
de dichos recursos no se observen las garantías judiciales inherentes a la 
administración de justicia; esta circunstancia está estrechamente relacionada 
con el derecho a ser oído por un tribunal independiente e imparcial, y con las 
debidas garantías judiciales. Estas garantías están previstas en el artículo 8 
de la Convención, y se refieren a las condiciones que debe reunir el tribunal, 
a las características del procedimiento, y a las demás garantías indispensa-
bles para asegurar la adecuada defensa de los derechos u obligaciones que 
se encuentran bajo consideración judicial”. Ver: Ob. cit. FAÚNDEZ LEDESMA, 
p. 317.
15 Se presenta cuando hay un acto del Estado que físicamente no permite 
al individuo tener acceso a los recursos internos, o de circunstancias que 
no hacen posible acceder a los mismos. Ver: Ob. cit. FAÚNDEZ LEDESMA, 
p. 324.
16 Existen varios criterios que deben tenerse en cuenta al momento de determinar 
la vulneración al derecho a obtener una sentencia en un plazo razonable, los 
cuales determinaran su vulneración dado que no existe un término concreto 
que lo señale ni en la Convención, ni en los reglamentos o precedente judicial. 
En efecto, deberá tenerse en cuenta, por ejemplo, los términos que el mismo 
derecho interno impone para determinado recurso, la complejidad del asunto, 
la actividad judicial del interesado, la conducta de las autoridades judiciales, 
e incluso, la multiplicidad de pruebas y pluralidad partes procesales, pues a 
mayor cantidad de pruebas y partes podrá ser mayor el tiempo en la obten-
ción de un fallo judicial.
17 Ver: CORTE INTERAMERICANA, Caso tribunal Constitucional vs. Perú, Sentencia 
del 31 de enero de 2001, párr. 91. HECHOS: La controversia resuelta por la 
Corte giró en torno a la destitución de miembros del Tribunal Constitucional 
peruano dentro del Gobierno de Alberto Fujimori, ondeando el tribunal intera-
mericano su correspondiente reparación.
18 Para un estudio de las subreglas del derecho fijadas por la Corte IDH respecto 
al recurso de inconstitucionalidad, ver: PÉREZ BOHÓRQUEZ, Ana Carolina, 
“El agotamiento previo de la acción de inconstitucionalidad para acceder al 
sistema interamericano de protección de los derechos humanos” (61-82), 
Revista verba Iuris, número 30, Bogotá, 2013, p. 76.
Jorge Andrés MorA Méndez
151
tiva, entre otras de rango civil como, por ejemplo, el proceso civil de muerte 
presunta o por desaparecimiento19.
Así las cosas, para que pueda presentarse el correspondiente control de 
convencionalidad concentrado, es necesario que se agoten los requisitos 
de jurisdicción interna en los términos expresados con anterioridad, o de lo 
contrario resultaría imposible para el Tribunal Interamericano resolver una 
pretensión de inconvencionalidad en el marco de su competencia conten-
ciosa. 
4) Agotamiento del procedimiento ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos
Como bien lo resalta la profesora Natalia Barrero (2014), la principal 
función de la Comisión está en la tramitación de peticiones y denuncias, 
sin desconocer otro tipo de funciones que tiene el órgano interamericano 
consagradas en el artículo 41 de la Convención, como por ejemplo, la obser-
vación de la vigencia general de los derechos humanos en los Estados 
miembros, la publicación de informes especiales entorno a la situación de 
determinados Estados, la realización de visitas in loco para investigar una 
situación particular o en su defecto para hacer seguimiento a un Estado, la 
elaboración de informes productos de las visitas in loco, la formulación de 
recomendaciones a los Estados miembros de la Organización de Estados 
Americanos, la recepción de solicitudes cautelares y por ende su corres-
pondiente decreto para casos que por su urgencia lo requieran, la solicitud 
de opiniones consultivas a la Corte IDH, y por supuesto, el sometimiento 
de casos a la jurisdicción de la corte IDH y su eventual actuación en dichos 
litigios (Barrero, 2014, p. 62).
19 La Corte IDH no puede dar una doctrina generalizada al momento de 
abordar un recurso en particular, toda pues aunque la denominación del 
recurso puede coincidir de un país a otro, es probable que su procedimiento 
y características sean diferentes, razón por la cual lo dicho respecto a los 
recursos constitucionales –amparo, habeas corpus y de constituciona-
lidad– e incluso civil y administrativo no debe tomarse como una doctrina 
única e irrefutable, pues deberá analizarse el contexto normativo de cada 
recurso en casa caso concreto.
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Sin embargo, de todas estas funciones sólo dos se constituyen como 
presupuesto para que la Corte IDH aplique el control de convencionalidad 
en sede contenciosa, esto es, la de conocer y tramitar las peticiones y 
denuncias y la de someter los casos a la jurisdicción de la Corte IDH. En 
efecto, dicha función ha de llevarse a cabo dando cabal cumplimiento a lo 
señalado en los artículos 44 a 51 de la Convención, en concordancia con 
los artículos 22 a 50 del reglamento de la propia Comisión en donde se 
señala el procedimiento. 
En este orden de ideas, y siguiendo a los profesores Cecilia Medina 
y Claudio Nash, La primera etapa del procedimiento ante la Comisión 
se desarrolla de forma escrita, en la cual se valorará el cumplimiento de 
dos tipos de requisitos: a) de competencia y b) de admisibilidad (Medina 
Quiroga y Nash Rojas, 2011, p. 29) Los requisitos de competencia están 
circunscritos al cumplimiento de un factor subjetivo (legitimación activa 
y pasiva), objetivo (ratione materiae), temporal (ratione temporis) y territo-
rial (ratione loci), mientras que los de admisibilidad se limitan a analizar el 
agotamiento de recursos de jurisdicción interna, el plazo de la comunica-
ción de la petición, la litispendencia del conflicto y el cumplimiento de los 
requisitos formales de la petición. A continuación, se explicará cada uno de 
los requisitos de competencia y de admisibilidad.
a) Requisitos de competencia:
Factor subjetivo (legitimación por activa y pasiva)
Respecto al factor subjetivo, y haciendo referencia concretamente a la legi-
timación por activa, el artículo 44, legitima para presentar una petición, a 
«cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legal-
mente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización». 
Así mismo, habrá que tener en cuenta 61.1 de la Convención en el que 
señala que solo los Estados Parte y la Comisión pueden someter un caso a 
decisión de la Corte IDH, sin dejar de lado el artículo 50 del reglamento de la 
Comisión en el que se consagra que únicamente podrán acceder al sistema 
los Estados Parte que hayan reconocido la competencia de la comisión 
para recibir o examinar las comunicaciones en que un Estado parte alegue 
que otro Estado parte ha incurrido en violaciones de los derechos.
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A propósito de este factor de competencia, recientemente la Corte IDH 
se ha referido a la legitimación en la causa de las personas jurídicas para 
ejercer el derecho de acción ante el sistema interamericano, pronuncián-
dose por medio de la opinión consultiva 22 de 2016, en la cual el Tribunal 
Interamericano se preguntó si las personas jurídicas eran o no titulares de 
derechos de conformidad con el artículo 1.2. de la Convención. Así, la Corte 
IDH, en oposición a lo estipulado en la jurisprudencia del Tribunal Euro-
peo,20 señaló que en el sistema interamericano se debe diferenciar entre 
peticionario y presunta víctima, incluyendo dentro de los peticionarios a 
las Organizaciones no Gubernamentales o grupo de personas, pero a su 
vez excluyéndolas dentro de las víctimas, lo que significa que en el sistema 
interamericano las personas jurídicas tienen derecho de acción pero no 
pueden ser víctimas de violaciones concretas a derechos humanos21.
20 Para efectos de consultar la jurisprudencia del Tribunal Europeo en torno a 
la protección de personas jurídicas y su consecuente legitimación por activa, 
consultar: TEDH, SCI Boumois v.s. Francia, (No. 55007/00), Sentencia de 17 
de junio de 2003; TEDH, Asunto SCP Huglo, Lepage y Asociados, Consejo 
v.s. Francia, (No. 59477/00), Sentencia del 1ro de febrero de 2005; TEDH, 
Klithropiia Ipirou Evva Hellas A.E. Vs. Grecia, (No. 27620/08), Sentencia de 
13 de enero de 2011; TEDH, Sociedade Agricola Do Ameixial v.s. Portugal, (No. 
10143/07), Sentencia del 11 de enero de 2011; TEDH, Nieruchomosci SP. Z 
O.O. Vs. Polonia, (No. 32740/06), Sentencia de 2 de febrero de 2010; TEDH, 
Ge.Im.A SAS v.s. Italia, (No. 52984/99), Sentencia de 12 de febrero de 2002; 
TEDH, Asunto Studio Tecnico Amu S.A.S. v.s. Italia, (No. 45056/98), Sentencia 
de 17 de octubre de 2000; TEDH, Lilly France v.s. Francia [n° 2], (No. 20429/07), 
Sentencia de 25 de noviembre de 2010; TEDH, Filippos Mavropoulos- Pam. 
Zisis O.E. Vs. Grecia, (No. 27906/04), Sentencia de 4 de mayo de 2006; TEDH, 
S. A. GE.MA SNC v.s. Italia, (No. 40184/98), Sentencia de 27 de abril de 2000; 
TEDH, Sordelli y C. SNC v.s. Italia, (No. 51670/99), Sentencia de 11 de diciembre 
de 2001, y TEDH, Asunto National & Provincial Building Society, The Leeds 
Permanent Building Society y The York Shire Building Society v.s. Reino Unido, 
(No. 117/1996/736/933–935), Sentencia de 23 de octubre de 1997. 
21 La opinión consultiva 22 de 2016 hizo un especial comentario en torno a los 
derechos de comunidades indígenas y de sindicatos, federaciones y confede-
raciones, pues usualmente podrían se equiparables a las personas jurídicas. 
En efecto, señaló que las comunidades indígenas y tribales son titulares de 
derechos consagrados en la Convención y que por ende pueden acceder al 
sistema interamericano, así como a los sindicatos, federaciones y confedera-
ciones de conformidad con el artículo 8 de la convención. 
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Así mismo y al respecto de la legitimación por pasiva, el mismo artículo 
44 señala que las denuncias o quejas a la Convención se pueden presentar 
solo frente a un Estado parte, lo que quiere decir que no podrá iniciarse 
este procedimiento de naturaleza contenciosa contra un Estado que no 
haya suscrito la Convención Americana de Derechos Humanos por no ser 
vinculante.
Factor objetivo (ratione materiae)
Respecto a este factor, sostienen Medina Quiroga y Nash Rojas que «la 
Comisión IDH solo puede conocer de hechos que constituyan una violación 
a los derechos humanos consagrados en los instrumentos vinculantes del 
sistema interamericano» (Medina y Nash, 2011, p. 31), lo que quiere decir 
que, en razón a la materia, se puede desconocer cualquier petición que 
tenga como fundamento el incumplimiento de una obligación consagrada 
en otro instrumento internacional que no sea vinculante al Estado deman-
dado, ya sea porque el instrumento no hace parte del sistema o porque el 
Estado no se ha adherido a él. 
Dentro de los instrumentos a tener en cuenta para determinar la respon-
sabilidad internacional de un Estado miembro de la Organización de los 
Estados Americanos se encuentra la Declaración Americana de Derechos y 
Deberes del Hombre22, la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
y demás protocolos y convenciones de orden regional que hayan sido ratifi-
cados por los Estados, entre los que se destacan, por ejemplo, el Protocolo 
Adicional sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Protocolo a la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos Relativo a la Abolición de la Pena de Muerte, la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, la Convención Inte-
ramericana sobre Desaparición Forzada de Personas, la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer, entre otros.
22 La Corte IDH por medio de la opinión consultiva 10 de 1989 se refirió a la vincu-
latoriedad de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del hombre, 
señalando que de conformidad con el artículo 29 literal d de la Convención el 
Convenio tiene plena fuerza vinculante para todo Estado que haya suscrito la 
Convención. 
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Factor temporal (ratione temporis)
Este factor de la competencia, en palabras del profesor Ernesto Rey 
Cantor, «materializa el principio de la no retroactividad de las normas 
internacionales, consagrado en la Convención de Viena sobre el derecho 
de los tratados demandado» (Rey Cantor, 2008, p. 97), lo que significa 
que la Comisión IDH puede rechazar el conocimiento de una petición 
cuando verifique que los hechos que constituyen la supuesta violación a 
los derechos humanos tuvieron lugar en un momento previo a la suscrip-
ción de la Convención Americana sobre Derechos Humanos por parte del 
Estado Así, el fundamento de este factor de competencia se encuentra en 
el artículo 28 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, 
en el cual se establece:
Las disposiciones de un tratado no obligarán a una parte respecto 
de ningún acto o hecho que haya tenido lugar con anterioridad a la 
fecha de entrada en vigor del tratado para esa parte ni de ninguna 
que en esa fecha haya dejado de existir, salvo que una intención dife-
rente se desprenda del tratado o conste. 
En el seno de la jurisprudencia interamericana se ha tenido la oportunidad 
de reconocer la excepción preliminar de falta de competencia de la Corte 
IDH por el factor temporal, específicamente en la sentencia de excep-
ciones preliminares del caso Alfonso Martín del Campo Dodd contra el Estado 
Mexicano, en la cual se discutió si los delitos de tortura que dieron lugar a 
determinadas violaciones a derechos humanos reconocidos en la Conven-
ción tenían un carácter continuo o permanente, o en su defecto eran de 
ejecución instantánea. Finalmente, la corte optó por la segunda de las 
opciones reconociendo la excepción preliminar.
Factor territorial (ratione loci)
En términos generales, este parámetro de competencia limita a la Comi-
sión IDH de conocer peticiones contra Estados que giren entorno a 
violaciones de derechos humanos que no se hayan presentado dentro 
de sus límites territoriales. El gran debate que aún está por darse en 
este aspecto se presenta cuando las violaciones a determinados dere-
chos humanos —trata de personas, violaciones a población desplazada 
y migrante— son una consecuencia de la acción u omisión de varios 
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Estados, pudiéndose presentar, desde una perspectiva procesal, un 
extremo del conflicto intersubjetivo de intereses de orden litisconsorcial 
conformado por dos o más Estados. En consecuencia, el factor territo-
rial no solo girará teniendo en cuenta los límites territoriales de un solo 
Estado, sino a otros que presuntamente sean responsables del hecho 
internacionalmente ilícito.
b) Requisitos de admisibilidad
Los requisitos de admisibilidad son cuatro; 1) el cumplimiento de los 
requisitos formales de la petición; 2) el cumplimiento de los requisitos de 
agotamiento de recursos de jurisdicción interna; 3) que la petición se haya 
hecho durante el plazo contemplado en texto convencional; y 4) que no 
exista una litispendencia del conflicto. En este sentido, la Comisión IDH 
deberá hacer un examen en donde valorará cada uno de estos aspectos 
previo dictar el correspondiente informe de admisibilidad.
Respecto a los requisitos formales de la petición (1), si bien es cierto 
que en el derecho internacional no suelen existir códigos de procedimiento 
que establezcan formalidades específicas para realizar determinadas 
actuaciones ante las autoridades internacionales de orden jurisdiccional, 
no es menos cierto que dicha normatividad se encuentra dispersa en 
convenciones internacionales y en los reglamentos que las mismas insti-
tuciones se fijan para llevar a cabo las funciones para las cuales fueron 
creadas. En consecuencia, los requisitos formales que debe reunir una 
petición ante la Comisión IDH deben ajustarse a los que se encuentran 
consagrados en el artículo 46 de la Convención23 y 28 del reglamento de 
la Comisión IDH24.
23 Consagra el Artículo 46: “1. Para que una petición o comunicación presentada 
conforme a los artículos 44 o 45 sea admitida por la Comisión, se requerirá: 
 a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, 
conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente recono-
cidos; b) que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la 
fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de 
la decisión definitiva; c) que la materia de la petición o comunicación no esté 
pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, y d) que en el caso 
del artículo 44 la petición contenga el nombre, la nacionalidad, la profesión, el 
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Respeto al agotamiento de recursos de jurisdicción interna (2), como ya 
se explicó en páginas precedentes, la Comisión deberá observar el cabal 
cumplimento de esta regla consuetudinaria del derecho internacional que 
da la oportunidad a los mismos Estados de reparar los perjuicios o daños 
que han sufrido las víctimas, atendiéndose a lo estipulado en el artículo 46 
del texto convencional en donde, a su vez, se encuentran estipuladas las 
excepciones que habilitan a que las víctimas acudan de forma directa al 
sistema interamericano.24
domicilio y la firma de la persona o personas o del representante legal de la 
entidad que somete la petición. 
 2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se apli-
carán cuando: 
 a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido 
proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han 
sido violados; b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos 
el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de 
agotarlos, y c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados 
recursos”.
24 Consagra el artículo 28 del reglamento de la Comisión: “Las peticiones diri-
gidas a la Comisión deberán contener la siguiente información:
 1. El nombre de la persona o personas denunciantes o, en el caso de que el 
peticionario sea una entidad no gubernamental, su representante o represen-
tantes legales y el Estado miembro en el que esté legalmente reconocida; 2. 
Si el peticionario desea que su identidad sea mantenida en reserva frente al 
Estado, y las razones respectivas; 3. La dirección de correo electrónico para 
recibir correspondencia de la Comisión y, en su caso, número de teléfono, 
facsímil y dirección postal; 4. Una relación del hecho o situación denunciada, 
con especificación del lugar y fecha de las violaciones alegadas; 5. De ser 
posible, el nombre de la víctima, así como de cualquier autoridad pública que 
haya tomado conocimiento del hecho o situación denunciada; 6. La indica-
ción del Estado que el peticionario considera responsable, por acción o por 
omisión, de la violación de alguno de los derechos humanos consagrados 
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos 
aplicables, aunque no se haga una referencia específica al/os artículo(s) 
presuntamente violado(s); 7. El cumplimiento con el plazo previsto en el artí-
culo 32 del presente Reglamento; 8. Las gestiones emprendidas para agotar 
los recursos de la jurisdicción interna o la imposibilidad de hacerlo conforme 
al artículo 31 del presente Reglamento; y 9. La indicación de si la denuncia 
ha sido sometida a otro procedimiento de arreglo internacional conforme al 
artículo 33 del presente Reglamento”.
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En relación con el cumplimiento del plazo para presentar la corres-
pondiente petición (3), el Artículo 46 literal b de la Convención, y el 32 del 
reglamento de la Comisión, señalan que la misma se deberá presentar 
seis meses después de haber tenido lugar la decisión definitiva, y que en 
caso de que se presenten las excepciones del agotamiento de recursos de 
jurisdicción interna consagradas en el artículo 46 del texto convencional, 
la Comisión evaluará si la petición se presentó o no dentro de un plazo 
razonable, para lo cual tomará en cuenta la fecha en que haya ocurrido 
la violación de los derechos humanos y las circunstancias del caso, lo 
que impide que se pueda establecer un término concreto al ser necesario 
observar cada asunto por separado.
Finalmente, frente a la litispendencia del conflicto (4), el artículo 33 del 
reglamento de la Comisión señala que no se considerarán aquellas peti-
ciones en las cuales se encuentre pendiente otro procedimiento de arreglo 
ante un organismo internacional gubernamental del que sea parte el Estado 
demandado, o en su defecto cuando dicha petición resulte planteada en 
los mismos términos de otra que se encuentre en trámite o que ya haya 
sido resuelta tanto por la Comisión como por otro organismo internacional 
del que sea parte el Estado. 
No obstante, la Comisión podrá conocer de las peticiones que, a pesar 
de estar relacionadas con un procedimiento adelantado ante otro orga-
nismo, no dan cuenta de los hechos específicos que motivan la nueva 
petición, o en su caso, no conduzcan a un arreglo efectivo. De igual forma, 
la Comisión deberá admitir peticiones realizadas por las víctimas a pesar 
de existir otras con fundamentos fácticos idénticos, siempre y cuando 
estas hayan sido promovidas por terceras personas y no por las víctimas 
de forma directa.
1.2 Presupuestos para el control de convencionalidad 
concentrado en sede consultiva
A diferencia del control de convencionalidad que ejerce la Corte IDH en 
sede contenciosa, dentro de la función consultiva se requiere menos 
presupuesto. En efecto, acá no será necesario agotar los recursos de juris-
dicción interna ni el procedimiento ante la Comisión IDH, pues al ser una 
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función que busca la interpretación del derecho internacional de los dere-
chos humanos y no la resolución de conflictos entre particulares y Estados 
por presuntas violaciones a derechos humanos, no resulta racional colocar 
requisitos de procedibilidad que hagan tardía dicha interpretación. En este 
orden de ideas, para que la Corte IDH ejerza su competencia consultiva se 
requiere: 1) que el solicitante de la Opinión consultiva sea la Comisión IDH 
o un Estado u órgano miembro de la Organización de los Estados Ameri-
canos y 2) que se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 64.2 de 
la Convención y 72 del reglamento de la Corte IDH25. 
1.3 Juez competente
La Convención Americana en su articulado no otorga esta competencia 
a ningún órgano del Sistema Interamericano de forma específica, lo que 
ha dado la posibilidad para que la Corte IDH, en su jurisprudencia, haya 
reafirmado dicha potestad no solo a cargo del mismo tribunal interameri-
cano sino también de otros órganos jurisdiccionales o administrativos que 
se encuentran presentes en la jurisdicción interna de los Estados. En este 
orden de ideas, al aparecer una contradicción entre el derecho interno de 
un Estado y los tratados internacionales sobre derechos humanos, podrá 
ser usado el control de convencionalidad, el cual puede ser ejercido tanto 
por el Tribunal Interamericano como por cualquier juez o autoridad admi-
nistrativa de un Estado que haya ratificado la Convención Americana y 
aceptado la competencia de la Corte IDH, siendo el primero de los casos la 
situación del denominado control concentrado de convencionalidad y, en el 
segundo, el llamado control difuso de convencionalidad.
25 En el marco de las opiniones consultivas no se presentan pretensiones 
como si sucede en los procesos que se desarrollan como consecuencia de la 
competencia contenciosa, pues acá tan solo se deben presentar solicitudes 
que deben cumplir con determinadas formalidades, como, por ejemplo, que 
la solicitud haga referencia al tratado o parte de él que debe ser interpretado, 
a las preguntas concretas que debe ser resueltas por el tribunal interameri-
cano y a las consideraciones que origen la consulta. Adicionalmente, cuando 
el peticionario es un organismo que hace parte de la OEA, será necesario que 
éste señale la razón por la cual la consulta se relaciona con la esfera de sus 
competencias. 
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1.4 Sujetos legitimados por activa y pasiva
Cuando se hizo referencia a los requisitos de competencia, específica-
mente al factor subjetivo, se señaló que la legitimación en la causa por 
activa y por pasiva se encontraba determinada en los artículos 44 y 61.1 de 
la Convención en relación con el artículo 50 del reglamento de la Comisión. 
De igual forma, se hizo referencia a la reciente opinión consultiva 22 de 
2016 en la que se negó el derecho de acción a las personas jurídicas en el 
sistema interamericano. Por lo anterior, y con el ánimo de huirle a la repeti-
ción, en este apartado se analizará si es necesario o no la existencia de una 
víctima plenamente identificada e individualizada entendida como persona 
con legitimación en la causa, para acceder al sistema interamericano, toda 
vez que la respuesta a este interrogante incidirá de forma directa en la 
competencia que pueda llegar a tener la Corte IDH para ejercer el control 
de convencionalidad de forma principal o accesoria.
En efecto, la doctrina especializada evidencia la contradicción existente 
entre el tratamiento que ha dado la comisión IDH y la Corte IDH en relación 
con la necesidad de identificar e individualizar a las víctimas concretas de 
violaciones de derechos humanos, pues por un lado la comisión exige la 
existencia de una víctima concreta para proceder a admitir una correspon-
diente petición26, mientras que por otro, la Corte IDH ha ido modificando 
su criterio, reconociendo en el seno de su jurisprudencia que es posible 
que se presenten violaciones a la Convención cuando se incumple las obli-
26 La Comisión Interamericana ha expuesto esta necesidad en casos como el 
de María Eugenia Morales Sierra contra Guatemala, en el que en un principio se 
acudió ante la Comisión por medio de una petición que tenía como fin prin-
cipal obtener la responsabilidad internacional del Estado de Guatemala como 
consecuencia de haber creado una ley, que además fue declarada constitu-
cional, en la que se violaban los derechos a la igualdad y a la protección a la 
familia en conexidad con los artículos 1.1 y 2 del texto convencional, pues se 
imponían obligaciones y deberes desproporcionadas hacia las mujeres. La 
Comisión, previo a dar trámite a la petición, solicitó a los peticionarios que 
identificaran víctimas concretas para seguir con el correspondiente proce-
dimiento, situación que tuvo que ser cumplida vinculando de forma directa 
a María Eugenia morales Sierra. Ver: Comisión IDH, Caso 11.625, Morales de 
Sierra contra Guatemala, informe 04/01 (Guatemala), publicado en el Informe 
Anual 2000, (OEA/Ser./L/V/II.111,  doc. 20 rev., 16 de abril 2001), párr. 4–18.  
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gaciones generales27, pues cuando los Estados crean una ley contraria a 
las obligaciones convencionales, se crea una especie de legitimación en la 
27 La evolución de la Corte en este aspecto ha sido cambiante a favor de la 
admisión de casos en abstracto. Así, en un primer momento en la opinión 
consultiva 14 de 1994, el tribunal interamericano sostuvo que “la jurisdicción 
contenciosa de la Corte se ejerce con la finalidad de proteger los dere-
chos y libertades de personas determinadas y no con la de resolver casos 
abstractos”, toda vez que no hay una sola norma en el texto convencional que 
permita a la Corte resolver un caso contencioso en el que no se haya afec-
tado aún los derechos y libertades consagrados en el convención, situación 
que sí podría hacer la Comisión pero en ejercicio de su función consagrada 
en el artículo 41.b o incluso la misma Corte por medio de su competencia 
consultiva. Ver: CORTE INTERAMERICANA, Responsabilidad internacional 
por expedición y aplicación de leyes violatorias de la Convención (Arts. 1 y 2 
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva 14/94 
de 9 de diciembre de 1994, párr. 43. Apoyando la anterior posición, pero ahora 
en un caso contencioso como lo fue Genie Lacayo, la Corte distinguió entre 
normas aplicadas y normas no aplicadas, negándose a hacer pronuncia-
miento alguno sobre las segundas ya que de hacerlo estaría haciendo un 
análisis en abstracto y por ende fuera de sus funciones. Ver: CORTE INTE-
RAMERICANA, Caso Genie Lacayo contra Nicaragua, sentencia del 29 de enero 
de 1997, Párr. 91. Curiosamente, en el mismo caso Genie Lacayo pero en 
el voto disidente del juez Cançado Trindade dentro de la sentencia de revi-
sión comenzó a aparecer la posición que actualmente tiene la Corte, en la 
cual se critica la distinción que venía haciendo el Tribunal Interamericano 
entre disposiciones aplicadas y presuntamente no aplicadas, toda vez que 
al hacerlo se está auto limitando en su competencia al generar un obstá-
culo para observar el cabal cumplimiento de las obligaciones legislativas que 
tienen los Estados y que se derivan del artículo 2 de la Convención. En este 
sentido, según Cançado es posible que se acuda a la Corte cuando aparece 
una falta de compatibilidad entre una norma y el texto convencional, sin que 
sea necesaria la aparición de un daño propiamente dicho. Ver: CORTE INTE-
RAMERICANA, Caso Genie Lacayo contra Nicaragua, Solicitud de revisión de 
la sentencia de fondo, reparaciones y costas de 13 de septiembre de 1997, 
Párr. 10. De forma posterior en casos como Suárez Rosero y Castillo Petruzii 
y otros la Corte es clara en sostener que la no aplicabilidad de la disposición 
normativa no puede impedir el análisis de la responsabilidad internacional 
del Estado, toda vez que está en juego el cumplimiento de una obligación 
convencional. Ver: CORTE INTERAMERICANA, Caso Suarez Rosero contra 
Ecuador, Sentencia de 12 de noviembre de 1997, Parr 98. CORTE INTERAME-
RICANA, Caso Castillo Petruzzi y otros contra Perú, Sentencia de 30 de mayo 
de 1999, Párr. 205. En resumidas cuentas, la posición que actualmente tiene 
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causa por parte de los directos interesados en que dicha ley no se aplique, 
ya que de aplicarse se violarían derechos humanos de distinta índole. Por 
lo tanto, de conformidad con la Corte IDH, no se requiere que haya una 
violación a un derecho humano, sino que se podrá acudir al sistema intera-
mericano cuando se incumpla una obligación general que pone en riesgo 
un cúmulo de derechos protegidos por el derecho internacional, abriendo 
la posibilidad de que lleguen al sistema casos abstractos que no impliquen 
una violación concreta a un derecho humano, tal y como puede suceder 
en el derecho interno cuando se ejercen acciones de inconstitucionalidad.
Así las cosas, la legitimación en la causa por activa puede observarse 
también en abstracto para aquellos casos en los cuales algunas de las 
funciones del Estado —legislativa, judicial o ejecutiva— creen disposiciones 
normativas que, a pesar de no ser aplicadas, generan un incumplimiento 
al artículo 2 de la Convención, haciendo pública la legitimación procesal y 
limitándose únicamente a criterios de índole territorial. Lo anterior podría 
plantear la necesidad de acoplar los recursos o acciones de inconstitu-
cionalidad a esta tendencia de la Corte IDH de abrir su competencia al 
conocimiento de casos en abstracto, pues en aquellos países en los cuales 
se colocan diversos requisitos para demandar la inconstitucionalidad de 
una norma, se estaría evitando que exista un recurso idóneo y efectivo que 
pueda dar lugar a que las víctimas accedan de forma directa al sistema 
interamericano sin necesidad de agotar recursos de jurisdicción interna 
—en este caso una acción de inconstitucionalidad— de conformidad a lo 
consagrado en el artículo 46 de la Convención.
1.5 Término para solicitarlo
Cuando los accionantes incorporan dentro de su petición una pretensión 
de inconvencionalidad en abstracto o en concreto, habrá que tenerse en 
cuenta lo estipulado en el Artículo 46, literal b, de la Convención, es decir, que 
la solicitud ante la Comisión deberá presentarse dentro de los seis meses 
contados a partir de que el presunto lesionado en sus derechos haya sido 
notificado de la decisión definitiva proferida por el Estado presuntamente 
la Corte fue la expresada en su momento por el Juez Cançado Trindade en su 
voto disidente dentro del caso El Amparo contra Venezuela.
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responsable. Sin embargo, la práctica ha evidenciado que el cálculo de 
dicho término resulta en muchas ocasiones discutible, estableciéndose al 
día de hoy algunas excepciones que pueden dar mayor margen de tiempo 
a las víctimas para elevar sus petición ante el sistema, consolidando una 
doctrina del plazo razonable y señalando que la aparición de dicho término 
es una ejemplo de caducidad y no de prescripción.
En efecto, la primera discusión que aparece es la de establecer desde 
qué momento debe contabilizarse el término de los seis meses, pues dicho 
presupuesto procesal no debe ser tenido en cuenta en todos los casos. 
En este sentido, hay que aclarar que cuando la víctima acude al sistema 
con base en las excepciones planteadas en el Artículo 46, numeral 2, de la 
Convención, resulta imposible tomar en cuenta el término de caducidad de 
los seis meses, lo que hace concluir que dicho término solo hay que tenerlo 
presente en los eventos en los cuales sí fue posible agotar los recursos de 
jurisdicción interna.
En consecuencia de lo anterior, en aquellos eventos en donde no se 
puede contabilizar el término de los seis meses debido a la inexistencia, en 
la legislación interna del Estado presuntamente responsable, de un debido 
proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alegan han 
sido violados, o no se le haya permitido al presunto lesionado el acceso a 
los recursos de jurisdicción interna, o haya sido impedido para agotarlos, e 
incluso se presente un retardo injustificado en la decisión sobre los mencio-
nados recursos, se aplicará lo establecido en el Artículo 32, numeral 2, 
del reglamento de la Comisión IDH, en el que se establece que se deberá 
observar que la petición haya sido presentada dentro de un plazo razo-
nable, razonabilidad que podrá variar de un caso a otro y que dependerá de 
la fecha de en que ocurrieron los hechos y de las circunstancias propias de 
cada caso.
Así las cosas, ante la inexistencia de unas reglas claras sobre los pará-
metros para determinar si un caso se ajusta o no a un plazo razonable, 
resulta imperioso ver, a modo de ejemplo, la forma como al interior del 
sistema interamericano se ha sentado doctrina al respecto. Así, en el 
caso Durand y Ugarte contra Perú, se estableció que el término de los seis 
meses es un claro ejemplo de caducidad que debe ser alegado por el 
Estado en la primera etapa del procedimiento, lo que de entrada inquieta 
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si se tiene presente que una de las características de la caducidad está 
en que la misma puede ser declarada de forma oficiosa por el tribunal, a 
diferencia de la prescripción que solo puede ser declarada a petición de 
parte. Por lo tanto, en este aspecto, pareciera que la Corte IDH, o no supo 
diferenciar los conceptos de caducidad y prescripción, o en su defecto, 
hizo un interpretación pro homine de la caducidad, situación que hubiese 
sido mejor que lo expresara.28 De igual forma, en el caso Durand y Ugarte, 
se estableció que las excepciones de caducidad y falta de agotamiento 
de recursos de jurisdicción interna resultan contradictorias y, por ende, no 
resulta ser una estrategia procesal idónea que los Estados las formulen 
al unísono, pues al hacerlo afectan la economía procesal y buena fe que 
debe regir al procedimiento. 
Por otro lado, la Comisión ha tenido en cuenta el contexto de la viola-
ciones de derecho humanos al momento de determinar si la petición fue 
presentada en un plazo razonable o no, como por ejemplo en el caso de la 
Unión Patriótica, en donde no se aplicó el término de caducidad de forma 
rigurosa ya que las víctimas de las violaciones de derechos humanos eran a 
su vez objeto de prácticas sistemáticas por parte del Estado que impedían 
que acudieran a los órganos jurisdiccionales en defensa de sus derechos.
En este orden de ideas, y refiriéndonos específicamente al término para 
presentar una posible pretensión de inconvencionalidad ante el sistema 
interamericano, habrá que contar el término de los seis meses luego de que 
se hayan agotado los recursos de jurisdicción interna, siendo las acciones 
públicas de inconstitucionalidad los recursos idóneos y efectivos al ser los 
únicos que le otorgan legitimación en la causa a todos los ciudadanos y no 
restringen el derecho de acción a requisitos concretos como, por ejemplo, 
ser parte en un asunto jurisdiccional o tener cierto rango o posición espe-
cial además de la de ciudadano.
28 Ante contradicciones como esta, autoras como Mónica Pinto prefieren rela-
cionar al término de los seis meses con la prescripción, permitiendo así que 
la Comisión evalué cada caso en particular y tengo la posibilidad de ver el 
casos desde una perspectiva general. Ver: PINTO; Mónica, Temas de Derechos 
Humanos, Editores del Puerto s.r.l., Buenos Aires, 1997, p. 202. En Ob. cit. 
FAÚNDEZ LEDESMA, Héctor, 2004.
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1.6 Tipo de providencia judicial que aplica el control 
de convencionalidad
Al interior del Sistema Interamericano de Derechos Humanos solo pueden 
considerarse como providencias judiciales las proferidas por la Corte IDH, 
toda vez que los pronunciamientos hechos por la Comisión IDH carecen 
de tal carácter por la naturaleza de dicho organismo, la cual no es propia-
mente la de ser jurisdiccional. Por lo tanto, si se entiende por providencia 
judicial todo pronunciamiento mediante el cual un juez se comunica con 
las partes, habrá que incluir como providencia judicial de la Corte IDH a las 
sentencias, opiniones consultivas, autos y resoluciones, siendo las últimas 
aquellas en la cuales tienen lugar actuaciones como el decreto de medidas 
provisionales, supervisión de cumplimiento de sentencias y, en general, 
cualquier otro acto procesal que implique una respuesta del Tribunal Inte-
ramericano y que no pueda darse por medio de una sentencia u opinión 
consultiva.
Sin embargo, consideramos que el debate no solo está en reconocer 
que la Corte IDH ejerce el control de convencionalidad en sentencias, 
opiniones consultivas o resoluciones, sino también en los efectos que 
puede llegar a alcanzar dicho ejercicio, toda vez que aparecen discusiones 
que giran en torno a si dichas providencias han de ser inter partes o erga 
omnes e, incluso, a la posible potestad de legisladores positivos otorgada 
a los jueces interamericanos una vez aceptada la institución del control de 
convencionalidad29. 
Al respecto, el juez Ferrer Mac-Gregor, por medio de su voto razo-
nado30 en el seguimiento de la sentencia del Caso Helman contra Uruguay, 
29 El debate se puede plantear en términos semejantes al que se ha presentado 
con ocasión del activismo judicial de las Salas, Tribunales o Cortes Cons-
titucionales, apareciendo diferentes tipos de sentencias constitucionales 
de conformidad con el tipo de efectos que genera. Al respecto ver: OLANO 
GARCÍA, Hernán Alejandro, “Tipología de nuestras sentencias constitucio-
nales”, Revista Universitas (en línea), 2004. Fecha de consultas: 3 de octubre. 
Disponible en http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=82510813. 
30 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo, Eficacia de la sentencia interamericana y 
la cosa juzgada internacional: vinculación directa hacia las partes (res judi-
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tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre la eficacia de la sentencia inte-
ramericana y la autoridad de la cosa juzgada internacional, afirmando 
que el mismo texto convencional incorpora disposiciones normativas 
que hacen que las sentencias proferidas por el Tribunal Interamericano 
gocen de una eficacia vinculante, pues al leer los artículos 6731, 68.1 y 
68.232 del pacto de San José de Costa Rica es evidente el carácter defini-
tivo, inapelable y de inmediata ejecutoriedad de los pronunciamientos 
que surgen al interior del Sistema Interamericano por medio de los meca-
nismos procesales contemplados al interior de cada Estado para dicho fin, 
aunado a los mecanismos políticos que también tiene el Tribunal Interame-
ricano, que consisten en someter ante la Asamblea General de los Estados 
Americanos el incumplimiento por parte de un Estado a uno de sus fallos, 
teniendo como fin conseguir un respaldo político33.
cata) e indirecta hacía los Estados Parte de la Convención Americana (res 
interpretata). Sobre el cumplimiento del caso Gelman Vs. Uruguay. Estudios 
constitucionales, vol. 11, número 2, Centro de Estudios Constitucionales del 
Chile, Santiago Chile, 2013.
31 El artículo 67 de la Convención sostiene: “El fallo de la Corte será definitivo 
e inapelable. En caso de desacuerdo sobre el sentido o alcance del fallo, la 
Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de las partes, siempre que dicha 
solicitud se presente dentro de los noventa días a partir de la fecha de la noti-
ficación del fallo”. 
32 Consagra el artículo 68.1 y 68.2 lo siguiente: “1. Los Estados Partes en la 
Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso 
en que sean partes. 2. La parte del fallo que disponga indemnización compen-
satoria se podrá ejecutar en el respectivo país por el procedimiento interno 
vigente para la ejecución de sentencias contra el Estado”. 
33 La vinculación directa de los fallos de la Corte IDH tiene también un funda-
mento extraído en la Convención de Viena sobre derecho de los tratados, 
pues de conformidad con dicho texto convencional las obligaciones interna-
cionales deben ser cumplidas de buena fe y por ende no puede invocarse el 
derecho interno para su incumplimiento, lo que implica que ni un mandato 
constitucional, ni legal, y mucho menos jurisprudencial puede servir de 
excusa para incumplir las obligaciones que surgen del derecho internacional, 
incluyendo dentro de aquellas las que emergen tanto de los tratados interna-
cionales como de los fallos proferidos por las autoridades jurisdiccionales, 
como lo es la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Por lo tanto, los 
fallos de la Corte IDH se enmarcan dentro del concepto de cosa juzgada 
internacional (material y formal), lo que conlleva a que dicho fallo no pueda 
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Ahora bien, dichas sentencias proferidas por la Corte IDH con carácter 
de cosa juzgada tienen tanto efectos inter partes (res judicata) como erga 
omnes (res interpretata), lo que quiere decir que desarrollan sus consecuen-
cias en dos dimensiones; de manera subjetiva y directa respecto a las 
partes de la controversia internacional, y de manera objetiva e indirecta 
hacia todos los Estados Parte de la Convención. 
En este orden de ideas, desde la primera dimensión un Estado Parte 
afectado por una sentencia tiene la obligación de dar cumplimiento a lo 
señalado en ella, tanto en su parte resolutiva como en sus consideraciones, 
pues de no hacerlo estaría incumpliendo nuevas obligaciones internacio-
nales que pueden dar lugar al inicio del procedimiento ante la Asamblea 
General de los Estados Americanos, como se explicó anteriormente. Al 
mismo tiempo, desde la segunda dimensión, los Estados No-Parte de la 
decisión también resultan afectados por la misma, solo que lo serán de 
forma indirecta si se tiene presente que cada uno de los pronunciamientos 
de la Corte IDH constituyen el estándar mínimo de interpretación de la 
Convención, debiendo los Estados Parte acoplar su ordenamiento jurídico 
a este en virtud de las obligaciones generales contempladas en los artí-
culos 1 y 2 del texto convencional34.
ser revisado por ningún otro tribunal nacional o internacional, ni siquiera la 
misma Corte para pronunciarse sobre el mismo objeto del proceso.
34 En Estados en los cuales sus pilares normativos se han establecido sobre 
la base del derecho continental resulta difícil de entender las dinámicas del 
derecho anglosajón, el cual tiene al precedente judicial con eje dinamizador 
de los sistemas jurídicos. Lo curioso es que cada vez más existe una apro-
ximación entre el derecho anglosajón y el derecho continental, al punto que 
se mezclan en un mismo Estado o continente las dos culturas jurídicas, 
siendo por ejemplo el sistema interamericano de derechos humanos un claro 
ejemplo de ello, pues si bien es cierto existe un texto convencional como pará-
metro de regulación de acciones u omisiones de los Estados, no es menos 
cierto que dicho texto se alimenta constantemente de jurisprudencia, dentro 
de la cual hay que diferenciar las razones de la decisión (ratio decidendi) de 
los dichos de paso (obiter dicta) de cada pronunciamiento con el fin de dar 
un interpretación adecuada a los tratados internacionales sobre derechos 
humanos. Para efectos de ver la importancia de la ratio decidendi en la Corte 
IDH ver: CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Helman 
v.s. Uruguay, voto razonado del Juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot del 20 
de marzo de 2013. Párrafo 39.
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Desde la segunda dimensión, en la que se expresa la cosa juzgada, es 
decir, desde aquella en la cual la sentencia interamericana debe ser anali-
zada como una norma convencional interpretada con efectos erga omnes 
respecto a todos los Estados Partes de la Convención Americana, es nece-
sario aclarar que ello es así dadas las obligaciones consagradas en los 
artículos 1 y 2 de la Convención, y por la aceptación soberana de la compe-
tencia de la Corte IDH que cada Estado hizo en su momento, obligando a 
los Estados a adecuar su ordenamiento jurídico, no solo a lo plasmado en 
el texto convencional, sino también a los estándares mínimos fijados por el 
Tribunal Interamericano a la hora de resolver un caso concreto, siendo esta 
obligación de resultado y que no acepta términos medios de cumplimiento 
(Mac-Gregor, 2013).
En consecuencia de lo anterior, la eficacia de la sentencia interameri-
cana no solo se alcanzará cuando las partes involucradas en el conflicto 
den cumplimiento a la parte resolutiva, teniendo en cuenta sus considera-
ciones, sino que, además, será necesario que los Estados que no fueron 
parte de la decisión la asuman como estándar básico de interpretación, con 
lo cual todos las autoridades estatales —jueces, legisladores, funcionarios 
de la administración— tienen el deber de realizar un control de convencio-
nalidad entre la norma de orden interno y la convención, jurisprudencia y 
otras fuentes de derecho internacional como lo pueden ser, por ejemplo, 
sentencias de otros tribunales internacionales, tratados internacionales del 
sistema universal, recomendaciones hechas por la Comisión IDH, Resolu-
ciones de Comités de Naciones Unidas y, en general, cualquier instrumento 
que haya sido usado por la Corte IDH en la búsqueda de la interpretación 
más adecuada que dé lugar a una norma convencional interpretada como 
estándar interamericano (Mac-Gregor, 2013). 
Este deber que surge para los Estados que no fueron parte de la 
sentencia es relativo, toda vez que es posible que haya un distancia-
miento de la misma en aquellos eventos en los cuales exista una norma 
o interpretación más favorable al ser humano, siguiendo así los paráme-
tros establecidos del artículo 29 del texto convencional. Lo anterior es lo 
que se ha llamado como «margen interpretativo nacional» (Mac-Gregor, 
2013), el cual es restringido cuando el Estado fue parte de la controversia, 
ya que este tuvo la oportunidad de argumentar dentro del caso el porqué 
es posible tener una interpretación más favorable.
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Así las cosas, el control de convencionalidad es aplicado por medio de 
providencias judiciales que pueden ser sentencias, opiniones consultivas o 
resoluciones, resultando evidente que tanto las primeras como las terceras 
son vinculantes de forma directa para el Estado objeto del pronuncia-
miento, y vinculantes de manera indirecta para los demás Estados, siendo 
esta segunda consecuencia la que aparece en las opiniones consultivas 
para todos los Estados que hacen parte de la OEA, en las cuales, a pesar 
de existir un control de convencionalidad, no existe tampoco una vinculato-
riedad directa del fallo, permitiendo que los Estados se puedan apartar del 
criterio interpretativo si consideran que existe uno más favorable, usando 
como fundamento el artículo 29 de la Convención.
1.7 Normas objeto de control de convencionalidad
Tal y como quedó evidenciado en la primera parte de este trabajo, el control 
de convencionalidad desde sus primeras apariciones en la jurisprudencia 
de la Corte IDH, ha sido comprendido como un examen de confrontación 
normativa entre las normas jurídicas de orden interno de los Estados y 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás normas del 
derecho internacional. Lo anterior conlleva a pensar que solo lo que es 
dotado de «jurídico» puede ser objeto de convencionalidad, situación que 
para quien escribe estas líneas reduce el margen de acción del control de 
convencionalidad y, por ende, impide su máxima expresión en beneficio de 
garantía del derecho humano, inherente a todo ser humano.
En este sentido, el debate que se pretende abordar en esta parte del 
trabajo está orientado a establecer cuáles son esas normas de orden 
interno objeto de control de convencionalidad, pues desde un inicio, cuando 
se analizó el concepto de control de convencionalidad, se hizo referencia 
a que dichas normas van más allá de la Constitución, la ley y los decretos, 
incluyendo a las práctica estatales35 e, incluso, a las normas de derecho 
blando o soft law, que determinan el quehacer de los Estados u orientan 
conductas. Por lo anterior, en lo que resta quisiera abordar el concepto 
35 Dentro de las prácticas estatales se incluyen las denominadas políticas 
públicas, las cuales ha sido en algunos países una respuesta a las vulnera-
ciones sistemáticas de derechos humanos.
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y alcance de las normas de soft law, toda vez que es sobre este tipo de 
normas en las cuales podría existir cierta incertidumbre a la hora de aplicar 
un control de convencionalidad. Para efectos de orientar la exposición, a 
continuación, me referiré a los orígenes del soft law, para luego abordar un 
concepto y finalmente su influencia en el mundo jurídico.
1.7.1 Orígenes de soft law
Fue en el año de 1989 cuando se comenzó a percibir un fenómeno hasta 
antes nunca visto, el cual resultaba incomprensible para la teoría del 
derecho de aquel entonces, que se concebía de forma predominante a 
partir de los postulados del positivismo jurídico. Dicho fenómeno fue la 
aparición del soft law y tuvo lugar en la sentencia proferida por el Tribunal 
de Justicia de las Comunidades Europeas en el caso Grimaldi, en el que 
se sostuvo que las recomendaciones no pueden ser consideradas como 
carentes de efectos jurídicos y que, por ende, los tribunales nacionales 
están obligados a tenerlas en cuenta a la hora de resolver los litigios 
que conocen, sobre todo cuando aquellas ilustran sobre la interpreta-
ción adoptada, con el fin de darles aplicación, o también cuando tienen 
por objeto completar las disposiciones comunitarias dotadas de fuerza 
vinculante36. 
Lo curioso de este fenómeno del soft law es que no solo se ha mani-
festado en el seno del derecho de la unión europea sino que ha migrado 
al derecho internacional de los derechos humanos —Sistema Interame-
ricano de Derechos Humanos—, al derecho privado, laboral, entre otros, 
apareciendo así en reglamentos de organismos internacionales, códigos 
de conducta de instituciones privadas para regular entornos electrónicos o 
36 La sentencia Grimaldi tiene como eje central la interpretación del artículo 
249 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, en el cual se esta-
blece una especie de sistema de fuentes de la unión señalando que tanto el 
reglamento, las directivas y las decisiones podrán alcanzar un carácter de 
vinculatoriedad para los Estados de la integran, mientras que las recomen-
daciones y dictámenes no. En este caso, el Tribunal de justicia reinterpreta la 
disposición normativa en comento y otorga un valor a las recomendaciones 
que plantea la discusión en torno a la aparición de una nueva fuente del 
derecho de la Unión europea.
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relaciones laborales y un sinnúmero de actividades que plantean diversos 
inconvenientes y desafíos para el mundo jurídico del siglo XXI37.
1.7.2 Concepto de soft law
El soft law no es una norma propiamente dicha entendida en términos 
de validez, es decir, creada por un órgano competente y bajo un procedi-
miento preestablecido, como lo podría comprender un iuspositivista pues, 
por el contrario, el derecho blando es un mandato que se caracteriza por 
emanar de una autoridad pública o privada dirigida a influir en la conducta 
de personas naturales o jurídicas, diferenciándose del derecho válido en 
la medida que no se plantea en términos obligatorios, sino que su aplica-
ción depende de la adhesión voluntaria de sus destinatarios, generando la 
ausencia de una sanción directamente relacionada con el incumplimiento 
y típicamente concebida por los juristas. Al respecto, Tammes escribe lo 
siguiente:
El soft law es un fenómeno que presenta las características del 
derecho en cuanto a su pretendido efecto de influenciar en el deseo 
y de restringir la libertad de aquellos a quien el soft law se dirige, pero 
que al ser mencionado produce una sensación de que algo falta en la 
naturaleza jurídica o vinculante del derecho tal y como lo conocemos 
en la vida cotidiana (Tammes, 1983, p.187).
Por su lado, Sarmiento (2006), clasifica al soft law desde la óptica del 
derecho público, distinguiendo entre soft law público ad intra, soft law 
público ad extra y soft law público-privado, clasificación que resulta útil 
para efectos de dimensionar las distintas formas de derecho blando que 
se pueden presentar al interior de un Estado determinado y sobre el cual 
podría recaer un eventual control de convencionalidad. 
37 Así, por ejemplo, la discusión en torno a la vinculatoriedad de las medidas 
cautelares ordenadas por la Comisión IDH son un claro ejemplo de soft law 
en el sistema interamericano, toda vez que el origen de dichas medidas no 
está en la Convención sino en el reglamento de la misma, lo que ha llevado 
a sostener que no es posible hablar de una vinculatoriedad de las medidas 
cautelares debido a que su origen no emana de un tratado internacional.
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En consecuencia de lo anterior, se deberá entender como soft law 
público ad intra aquella forma de regulación sin efectos jurídicos adoptada 
por un poder público en el ejercicio de sus potestades públicas para la 
ordenación de su organización interna, mientras que el soft law público ad 
extra, a pesar de ser también un mandato que emana del poder público, se 
identifica porque va dirigido a actores de un ámbito privado, lo que pone 
de relieve que este tipo de mandatos «blandos» no solo repercuten en el 
ámbito público, sino también en el privado. Aunado a lo anterior, Sarmiento 
define al soft law público-privado como una expresión normativa deposi-
tada en manos del sector privado, es decir, cuando una persona natural o 
jurídica ejerce una potestad normativa por delegación, pero con la carac-
terística de que los efectos jurídicos de las normas aprobadas solo surten 
efectos entre un grupo reducido de personas (Sarmiento, 2006).
1.7.3 Influencia en el mundo jurídico
Resulta evidente que el soft law tiene injerencia tanto en el sector público 
como en el privado, pues además de regular conductas de servidores 
públicos, también lo hace con particulares, elaborando las normas o dele-
gando a una persona del sector privado la competencia de regulación. En 
este sentido y más allá de los problemas en torno al replanteamiento de 
fuentes, principio de legalidad y seguridad jurídica, es importante resaltar 
que las normas blandas pueden tener una estructura de regla o de prin-
cipio —aun cuando no sean reglas o principios en términos de derecho 
válido—, es decir, pueden tener una estructura de supuesto normativo y 
consecuencia jurídica (reglas) o pueden ser mandatos de optimización 
(principios), lo que plantea la posibilidad de que de ellas emanen conse-
cuencias para los destinatarios que, al someterse a ellas voluntariamente, 
deban cumplir las directrices ordenadas, sobre todo si lo que se está 
incumpliendo en una regla de soft law. 
Por lo pronto, y por no ser el objetivo de este escrito, basta decir que la 
estructura de las normas de soft law es semejante a la de las normas de 
hard law, al punto de que, incluso, es en el derecho blando en donde surgen 
la denominadas normas técnicas, es decir, aquellas que no se fundan en 
procedimientos formales y valores apriorísticos, sino que tratan de obtener 
su peculiar legitimación en los conocimientos y competencia técnica y 
científica de quienes las elaboran (Mercader Uguina,  2003).
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CONCLUSIONES
• La figura de control de convencionalidad cuenta en la actualidad con 
un desarrollo jurisprudencial nutrido que ha permitido consolidar esta 
institución procesal, facilitando su aplicación no solo en casos de cono-
cimiento de la Corte IDH, sino también en sede interna de los Estados 
que han suscrito la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
Por lo tanto, será muy frecuente el uso de esta figura durante la puesta 
en funcionamiento de la Jurisdicción Especial para la Paz, la cual tiene 
competencia para aplicar dicho control. De cualquier forma, si llegase a 
omitirse la obligación de los jueces colombianos de aplicar los estándares 
internacionales en el derecho interno, los casos llegarán seguramente al 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, en donde ya existe una 
aceptación y consolidación del control de convencionalidad. 
• De igual, es importante tener presente que la discusión en torno a la 
inconvencionalidad del Marco Jurídico para la Paz surgirá no solo desde 
la misma forma como se refrendó el acuerdo de paz, sino, a su vez, de 
la manera como se implementará el mismo, pues es importante tener 
presente que la confrontación normativa no solo se hace respecto a 
normas de derecho positivo, sino que también es posible hacer uso del 
control de convencionalidad respecto a sentencias, políticas públicas 
y derecho blando. La discusión estará abierta y he aquí una figura que 
será usada en cada uno de los debates jurídicos e, incluso, políticos.
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El texto reflexiona sobre el fundamento teórico que debe adoptar el 
marco jurídico e institucional que surge del Acuerdo Final suscrito 
entre el Gobierno Nacional y las FARC en Colombia, desde enfoques 
multidisciplinarios que convergen en la justicia transicional, la paz 
territorial, la democratización y la articulación entre justicia social y 
justicia correctiva. El centro del análisis será el componente de resti-
tución de tierras a las víctimas del conflicto y la reforma rural que 
surge del Acuerdo Final, partiendo de la necesidad de establecer una 
convergencia entre ambos, explicitar sus mecanismos y describir los 
desafíos que enfrentan en el contexto actual que se debate entre la 
esperanza y el escepticismo, debido a que, si bien es cierto que se ha 
dado un paso muy importante en dirección a la paz, aún persisten 
resistencias y violencias que hacen urgente pensar en estrategias 
dirigidas hacia la sostenibilidad del Acuerdo y el logro de una paz 
duradera. 
PALABRAS CLAVE 
Restitución de tierras, Acuerdo Final, justicia transicional, justicia 
social, Posconflicto.
ABSTRACT
This article reflects on the foundations of The Final Agreement for 
the End of the Conflict, signed between the Colombian Government 
and FARC-EP. The reflection takes interdisciplinary approaches: 
a notion of Corrective Justice and its relationship with social and 
redistributive justice, Transitional Justice, and territorial peace. The 
center of analysis will be the mechanism of the program of land 
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restitution incorporated on the Final Agreement, the description 
of its tools, the connections with the social achieves and the most 
important challenges in the actual historical context. The achieve of 
get a durable peace and the sustainability of the Final Agreement 
must overcome a wheatear of polarization and skepticism, and some 
persistent violence, it, notwithstanding the great advances got to the 
building peace.
KEY WORDS
Land restitution program, Transitional Justice, Corrective Justice, 
Post-Conflict.
INTRODUCCIÓN
El Acuerdo Final de Paz entre el Gobierno Nacional y las FARC se constituye, 
sin duda, en un hito histórico en la historia de Colombia y en los conflictos 
armados en el mundo. En últimas, las partes concuerdan en considerar que 
este es tan solo el inicio de una serie de transformaciones en el ámbito polí-
tico, económico y social que se deberán gestar en los años siguientes para 
el logro de una paz duradera y estable. Por eso, dentro de los puntos más 
importantes del Acuerdo, cobra una gran centralidad la cuestión agraria, 
bajo el entendido de que las desigualdades históricas que afectan, princi-
palmente, incluso hoy en día, a los campesinos del país.
Las bases del punto uno, sobre la reforma rural integral, involucran de 
manera significativa un tema de la mayor importancia: la restitución de 
tierras a las víctimas del conflicto que tuvieron que abandonar sus predios 
por causa del conflicto armado. En Colombia, la acción de restitución de 
tierras ha tenido un desarrollo anterior a la firma del Acuerdo Final de Paz y 
encuentra su origen en la política de reparación integral a las víctimas del 
conflicto en el marco de los parámetros que ha establecido el Estado para 
configurar un modelo de justicia transicional.
Pues bien, en el siguiente trabajo efectúo una caracterización de los 
propósitos y mecanismos que se establecen en el Acuerdo Final de Paz en 
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lo que respecta a la reforma rural integral, para, a partir de allí, reflexionar 
sobre la restitución de tierras y los retos principales que debe superar para 
constituirse en un vehículo adecuado para objetivos que esta pretende en 
el escenario actual.
El planteamiento que defiendo es que la acción de restitución de tierras 
es un componente estratégico de gran importancia para el cumplimiento 
de los objetivos de justicia social que establece el Acuerdo Final de Paz y, en 
esa medida, su capacidad institucional debe ser mantenida y optimizada 
para articularse con los propósitos de la Reforma Rural Integral. En efecto 
sus resultados han contribuido al restablecimiento de derechos, a la reso-
lución pacífica de los conflictos sobre el territorio, a establecer sinergias 
entre las autoridades locales y nacionales con la finalidad de brindar soste-
nibilidad a los retornos y mejorar las condiciones de vida de los campesinos 
y llegar a las zonas donde el Estado no ha tenido una presencia significa-
tiva; aspectos que, sin duda, contribuyen a cimentar las bases de una paz 
con enfoque territorial. 
Dentro de los principales retos destaco la necesidad de sellar un 
consenso frente a su legitimidad, necesidad e importancia, fundamento 
imprescindible de la desactivación de la espiral de violencia que hoy en 
día, a pesar de los avances significativos que se han dado con la firma del 
Acuerdo Final de Paz, persisten en gran parte del territorio nacional. Sin duda, 
esto implicaría lograr el reto de expandir su radio de acción e incrementar 
su eficiencia. Por último, destaco la necesidad de lograr que las tensiones 
por el territorio se resuelvan a través de la apertura democrática, el respeto 
de la cultura y los intereses de las comunidades y la convivencia armónica 
entre diferentes modelos de desarrollo dentro de los que se incluye, por 
supuesto, el de la economía campesina, aspecto que ya incorpora el texto 
del Acuerdo Final de Paz.
El texto se divide en tres partes: en la primera se hace un análisis de 
la restitución de tierras en perspectiva para identificar lo definitorio de su 
importancia, luego se rastrean sus orígenes y resultados más destacados 
desde su puesta en marcha en la historia reciente, para después ubicarla 
conceptualmente en el marco del Acuerdo Final de Paz y, por último, se 
destacan las líneas más significativas de los retos de la acción de restitu-
ción de tierras en este marco. 
DESAFÍOS DE LA RESTITUCIÓN DE TIERRAS EN COLOMBIA
184
1. Antecedentes y contexto de la restitución de 
tierras en Colombia
La persistencia del conflicto armado en Colombia significó la continua 
vulneración de los derechos humanos de las personas, entre ellos el de la 
privación arbitraria de la propiedad y vivienda. Varios estudios han estable-
cido conexiones estrechas entre este fenómeno y la concentración de la 
propiedad rural en zonas en las que las élites políticas y económicas son 
muy poderosas (Reyes, 1988). A su vez, la concentración se asocia a la 
desigualdad social y esta última es considerada como una de las causas 
estructurales del conflicto armado. 
Aunque aún existen discusiones sobre la dimensión real del universo de 
las víctimas despojadas de sus tierras (de acuerdo con la tercera encuesta 
nacional de verificación de los derechos de la población desplazada, las 
hectáreas despojadas o forzadas a dejar en abandono por causa del 
desplazamiento en el periodo comprendido entre los años 1980 y 2010 
ascendió a cerca de 6,6 millones de hectáreas, sin contar los territorios 
colectivos) (Comisión de seguimiento a la política pública sobre desplaza-
miento forzado, 2010), lo cierto es que se ha logrado un consenso entre 
expertos y académicos frente al hecho de que la acción de los grupos 
armados profundizó este fenómeno hasta volverlo masivo. Además, al 
contrastar las zonas más afectadas por el conflicto se encuentran coin-
cidencias entre el desplazamiento forzado y la presencia de diferentes 
tipos de megaproyectos económicos tales como minería, palma, petróleo, 
banano, coca, ganadería extensiva, lo que implica la configuración de un 
desalojo por razones políticas, pero con fines económicos (Molano, 2005) 
(Victorino, 2011).
En este punto, el balance final de las «reformas agrarias», lideradas por 
el Estado desde las postrimerías de la década de los treinta en el siglo XX, 
han jugado un rol ambivalente que, en últimas, han favorecido un modelo de 
desarrollo en beneficio de la gran empresa y en desmedro de la economía 
campesina. 
El resultado combinado de la reforma agraria y las inversiones en la 
agricultura comercial fue la consolidación de una estructura agraria 
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dual, en la cual la agricultura campesina se especializa en la produc-
ción de alimentos populares y el aporte de mano de obra migrante, 
mientras la agricultura empresarial busca mayores márgenes de 
rentabilidad en las exportaciones y la producción de materias primas 
industriales, encadenadas al ciclo de procesamiento y distribución 
de las empresas multinacionales (Reyes, 1988, p. 16).
En parte la inexistencia de una jurisdicción agraria explica por qué los 
conflictos sociales relacionados con la tierra no se canalizaron a través de 
vías institucionales, sino que se tranzaron a través de la violencia. Lamen-
tablemente hoy en día, el país sigue sin instaurar una verdadera justicia 
agraria que contribuya a darle sostenibilidad al Acuerdos de Paz reciente-
mente suscritos entre el Gobierno Nacional y las FARC y, de esta forma, 
evitar la vuelta a la violencia. 
Los antecedentes más importantes del intento por conformar una juris-
dicción agraria se pueden encontrar en la Ley 30 de 1988. Más allá de las 
cuestiones técnicas y jurídicas que contemplaba esta iniciativa legisla-
tiva que nunca se hizo realidad, se destacan algunos aspectos como la 
búsqueda del objetivo de «implantar la justicia en el campo, de manera 
que los problemas y las relaciones que atañen a la producción, al cambio 
y la distribución de la riqueza agraria, estén bajo patrones de equidad», a 
través de 1) la simplificación de los procesos agrarios; 2) la adopción de 
una jurisdicción especializada en beneficio del campesino, reconociéndole 
una protección reforzada; 3) Autonomía de la jurisdicción especializada 
respecto del derecho ordinario para promover la eficiencia y celeridad en la 
resolución de conflicto; 4) la conformación de una jurisprudencia auténti-
camente agraria donde jueces y magistrados aplican objetivos, principios 
y criterios de justicia propios de ésta; 5) la adopción de una organización 
flexible para ampliarse, restringirse o adecuarse a las circunstancias; 6) 
dotar de amplios poderes al juez para proteger a la parte más débil de las 
relaciones agrarias. 
Algo similar podría efectuarse con el Decreto 2303 de 1989, a través 
del cual se establecieron los rasgos generales del Estatuto de la jurisdic-
ción agraria y que, al igual que la Ley 30 de 1989, nunca se materializó: 
1) consagrar como un deber el cultivo de la tierra, así como que la explo-
DESAFÍOS DE LA RESTITUCIÓN DE TIERRAS EN COLOMBIA
186
tación económica debe cumplir una función social de la propiedad; 2) el 
establecimiento de contenidos y finalidades sociales y de desarrollo econó-
mico de las instituciones agrarias; 3) la consagración de reglas sustantivas 
y procesales para proteger al campesino y las comunidades indígenas en 
las relaciones jurídicas de tenencia de la tierra y producción agrícola; 4) la 
inclusión de medidas para la conservación de recursos naturales y renova-
bles y del medio ambiente rural, así como la protección de la producción 
agraria como base de la seguridad alimentaria; y 5) la incorporación del 
principio de la prevalencia de lo agrario, que implica darle preponderancia 
a la competencia de esta jurisdicción cuando hay conflicto sobre otros 
bienes que no son agrarios (Ramos, 2004).
Si bien es cierto que desde mediados de la decada de los noventas del 
siglo pasado, el Estado colombiano emprendió esfuerzos para atender 
a la población desplazada por el conflicto armado, solo con la Ley 1448 
de 2011 se instaura un mecanismo para la restitución de tierras en favor 
de las víctimas, que como se mostrará en los apartados posteriores del 
presente escrito, ha sido el más efectivo hasta el momento. Es decir, si 
se tiene en cuenta el momento histórico anterior a la Ley 1448 de 2011, 
es posible advertir las enormes dificultades del Estado para reconocer y 
reparar a las víctimas en lo que se refiere de manera específica a la resti-
tución de tierras.
En ese sentido, si bien fueron importantes, resultaron insuficientes las 
medidas contempladas en la Ley 387 de 1997, entre las cuales se destaca 
la adopción de un mecanismo de protección de predios en favor de las 
personas desplazadas por la violencia ante la inminencia de situaciones 
de riesgo o de vulneración de derechos asociadas al conflicto armado. El 
mecanismo, de clara naturaleza preventiva, tenía como efecto principal 
evitar la enajenación del predio en favor del propietario que solicitaba la 
protección, o advertir a la comunidad en general del abandono del predio 
por causas asociadas al conflicto cuando la relación de la víctima con 
este fuera distinto al de propiedad. Dicha medida consistía, entonces, en 
la anotación respectiva en el folio de matrícula inmobiliaria del predio por 
parte de la Oficina de Instrumentos Públicos (En Colombia, como en aque-
llos países de tradición latina, un sujeto es propietario de un inmueble solo 
si satisface dos condiciones: acredita un título de transferencia de dominio, 
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que en este caso es la escritura pública y, por otra parte, efectúa la inscrip-
ción de dicho título en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos a 
través del folio de matrícula inmobiliaria), previa solicitud elevada por el 
Instituto Colombiano para el Desarrollo Rural INCODER (hoy en liquida-
ción), entidad encargada de tramitar el requerimiento de protección de 
las personas desplazadas, que a su vez tenía la función de administrar 
el RUPTA (Registro Único de Predios y Territorios Abandonados), donde 
procedía a inscribir a las personas y predios presuntamente abandonados.
A pesar de las limitaciones de este mecanismo, su puesta en marcha 
contribuyó a visibilizar la magnitud del abandono de tierras en el país, y en 
buena medida se constituyó en un antecedente importante de la política de 
restitución de tierras posterior. Así, por ejemplo, de acuerdo con cifras de 
31 de julio de 2010, existían 3.877.653 millones de hectáreas que habían 
sido protegidas a través del RUPTA (Victorino, 2011), lo que, sin duda, da 
cuenta del carácter masivo y sistemático del desplazamiento forzado y su 
impacto en la afectación de derechos sobre el territorio. 
2. Medios y mecanismos de la restitución de 
tierras a partir de la Ley 1448 de 2011
La Ley 1448 de 2011, denominada Ley de Víctimas, puso en marcha el 
sistema de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas, que 
incluye dentro de sus mecanismos el procedimiento especial de la acción 
de restitución de tierras, estableciendo que este se implementaría de forma 
progresiva comenzando por zonas priorizadas, atendiendo a la situación 
de seguridad, la densidad histórica del despojo y la existencia de condi-
ciones para el retorno.
Antes de la promulgación de la Ley 1448 de 2011, la Corte Constitu-
cional Colombiana había identificado la existencia de un vacío jurídico e 
institucional que profundizaba la crisis humanitaria y la vulneración de los 
derechos de las personas víctimas del desplazamiento forzado, quienes 
no contaban con un mecanismo ágil y diferenciado que le garantizara sus 
derechos a la tierra y al patrimonio. Así, por ejemplo, a través de varias provi-
dencias, conminó al Estado a 1) esclarecer la verdad sobre la magnitud del 
despojo; 2) incorporar en instrumentos jurídicos las modalidades y efectos 
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de los abandonos y despojos de tierras ocurridos en el marco del conflicto 
armado; 3) identificar reformas institucionales y normativas que fueran 
necesarias para asegurar la restitución de bienes a la población despla-
zada; 4) diseñar y poner en marcha un mecanismo especial para recibir, 
tramitar y resolver las solicitudes de restitución de tierras de las víctimas 
de abandonos o despojos, teniendo en cuenta las distintas formas de rela-
ción jurídica de la población desplazada con los predios abandonados 
(propiedad, posesión, tenencia, etc.) (Auto- 08, 2009). De igual manera, este 
Alto Tribunal estableció que las personas que se encuentran en situación 
de desplazamiento forzado, y que han sido despojadas violentamente de su 
tierra, tienen el derecho fundamental a que el Estado conserve su derecho 
a la propiedad o posesión y les restablezca el uso, goce y libre disposición 
del mismo; en ese mismo sentido, se adujo que debido al carácter refor-
zado de este derecho, la acción de tutela (recurso de amparo) se constituía 
en un mecanismo idóneo para lograr su exigibilidad, con lo cual se enfa-
tizó en que los mecanismos de restitución de tierras tenían una naturaleza 
constitucional (Corte Constitucional, T- 821- 2007).
La restitución de tierras opera a favor de las víctimas de infracciones al 
DIH o a los DDHH, ocurridas a partir del 1 de enero de 1991, con ocasión del 
conflicto armado interno, y de las que se derive de manera directa o indi-
recta un abandono o despojo forzado de tierras. El proceso de restitución 
de tierras, actualmente, consta de dos etapas a saber: una administrativa 
que está a cargo de una entidad especializada denominada Unidad de 
Restitución de Tierras, y una judicial a cargo de los jueces o magistrados 
especializados en restitución de tierras, quienes conocen exclusivamente 
de estos procesos. De acuerdo con esta estructura, el proceso tiene una 
naturaleza mixta, en la que corresponde a la Unidad, entre otras, la función 
de recibir y decidir sobre las solicitudes efectuadas por víctimas de despojo 
o abandono de tierras con ocasión del conflicto armado, de inscripción de 
un predio en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosa-
mente. Este primer paso es muy importante dado que, para poder presentar 
la solicitud de restitución ante el Juez especializado, el predio objeto de 
restitución debe estar incluido previamente en dicho Registro. 
Durante la etapa administrativa, la Unidad de Restitución de Tierras 
identifica física y jurídicamente los predios, construye un contexto de los 
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hechos victimizantes, individualiza a las víctimas y a sus núcleos fami-
liares, establece la relación jurídica de la víctima con la tierra y establece 
los hechos de despojo y/o abandono forzado. Su trabajo culmina con la 
decisión de incluir o no a los solicitantes y a los predios objeto del trámite 
en el Registro de Tierras. Agotada la etapa administrativa, los jueces o 
magistrados especializados en restitución de tierras decidirán, mediante 
sentencia, sobre las solicitudes de restitución de tierras, determinando 
si esta es procedente jurídica y materialmente. En los casos en que la 
restitución del bien resulta imposible, podrán ordenar compensaciones 
a favor de la víctima o a favor de terceros cuando estos demuestren la 
buena fe exenta de culpa, es decir, que accedieron al predio sin conocer 
que este había sido despojado o abandonado, a pesar de haber agotado 
todos los medios a su alcance y la diligencia respectiva para verificar esta 
situación.
En el marco del proceso establecido en la Ley 1448 de 2011, se identi-
fican una serie de medidas que facilitan el camino a la restitución de tierras 
a las víctimas del conflicto. Así por ejemplo se consagran que estas tendrán 
derecho a la representación judicial frente a la justicia especializada por 
parte de la Unidad de Restitución de Tierras si así lo solicitan. De igual forma 
se consagra la gratuidad del proceso en todas sus etapas y la posibilidad 
de que las víctimas acudan directamente y sin necesidad de representante 
ante los jueces especializados. Igualmente, se adoptan medidas comple-
mentarias a la restitución jurídica y material, como la compensación, el 
alivio financiero de deudas sobre el predio, los proyectos productivos y el 
acceso preferente al subsidio de vivienda, todas encaminadas a garantizar 
la sostenibilidad de la restitución, así como el retorno efectivo. En el ámbito 
procedimental se destacan: la inversión de la carga de la prueba en favor 
de las víctimas de despojo, la incorporación de presunciones de despojo o 
abandono forzado para facilitar la decisión del juez frente a los hechos no 
conocidos en el proceso y la presunción de pruebas fidedignas respecto 
del material probatorio que ponga en conocimiento la Unidad de Restitu-
ción al juez, en la etapa judicial.
Durante la vigencia de la Ley 1448 de 2011, y con corte al 31 de mayo 
de 2017, los jueces y magistrados especializados en restitución de tierras 
han proferido 2.517 sentencias que resuelven 5.138 casos de despojo o 
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abandono, y que abarcan 213.272 hectáreas. Por otra parte, la Unidad 
de Restitución de Tierras ha recibido 103.892 solicitudes de inclusión al 
Registro de Tierras, de las cuales 59.891 han sido habilitadas para que 
se adelante el trámite administrativo, de las cuales 44.655 han culmi-
nado dicho trámite y finalmente 18.603 han sido incluidas en el Registro 
de Tierras. Además, existen 13.811 casos pendientes de decisión judicial 
(Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras, 
2017). 
Es importante mencionar que, debido a que la restitución de tierras 
inicia en medio del conflicto armado, la Ley 1448 de 2011 establece 
que esta deberá hacerse de forma gradual y progresiva comenzando 
por aquellas zonas donde haya condiciones de seguridad y garantías 
para el retorno. Para lograr dicho objetivo, las normas reglamentarias de 
la acción de restitución establecen que el trámite administrativo de las 
solicitudes de inclusión en el Registro de Tierras Despojadas solo podrá 
efectuarse respecto de zonas focalizadas, es decir, aquellas habilitadas 
por el Ministerio de Defensa Nacional a través de la «macrofocalización» 
y, por otra parte, aquellas que se encuentren en zonas «microfocalizadas», 
es decir, aquellas priorizadas por Comités Regionales de naturaleza inte-
rinstitucional, que determinan qué zonas en los municipios satisfacen las 
condiciones anotadas para que la institucionalidad pueda intervenir en los 
territorios (Gobierno Nacional, 2015). Al día de hoy, debido a que las condi-
ciones de seguridad en el país han mejorado desde las negociaciones 
entre el Gobierno Nacional y las FARC, gracias al innegable desescala-
miento gradual de la violencia, desde el mes de mayo de 2016 todo el 
territorio Nacional ha sido macrofocalizado y se han microfocalizado más 
zonas dentro del territorio nacional, principalmente algunas zonas del sur 
del país con presencia histórica de las FARC (Molano, 2016).
De igual manera, es importante precisar que las cifras expuestas 
contrastan con los resultados de la implementación de la Ley 975 de 2005, 
norma de justicia transicional a través de la cual se le podrían otorgar 
beneficios a los desmovilizados pertenecientes a grupos armados ilegales, 
consistentes principalmente en rebajas de penas. La adopción de esta 
norma coincide con las desmovilizaciones de grupos paramilitares propi-
ciadas por algunas negociaciones que lideró con este grupo el expresidente 
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Álvaro Uribe Vélez (2002-2006 y 2006-2010). Dicha norma fue bastante 
cuestionada en su momento por la comunidad internacional debido a que 
los beneficios penales a los victimarios no se encontraban supeditados a 
exigencias serias en materia de verdad, justicia y reparación a las víctimas. 
Incluso la Corte Constitucional de Colombia, por ejemplo, a través de la 
Sentencia C-330 de 2016, declaró inexequibles varias de sus disposi-
ciones debido a que vulneraban los derechos de las víctimas y favorecían 
la impunidad. A la luz de esta norma no se contemplaban mecanismos 
de reparación a las víctimas, sin embargo, a través de la jurisprudencia 
constitucional, se introdujo en su procedimiento un incidente de reparación 
integral. A pesar de esto, y tras ocho años de implementación, es decir, 
para el año 2013, a través de esta jurisdicción especial solo se profirieron 
14 sentencias por parte de los Magistrados Especializados, de las cuales 
tan solo en 11 casos se encontraba en trámite el incidente de reparación 
(Editorial El Tiempo, 2013).
2.1 El lugar de la restitución de tierras tras la 
suscripción del Acuerdo final entre el Gobierno  
y las FARC
Finalmente, después de casi cinco años de negociaciones, el Gobierno 
Nacional, en cabeza del presidente de la República Juan Manuel Santos 
(2010-2014 y 2014-actual), y la guerrilla de las FARC, suscribieron el Acuerdo 
Final de Paz el 24 de noviembre de 2016. Las partes lograron superar varios 
obstáculos a la negociación, el más importante, que el 50.21% de quienes 
votaron en el plebiscito de 2 de octubre de 2016, aproximadamente 
6.431.376 personas, decidieron no apoyar el Acuerdo que se había logrado 
el 24 de agosto de ese mismo año. Tras la inesperada derrota del Acuerdo 
en los comicios, las partes tenían el reto de enfrentar la polarización exis-
tente y sacar adelante la negociación, para lo cual decidieron convocar a 
los opositores al proceso de paz para que formularan sus observaciones y, 
en lo posible, incorporarlas a un nuevo Acuerdo. 
El nuevo Acuerdo se firmó casi dos meses después del plebiscito del 2 
de octubre de 2016 y posteriormente a través de decisiones judiciales, se 
dio vía libre a su implementación. Retrospectivamente podría afirmarse 
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que este salió fortalecido ante la ciudadanía debido a que los medios de 
comunicación revelaron que la oposición al proceso, a través de su jefe 
de campaña Juan Carlos Vélez, había incurrido en estrategias tergiver-
sadoras que conllevaron a un engaño generalizado de la ciudadanía, a 
través de estrategias comunicativas basadas en mentiras y engaños para 
generar en los votantes indignación en vez de explicar el contenido de 
los Acuerdos (La República, 2016). Por otra parte, quedó en evidencia la 
incapacidad de la oposición para efectuar propuestas razonables al dicho 
contenido. 
En todo caso, el Acuerdo Final conservó la columna vertebral del 
que fue derrotado en las urnas. De allí que también se constituye princi-
palmente en la suma de cinco puntos: 1) sobre la reforma rural integral, 
2) sobre participación política, 3) sobre cese al fuego y dejación de armas, 
4) sobre solución al problema de las drogas ilícitas, 5) sobre las víctimas 
del conflicto y 6) sobre los mecanismos de implementación y verificación.
De esta manera, el Acuerdo Final se entiende sobre todo como un 
presupuesto para lograr transformaciones estructurales en la sociedad 
que eviten la vuelta al conflicto armado. Se espera que la transición 
política contribuya a la integración territorial y al fortalecimiento de la 
democracia:
El fin del conflicto supondrá la apertura de un nuevo capítulo de 
nuestra historia. Se trata de dar inicio a una fase de transición que 
contribuya a una mayor integración de nuestros territorios, una mayor 
inclusión social —en especial de quienes han vivido al margen del 
desarrollo y han padecido el conflicto— y a fortalecer nuestra demo-
cracia para que se despliegue en todo el territorio nacional y asegure 
que los conflictos sociales se tramiten por las vías institucionales, 
con plenas garantías para quienes participen en política (Gobierno 
Nacional y FARC, 2016, p. 6).
En este contexto, debe entenderse por qué el Acuerdo Final de Paz adopta 
como uno de sus ejes centrales y transversales el enfoque territorial, bajo 
el cual se reconoce la importancia social e histórica de los territorios, su 
diversidad y cultura, lo que conlleva a devolverle el protagonismo a las 
comunidades que los habitan para que adopten las decisiones encami-
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nadas al mejoramiento de sus condiciones de vida, logrando así integrar la 
visión urbana con la rural.
En lo que respecta al punto 1, se considera que la paz implica la trans-
formación estructural del campo:
El desarrollo integral del campo depende de un adecuado balance 
entre las diferentes formas de producción existentes —agricultura 
familiar, agroindustria, turismo, agricultura comercial de escala—; de 
la competitividad y de la necesidad de promover y fomentar la inver-
sión en el campo con visión empresarial y fines productivos como 
condición para su desarrollo (Gobierno Nacional y FARC, 2016, p. 12).
Bajo la cual se busca lograr el bienestar de las personas en contextos 
favorables a la integración regional, la erradicación de la pobreza, la 
promoción de la igualdad, el cierre de la brecha entre el campo y la ciudad, 
y la reactivación del campo, especialmente de la economía campesina 
con la finalidad de garantizar el derecho a la alimentación y la adopción 
de medidas para que estas coexistan con otras formas de producción. 
El cumplimiento de estos propósitos conllevaría a reversar las causas 
históricas del conflicto, entre ellas la concentración de la propiedad y la 
exclusión del campesinado. Entre los medios escogidos para estos propó-
sitos sobresale el acceso a bienes públicos y programas que acompañen 
el acceso a tierras, como lo establece el principio de integralidad, la regu-
larización de la propiedad y el restablecimiento de los derechos de las 
víctimas del desplazamiento y del despojo, y la reversión de los efectos 
del conflicto y del abandono sobre comunidades y territorios (Gobierno 
Nacional y FARC, 2016).
Este punto se rige, además, por los principios de bienestar y buen vivir, 
así como los de igualdad de género, bajo el cual se busca que la política 
proporcione igualdad de oportunidades a hombres y mujeres, asegurando 
para estas una mayor participación. Finalmente, de acuerdo con el prin-
cipio de priorización, se espera que el desarrollo agrario integral priorice 
a la población y los territorios más necesitados y vulnerables, en especial 
aquellos más golpeados por la violencia, con acceso a bienes públicos y 
programas que acompañan el acceso a tierras.
DESAFÍOS DE LA RESTITUCIÓN DE TIERRAS EN COLOMBIA
194
El principio de democratización del acceso y uso adecuado de la tierra 
establece:
(...) mecanismos y garantías que permitan que el mayor número 
posible de hombres y mujeres habitantes del campo sin tierra o 
con tierra insuficiente puedan acceder a ella y que incentiven el uso 
adecuado de la tierra con criterios de sostenibilidad ambiental, de 
vocación del suelo, de ordenamiento territorial y de participación de 
las comunidades. Con ese propósito y de conformidad con lo acor-
dado en el punto 1.1.1 Fondo de Tierras para la RRI (3 millones de 
hectáreas) y, en el punto 1.1.5., Formalización masiva de la Propiedad 
Rural (7 millones de hectáreas), durante los próximos 12 años habrá 
una extensión objeto de la Reforma Rural Integral de 10 millones de 
hectáreas. En todo caso, la meta de formalización se cumplirá dentro 
de los primeros 10 años y la formalización en los PDET dentro de los 
próximos 7 años (Gobierno Nacional y FARC, 2016, pp. 13-14).
El Acuerdo Final de Paz formula que el Estado deberá conformar un fondo 
de tierras equivalente por tres millones de hectáreas, el cual se alimentará 
de aquellas que han sido indebida e ilegalmente adquiridas, baldíos apro-
piados y ocupados contraviniendo la legislación vigente, tierras donadas 
y aquellas con vocación agropecuaria que resulten de la actualización 
de las zonas de reserva forestal. Los mecanismos jurídicos para obtener 
estos recursos serían, entre otros, los que contempla la normatividad 
vigente: la extinción administrativa de dominio para tierras inexplotadas 
que incumplan la función social y ecológica de la propiedad, la expropia-
ción con indemnización por motivos de interés social o de utilidad pública 
y la sustracción de tierras en áreas de reserva forestal. Se espera que el 
fondo de tierras se convierta en el insumo principal de los programas de 
acceso a la tierra para pequeños y medianos productores de forma indivi-
dual o asociativa. Del Acuerdo también surge la obligación del Estado de 
llevar a cabo programas de subsidio y crédito integral, así como medidas 
complementarias encaminadas a fortalecer la producción y la sosteni-
bilidad de las familias. El Acceso a tierras también dispone de medidas 
encaminadas a la formalización masiva de la pequeña propiedad respecto 
de los campesinos que ocupan predios, pero no poseen un título que 
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reconozca sus derechos sobre el mismo. De igual manera, se establece 
la obligación de formular un recurso judicial ágil y expedito para que los 
campesinos puedan defender sus derechos sobre la tierra y tramitar sus 
conflictos.
Los propósitos aquí expuestos, así como los mecanismos descritos, 
se implementarán a través de los denominados Programas de Desarrollo 
con enfoque territorial PDET, los cuales se adelantarán, primero, en las 
zonas más pobres y afectadas por el conflicto, exista históricamente una 
debilidad institucional y administrativa y haya cultivos ilícitos. A través 
de los PDET, que contarán con la participación de las comunidades, se 
busca lograr la infraestructura necesaria para la adecuación de tierras, 
lograr el desarrollo social y canalizar los estímulos a la producción agro-
pecuaria y economía solidaria y cooperativa.
En este marco, las partes acordaron fortalecer la restitución de tierras 
a la población víctima del conflicto, que se ha venido implementando 
desde 2012, y potencializar su dimensión como mecanismo de la repara-
ción colectiva. En esa medida, su carácter transformador debe articularse 
a los objetivos de la reforma rural integral a través de los PDET. El presu-
puesto de esta idea descansa en considerar que la restitución de tierras no 
solo tiene una dimensión correctiva, sino que su desenvolvimiento puede 
tener una dimensión más amplia que le asigna un rol protagónico en la 
consecución de objetivos de justicia social, que en últimas contribuye a 
desescalar el espiral de violencia y contrarrestar las causas estructurales 
del conflicto.
Lo anterior puede fundamentarse en algunos extractos del Acuerdo 
Final de Paz que al respecto sostienen: «con el fin de fortalecer y dina-
mizar los procesos de restitución de tierras, hemos acordado que se 
garantizará la articulación de estos y los procesos de reparación colec-
tiva, los programas de desarrollo con enfoque territorial y los planes y 
programas que se deriven de la implementación del Acuerdo Final» 
(Gobierno Nacional y FARC, 2016, p. 184).
Así las cosas, en el apartado siguiente se expondrán algunas líneas 
gruesas de lo que podría denominarse como los retos más apremiantes 
de la restitución de tierras en la implementación del Acuerdo Final:
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3. Retos de la restitución de tierras a partir del 
Acuerdo Final
3.1 El logro del consenso político: entre aliados  
y detractores
A pesar de la importancia que cobra la acción de restitución de tierras en 
el cumplimiento de los objetivos del Acuerdo Final, algunos sectores polí-
ticos ponen en entredicho su naturaleza, llegando incluso a proponer su 
desaparición o reformas estructurales encaminadas a limitar su alcance. 
Por tal razón, el reto principal consiste en fortalecer el consenso en torno a 
la necesidad de dinamizar sus procedimientos y articularla a los objetivos 
de la reforma rural integral.
Entre los actores que generan disenso se encuentra la postura asumida 
por algunos sectores del empresariado rural y de algunas élites políticas y 
económicas regionales, quienes públicamente han descalificado la acción 
de restitución de tierras en el país, al considerar que esta no es más que 
una forma encubierta de darle beneficios a la subversión, como lo ha suge-
rido, por ejemplo, el presidente de la Federación Nacional de Ganaderos 
(FEDEGAN) José Feliz Laffaurie, quien, además, ha planteado que quienes 
interponen solicitudes de restitución de tierras no son víctimas del conflicto 
sino oportunistas. Estos planteamientos han tenido eco en personalidades 
políticas como María Fernanda Cabal —esposa de Laffaurie y congresista 
de la República—, que permanentemente efectúa debates de control polí-
tico a los funcionarios que lideran la política de restitución de tierras. De 
igual manera, es evidente la afinidad de esta posición con la que se expresa 
Alejandro Ordoñez Maldonado. 
En sus discursos, estas personalidades dicen defender a los legítimos 
dueños de la propiedad de la tierra que se han visto obligados a entregarla 
después de que se adelantaron los procesos de restitución de tierras ante 
los jueces. Sin embargo, estos cuestionamientos se dan en un contexto 
en el que se ha documentado que la restitución de tierras se ha efectuado 
en zonas de reconocido dominio de grupos paramilitares, en las que hoy 
en día algunos de sus miembros o personas que guardaron relación con 
estos grupos, se oponen a los procesos judiciales que los obliga a devolver 
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la tierra. Esa oposición puede llegar, incluso, a ser violenta como efectiva-
mente lo hacen los «Ejércitos anti restitución de tierras», organizaciones 
armadas ilegales que mantienen alianzas con grupos paramilitares o 
propietarios acaudalados que recurren a las vías de hecho y a quienes 
se atribuye, incluso, el homicidio de defensores de derechos humanos o 
líderes de restitución de tierras. 
Por otra parte, entre los elementos que aportan al consenso, se encuen-
tran los pronunciamientos de la Corte Constitucional a través de los cuales 
se afirma la importancia de la restitución como mecanismo preferente y 
autónomo de reparación a las víctimas del conflicto armado interno, cuyos 
instrumentos y medidas satisfacen criterios de razonabilidad y proporcio-
nalidad en el marco de la justicia transicional. Así, por ejemplo, a través de 
las sentencias C-252 de 2012 y C-253 A de 2012, se plantea que los requi-
sitos establecidos en la Ley 1448 de 2011, que determinan la titularidad de 
este derecho tales como la limitación temporal de afectaciones ocurridas 
desde 1991 y el hecho de que estas hayan sido causadas por el conflicto 
armado, son razonables e idóneos, ya que impiden que se pueda reabrir 
de manera indefinida el debate sobre los derechos adquiridos respecto de 
los predios despojados, a la vez que es proporcional, pues cobija el periodo 
histórico en el cual se produce el mayor número de víctimas de despojos y 
desplazamientos, mientras que, a través de las sentencias C-715 de 2012 
y C-820 de 2012 se describen los elementos definitorios de la acción de 
restitución de tierras como recurso judicial efectivo e idóneo para hacer 
justiciable el derecho fundamental a la restitución de tierras, en los que 
se considera necesario que esta se someta a los imperativos de gradua-
lidad y progresividad, comenzando por los territorios que cuentan con 
condiciones de seguridad para garantizar el retorno de las víctimas, para la 
intervención institucional de las entidades encargadas de llevarla a cabo y 
donde existe un mayor número de casos de despojo o abandono forzoso 
de tierras, como se estableció a través de las sentencias C-017 de 2015 y 
679 de 2015.
La restitución de tierras también es defendida y legitimada por amplios 
sectores de la sociedad civil, Organizaciones No Gubernamentales, comu-
nidad internacional y asociaciones de víctimas. Incluso, algunas de estas 
organizaciones proporcionan financiación y asistencia técnica a la política 
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para optimizar sus tiempos y resultados, o directamente participan de los 
procedimientos establecidos en la Ley para garantizar los derechos de las 
víctimas a través de acompañamiento jurídico. Si bien, eventualmente, estos 
pueden formular algunas críticas, estas están encaminadas a volverla más 
ágil o que amplíe su radio de cobertura en el territorio, partiendo de la nece-
sidad de fortalecerla o hacerla más efectiva, atendiendo a su importancia 
medular en la política de reparación integral del Estado, el esclarecimiento 
de la verdad y la sanción a los responsables.
4. Desactivar el espiral de violencia y fortalecer 
las condiciones de seguridad
Buena parte de la implementación de la restitución de tierras en el país 
se ha dado en medio del conflicto armado. Si bien es cierto que desde el 
inicio de las negociaciones de paz con el Gobierno Nacional ha habido 
una disminución de la violencia, solo hasta el mes de junio de 2017 se 
da la entrega de armas por parte de las FARC. Por otra parte, aún existen 
otros actores armados ilegales como la guerrilla del Ejército de Liberación 
Nacional (ELN), grupos paramilitares y nuevas bandas emergentes que 
aún mantienen vivo el conflicto armado.
De acuerdo con esto, los obstáculos más significativos para la restitu-
ción de tierras en el país han sido la situación de violencia en las regiones 
y la contaminación de los territorios con minas antipersonales. Precisa-
mente, en 2013 Colombia ocupaba el segundo lugar de los países con 
mayor número de víctimas militares en el mundo y el sexto lugar en la lista 
de países con mayor número de víctimas por minas antipersonal, después 
de Afganistán, Libia, Yemen, Siria y Ucrania (Programa Presidencial para 
la Acción Integral contra Minas Antipersonal-PAICMA, 2013). La presencia 
de minas antipersonales retrasa los tiempos de la acción de restitución, 
impide que el Estado intervenga en los territorios y obstaculiza el retorno 
de las víctimas de despojo y abandono forzado.
Por otra parte, se tiene conocimiento de varios casos en los que líderes 
de restitución de tierras han sido asesinados, llegando a una cifra de 73 
en todo el país desde 2008 (Editorial, 2017). Es evidente que las violencias 
que persisten en el territorio e impiden la restitución de tierras implican que 
Andrés-MAuricio GuzMán-rincón
199
se extienda el consenso en torno a la renuncia de violencia por todos los 
actores sociales e, independientemente de su concepción política, presten 
apoyo al proceso de paz y a los mecanismos y esfuerzos establecidos 
para mermar todo tipo de violencia, que incluyen, obviamente, iniciativas 
para desminar el territorio y, de esta manera, lograr que la restitución de 
tierras pueda operar en todo el territorio nacional luego de que se den las 
condiciones de seguridad necesarias para que las víctimas logren retornar. 
De igual manera, se requieren ajustes institucionales para optimizar la 
protección de los líderes y defensores de derechos humanos frente a las 
presiones y amenazas que imponen actores armados.
5. Las tensiones por el control del territorio: 
las víctimas, el capitalismo global y el medio 
ambiente
Como se pudo apreciar en el apartado 1 del presente documento, algunos 
actores económicos poderosos y las élites políticas que los respaldan 
desafían la restitución de tierras debido a que estos tienen intereses econó-
micos sobre el territorio, al pretender un modelo de desarrollo dirigido a la 
explotación de hidrocarburos y minería a gran escala, así como grandes 
obras de infraestructura. Hay que advertir que muchos capitales se han 
construido a partir del despojo de tierras, el abandono forzado y la concen-
tración de la propiedad.
Esta tensión se manifiesta, por ejemplo, a través de la sentencia C-035 
de 2016, donde la Corte Constitucional declaró inexequibles algunas 
normas de la Ley 1753 de 2015, mediante la cual el Gobierno Nacional 
expidió el Plan Nacional de Desarrollo de la vigencia 2014-2018 «Todos por 
un nuevo país». Las normas declaradas inexequibles dictaban que cuando 
hubiese lugar a la restitución de tierras respecto de un predio integrante de 
los Proyectos de Interés Nacional y Estratégicos (PINE), en los que se llevan 
a cabo labores de exploración y explotación minera, el juez especializado 
debería compensar a la víctima ordenando en su favor el otorgamiento de 
un predio de similares características. Es decir, a través de la norma se 
privilegiaba la realización del proyecto estratégico sobre el derecho a la 
restitución de tierras de las víctimas.
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En dicha sentencia, la Corte Constitucional consideró que la norma, al 
impedir que las víctimas de despojo o abandono de tierras pudiesen parti-
cipar dentro de un proceso de expropiación administrativa respecto de los 
predios ubicados en las PINES, al darles como única opción la compensa-
ción, incurría en un trato diferenciado y discriminatorio frente al resto de 
ciudadanos que sí tienen por conducto de la Constitución Nacional esta 
opción en otros procesos judiciales frente a la misma situación. De esta 
forma, para la Corte, la garantía de la expropiación pretende salvaguardar el 
derecho a la restitución de tierras, el acceso a la administración de justicia 
y el debido proceso, todo en aras de brindar un tratamiento igualitario a 
las víctimas que estén reclamando tierras superpuestas con un proyecto 
catalogado PINE.
En este caso, la Corte Constitucional logró establecer un mecanismo 
para equilibrar los intereses de las víctimas con quienes desarrollan estos 
proyectos de gran envergadura, manteniendo la prevalencia del derecho 
a la restitución de tierras. Sin embargo, este tipo de tensiones continúan 
presentándose debido a la contradicción que se presenta entre los dife-
rentes marcos regulatorios que regulan el acceso a la propiedad. De una 
lectura rápida del Acuerdo Final, pareciera que estas tensiones deberían 
resolverse con una mayor participación de las comunidades en los territo-
rios y una orientación predominante de la política agraria hacia la economía 
campesina en clave de satisfacción del derecho a la alimentación, criterios 
que deberían mantenerse para lograr una acción de restitución de tierras 
adecuada y funcional a la superación de las causas estructurales del 
conflicto.
CONCLUSIONES
• La restitución de tierras, al ser un mecanismo de justicia transicional, 
establece una serie de parámetros para lograr un adecuado balance 
entre ponerle fin al conflicto y prevenir la vuelta a la violencia y, al mismo 
tiempo, consolidar la paz mediante reformas estructurales y políticas 
incluyentes, lo que implica que los mecanismos adoptados para tal fin 
contienen medidas restaurativas y de reparación, así como otras que 
se orienten a evitar la repetición de las condiciones sociales, políticas 
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y económicas que ocasionaron el conflicto o que, de no corregirse, 
podrían hacer vanos los esfuerzos para la consecución de la paz, en la 
medida en que esta no sería estable y estaría constantemente amena-
zada. En esa medida, la reflexión sobre la restitución de tierras integra 
objetivos de justicia social que se relacionan con aspectos como el 
acceso a la propiedad de los campesinos o su reconocimiento como 
actores sociales imprescindibles en los procesos de democratización 
de las políticas agrarias.
• Esta idea se plasma con claridad en el Acuerdo Final en lo que respecta 
a los aspectos medulares de la Reforma Rural Integral. En esa medida, 
la restitución de tierras tiene la potencialidad de contribuir a la conse-
cución de objetivos como la actualización y consolidación del catastro 
nacional, la puesta en marcha de una justicia agraria especializada, y la 
financiación de políticas rurales y de economía campesina a partir de un 
fondo común. Lo anterior se evidencia en la existencia de una capacidad 
institucional instalada en la que la intervención del Estado actúa a través 
de medidas de doble propósito.
• Así, por ejemplo, en la acción de restitución de tierras existen meca-
nismos de identificación predial y georreferenciación de los predios que 
son objeto de las reclamaciones, y que emplean los jueces y magistrados 
especializados para precisar y clarificar los derechos sobre los predios, 
contribuyendo con esta labor a una mayor formalización de la titularidad 
de los derechos de propiedad y las transacciones en el campo. De igual 
forma, la acción de restitución, al contar con dos etapas (una adminis-
trativa y otra judicial), ha cosechado algunos logros importantes, ya que 
en un término relativamente corto ha logrado un significativo número de 
casos resueltos a través de sentencias judiciales.
• En este marco, la restitución de tierras tiene como reto más apre-
miante consolidar su rol protagónico en la labor de constituirse en el 
vehículo de los objetivos de justicia social de la Reforma Rural inte-
gral, teniendo en cuenta que existen actores políticos que niegan sus 
resultados y pretenden restarles fuerza a sus efectos. Este tipo de 
resistencia, incluso, se manifiesta en expresiones violentas que aún 
continúan obstaculizando su accionar en buena parte de los territo-
rios del país. Por otra parte, lograr consensos traslapados entre los 
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actores sociales para que las tensiones que se presentan en los terri-
torios tengan una orientación predominante hacia los derechos y el 
bienestar de los campesinos, donde se le restablezca el derecho de 
participar efectivamente de las decisiones que los afectan, directrices 
que, como se puede observar claramente, están en consonancia con el 
texto del Acuerdo Final de Paz.
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En el contexto de la Justicia Transicional, resulta de vital importancia 
entender la forma en que se conciben las obligaciones de investi-
gación, sanción y reparación, pues su consolidación en el Sistema 
Interamericano ha contribuido a la creación de estándares cuya 
observancia es imperativa, ya sea en escenarios de finalización de 
un conflicto armado interno o la transición de gobiernos dictatoriales 
a gobiernos democráticos.
Por otra parte, busca establecer el alcance e importancia del 
estándar de rechazo a la impunidad, permitirá entender la forma 
en que deben orientarse las medidas de justicia transicional que 
se pretenden adoptar por el Estado Colombiano en el marco de las 
negociaciones con el grupo guerrillero de las FARC-EP. Este escrito 
pretende realizar un análisis general de los contextos y las medidas 
adoptadas en países como Chile, El Salvador, Argentina, del alcance 
del derecho al acceso a la justicia, en especial las leyes de amnistía 
e indulto y su ponderación respecto del restablecimiento de los 
derechos de las víctimas de graves violaciones a los derechos 
humanos. 
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ABSTRACT
In the context of Transitional Justice, it is of vital importance to 
understand the way in which the obligations of investigation, sanction 
and reparation are conceived, since their consolidation in the Inter-
American System has contributed to the creation of standards 
whose observance is imperative, whether in scenarios of ending an 
internal armed conflict or the transition from dictatorial governments 
to democratic governments.
Establishing the scope and importance of the standard of rejection of 
impunity will allow us to understand the way in which the transitional 
justice measures that the Colombian State intends to adopt should 
be oriented in the framework of the negotiations with the guerrilla 
group of the FARC-EP. This paper intends to carry out a general 
analysis of the contexts and measures adopted in countries such as 
Chile, El Salvador, Argentina, of the scope of the right to access to 
justice, especially the amnesty and pardon laws and their weighting 
regarding the restoration of the rights of victims of serious violations 
of human rights.
KEY WORDS
Armed conflict; Colombia; Transitional justice; demobilization; 
disarm; re-integration.
INTRODUCCIÓN 
La historia de la mayoría de los países de América Latina se ha desarro-
llado en dos contextos: la represión bajo dictaduras militares y, por otro 
lado, violentos conflictos armados de carácter interno, como es el caso de 
Colombia. Es por ello que, desde hace poco menos de 20 años, la Justicia 
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Transicional, en adelante JT, ha servido para identificar aquellos procesos 
y mecanismos que pretenden hacer frente a un pasado de múltiples y siste-
máticas violaciones a los derechos humanos, en el marco de transiciones 
de regímenes autoritarios hacia la democracia o de conflictos armados 
hacia la paz. 
Así las cosas, los procesos de JT deben entenderse bajo el concepto del 
Control de Convencionalidad, definido como la herramienta que permite a 
los Estados concretar la obligación de garantía de los derechos humanos 
en el ámbito interno, a través de la verificación de la conformidad de las 
normas y prácticas nacionales, con la Convención Americana de Derechos 
Humanos (CASDH) y la jurisprudencia emanada de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (Corte IDH).
En este sentido, la CASDH establece en el artículo 1.1 el cumplimiento 
de dos obligaciones generales de los Estados parte, frente a los Derechos 
contenidos en dicho tratado: respeto y garantía. En los últimos años, la obli-
gación de garantía ha sido entendida por la Corte IDH como una obligación 
especial en la medida que comporta al mismo tiempo el cumplimiento de 
otras obligaciones, entre ellas la obligación de prevención, investigación, 
sanción y reparación. La protección de los Derechos convencionalmente 
protegidos debe ser garantizada en cualquier circunstancia, como es el 
caso de los denominados estados de excepción (guerra, peligro público y 
emergencia), que amenace la independencia o seguridad del Estado parte. 
En dichas circunstancias, este estará legitimado para adoptar medidas de 
protección especial que, de un lado, permitan superar dicha situación y, en 
segundo lugar, establezcan medidas orientadas a la reparación integral de 
los derechos de las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos 
acontecidas bajo estas hipótesis. 
El alcance dado a la reparación integral en el marco de la justicia tran-
sicional implica dimensionar la garantía del acceso a la justicia como 
elemento fundamental que se erige en escenarios judiciales y no judiciales, 
con implicaciones y consecuencias diversas que, dependiendo de si se 
han desarrollado en contextos de transición, estará revestido de diferentes 
matices que han sido desarrollados en la jurisprudencia interamericana y 
que, por vía de control de convencionalidad, deben ser tenidos en cuenta 
como estándares internacionales de obligatorio cumplimiento para los 
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Estados parte de la CASDH. Para comprender mejor este argumento, 
este escrito analizará de manera general la forma en que la Corte IDH ha 
entendido el alcance del derecho de acceso a la justicia en contextos de 
transición en Chile, Argentina y Uruguay (Regímenes dictatoriales) y El 
Salvador y Perú (Conflicto Amado). 
1. Regímenes dictatoriales 
1.1 Chile 
Desde el 11 de septiembre de 1973 y hasta el 11 de marzo de 1990, en la 
historia de Chile tuvo lugar un período al que se le denominó «Régimen 
militar». «El 11 de septiembre de 1973, el gobierno constitucional del Presi-
dente Salvador Allende fue derrocado por un golpe de Estado, dirigido por 
una Junta Militar del Ejército, la Marina, la Fuerza Aérea y los Carabineros 
de Chile. El general del Ejército Augusto Pinochet asumió el poder» (Padilla, 
2001). Esta dictadura se caracterizó por ser una de las más atroces de 
América Latina. El caso chileno presenta una particularidad, y es justa-
mente que aún se encuentra vigente la constitución expedida en el año 
1980, la cual fue refrendada a través de un plebiscito ampliamente cuestio-
nado, pues desde la perspectiva de muchos sectores, «no cumplía con las 
mínimas seguridades y elementos básicos de un proceso democrático» 
(Villegas D, 2003). 
Dicha constitución ha sido reformada en múltiples ocasiones, pero una 
de las reformas más importantes data en el año 1989, cuando se le hicieron 
54 modificaciones, dentro de las cuales las más importantes estaban 
orientadas al reconocimiento de los derechos humanos como una forma 
de limitación a las actuaciones del Estado y «el deber expreso del Estado 
de respetar y promover tales derechos garantizados en dicha constitución, 
así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se 
encuentren vigentes» (Paredes F, 2013).
El 21 de agosto de 1990, producto de una de las primeras actuaciones 
del Presidente Patricio Aylwin, Chile depositó en la Secretaría General de la 
OEA el instrumento de ratificación de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, pero, además en ese mismo acto, reconoció de manera 
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expresa la competencia de la Corte Interamericana por tiempo indefinido y 
bajo condiciones de reciprocidad, en los términos previstos en el artículo 45 
de la mencionada Convención. Cabe destacar también, «la reforma cons-
titucional del año 2005 que incorporó en su artículo número 54 # 1: una 
norma que impide invocar disposiciones de derecho interno para dejar sin 
efecto las obligaciones contraídas en virtud de un tratado internacional» 
(Paredes, 2013). Posteriormente, en el año 2009, mediante ley 20352, se 
autorizó al Estado de Chile para reconocer el Estatuto de Roma, que crea la 
Corte Penal Internacional1. 
Indudablemente esta apertura al Derecho Internacional estuvo motivada 
por la grave crisis económica que enfrentaba el país y por la grave situación 
que fue evidenciada en diversos informes proferidos por la Organización de 
Estados Americanos en los años 1974, 1976, 1977, 1985. Todos ellos deve-
laban las graves violaciones a los derechos humanos ocurridas durante la 
dictadura del General Augusto Pinochet. 
El 11 de marzo de 1990, Chile se despide de un mando autoritario y 
militar y pasa a uno democrático y civil. Además, inicia un periodo impor-
tante de la vida nacional denominado «Camino a la democracia», el cual, a 
través de Ley de Amnistía o Decreto Ley No. 2191, redactado por Mónica 
Madariaga, y dictado por la Junta Militar el 18 de abril de 1978, «concedió 
amnistía a todas las personas implicadas en actos delictivos, en calidad de 
autores, cómplices o encubridores, cometidos entre el 11 de septiembre 
de 1973 y el 10 de marzo de 1978, sin hacer una distinción entre los delitos 
comunes y aquellos cometidos con motivación política». (Memoria Chilena, 
2003) 
Respecto de la ley de amnistía antes mencionada, la Corte IDH, en el 
caso Almonacid Arrellano vs. Chile, estableció que los crímenes de guerra 
y lesa humanidad cometidos durante la dictadura era inamnistiables e 
imprescriptibles.2 Para dicho Tribunal, 
1 En el año 1998 había sido incorporado el Estatuto de Roma. Sin embargo, 
posteriormente, fue declarada la inexequibilidad, y es por ello que dicha 
reforma es tan importante.
2 Los hechos del caso hacen referencia a una de las desapariciones forzadas 
ocurrida durante la dictadura, específicamente la del señor Luis Alfredo Almo-
nacid Arellano, que quedó en impunidad durante el periodo antes mencionado. 
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(...) las Leyes de amnistía con las características descritas conducen 
a la indefensión de las víctimas y a la perpetuación de la impunidad 
de los crímenes de lesa humanidad, por lo que son manifiestamente 
incompatibles con la letra y el espíritu de la Convención (…). En 
consecuencia, dada su naturaleza, el Decreto Ley No. 2.191 carece 
de efectos jurídicos y no puede seguir representando un obstáculo 
para la investigación de los hechos (…) (p. 119).
Por su parte, Rodrigo Uprimny, refiriéndose al caso chileno, afirma: 
Las amnistías generales que suelen concretarse en fórmulas de 
perdón y olvido, acompañadas de la implementación de comisiones 
de la verdad, dichas amnistías generales permiten dejar impunes los 
crímenes de guerra y lesa humanidad cometidos por los victimarios, 
con el fin de que esto permita que la transición a la democracia tenga 
lugar (2006). 
Lo anterior hace referencia a los mecanismos judiciales establecidos en 
tiempos de transición. Sin embargo, existieron también en Chile meca-
nismos no judiciales que ayudaron a la justicia y a la verdad. Entre ellos 
encontramos la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, que fue 
creada por el presidente Patricio Aylwin mediante el Decreto Supremo No. 
355 de Ministerio del Interior del 25 de abril de 1990, y fue publicado en el 
diario oficial el 9 de mayo de 1990. Su principal función era contribuir al 
esclarecimiento de la verdad sobre las violaciones a los derechos humanos 
cometidas durante la dictadura de Pinochet.
Por lo tanto, el 4 de noviembre de 1992, los familiares de la víctima inician un 
proceso para obtener una sentencia que condene a los asesinos del señor 
Almonacid, por lo que interponen una querella criminal ante el primer juzgado 
del crimen de Rancagua, el cual somete a proceso a dos militares por el 
homicidio el señor Almonacid. Sin embargo, el juzgado Segundo militar de 
Santiago plantea una cuestión de competencia y, entonces, inhibe el cumpli-
miento de dicha resolución. En el año 1996, la Corte Suprema resuelve el 
incidente y declara que la competente para seguir conociendo el asunto el 
tribunal militar. El 28 de enero de 1997, sin que se ordene la realización de 
ninguna diligencia probatoria, se declaran indultados a los militares en razón 
al Decreto Ley No. 2.191
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Según TRIAL (Track Impunity Always), la Comisión Nacional de Verdad 
y Reconciliación recibió a más de 3,400 familiares de desaparecidos y 
asesinados que presentaron múltiples casos, de los cuales 644 quedaron 
fuera de su competencia. También consultó archivos de más de 100 orga-
nizaciones de derechos humanos, académicas, políticas y religiosas. 
Los miembros de dicha Comisión, además de investigar dentro del país, 
tuvieron la oportunidad de viajar al extranjero con el propósito de entre-
vistar a víctimas de la represión, así como a familiares directos de los 
detenidos-desaparecidos y otros tipos de víctimas de la dictadura pino-
chetista. Finalmente, en enero de 1992, el gobierno chileno, mediante la 
Ley 19.123 creó la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación 
para ejecutar las recomendaciones de la Comisión de Verdad y Reconcilia-
ción, especialmente en la reparación material de los daños causados por la 
dictadura pinochetista.
1.2 Argentina
En el caso de Argentina, es necesario analizar el denominado «Proceso de 
Reorganización Nacional», el cual redundó en una dictadura cívico-militar. 
Esta dictadura inició con un golpe de Estado el 24 de marzo de 
1976, que derrocó al gobierno constitucional de la presidenta María 
Estela Martínez de Perón, hasta el 10 de diciembre de 1983, día de 
asunción del gobierno elegido mediante sufragio de Raúl Alfonsín . 
El objetivo del Proceso era reorganizar radicalmente al país, imple-
mentando reformas que modificaran profundamente la economía, 
las relaciones laborales, el sistema político y la cultura nacional. 
También pretendían terminar con el «desgobierno», «la corrupción» 
y el «flagelo subversivo» (Proclama militar del 24 de marzo de 1976). 
Para ello, designaron una estructura que se impuso en el nuevo gobierno 
dictatorial, que consistió básicamente en definir al Estado como órgano 
Supremo, representado por una Junta de Comandantes de las tres fuerzas 
armadas (ejército, marina y aviación). Asimismo, se dispuso que el mando 
directo del país quedaría en manos de un presidente con facultades ejecu-
tivas, legislativas y judiciales, designado y supervisado por la Junta. Los 
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golpistas disolvieron el Congreso Nacional, derrocaron a las autoridades 
provinciales (gobernadores y legislaturas) y destituyeron a los miembros 
de la Corte Suprema de Justicia. Finalmente, la estructura de gobierno 
nacional se completó con la Comisión Asesora Legislativa (CAL), integrada 
por tres militares designados por cada fuerza, con facultades de asesora-
miento legislativo en representación de las Fuerzas Armadas3. 
Así las cosas, se destacan los principales actores en este golpe de 
Estado a la democracia, representados en su mayoría por miembros de 
las Fuerzas Armadas y el grupo parapolicial Triple A, que adelantaban 
acciones de terrorismo de Estado, igualmente se resaltan las actuaciones 
de organizaciones guerrilleras como Montoneros (de tendencia peronista) 
y el ERP (de orientación marxista-guevarista), las cuales originaron un 
largo episodio de violencia creciente. Esta Violencia se caracterizó por la 
constante vulneración de los derechos humanos, la desaparición, muerte 
y exilio de miles de personas, la apropiación sistemática de recién nacidos 
y otros crímenes de lesa humanidad. Entre los hechos más representa-
tivos de este episodio se encuentran la denominada Noche de los Lápices4, 
las desapariciones que permitieron el surgimiento de la asociación de las 
Madres de la Plaza de Mayo y posteriormente el secuestro de muchas de 
ellas, la quema sistemática de libros que pudieran contener ideología de 
izquierda o peronista, actos de censura y espionaje, la derrota en la guerra 
de las Malvinas5, entre otros.
En el año 1983, con el inesperado ascenso a la presidencia de Raúl 
Alfonsín, se promovió un movimiento por los derechos humanos que más 
adelante se constituiría en un acto clave de la vulneración de los derechos 
3 Sobre el particular puede consultarse el Artículo 3.2.1. del Reglamento para el 
funcionamiento de la Junta Militar, Poder Ejecutivo y Comisión de Asesoramiento 
Legislativo. 
4 Se conoce como la Noche de los Lápices a una serie de diez secuestros y 
asesinatos de estudiantes de secundaria, ocurridos durante la noche del 16 
de septiembre de 1976 y días posteriores, en la ciudad de La Plata (ciudad 
capital de la provincia de Buenos Aires).
5 El origen de la guerra fue el intento por parte de Argentina de recuperar la 
soberanía de las islas, a las que las Naciones Unidas consideran territorios en 
litigio entre Argentina y el Reino Unido. 
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humanos; en el régimen dictatorial se instituyeron diversos mecanismos 
judiciales y no judiciales. Es preciso, entonces, aclarar que la transición en 
Argentina se inició con una comisión de verdad, que luego llevó a la forma-
ción de una política judicial penal y, finalmente, al inicio de procesamientos.
En relación a los mecanismos no judiciales, se consolidó una primera 
comisión6 oficial transicional de investigación, denominada CONADEP 
(Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas), creada mediante 
Decreto 187 del 15 de diciembre de 1983, presidida por el escritor Ernesto 
Sábato, que junto con sus otros miembros recorrieron todo el país durante 
280 días en busca de testimonios de sobrevivientes, de familiares, de repre-
sores y de los edificios —muchos en ruinas— utilizados como centros de 
detención. 
Emilio Crenzel (2010) en el texto Políticas de la memoria: La historia del 
informe nunca más, explicó: 
Los procedimientos utilizados para recabar información consistieron 
en el reconocimiento in situ de centros clandestinos de detención con 
la concurrencia de liberados de dichos campos, visita a las morgues 
para recabar información sobre ingresos irregulares, diligencias en 
vecindarios y en lugares de trabajo para determinar la ubicación de 
los centros clandestinos de detención y las modalidades que se utili-
zaban para secuestrar a las personas, recepción de declaraciones 
testimoniales de personal en actividad o en retiro de las fuerzas 
armadas y de seguridad, revisión de registros carcelarios, revisión 
de registros policiales e investigación de delitos cometidos sobre los 
bienes de los desaparecidos (p. 10). 
Finalmente, el resultado del trabajo de CONADEP, y tal como fue reconocido 
posteriormente por la legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
en sesión de 6 de marzo de 2014, el informe final presentado al Presidente 
Alfonsín permitió registrar «la existencia de 8.961 desaparecidos y de 380 
centros clandestinos de detención. Así mismo, la detallada descripción 
6 Una comisión de verdad es un organismo oficial, habitualmente creado por 
un gobierno nacional para investigar, documentar y divulgar públicamente 
abusos a los derechos humanos en un país durante un período de tiempo 
específico.
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realizada permitió probar la existencia de un plan sistemático, perpetrado 
desde el gobierno mismo, siendo efectivamente central para el Juicio a las 
Juntas»7.
Para el año de 1986, se impulsaron dos leyes bastante cuestionadas, 
pues a juicio de los entendidos, constituían leyes que propiciaban impu-
nidad, a saber: la ley de Punto Final y Ley de Obediencia Debida. La primera 
de ellas, es decir, la ley de Punto Final, estableció la prescripción de la 
acción penal contra los imputados como autores penalmente responsa-
bles de haber cometido delitos como desaparición forzada de personas, 
detenciones ilegales, homicidios agravados y torturas, que no hubieran 
sido llamados a declarar antes de los sesenta días corridos a partir de la 
fecha de promulgación de dicha ley 8.
De otro lado, la Ley de Obediencia Debida estableció una presunción9 en 
virtud de la cual:
(...) sin admitir prueba en contrario, que quienes a la fecha de comi-
sión del hecho revistaban como oficiales jefes, oficiales subalternos, 
suboficiales y personal de tropa de las Fuerzas Armadas, de segu-
ridad, policiales y penitenciarias, no eran punibles por los delitos a 
que se refería el artículo 10 punto 1 de la ley Nº 23.049 por haber 
obrado en virtud de «obediencia debida». Por su parte, también 
aplicaba una presunción respecto a los oficiales superiores que no 
hubieran revistado como comandante en jefe, jefe de zona, jefe de 
subzona o jefe de fuerza de seguridad, policial o penitenciaria si no 
se había resuelto judicialmente, antes de los treinta días de promul-
gación de esta ley, que habían tenido capacidad decisoria o habían 
participado en la elaboración de las órdenes. En tales casos se consi-
7 La importancia de este informe fue exaltada por la legislatura de la Ciudad de 
Buenos Aires, con el trámite de un proyecto para conmemorar los 30 años 
de la presentación del informe final de la Comisión Nacional para la Desapari-
ción de Personas (CoNaDep). Sobre el particular puede consultarse la página: 
https://www.legislatura.gov.ar/assets/documentos/parlamentaria/RAL-1.pdf
8 También conocida como la Ley 23.492 del 24 de diciembre de 1986. 
9 Según esta Ley 23.521 del 4 de junio de 1987 , no se admitía prueba en 
contrario, aunque sí habilitaba un recurso de apelación a la Corte Suprema 
respecto a los alcances de la ley. 
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deró de pleno derecho que las personas mencionadas obraron en 
estado de coerción bajo subordinación a la autoridad superior y en 
cumplimiento de órdenes, sin facultad o posibilidad de inspección, 
oposición o resistencia a ellas en cuanto a su oportunidad y legiti-
midad (...)10.
De esta manera, aun cuando, en jurisdicción interna de Argentina en el 
año 2001, el juez Gabriel Cavallo declaró la inconstitucionalidad de las 
citadas leyes, afirmando que existía una contradicción de las leyes de 
amnistía con la Constitución y con el derecho internacional. Las conse-
cuencias jurídicas de la vigencia de estas leyes, así como la imposibilidad 
de dar cumplimiento a las obligaciones de investigación, sanción y 
reparación, pueden dar lugar al compromiso de la responsabilidad inter-
nacional de dicho Estado, ante instancias como la Corte IDH, pues desde 
el 5 de Septiembre de 1984, fecha en la cual se depositó el instrumento 
de Ratificación, pueden hacerse exigibles en el ámbito internacional las 
obligaciones contenidas en la CASDH como instrumento principal del 
Sistema Interamericano. 
Incluso, la CIDH realizó una visita en 1979, luego de la cual denunció las 
violaciones masivas de los derechos humanos que estaban ocurriendo en 
Argentina durante esta época de la dictadura. Posteriormente, la jurispru-
dencia de la Corte IDH y las decisiones de la CIDH, empezó a incorporarse 
en las sentencias de los más altos tribunales argentinos; estas contri-
buyeron a erradicar la impunidad en crímenes de lesa humanidad, en un 
proceso histórico de Memoria, Verdad, Justicia y Reparación, inéditos en 
la región y en el mundo (Ministerio de Relaciones Exteriores- República de 
Argentina, 2014).
Respecto a la Declaración de inconstitucionalidad de las leyes de impu-
nidad, se encuentra el Informe N.º 28/92, en el cual la CIDH concluyó que, 
con la aprobación de las Leyes de Amnistía, Argentina faltó a la obligación de 
garantizar los derechos consagrados en el artículo 25.1 y violó la Convención, 
y con la sanción de las Leyes, Argentina faltó al cumplimiento de su obliga-
ción de investigar y violó los derechos de los peticionarios que la Convención 
10 Corte Suprema de Justicia de la Nación Secretaría de Jurisprudencia 
“DELITOS DE LESA HUMANIDAD” Julio de 2009, (p. 4.).
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les acuerda. Además, recomendó al Gobierno de Argentina que otorgara a 
los peticionarios una justa compensación por las violaciones a los derechos 
humanos en el régimen de la dictadura11.
De otro lado, en el Caso Lapacó12 referente al Derecho a la verdad en 
un contexto de impunidad, los peticionarios suscribieron un acuerdo de 
solución amistosa en cuyo texto se establecen algunos reconocimientos 
y obligaciones. Entre ellos, el Gobierno argentino aceptó y garantizó el 
derecho a la verdad, que consiste en el agotamiento de todos los medios 
para alcanzar el esclarecimiento acerca de lo sucedido con las personas 
desaparecidas. Así mismo, prometió gestionar la normativa para que 
las Cámaras Nacionales en lo Criminal y Correccional Federal de todo el 
país, tengan competencia exclusiva en todos los casos de averiguación 
de la verdad sobre el destino de las personas desaparecidas con anterio-
ridad al 10 de diciembre de 1983, con la única excepción de las causas 
por secuestro de menores y sustracción de identidad que continuarán 
según su estado. El Gobierno Argentino se comprometió ante el Ministerio 
Público Fiscal a destinar un cuerpo de fiscales ad hoc —por lo menos dos— 
para que actúen en forma coadyuvante sin desplazar a los naturales, en 
11 Informe No. 28/92, Casos 10.147, 10.181, 10.240, 10.262, 10.309 y 10.311. 
Argentina, 2 de octubre de 1992, (p. 38). 
12 Como antecedentes de su petición, los peticionarios narran que el 16 de 
marzo de 1977, en el domicilio de la señora Lapacó en la Capital Federal, irrum-
pieron doce hombres armados y trasladaron a Alejandra Lapacó, Marcelo 
Butti Arana, Alejandro Aguiar y a la señora Lapacó, a un lugar de detención 
denominado “Club Atlético”. Fue en este lugar que la señora Lapacó vio y 
escuchó a su hija Alejandra por última vez. El 19 de marzo de 1977, fueron 
liberados la señora Lapacó y su sobrino Alejandro Aguiar Arévalo. La señora 
Lapacó realizó diversas gestiones para encontrar a su hija durante estos 
años transcurridos, sin ningún resultado. En 1983, cuando fue reinstaurada 
la democracia el poder ejecutivo creó la Comisión Nacional sobre la Desapa-
rición de Personas (en adelante la “CONADEP”), la cual reveló en el informe 
denominado Nunca más, la existencia de numerosos centros clandestinos de 
detención, entre ellos el denominado “Club Atlético”, en donde estuvo dete-
nida Alejandra Lapacó. Agregan que “si bien la Conadep realizó una vasta 
investigación, esta no reconstruyó las historias particulares de cada uno 
de los detenidos desaparecidos” y, en ese sentido, no permitió conocer lo 
ocurrido a Alejandra Lapacó. Así, hasta el día de hoy, la señora Lapacó desco-
noce la suerte final de su hija o de sus restos.
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todas las causas de averiguación de verdad y destino final de personas 
desaparecidas, a fin de que se alcance una especialización en la búsqueda 
e interpretación de datos y una mejor centralización y circulación de infor-
mación entre las causas dispersas13.
El Caso Birt y otros también fueron objeto de solución amistosa y se 
constituye como el principal caso que permitió definir una política repa-
ratoria clara para las víctimas de violaciones de derechos humanos. Lo 
anterior debido a que el Gobierno del Presidente Carlos Menem manifestó 
que simpatizaba con la situación de los peticionarios, y que quería brindarles 
una compensación adecuada. Fue así como promulgó el Decreto 70/91 del 
10 de enero de 1991, el cual brindaría una compensación adecuada a los 
peticionarios. Este decreto, adoptado específicamente para solucionar los 
casos de los peticionarios, autorizaba al Ministerio del Interior a pagar una 
indemnización, a pedido de las personas que hubieran demostrado haber 
sido detenidas por orden del Poder Ejecutivo durante el Gobierno militar y 
hubieran iniciado una acción judicial antes del 10 de diciembre de 1985, es 
decir, durante los primeros dos años del Gobierno democrático. El monto 
previsto para las indemnizaciones fue la treintava parte de la remuneración 
mensual asignada a la más alta categoría del escalafón para el personal 
civil de la administración pública por cada mes de detención. En el caso 
de personas que hubieran fallecido durante su detención, fue establecido 
el equivalente de cinco años de detención como indemnización adicional, 
más el periodo de su detención; en casos de personas que hubieran sufrido 
lesiones gravísimas, fue establecida la compensación por detención, más el 
70% de la compensación que recibieran los familiares de un fallecido. Este 
decreto fue ampliado por decretos posteriores, para asegurar que también 
gozara de sus beneficios un peticionario que hubiera sido detenido sin orden 
del Poder Ejecutivo, y un detenido cuyo caso hubiera sido decidido por un 
tribunal argentino que declaró la validez de la orden de detención del Poder 
Ejecutivo14.
13 Ver. Informe No. 21/2000. Caso 12.059. Carmen Aguiar de Lapacó. Argen-
tina, 29 de febrero de 2000, (p. 17). 
14 Ver informe No. 1/93. Casos 10.288, 10.310, 10.436, 10.496, 10.631 y 10.771. 
Argentina, 3 de marzo de 1993, (p. 14) .
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1.3 Uruguay 
Desde 1960, Uruguay se enfrentaba a una gran crisis económica, política 
y social, que trajo como consecuencia la creación de sindicatos, altos 
índices de corrupción en el gobierno, extrema oposición y la conformación 
de grupos revolucionarios al margen de la ley. Para 1967, el poder ejecutivo 
estaba a cargo del militar Oscar Diego Gestido, quien fue elegido popular-
mente como Presidente. Ese mismo año, tras la muerte del mandatario, la 
presidencia fue asumida por el Vicepresidente Jorge Pacheco Areco. Bajo 
su mandato se dio la prohibición de la huelga y las reuniones sindicales, la 
evidente represión a la oposición, las excesivas limitaciones a la prensa y la 
libertad de pensamiento, la suspensión de la educación y la militarización 
del país.
Fue entonces, en las elecciones de 1971, que Juan María Bordaberry 
quedó electo como nuevo Presidente de forma democrática. Este, al igual 
que su antecesor, se enfrentaba a la crisis por la que atravesaba Uruguay. 
Como consecuencia de lo anterior, y tras el excesivo poder militar que 
concentraba el gobierno, el 27 de junio de 1973 cayó el orden Democrático 
y se impuso la Dictadura en cabeza de Bordaberry a través de un golpe 
de Estado, disolviendo el parlamento y creando «Las Fuerzas Conjuntas», 
conformadas por las fuerzas armadas y la policía. 
Dichos organismos asumieron la lucha antisubversiva y dieron inicio a 
doce años de detenciones ilegales a miembros de la oposición y de sindi-
catos, desapariciones forzadas de manera sistemática, encarcelamiento 
prolongado y, en el mejor de los casos, el exilio. En 1980, el gobierno 
sometió a plebiscito una reforma constitucional que buscaba legitimar 
y legalizar todos los actos ocurridos durante la intervención militar. Sin 
embargo, la respuesta del pueblo fue un «NO» mayoritario, dando inicio 
al fin de la dictadura. Por medio de negociación, los militares y partidos 
políticos de la época firmaron el Pacto del Club Naval, en 1984, donde se 
consagró la entrega del poder y el inicio de la democracia a cambio de 
amnistía absoluta.
Con el fin de describir y entender la transición jurídica en Uruguay, Galain 
(2011) realiza una explicación de los modelos de transición de un régimen 
dictatorial a uno democrático: 
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Los modelos de transición varían y dependen de las características 
de una sociedad y de muchas variables que pueden determinar que 
en situaciones similares se pueden adoptar modelos de transición 
opuestos. Estos modelos se pueden basar en el olvido (amnistías 
generales, amnistías condicionadas, indultos, ley de caducidad de la 
pretensión punitiva), en el valor justicia (persecución penal y repa-
ración civil de las victimas), en el valor «conocimiento de la verdad» 
(Comisiones de la verdad, comisión para la paz, etc.) o en el valor 
reconciliación (justicia restauradora, formas consuetudinarias de 
resolución del conflicto, etc.). No existe un sistema de justicia de 
transición aplicable como modelo de solución para todos los casos. 
El tipo de justicia de transición puede variar con el tiempo, y para 
ello guarda estrecha relación con las relaciones de fuerza entre la 
actual y la antigua élite del poder o, directamente, modifica el modo 
de intervención según los cambios de los gobiernos o las políticas de 
gobierno» (p. 228). 
Entre los años 1985 y 2000, Uruguay aplicó, en primer lugar, un «Modelo 
de olvido», a través de la Ley de Amnistía (Ley 15.737/1985)15 que decretó 
«la amnistía de todos los delitos políticos, comunes y militares conexos 
con estos, cometidos a partir del 1º de enero de 1962»; además aprobó la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y otorgó competencia a 
la Comisión y a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Dicha ley 
detonó una crisis social, al demostrarse que en la realidad no se estaba 
actuando en pro de la reparación a las víctimas. Así pues, las denuncias 
penales se volvieron incontables y el asunto se tornó incontrolable para el 
gobierno de turno.
15 Artículo 15.- Apruébese la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
llamada Pacto de San José de Costa Rica, firmada en la ciudad de San José, 
Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969, cuyo texto forma parte de la presente 
ley. 
 Artículo 16.- Reconócese la competencia de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos por tiempo indefinido, y de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos sobre todos los casos relativos a la interpretación o 
aplicación de esta Convención, bajo condición de reciprocidad.
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Como consecuencia, se crea la segunda ley llamada Ley de Caducidad 
de la Pretensión Punitiva del Estado (Ley 15.848/1986), que fue la piedra 
angular para la Justicia Transicional en Uruguay. A través de dicha ley, 
todas las denuncias que guardaran relación con los hechos de la dicta-
dura serían competencia de la jurisdicción penal ordinaria. Sin embargo, 
los jueces debían pedir un informe al Poder Ejecutivo para adelantar o no la 
investigación judicial, tal y como lo profiere el artículo 3°16. 
En 1989, la Ley de Caducidad fue sometida a referéndum y trajo como 
resultado su aprobación. En el año 2000, el Presidente Jorge Batlle inicia 
un «Modelo de Reconciliación» implementando un organismo No Jurisdic-
cional, como lo fue «La Comisión para la Paz», que funcionó como una 
especie de comisión de la verdad. Dicha comisión se crea por la resolución 
858/2000. Su finalidad se concentró en resolver la situación de los desapa-
recidos durante el régimen dictatorial, así como la de los niños en iguales 
condiciones a través del recibimiento de documentos y testimonios. 
Su funcionamiento inicial fue otorgado a través de la Resolución 
858/2000 por un periodo de 120 días. Sin embargo, este se prorrogó hasta 
el 30 de agosto de 2002 de manera sucesiva a petición expresa de la Presi-
dencia por medio de resoluciones (Informe Final de la Comisión para la 
Paz (2003). La Comisión, a través de su Informe Final, demarcó las cuatro 
etapas para el desarrollo de su objetivo. Estas fueron: 1) Recopilación de 
antecedentes y diligenciamiento de pruebas; 2) Recopilación de antece-
dentes extranjeros; 3) Entrevistas con testigos; 4) Entrevistas con personal 
policial y militar (pp. 9-12).
En junio de 2005 se constituye otro organismo no jurisdiccional, «El 
Grupo de Investigación en Arqueología Forense del Uruguay» (GIAF), con 
el fin de complementar la labor del acceso a la verdad, colmando de forma 
simbólica el espacio de la memoria colectiva de los uruguayos y dando 
16 “Artículo 3º.-A los efectos previstos en los artículos anteriores, el Juez inter-
viniente en las denuncias correspondientes requerirá al Poder Ejecutivo que 
informe, dentro del plazo perentorio de treinta días de recibida la comunica-
ción, si el hecho investigado lo considera comprendido o no en el artículo 1º 
de la presente ley. Si el Poder Ejecutivo así lo comunicare, el Juez dispondrá 
la clausura y el archivo de los antecedentes. Si, en cambio, no contestare o 
informa que no se halla comprendido, dispondrá continuar la indagatoria.”
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fortaleza a la actuación de la justicia en los casos de violaciones graves a 
los Derechos Humanos. Todo lo anterior a través de la búsqueda, recupera-
ción e identificación de enterramientos clandestinos y de posibles lugares 
de remoción de cuerpos (Asociación Latinoamericana de Antropología 
Forense 2016). 
Ese mismo año empieza la última etapa de la justicia transicional en 
Uruguay, con el «Modelo de Persecución Punitiva», toda vez que se da un 
cambio de interpretación al artículo 3° de la Ley de Caducidad, habilitando 
a la justicia penal para que abriera investigación a unos casos en concreto. 
A partir de ese momento se empiezan a aplicar las primeras condenas al 
régimen dictatorial. Una de ellas fue al expresidente Bordaberry, al cual 
se le condenó por unos delitos de homicidio agravado en coautoría y por 
atentar contra la Constitución. Por otro lado, el 8 de mayo 2006, llegó a la 
CIDH la petición de un caso emblemático para la jurisprudencia de nuestro 
Sistema Interamericano, el Caso Gelman contra el Estado de Uruguay17. Esta 
fue remitida a la Corte IDH el 21 de enero del 2010. 
Paralelamente, en el año 2009, la Suprema Corte de Justicia había 
declarado la inconstitucionalidad de la Ley de Caducidad. Posteriormente 
se realizó dentro del país un plebiscito para que, mediante reforma cons-
titucional, se introdujera a la Constitución una disposición especial que 
declarara nula la Ley de Caducidad. Dicha reforma no fue aprobada. Conti-
nuando con el caso Gelman vs. Uruguay, La Corte IDH se pronunció de la 
siguiente manera: 
Las amnistías o figuras análogas han sido uno de los obstáculos 
alegados por algunos Estados para investigar y, en su caso, sancionar 
a los responsables de violaciones graves a los derechos humanos. 
17 Caso Gelman contra el Estado de Uruguay surgió tras la denuncia de Juan 
Gelman, padre de Marcelo Ariel Gelman, desaparecido por comandos mili-
tares uruguayos y argentinos junto con su esposa María Claudia García, que 
se encontraba en avanzado estado de embarazo, su hermana y un amigo, el 
día 24 de agosto de 1976. Dichas circunstancias acaecieron en el periodo de 
dictadura de Juan María Bordaberry. Los hechos señalados nunca pudieron 
ser investigados ni sancionados por Uruguay, ya que se encontraba en 
vigencia la Ley de Caducidad, permitiendo la amnistía en relación con los 
delitos cometidos en el periodo del régimen militar. 
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Este Tribunal, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
los órganos de las Naciones Unidas y otros organismos universales 
y regionales de protección de los derechos humanos se han pronun-
ciado sobre la incompatibilidad de las leyes de amnistía relativas a 
graves violaciones de derechos humanos con el derecho interna-
cional y las obligaciones internacionales de los Estados (Párr. 195).
Tal y como lo había señalado años atrás en la sentencia Goiburú vs. Para-
guay18, «Si bien los procesos de transición son periodos complejos para 
toda la sociedad, las obligaciones son un marco obligatorio y la comple-
jidad de una complicación nacional no es excusa para no cumplirlas» (CIDH 
2006). Cabe destacar que la Corte IDH, dentro de su sentencia, se mani-
festó de forma negativa sobre cualquier pronunciamiento popular en favor 
de la Ley de Caducidad, declarando no solo la responsabilidad del Estado 
uruguayo, sino también ordenando la investigación eficaz del caso y que la 
Ley de Caducidad no fuera más un obstáculo para las investigaciones y las 
sanciones a imponer a las personas responsables de cometer delitos que 
atentaron contra los derechos humanos en el periodo de la Dictadura. En 
cumplimiento de la Sentencia de la Corte IDH, el Parlamento profiere la ley 
18.831 de octubre de 2011, que declara la suspensión del plazo procesal 
de la prescripción durante la vigencia de la Ley de Caducidad y también que 
los delitos cometidos durante la dictadura, por ser considerados crímenes 
de lesa humanidad, no están sometidos a plazos de prescripción (Galain, 
2014, p. 40).
Respecto a la obligación de investigación la Corte en la Resolución de 
Cumplimiento, la Corte IDH estableció que el Estado debe: 1) disponer que 
ninguna otra norma análoga a la Ley de Caducidad, como prescripción, 
irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, non bis in dem o cualquier 
excluyente similar de responsabilidad, sea aplicada y que las autoridades 
se abstengan de realizar actos que impliquen la obstrucción del proceso 
18 Agustín Goiburú, Carlos José Mancuello, Rodolfo Ramírez y Benjamín 
Ramírez, acusados por las Fuerzas Militares del Paraguay por planear un 
atentado contra el General Stroessner, quien había comenzado un Golpe de 
Estado en 1954, prolongado durante 35 años. Ilegalmente los mantuvieron 
incomunicados, los torturaron y los desaparecieron en 1977.
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investigativo; 2) conducir la mencionada investigación eficazmente, en un 
plazo razonable, con la indispensable celeridad de la causa incoada o la 
instrucción de una nueva, asegurando que las autoridades competentes 
realicen las investigaciones correspondientes ex officio; 3) asegurar el 
pleno acceso y capacidad de actuar de los familiares de las víctimas en 
todas las etapas de la investigación y el juzgamiento de los responsables. 
2. Conflicto armado interno
2.1 El salvador 
En la guerra civil de El Salvador, participó el ejército gubernamental, la 
Fuerza Armada de El Salvador (FAES) y el grupo insurgente del Frente 
Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN). Se desarrolló entre 
los años 1980 y 1992. El 15 de octubre de 1979, un grupo de militares 
liderados por el coronel Adolfo Majano expulsó al general Carlos Humberto 
Romero y formó una Junta Revolucionaria de Gobierno tras anunciar la 
Proclama de la Fuerza Armada. La Junta cayó tres meses después de que 
el coronel Jaime Abdul Gutiérrez y el coronel Guillermo García, Ministro de 
Defensa, controlarían la transición política.
A través de los Acuerdos de Paz de Chapultepec propiciados en 1992, se 
crea la Comisión de la Verdad, cuyo fin era la superación de la Impunidad. 
Esta comisión construyó un informe Final, «De la Locura a La Esperanza: la 
guerra de 12 años en El Salvador», entregado el 15 de marzo de 1993. Tal 
y como lo cuenta Burgenthal (1994), fue la primera vez que una Comisión 
de la verdad estuvo integrada por extranjeros nombrados por las Naciones 
Unidas. No hubo ningún ciudadano salvadoreño en su integración. Su 
periodo fue de seis meses, pero al no existir un pleno conocimiento por 
parte de los comisionados, estos tuvieron el deber de reunirse con distintos 
sectores de la sociedad salvadoreña. 
Como el plazo fue tan corto que la Comisión consideró centrar la 
atención en unos casos más conocidos, tales como los asesinatos del 
Arzobispo Romero y de los sacerdotes Jesuitas y la masacre de El Mozote. 
Sin embargo, a medida que se conocía más acerca de la guerra civil, se 
constituían unos patrones de una práctica de violencia más claros. A la 
Comisión se le encomendó establecer una serie de recomendaciones que 
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fueran vinculantes a fin de prevenir la repetición de los hechos cometidos 
y crear una reconciliación nacional. La Comisión hizo pronunciamiento 
y recomendaciones específicamente frente a la separación en la Fuerza 
Armada, separación de la administración pública, inhabilitaciones públicas 
a aquellas personas que cometieron hechos de violencia, una reforma a la 
justicia, entre otras. De los acuerdos de paz también se desprendió lo que 
se conoció como Ley De Amnistía General para la Consolidación de la Paz. 
Fue el Decreto Ley número 486 de 1992 y disponía en su artículo primero 
quienes gozaban de dicha amnistía.19
Al respecto la Corte IDH se pronunció en varios casos:
En el caso Contreras y otros vs. El Salvador 20, la Corte ha observado que 
no es reciente la atención de la comunidad internacional al fenómeno 
de la desaparición forzada de personas. También se desprenden de la 
jurisprudencia de este Tribunal, de manera constante, otras definiciones 
19 Se concede amnistía amplia, absoluta e incondicional a favor de todas 
las personas que en cualquier forma hayan participado en la comisión de 
delitos políticos, comunes conexos con estos y en delitos comunes come-
tidos por un número de personas que no baje de veinte antes del primero de 
enero de mil novecientos noventa y dos, ya sea que contra dichas personas 
se hubiere dictado sentencia, se haya iniciado o no procedimiento por los 
mismos delitos, concediéndose esta gracia a todas las personas que hayan 
participado como autores inmediatos, mediatos o cómplices en los hechos 
delictivos antes referidos. La gracia de la amnistía se extiende a las personas 
a las que se refiere el artículo 6 de la Ley de Reconciliación Nacional, conte-
nida en el Decreto Legislativo Número 147, de fecha veintitrés de enero de mil 
novecientos noventa y dos y publicado en el Diario Oficial Número 14 Tomo 
314 de la misma fecha.
20 Los hechos del presente caso se desarrollan en el marco de un conflicto 
armado interno en El Salvador, durante el cual se estima que más de 75.000 
personas resultaron víctimas. Entre 1981 y 1983 miembros de las fuerzas 
armadas, en el transcurso de diferentes operativos de contrainsurgencia, 
sustrajeron y retuvieron a Ana Julia Mejía Ramírez, Carmelina Mejía Ramírez, 
Gregoria Herminia Contreras, Julia Inés Contreras, Serapio Cristian Contreras 
y José Rubén Rivera.
 Hasta la fecha solo se ha establecido el paradero de Gregoria Herminia 
Contreras. A pesar de haberse interpuesto numerosos recursos, no se han 




contenidas en diferentes instrumentos internacionales que señalan como 
elementos concurrentes y constitutivos de la desaparición forzada: a) la 
privación de la libertad; b) la intervención directa de agentes estatales o 
la aquiescencia de estos, y c) la negativa de reconocer la detención y de 
revelar la suerte o el paradero de la persona interesada. En esta sentencia, 
según las pruebas aportadas por las partes, la Corte IDH se abstuvo de si el 
Decreto Legislativo N.º 486 «Ley de Amnistía General para la Consolidación 
de la Paz», dictado en El Salvador el 20 de marzo de 1993, era compatible 
o no con la Convención Americana a raíz de una violación específica como 
la denunciada en dicho caso.
En el caso de Masacres de El Mozote y Lugares Aledaños vs. El Salvador21, 
la Corte ha establecido que el Estado debe garantizar las necesidades 
de protección. Esta obligación implica al Estado Parte organizar todo el 
aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las 
cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean 
capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos 
humanos. La Corte dispone que La Sentencia de Fondo, Reparaciones y 
Costas constituye una forma de reparación, que el Estado debe continuar 
con la plena puesta en funcionamiento del «Registro Único de Víctimas y 
Familiares de Víctimas de Graves Violaciones a los Derechos Humanos 
durante la Masacre de El Mozote» y adoptar las medidas necesarias para 
asegurar su permanencia en el tiempo y la asignación presupuestaria 
para su efectivo funcionamiento; igualmente, el Estado debe, en un plazo 
razonable, iniciar, impulsar, reabrir, dirigir, continuar y concluir, según 
corresponda, con la mayor diligencia, las investigaciones de todos los 
hechos que originaron las violaciones declaradas en la presente Sentencia, 
con el propósito de identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los respon-
sables. Así mismo, el Estado debe asegurar que la Ley de Amnistía General 
21 El 11 y el 13 de diciembre de 1981, cuando la Fuerza Armada de El Salvador, 
con el apoyo de la Fuerza Aérea salvadoreña, realizó una serie consecutiva 
de ejecuciones masivas, colectivas e indiscriminadas de civiles, en el caserío 
El Mozote, el cantón La Joya, los caseríos Ranchería, Los Toriles y Jocote 
Amarillo, así como en el cantón Cerro Pando y en una cueva del Cerro Ortiz. 
Estos ataques se dieron en el marco de una supuesta operación de contrain-
surgencia que formaba parte de una política de “tierra arrasada” planificada y 
ejecutada por el Estado. 
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para la Consolidación de la Paz no vuelva a representar un obstáculo para 
la investigación de los hechos materia del presente caso ni para la identifi-
cación, juzgamiento y eventual sanción de los responsables de los mismos 
y de otras graves violaciones de derechos humanos similares acontecidas 
durante el conflicto armado en El Salvador.
Como es bien sabido, la competencia de las organizaciones internacio-
nales de protección a los Derechos Humanos juega un papel fundamental 
para la implementación de la paz durante un proceso de negociación cuyo 
objetivo principal es acabar con el conflicto armado. Es por esto que resulta 
necesario analizar los diferentes casos presentados ante la Corte IDH en 
lo que respecta al deber que tienen los Estados de investigar y sancionar 
a los presuntos responsables de los delitos cometidos en determinada 
época. De esta manera, la Corte se pronunció acerca de este deber en el 
caso Hermanas Serrano Cruz vs. El Salvador22, ya que exige al Estado salva-
doreño investigar, en un plazo razonable, los hechos del caso para lograr 
así un efectivo juzgamiento, identificación y sanción de los responsables. 
Pero, además, el Estado deberá utilizar todos los medios necesarios y a su 
alcance para cumplir con ese deber de investigación, ya sea por medio del 
proceso penal o de otras medidas a su elección.
Ahora bien, otro caso importante a mencionar en el que la Corte se 
pronuncia sobre el deber de investigación y sanción que posee el Estado. 
Es el caso García Pietro y Otros vs. El Salvador23. En este, la Corte se mani-
22 Los hechos del presente caso se iniciaron a partir del 2 de junio de 1982 
cuando se dio la captura de las entonces niñas Ernestina y Erlinda Serrano 
Cruz, quienes tenían 7 y 3 años, respectivamente, por parte de militares 
integrantes del Batallón Atlacatl del Ejército salvadoreño durante un opera-
tivo militar conocido como “Operación Limpieza”. Mientas se encontraban 
ocultos, el señor Dionisio Serrano, padre de las menores, decidió ir a buscar 
agua a una quebrada cercana, junto con su hijo Enrique. Al quedarse solas, 
las niñas Ernestina y Erlinda comenzaron a llorar y fueron descubiertas por 
las patrullas de militares, quienes se las llevaron.
23 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la falta 
de un debido proceso relacionado al asesinato de Ramón Mauricio García 
Prieto Giralt y por las amenazas en perjuicio de sus familiares. El 10 de junio 
de 1994, Ramón Mauricio García Prieto, mientras se dirigía a la casa de unos 
familiares con su esposa y su hijo, fue interceptado por dos sujetos que lo 
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fiesta principalmente sobre los recursos interpuestos por los padres de 
Ramón Mauricio García P., los cuales no fueron atendidos en su momento 
por parte de las autoridades competentes. En este punto es claro cómo 
la Corte, además de pronunciarse sobre el deber de investigar que tienen 
los Estados frente a las víctimas directas de las violaciones, también lo 
hace frente a las indirectas, como sería el caso de los familiares. Teniendo 
en cuenta esto, no solo basta una efectiva diligencia para investigar los 
hechos y así determinar responsables, sino que es necesario, además, que 
a los familiares se les atienda de manera pronta con el fin de garantizar el 
restablecimiento de sus derechos.
2.2 Perú 
Perú, durante dos décadas, atravesó un período de conflicto armado 
interno, entre los años 1980 y el año 2000 que, 
(...) dejó como resultado una cifra de muertos o desaparecidos de apro-
ximadamente 69.280 personas y pérdidas económicas que superan 
los 26 millones de dólares. La violencia en Perú fue desatada tanto 
por grupos insurgentes como por el gobierno. En la historia de este 
país se destacaron dos grupos insurgentes. El primero de ellos fue el 
Partido Comunista del Perú, denominado Sendero Luminoso, el cual 
inició sus acciones en mayo de 1980, originando un enfrentamiento 
contra el Estado y la sociedad. Según informes de la Comisión de la 
Vedad y Reconciliación (2004), la organización subversiva Sendero 
Luminoso cometió delitos de lesa humanidad y fue autor de la muerte 
del 54% del total de las víctimas fatales del conflicto armado interno 
en Perú. El segundo actor de la insurgencia fue el Movimiento Revolu-
cionario Túpac Amaru (MRTA), que tal como lo estableció el informe 
final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación (2003) fue una 
organización de izquierda peruana, fundada en 1962 por militantes de 
amenazaron de muerte con armas de fuego. Uno de ellos le disparo. El señor 
García Prieto fue conducido a un hospital donde falleció. Sus familiares, 
José Mauricio García Prieto Hirlemann y Gloria Giralt de García Prieto, fueron 
objetos de numerosas amenazas y atentados contra su vida a causa de los 
recursos que interpusieron con el fin de encontrar a los responsables.
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la Alianza Popular Revolucionaria Americana (APRA), en cabeza del 
abogado Luis Felipe de la Puente Uceda, los cuales desistieron de la 
(APRA) para formar el APRA REBELDE, en 1984 la cual se denominó 
Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA) involucrándose 
con el conflicto armado interno iniciado en 1980, cometiendo delitos 
de la misma índole que el Movimiento Sendero Luminoso (Interna-
tional Center for Transitional Justicie, 2010).
En 1992, su líder Víctor Polay es capturado y pasa al mando Néstor Cerpa, 
el cual es dado de baja durante la toma de la embajada japonesa en 1997. 
Por último, tenemos al grupo paramilitar Colina24, integrado por militares 
activos. Estos amparaban sus acciones en un Decreto Legislativo número 
052 de 1981, también conocido como Ley de Emergencia, cometiendo los 
mismos delitos perpetrados por la insurgencia, iniciándose el régimen del 
terror, resultando como principales afectados las comunidades rurales y 
los pueblos indígenas andinos y amazónicos. A raíz de esto, en 1995 el 
presidente Alberto Fujimori, violando toda forma de Estado de Derecho, 
promulga la Ley N.º 26479 de Amnistía, a la cual podían acogerse todos 
los actores del conflicto, que se encontraran denunciados, investigados, 
encausados, procesados o condenados por crímenes cometidos entre 
1980 y 1995.
A esta ley de amnistía le siguió la Ley N.º 26492, llamada «interpreta-
tiva», la cual obligó al poder judicial a la aplicación de la ley de amnistía de 
manera textual, despojando a los jueces de herramientas interpretativas 
al momento de su aplicación. Como anteriormente se mencionó, estas 
leyes de amnistía fueron ampliamente criticadas, tanto así que, mediante 
sentencia del 14 de marzo de 2001, en el caso Barrios Altos vs. Perú25, caso 
24 Oficialmente es un Destacamento de Inteligencia Operativa, considerado así 
en los cuadros de organización y en la estructura presupuestaria del Ejército, 
como una organización permanente, constituido por aproximadamente 50 
efectivos entrenados y misionados para realizar operaciones especiales de 
inteligencia y, entre ellas, operaciones encubiertas. Particularmente fueron 
empleados como grupo de ejecución extrajudicial.
25 Militares del ejército pertenecientes al grupo Colina irrumpieron en propiedad 




de gran renombre, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2001) 
se manifestó respecto a la ley N.º 26479:
Los Estados Partes tienen el deber de tomar las providencias de toda 
índole para que nadie sea sustraído de la protección judicial y del 
ejercicio del derecho a un recurso sencillo y eficaz, en los términos 
de los artículos 8 y 25 de la Convención. Es por ello que los Estados 
Partes en la Convención que adopten leyes que tengan este efecto, 
como lo son las leyes de auto amnistía, incurren en una violación de 
los artículos 8 y 25 en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la 
Convención. Las leyes de auto amnistía conducen a la indefensión de 
las víctimas y a la perpetuación de la impunidad, por lo que son mani-
fiestamente incompatibles con la letra y el espíritu de la Convención 
Americana. Este tipo de leyes impide la identificación de los indivi-
duos responsables de violaciones a derechos humanos, ya que se 
obstaculiza la investigación y el acceso a la justicia e impiden a las 
víctimas y a sus familiares conocer la verdad y recibir la reparación 
correspondiente.
Otro caso de importante relevancia en Perú es el de La Cantuta26, en el 
cual, mediante sentencia de 29 de noviembre de 2006, la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos (2006) al igual que en el caso Barrios Altos, 
hizo pronunciamientos respecto a las leyes de amnistía N.º 26479 y la N.º 
26492, manifestando que:
La Corte es consciente de que los jueces y tribunales internos están 
sujetos al imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las 
disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un 
Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención 
Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también 
26 “El caso refleja los abusos cometidos por las fuerzas militares, así como la 
práctica sistemática de violaciones de derechos humanos, entre ellas desa-
pariciones forzadas y ejecuciones extrajudiciales, realizados por agentes 
estatales siguiendo órdenes de jefes militares y policiales, como ha sido 
resaltado por la Comisión Interamericana desde comienzos de la década de 
los 90 y por la Comisión de la Verdad y Reconciliación del Perú”.
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están sometidos a ella, lo que les obliga a velar por que los efectos 
de las disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la 
aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio 
carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial 
debe ejercer una especie de «control de convencionalidad» entre las 
normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, el 
Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino 
también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interame-
ricana, intérprete última de la Convención Americana.
En la sentencia de fondo en el caso Barrios Altos vs. Perú, la Corte declara 
que tanto la ley de amnistía N.º 26479 y su respectiva ley interpretativa 
N°26492, son incompatibles con la CASDH, dejándolas así sin efectos 
jurídicos; es por ello que la Corte, en la parte resolutiva de ambas senten-
cias, ordena al Estado de Perú que lleve a término las investigaciones 
abiertas, los procesos penales interpuestos ante la jurisdicción penal y, si 
es necesario, que reabra casos para determinar todos los responsables 
de las violaciones de los derechos humanos objeto de ambas sentencias. 
También ordenó la divulgación de los resultados de dichas investigaciones 
y la aplicación de la correspondiente sanción a quienes cometieron los 
crímenes.
En el año 2000, el presidente Alberto Fujimori abandona el país y da paso 
a la justicia, creándose como primera medida la Comisión de la Verdad y 
la Reconciliación con el fin de esclarecer lo sucedido en el conflicto. Estas 
comisiones no obedecen a un modelo único de conformación y funciona-
miento, ya que cada comisión se acopla al tipo de conflicto y el lugar donde 
va a funcionar, como en el caso de Perú, que:
(...) el trabajo de la CVR permitió conocer y relevar las violaciones 
contra los derechos humanos que se perpetraron en las décadas 
de los ochenta y noventa. Como efecto colateral, su labor reavivó 
en el debate político el interés por los casos de DDHH, despertando 
en algunos sectores de la prensa la urgencia de esclarecer y denun-




Las Comisiones tuvieron dos aspectos importantes: el primero de ellos es 
que permitían visualizar las múltiples violaciones de derechos perpetrados 
en el marco del conflicto. El segundo es que, al llevarse a cabo por medio 
de audiencias públicas, se generaba reconocimiento para las víctimas y 
producía en ellas cierto grado de satisfacción, lo cual permite afirmar que 
esta medida constituía el inicio de la reparación.
Otro aspecto que vale la pena resaltar es que la Comisión de la Verdad 
no tiene funciones jurisdiccionales por lo que no hace parte del poder judi-
cial, lo que las hace carecer de facultades para coaccionar a los testigos a 
comparecer. Esto genera duda respecto a si por medio de las comisiones 
se puedan esclarecer todos los hechos y obtener una verdad plena de 
sucedido. La Comisión de la Verdad sirve para acercar a dos partes enfren-
tadas. En un contexto como el peruano, constituye un medio para que la 
sociedad reflexione sobre las acciones y omisiones del pasado, siendo la 
herramienta principal para la construcción de una memoria histórica. A 
pesar de los aspectos positivos anteriormente relacionados, hubo incon-
formidad por parte de algunos grupos ya que la comisión no era imparcial 
porque las personas que lo integraban eran pertenecientes al gobierno de 
Fujimori, dejando a un lado la objetividad al momento de juzgar.
La Comisión de la Verdad y la Reparación, recomendó al gobierno 
peruano que se creara el Plan Integral de Reparaciones (PIR), el cual 
se introdujo al ordenamiento jurídico interno mediante la Ley 28592 del 
Congreso de la República, ley que regula todo lo relacionado con las polí-
ticas de reparación que el Estado Peruano debe adoptar en favor de sus 
víctimas. El plan funciona a través de los programas de reparación que se 
llevan a cabo con base a la información que existe en el Registro Único de 
Víctimas y en las recomendaciones que recibe por parte de la comisión 
de verdad y reconciliación. El PIR tiene como fines principales permitir el 
acceso a la justicia, la restitución de derechos y la reparación tanto mate-
rial como moral por los daños sufridos a causa de la violencia que ha 
perdurado por años en este país. Con base en lo anterior y obedeciendo a 
las necesidades de las víctimas, el PIR contempla diferentes programas en 
materia de educación, salud, reparación simbólica, derechos ciudadanos, 
reparaciones colectivas, económicas, habitacionales y aquellos programas 
que la Comisión Multisectorial apruebe, todo ello para brindar una repa-
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ración integral a las víctimas con el propósito de que puedan volver a su 
estado anterior, aquel en el que se encontraban antes de que fueran perpe-
trados las masacres.
Teniendo en cuenta que era necesario crear una entidad que ayudara a 
llevar a cabo todas las políticas que contempla el Plan Integral de Repara-
ciones en Perú, se establece un órgano denominado Comisión Multisectorial 
de Alto Nivel (CMAN) el cual, según el Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos, tiene como función coordinar, supervisar y hacer seguimiento 
a las políticas estatales en el marco de la paz y la reconciliación, para que 
con ello el Estado pueda cumplir cabalmente con su obligación de reparar 
ya que tanto el derecho internacional como derecho en Perú la contemplan 
y la relacionan con el deber de garantía, es decir, aquel que consiste en 
evitar la violación de DDHH, investigando los hechos pasados en los que se 
vulneraron múltiples derechos para, de esta manera, identificar plenamente 
a los responsables y así poder aplicar las sanciones correspondientes. 
Finalmente, es importante precisar que el PIR contiene múltiples benefi-
cios que no solo se le otorgan a las víctimas directas que son quienes han 
sido objeto de desaparición forzada, desplazamientos, torturas entre otros 
atroces delitos; también se le aplica a las víctimas indirectas que son los 
familiares que también se ven afectados; pero así como el plan tiene unos 
beneficiarios de todos los programas que ofrece, también hay personas 
a las que no se les aplica como, por ejemplo, a las víctimas que hubieran 
recibido reparación por parte de otras políticas estatales o aquellas que 
no estén incluidas en el PIR y, por último, los miembros de organizaciones 
subversivas.
2.3 Guatemala
Según la Comisión para el Esclarecimiento Histórico (CEH): «el enfrenta-
miento armado en Guatemala constituyó un fenómeno cuya explicación es 
multicausal, porque no es posible identificar una sola causa que explique 
por sí sola el desencadenamiento y la persistencia del mismo en el tiempo» 
(CEH: 2009).
Entre las razones que impulsaron el conflicto armado en Guatemala 
podemos encontrar una concentración del poder político, el carácter 
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racista y discriminatorio de la sociedad frente a la población indígena y la 
exclusión social de grandes sectores empobrecidos o de escasos recursos, 
que claramente han sido expresadas en la consolidación de comunidades 
locales excluidas de la nación y del poder central. 
232. (...) Nuevos fenómenos sociales y políticos que se produjeron 
hacia fines de los años cincuenta y principios de los sesenta, en una 
coyuntura especial, que hizo pensar a parte de los sectores excluidos 
de la sociedad en la vía armada como la mejor opción política a su 
alcance, si no la única (CEH, 2009).
Para comprender el surgimiento de la guerrilla guatemalteca es necesario 
hacer referencia al levantamiento militar del 13 de noviembre de 196027. 
De igual manera, «En 1982 los grupos guerrilleros y el comunista “Partido 
Guatemalteco del Trabajo” (PGT) se unieron para formar un comando 
único bajo el nombre de “Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca” 
(URNG)» (CEH, 2009), el cual representó los múltiples ataques contra el 
poder del Estado para consolidar el enfrentamiento armado del país.
Ahora bien, respecto a la transición y los acuerdos firmados en Guate-
mala desde el año 198728, para lograr el fin del conflicto armado, así como 
una solución política democrática, es preciso indicar que dichos sucesos 
se consolidan el día 29 de diciembre de 1996, cuando, durante el gobierno 
de Álvaro Arzú Irigoyen se suscribe el Acuerdo de Paz Firme y Duradera, 
documento a través del cual se da fin al conflicto armado en Guatemala 
después de 36 años de enfrentamiento.
Así mismo, durante el proceso de paz se presentaron múltiples 
iniciativas que indicaban reformas constitucionales29 ratificadas mediante 
27 Movimiento a través del cual surgen dos nuevas organizaciones conocidas 
como el “ejército guerrillero de los pobres” (EJP) y “la organización del pueblo 
en armas” (ORPA), quienes redefinieron el enfoque estratégico con respecto 
a las organizaciones de los años 60.
28 Hasta el año 1996 se lograron firmar 12 acuerdos en total para garantizar la 
paz en Guatemala.
29 Dichas reformas constitucionales se enmarcan en dos acuerdos fundamen-
tales, primero, el “Acuerdo de paz sobre identidad y derechos de los pueblos 
indígenas”; segundo, el “Acuerdo sobre fortalecimiento del poder civil y 
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acuerdo legislativo 41-98 del 29 de diciembre de 1998. Además, a través 
de este, se ordena al tribunal supremo electoral preparar la actividad de 
consulta. Los temas principales de aquellas reformas se desarrollan en 
torno a: la identidad y espiritualidad de los pueblos mayas; el listado de los 
idiomas existentes en el país; la definición y caracterización de la nación 
guatemalteca; Congreso de la Republica; servidores del organismo judicial; 
funciones del Presidente de la Republica; entre otros. 
En la consulta popular celebrada el 16 de mayo de 1999, las referidas 
reformas constitucionales fueron rechazadas mayoritariamente, 
extremo que se debió, en gran medida, al repudio al paquete de 
reformas que interesaban al oficialismo y no a las derivadas de 
los acuerdos de paz, que no llegaban a 20 reformas (FUENTES 
DESTARAC).
Claramente, la principal causa por la que los guatemaltecos decidieron 
votar «NO» a las reformas constitucionales fue su descontento en el 
enfoque planteado y con el cual se desarrollaron las mismas. Tal y como 
lo indican los medios de comunicación de dicho país, la participación de 
los habitantes de Guatemala en el proceso de refrendación fue mínima y 
nada de lo esperada por el gobierno, ni las ONG participantes, ni siquiera 
la guerrilla se lo esperaba, ya que esta se consideraba como un elemento 
fundamental para lograr la paz. 
Con respecto al electorado indígena, es muy difícil calibrar su 
influencia. Probablemente la postura mayoritaria entre los indígenas 
fue la misma del guatemalteco medio. Una muestra podría ser el 
caso de Quetzaltenango, ciudad de mayoría indígena que votó por el 
no (Camacho, 1999).
En este punto, y de acuerdo a lo anterior, es indispensable mencionar, 
sobre un marco de justicia transicional en Guatemala, los diferentes 
mecanismos judiciales y no judiciales que se implementaron para lograr 
función del ejército en una sociedad democrática”. Dentro de las nombradas 
reformas se abarcaban no solo aquellas previstas en los acuerdos de paz, 
sino también algunas que eran de interés público del oficialismo. En total 
fueron más de 40 reformas constitucionales.
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una efectiva investigación y sanción de los hechos cometidos durante el 
conflicto armado, con el fin de lograr el restablecimiento de los derechos 
tanto de las víctimas directas, así como de sus familiares. Dichos cambios 
estructurales que facilitarían la transición están enfocados al organismo 
judicial, uno de los tres poderes del Estado, en los que el pueblo de Guate-
mala delega su soberanía. Ahora bien, los mecanismos judiciales son:
1. Ley de Reconciliación Nacional: Expedida en Guatemala el 27 
de diciembre de 1996, mediante el decreto número 145-1996. 
Establece la extinción total de la responsabilidad penal, que 
no es otra cosa que una amnistía, puesto que busca eliminar 
el carácter ilegal de un delito con su respectiva responsabilidad 
penal. La extinción de esa responsabilidad penal es tanto para 
los delitos políticos como para los delitos comunes conexos a 
estos.
 Respecto a la LRN, son múltiples casos que demuestran cómo 
una aplicación de las disposiciones de amnistía dentro de la 
misma va en contra de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. Muestra de esto es el caso de la Masacre de las Dos 
Erres vs. Guatemala30, en el cual se evidencia cómo las autoridades 
han usado la LRN como elemento que demora excesivamente 
el desarrollo del proceso, hecho que representa una violación al 
derecho de acceso a la justicia.
2. El nuevo Código Procesal Penal, adoptado en 1994 (mediante 
el decreto del Congreso de la República 46-91), introduce a 
Guatemala en el sistema acusatorio. Dentro de dicho sistema la 
investigación está a cargo del Ministerio Público. Al interior de la 
30 El 4 de diciembre de 1982, en medio de la denominada política de tierra 
arrasada iniciada por el Ejército de Guatemala, un comando de las fuerzas 
especiales, los Kaibiles, irrumpieron en la parcela de Las Dos Erres y masa-
craron durante tres días a más de 350 personas entre hombres, mujeres, 
ancianos y niños. Muchos de los cadáveres fueron arrojados al pozo del 
poblado y otros fueron abandonados en los bosques cercanos. Tropas 
del destacamento de Las Cruces prendieron fuego a lo que quedaba de la 
parcela, arrasaron con los últimos restos y desaparecieron de esta manera el 
poblado.
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estructura orgánica del Ministerio Público, están las fiscalías de 
sección encargadas de ejercer la acción penal en áreas especí-
ficas. 
 Una de ellas es la especializada Fiscalía de Derechos Humanos 
elevada a tal categoría mediante Acuerdo No. 03-2005 del 
Consejo del Ministerio Público. Fijándole la función de investigar 
y procesar penalmente a quienes se imputen violaciones a dere-
chos humanos cometidas durante el periodo del enfrentamiento 
armado interno (García Ortiz, 2008).
 La figura del querellante adhesivo, presente en el Art. 116 del 
código procesal penal guatemalteco, es la de «persona individual 
o un grupo de estas, agraviados por determinado hecho delictivo, 
que interviene en el proceso como parte acusadora, provocando 
la persecución penal o adhiriéndose a la ya iniciada por el Minis-
terio Público» (García Ortiz, 2008).
3. «Con la Reforma del código procesal penal y del Código militar, 
mediante el decreto del Congreso de la República 46-91, que 
derogó el Artículo 546 del Código Procesal Penal y modificó el 
Artículo 1 del Código Militar, se limitó la competencia de los tribu-
nales castrenses, entonces, para que estos conozcan únicamente 
de los delitos cometidos por militares contra un bien jurídico 
militar y se excluyeron del fuero especial los delitos comunes 
cometidos por estos a la jurisdicción ordinaria» (Fundación para 
el Debido Proceso Legal, 2010).
4. Procuraduría de los derechos humanos: es un Comisionado del 
Congreso de la República para la defensa de los derechos 
humanos establecidos y garantizados en la Constitución, creado 
mediante la elección de una Asamblea Nacional Constituyente en 
1984 y emitido en la constitución vigente el 31 de mayo de 1985. 
 «Otro mecanismo importante relacionado directamente con la 
institución, es el procedimiento especial de averiguación, previsto 
por el código procesal penal que faculta a la Corte Suprema 
de Justicia para proceder cuando, interpuesto un recurso de 
exhibición personal, no se halle a la persona a cuyo favor se 
solicita y existan sospechas de que la persona ha sido detenida 
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ilegalmente por funcionario público o miembros de las fuerzas 
de seguridad del estado; en dado caso, la CSJ podrá encargar 
dicho procedimiento especial de averiguación al Procurador de 
los Derechos Humanos» (Procurador de los Derechos Humanos, 
2012).
Si bien es cierto que este proceso, en principio, tiene la finalidad de dar a 
conocer el paradero de las víctimas frente a las peticiones de sus fami-
liares, en la práctica resulta ineficiente, tal y como se refleja en el caso 
Molina Theissen vs. Guatemala31. Los recursos de exhibición personal inter-
puestos por los familiares del menor no dieron resultado alguno a causa 
del poco interés del Estado para lograr una efectiva investigación y, por 
ende, sanción de los responsables.
Ahora, una breve referencia de los mecanismos no judiciales implemen-
tados en Guatemala para consolidar la justicia transicional que busca el 
paso de un país en conflicto armado hacia un país donde la paz sea el valor 
fundamental.
1. Comisiones de la verdad: «Una de las funciones más importantes 
de las comisiones de la verdad consiste en abordar las causas que 
han originado el conflicto (…)» (Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas). Para el caso de Guatemala, se fundó la Comi-
sión para el Esclarecimiento Histórico. Se podría afirmar que el 
derecho de las víctimas a conocer la verdad sobre las violaciones 
de derechos humanos se hizo efectivo mediante el cumplimiento 
31 Los hechos del presente caso se enmarcan dentro del conflicto armado vivido 
en Guatemala. Durante esta época la desaparición forzada de personas cons-
tituía una práctica del Estado llevada a cabo principalmente por agentes de 
sus fuerzas de seguridad. Marco Antonio Molina T. era un estudiante de 14 
años. Sus padres y familiares participaban en los ámbitos administrativos, 
académicos y políticos sociales de la Universidad de San Carlos y eran iden-
tificados como opositores políticos por parte de las fuerzas de seguridad. 
El 6 de octubre de 1981, dos individuos armados con pistolas automáticas 
entraron a la casa de la familia Molina Theissen, ubicada en Guatemala. Los 
individuos registraron el inmueble y se llevaron a Marco Antonio M. en un 
costal.
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del Acuerdo de Oslo, suscrito el 23 de junio de 1994 mediante el 
cual se creó esta institución.
2. Por acuerdo gubernativo 258-2003 se creó el actual Programa 
Nacional de Resarcimiento. Surge de las recomendaciones de 
la Comisión para el Esclarecimiento Histórico como un método 
de reparación. Está limitado a la entrega de dinero a los sobrevi-
vientes y a los familiares de las víctimas, es decir, busca dignificar 
a las víctimas de violaciones a los derechos humanos durante el 
conflicto armado interno en Guatemala.
3. La Comisión presidencial Coordinadora de la Política del Ejecu-
tivo en Materia de Derechos Humanos (COPREDEH), fue creada 
mediante el Acuerdo Gubernativo No. 483-91 de 12 de julio de 1991, 
y modificada mediante Acuerdos Gubernativos 549-91, 404-92 y 
192-5. Constituye un medio para lograr la mejor coordinación de 
las acciones de trabajo de los Ministerios e Instituciones del Orga-
nismo Ejecutivo, relacionadas con la vigencia y protección de los 
derechos humanos.
4. Secretaria para la paz de la presidencia de la República (SEPAZ), 
«entidad de apoyo, asesoría y coordinación del cumplimiento de 
los compromisos gubernamentales originados de los Acuerdos 
de Paz.  En cumplimiento de esa labor, la Secretaría Presidencial 
publica anualmente un informe sobre los avances en el cumpli-
miento de los Acuerdos de Paz» (Misión Permanente de Guatemala 
ante las Naciones Unidas). Creada por el acuerdo gubernativo No. 
115-2001, el 13 de marzo del 2001.
5. En 1996 se firma el acuerdo para un cese de hostilidades y 
la búsqueda de la «justicia y la reparación», y es a partir de allí 
que comienzan las labores de la antropología forense. Consti-
tuye un mecanismo no judicial para la verdad y la justicia de las 
víctimas, ya que, a su vez, «proporciona a los fiscales elementos 
que permiten enjuiciar basados en evidencia forense científica en 
casos de desaparición forzada» (Fundación antropológica forense 
de Guatemala).
Tal y como la Corte ha manifestado en múltiples casos, el deber de los 
Estados al ratificar algún tratado internacional implica una efectiva repa-
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ración integral de las víctimas, y en el marco del derecho de acceso a la 
justicia, una investigación, juzgamiento y sanción que permitan el resta-
blecimiento de los derechos de las víctimas y sus familiares. En el caso de 
Guatemala, entre las causas que han generado una ineficacia respecto a 
los acuerdos de paz es este punto —y así lo demuestran sentencias como 
las nombradas anteriormente—, la Corte dicta como medida de reparación 
que los Estados deben realizar todas las diligencias pertinentes para que 
lleve a cabo la investigación de los hechos ocurridos y así lograr el juzga-
miento y sanción de los responsables32.
De igual manera, en los informes posteriores presentados por la Corte 
sobre la supervisión de cumplimiento de las sentencias, se ha encontrado 
de manera conjunta que el Estado no ha cumplido con la resolución dictada 
que obliga a «Investigar, sin mayor dilación, de forma seria y efectiva los 
hechos que originaron las violaciones declaradas en la Sentencia, con el 
propósito de juzgar y, eventualmente, sancionar a los presuntos responsa-
bles (punto resolutivo octavo de la Sentencia)» 33 
Para concluir, si bien es cierto las reformas y los cambios estructurales 
en Guatemala sí se han implementado, no existe ninguna transformación 
contundente para lograr los verdaderos objetivos de los acuerdos de paz. 
Un análisis de la justicia transicional en Guatemala resulta importante en 
el sentido de que su aplicación constituye un elemento básico para lograr 
la reconciliación del país y superar los traumas que probablemente dejo la 
guerra, pero además de esto, es necesario que dicho análisis se realice por 
medio de los estándares internacionales que organismos como la Corte 
Interamericana han determinado a través de sus sentencias.
No bastaría un cambio estructural de la administración para lograr los 
objetivos de paz. Se necesita una verdadera intención de sus agentes para 
reparar a las víctimas y garantizarles así su derecho de acceder a la justicia 
y, por ende, la investigación de los hechos, juzgamiento y sanción de los 
responsables.
32 Así como se plantea en el Caso Molina Theissen vs. Guatemala y Caso de la 
Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala.
33 Como es el caso de la Masacre de las dos Erres vs. Guatemala en su resolución 
de Supervisión de cumplimiento de sentencia. Última resolución: 4 de septi-
embre de 2012. 
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CONCLUSIONES
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos, como se ha podido 
evidenciar a lo largo del escrito, impone a los Estados Parte a través del 
artículo 1.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, dos obli-
gaciones generales frente a los Derechos contenidos en el tratado: Respeto 
y Garantía. 
Esta investigación analizó especialmente la obligación de Garantía en 
el marco de la Justicia Transicional Latinoamericana, la cual exige a los 
Estados emprender las acciones necesarias para asegurar que todas las 
personas sujetas a su jurisdicción estén en condiciones de ejercer y gozar 
sus derechos en dicho contexto. Se concluye que esta obligación de garan-
tizar se puede asimilar desde dos perspectivas esenciales. La primera 
comprende el Control de Convencionalidad, esto se traduce en que todos 
los Estados Parte del Sistema deben adecuar y verificar si su ordena-
miento jurídico interno —que para este caso se entiende como los distintos 
mecanismos judiciales y no judiciales de justicia transicional— es compa-
tible y cumple con los Estándares Internacionales establecidos mediante 
los tratados y jurisprudencia Interamericana. Además, se hace necesario 
resaltar que todas las autoridades, tanto administrativas como judiciales, 
están llamadas a aplicar el Control de Convencionalidad en el ejercicio de 
sus competencias. La segunda perspectiva requiere que todos los Estados 
Parte trabajen en el cumplimiento de los deberes de investigar, sancionar y 
reparar violaciones de derechos humanos. Esto implica, en el marco de la 
Justicia Transicional, el reconocimiento del Derecho a la Verdad y el rechazo 
a la impunidad, para el restablecimiento de los derechos de las víctimas. 
En efecto, se resalta en primer lugar el caso de Argentina, caracterizado 
por ser pionero en la creación de la primera comisión oficial transicional 
de investigación de la era moderna llamada CONADEP, que permitió, tras 
ciertos procedimientos, garantizar el Derecho a la Verdad de las Víctimas 
a través del informe Nunca más, el cual documentó la existencia de 8.961 
desaparecidos y de 380 centros clandestinos de detención. También 
trazó un hito en materia de creación de Tribunales de Juzgamiento para 
todos los países de la región, debido a que por primera vez en la historia 
mundial un grupo de dictadores debió comparecer ante tribunales de su 
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propio pueblo, que los juzgó por sus crímenes. Por otra parte, se equivocó 
con la promulgación de la Ley de Punto Final y Ley de Obediencia debida, 
ya que la CIDH concluyó que Argentina había violado la Convención con la 
sanción de las Leyes, y había incumplido su obligación de investigar, violando 
los derechos de los peticionarios que la Convención les acuerda. Igualmente, 
gracias a una petición presentada ante la CIDH que fue resuelta mediante 
solución amistosa, se permitió definir una política reparatoria clara para las 
víctimas de violaciones de derechos humanos. 
Respecto al Estado de Uruguay y la forma en la que actuó durante su 
proceso de transición siguiendo los parámetros de la Convención Ameri-
cana de Derechos Humanos, entre ellos las Garantías de Investigación y 
Reparación Integral, específicamente en la Medida de Satisfacción que 
contiene el acceso a la Verdad y a la Justicia, se adecuaron medidas judi-
ciales y no judiciales. En razón de las primeras medidas se vio una justicia 
penal ordinaria pervertida, que no permitía una investigación plena de los 
hechos acaecidos durante el régimen dictatorial, al encontrarse coac-
cionada por el Poder Ejecutivo, de allí el poco interés del gobierno en el 
reconocimiento de los hechos y el restablecimiento de los derechos. En 
relación a las medidas no judiciales, existió mayor esfuerzo por parte del 
gobierno para iniciar el proceso del restablecimiento de derechos e investi-
gación de los hechos que durante dos décadas no se pudieron llevar acabo. 
Todo lo anterior se da a partir del adecuado control de convencionalidad 
que realizó la Suprema Corte de Justicia, al darle una lectura diferente a la 
Ley de Caducidad, por mandato de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos.
Por su parte, el contexto chileno es muy importante porque allí, en el caso 
Almonacid Arellano vs. Chile aparece por primera vez en la jurisprudencia 
contenciosa de la Corte IDH el concepto de Control de Convencionalidad, 
precisando todos sus elementos. Además, se estableció claramente que 
los crímenes de guerra y lesa humanidad cometidos durante la dictadura 
era inamnistiables e imprescriptibles. La medida no judicial adoptada por el 
Estado Chileno fue una Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación. Esta 
sirvió para esclarecer muchos hechos atroces de la dictadura. Del mismo 
modo, se creó la Comisión Nacional de reparación y reconciliación, con el 
único fin de ejecutar las recomendaciones de la Comisión de la verdad.
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En el Salvador, como medida no judicial, se dio la creación de una Comi-
sión de la Verdad que surge después del acuerdo firmado en México, con la 
finalidad de investigar y esclarecer las más graves violaciones de derechos 
humanos ocurridos durante la guerra civil. Dentro de esta Comisión de la 
Verdad se creó un centro de documentación que aportaba fotos, videos, 
entre otras evidencias para dar información clara y confiable al pueblo 
salvadoreño. Se creó también la Comisión Nacional de Reconciliación, que 
propició el Diálogo Nacional y permitió a los civiles tomar participación 
política e iniciar un diálogo constructivo entre el Gobierno y la guerrilla. El 
caso del Salvador es muy importante en la jurisprudencia Interamericana, 
ya que, gracias a su contexto, la Corte IDH amplió los conceptos sobre el 
tratamiento correcto para los delitos de desplazamiento forzado. Además, 
terminó de construir dentro de las obligaciones de investigar, procesar y 
sancionar, la noción de plazo razonable y el derecho a un recurso judicial y 
efectivo para las víctimas indirectas. 
La transición de Perú se dio mediante la promulgación de leyes, la 
búsqueda de la Justicia, la Paz y la Reparación; fue ejecutada por medio 
del poder legislativo. A diferencia de otros países en Latinoamérica que 
atravesaron un período de transición, en Perú no se dio ninguna reforma 
Constitucional, ni fueron sometidas las propuestas a la decisión del pueblo 
por medio de los mecanismos de participación ciudadana. De la misma 
manera, en cuanto a los mecanismos no judiciales, hubo inconformidad por 
parte de algunos grupos ya que la Comisión de la Verdad que se instauró 
no era imparcial porque las personas que la integraban eran pertenecientes 
al gobierno de Fujimori, dejando a un lado la objetividad al momento de 
juzgar. Por otra parte, se ha manifestado que las víctimas se encuentran 
inconformes ya que en el tema de los programas originados a partir del Plan 
Integral de Reparaciones han sufrido demoras, cambios en las políticas y 
discursos contradictorios sobre el conflicto y sus responsables, por lo que 
a muchas víctimas y familiares se le ha negado el derecho a la reparación y 
aún otros miles siguen esperando su compensación y beneficios. 
En este mismo sentido, del análisis realizado se puede inferir que 
cada uno de los procesos de Transición en América Latina, en contraste 
con el Derecho Internacional, tuvieron una serie de errores y aciertos al 
momento de implementar mecanismos judiciales, como leyes de amnis-
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tías e indultos y, por otra parte, los no judiciales como las comisiones de 
la verdad. Así mismo, es precisamente este hecho el que le brinda la posi-
bilidad a Colombia de direccionar correctamente las medidas de Justicia 
Transicional que se pretenden adoptar por el Estado para lograr el obje-
tivo de una paz estable y duradera, que garantice la reparación integral 
de las víctimas del conflicto y evite futuros procesos contenciosos por 
responsabilidad internacional ante el Sistema Interamericano de Dere-
chos Humanos. 
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El presente capítulo busca responder a cómo se ha garantizado el 
derecho a la reparación integral de las víctimas dentro de la imple-
mentación normativa del Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición (SIVJRNR), pactada en el Acuerdo Final. 
Específicamente, se sustenta que en dicho proceso el Congreso de 
la República y el Gobierno Nacional han desconocido el espíritu 
de lo pactado, el marco internacional de los derechos humanos y 
el reconocimiento constitucional de los derechos de las víctimas, 
pese a la predicada centralidad de sus derechos. Para evidenciar 
lo anterior, primero, se explicarán las características del SIVJRNR 
en el Acuerdo Final; segundo, se analizará cómo fue su implemen-
tación dentro del Procedimiento Legislativo Especial; y tercero, se 
realizará un balance crítico de los incumplimientos e inconsisten-
cias entre lo Acordado y las normas efectivamente promulgadas, lo 
cual va en detrimento de los derechos de las víctimas a la repara-
ción integral, justicia y participación. En conclusión, se presentarán 
los desafíos más allá del Procedimiento Legislativo Especial para la 
paz en la implementación del SIVJRNR. 
PALABRAS CLAVE
Derechos de las víctimas / Justicia Transicional / Procedimiento 
Legislativo Especial (Fast Track) / Sistema Integral de Verdad, 
Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR).
ABSTRACT
This chapter aimed to answer how have been guaranteed the 
right to the integral reparation of the victims within the normative 
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INTRODUCCIÓN
La firma del Nuevo Acuerdo de Paz (Acuerdo Final) del pasado 24 de 
noviembre de 2016 entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP fue, en parte, 
un logro de la movilización ciudadana, incluyendo organizaciones sociales, 
de víctimas y defensoras de derechos humanos. La legitimidad de una 
salida negociada al conflicto estuvo en entredicho tras la victoria del No en 
el plebiscito del 2 de octubre de 2016 con 6.431.372 votos correspondientes 
al 50,21% del total de votos registrados1, con el cual se rechazó el Primer 
1 Así lo evidenció la Registraduría Nacional del Estado Civil en el Boletín No. 
53 del 02 de octubre de 2016. Tomado de: https://goo.gl/8gp7Gz. Cfr. Perió-
dico El Tiempo: “Polarización del país, reflejada en resultados del Escrutinio”. 
Bogotá, 02 de octubre de 2016. 
implementation of the Comprehensive System for Truth, Justice, 
Reparations and Non - Recurrence (SIVJRNR) agreed in the 
Final Agreement? Specifically, it is argued that in this process the 
Congress of the Republic and the National Government have ignored 
the spirit of the agreement, the international framework of human 
rights and the constitutional recognition of the rights of the victims, 
despite the preached centrality of them. To demonstrate the above, 
first, characteristics of the SIVJRNR in the Final Agreement will be 
explained; second, it will be analyzed how was its implementation 
within the Special Legislative Procedure; and third, a critical balance 
will be made of the breaches and inconsistencies between the Peace 
Agreement and the promulgated norms, which infringe the rights 
of the victims to the integral reparation, justice and participation. In 
conclusion, the challenges beyond the Special Legislative Procedure 
for the Peace in the implementation of the SIVJRNR will be presented.
KEY WORDS
Rights of the victims/ Transitional Justice/ Special Legislative 
Procedure (Fast Track)/ Comprehensive System for Truth, Justice, 
Reparations and Non - Recurrence (SIVJRNR). 
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Acuerdo firmado en Cartagena. Desde el momento en que se conoció el 
resultado de las votaciones de este Plebiscito hasta la firma del Acuerdo 
Final, se dio un fenómeno de movilización ciudadana sin precedentes para 
exigir al Gobierno Nacional la búsqueda de un nuevo pacto2. Luego, con la 
Sentencia C-699 de 20163 de la Corte Constitucional, se terminó de allanar 
el camino para implementar y refrendar jurídicamente este nuevo Acuerdo 
el 30 de noviembre de 2016, fecha a partir de la cual entró en vigencia por 
un año el Procedimiento Legislativo Especial para la Paz (o Fast Track), 
creado por el Acto Legislativo 01 de 2016.
En ese momento quedaron habilitados el Gobierno Nacional y el 
Congreso de la República para darle un trámite expedito y extraordinario a 
las normas necesarias para implementar de buena fe el Acuerdo Final de 
Paz. En especial, existía el compromiso de materializar aquellos asuntos 
que fueron expresamente priorizados por el Acuerdo para los primeros 
12 meses4. La tarea, en materia de víctimas, implicaba la aprobación de: 
1) la Ley de Amnistía y Acto Legislativo de Incorporación de la Jurisdic-
ción Especial para la Paz a la Constitución Política; 2) el Acto Legislativo y 
normas para la organización de la Unidad de Búsqueda de Personas dadas 
por desaparecidas y la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la 
Convivencia y la No Repetición; 3) la Ley y/o normas de desarrollo sobre 
2 Dentro de esta movilización ciudadana se puede destacar la realización de 
marchas masivas por la paz, entre ellas la denominada “marcha de las flores” 
en la que estudiantes, indígenas y otros sectores, se unieron al clamor de paz 
de miles de víctimas del conflicto, empleando entre otros recursos, campañas 
de comunicación en redes sociales como #MarchaPorLaPaz, #AcuerdosYa, 
#PazALaCalle. Además, se realizaron diferentes tertulias y mesas de conver-
sación en las que el tema principal que cuestionaba a los asistentes era el 
futuro del país ante el escenario de incertidumbre reinante. Cfr. https://goo.
gl/z96aY1 , https://goo.gl/ywbwm8 
3 En este fallo la Corte precisó que, si bien se había negado el Acuerdo firmado 
en Cartagena como forma específica de concretar la política pública de 
paz, el derecho y la obligación en cabeza del Presidente de la República de 
alcanzar la paz (expresada en el artículo 28 de la Carta) continuaba vigente. 
Igualmente, se señaló que el Congreso de la República como autoridad legíti-
mamente constituida estaba facultada para refrendar en nombre del pueblo 
el nuevo Acuerdo.
4 Ver el punto 6 del Acuerdo Final de Paz, númerales 6.1.9. y 6.1.10. 
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Sistema Integral de Garantías de seguridad; 4) las modificaciones de la 
Ley 1448 de 2011, de Víctimas y Restitución de Tierras, con base en lo 
acordado en el punto 5.1.3.7 del acuerdo de «Víctimas»; 5) la Ley y/o Acto 
Legislativo de creación de la Unidad para la investigación y desmantela-
miento de las organizaciones criminales (sucesoras del paramilitarismo) y 
la incorporación de la prohibición constitucional de prácticas paramilitares; 
6) la Ley y/o normas de desarrollo sobre participación política: creación 
de circunscripciones transitorias especiales de paz para las víctimas. La 
constitucionalidad de todas estas normas sería revisada de manera auto-
mática por la Corte Constitucional. 
Sin embargo, de la Habana al Congreso el camino de la implementación 
normativa del Acuerdo Final fue más parecido a una trocha de una región 
olvidada y azotada por la guerra y la corrupción en la periferia de Colombia, 
que a una vía legislativa rápida. La elaboración jurídica de cada una de 
estas normas estuvo condicionada por intereses políticos, económicos y 
sociales que en muchos casos impidieron materializar lo pactado o, incluso, 
lo desconocieron directamente. Durante el primer año de implementación 
normativa del Acuerdo se respiró un clima de incertidumbre donde cada 
coyuntura política y fallo de la Corte Constitucional cambiaba las reglas de 
juego y expectativas de los actores involucrados. Las víctimas y el movi-
miento de derechos humanos, de ser un actor central en los discursos y 
el texto del acuerdo, pasaron a tener que ganarse su participación en los 
procedimientos legislativos mediante propuestas, exigencias y moviliza-
ción. El resultado fue un modelo de reparación integral de las víctimas a 
medio camino, el cual no respetó plenamente el espíritu del Acuerdo, la 
Carta Política y el derecho internacional de los derechos humanos. 
Justamente, el presente trabajo busca ofrecer un análisis jurídico crítico 
de aquellos problemas jurídicos centrales que surgieron en la realización de 
los derechos de las víctimas mediante el Fast Track, intentando responder 
la pregunta: ¿cómo se ha garantizado el derecho a la reparación integral 
de las víctimas dentro de la implementación normativa del Sistema Inte-
gral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR) pactada 
en el Acuerdo Final? Para ello, primero, se explicarán las características del 
SIVJRNR en el Acuerdo Final; segundo, se analizará cómo fue su implemen-
tación dentro del Procedimiento Legislativo Especial; y tercero, se realizará 
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un balance crítico de los incumplimientos e inconsistencias entre lo acor-
dado y las normas efectivamente promulgadas, lo cual va en detrimento de 
los derechos de las víctimas a la reparación integral y participación. 
El objetivo de este esfuerzo es contribuir al entendimiento de lo que ha 
sucedido con la implementación normativa de los derechos de las víctimas 
en el Acuerdo Final, y así poder extraer algunas conclusiones sobre los 
desafíos sobrevinientes de esta implementación más allá del Procedi-
miento Legislativo Especial, diagnóstico necesario y urgente para impulsar 
el proceso de construcción de paz aún en marcha, teniendo en cuenta que 
durante la vigencia del Fast Track, según los últimos informes del Obser-
vatorio del Cumplimiento del Acuerdo de Paz, solo se alcanzó a legislar 
efectivamente un 17% de las materias que habían sido priorizadas por el 
Acuerdo Final. 
¿Hasta qué punto las críticas o esfuerzos por complementar el Acuerdo 
Final dentro del trámite legislativo especial para la paz contribuyen apoyar 
el logro de una paz estable y duradera? o, al contrario, ¿son estas críticas 
las que llevan a erosionar la legitimidad del Acuerdo y/o ralentizar su 
implementación dado el contexto de incertidumbre jurídico/política que 
marcó este proceso? Este debate estuvo presente entre quienes apoyaron 
decididamente el Acuerdo y luego vieron cómo el Congreso lo ignoraba o 
desconocía. Desde nuestra perspectiva, el ejercicio de crítica y propuestas 
en el trámite legislativo y de revisión constitucional fue un esfuerzo válido 
y necesario para el cumplimiento de los fines del Acuerdo, máxime cuando 
buscaba esbozar argumentos jurídicos, técnicos y constitucionales en 
defensa de los derechos de las víctimas. Esta labor implicó la realización 
de intervenciones ciudadanas para solicitar hasta declaratoria de inexequi-
bilidad de algunas de estas normas ante la Corte Constitucional, varios de 
cuyos principales argumentos recogeremos en este documento5.
5 En nuestra labor jurídica desde el Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo 
(CCAJAR), en conjunto con diversas organizaciones sociales, de DD.HH. y de 
víctimas, pertenecientes la Mesa de Justicia Transicional, la Mesa de Segui-
miento al Punto 5 del Acuerdo, el Movimiento de Víctimas de Crímenes de 
Estado (MOVICE) se presentaron hasta 29 intervenciones ciudadanas ante la 
Corte Constitucional dentro de los expedientes de revisión automática y única 
de aquellas normas promulgadas bajo el Procedimiento Legislativo Especial 
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1. El Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición (SIVJRNR) en 
el acuerdo final: una garantía de reparación 
integral para las víctimas
1.1 La Integralidad como núcleo de un modelo de 
reparación a las víctimas
El Acuerdo final de paz para la construcción de una paz estable y duradera, 
en adelante, Acuerdo Final de Paz, pretendió, en seis puntos, enfrentar las 
causas estructurales del conflicto armado colombiano caracterizado por 
su larga duración. Bajo esta perspectiva, el 07 de junio de 2014 las partes 
realizaron la denominada «Declaración de principios», que buscaba ser un 
eje transversal del conglomerado de compromisos y que acordaba: 1) el 
reconocimiento de las víctimas; 2) el reconocimiento de responsabilidad; 
3) la satisfacción de los derechos de las víctimas; 4) la participación de 
estas; 5) el esclarecimiento de la verdad; 6) la reparación de las víctimas; 
7) las garantías de protección y seguridad; 8) la garantía de no repetición; 
9) el principio de reconciliación; y 10) el enfoque de derechos atendiendo 
a los principios de universalidad, igualdad y progresividad (Pizarro; 
Moncayo, 2015). Con el objetivo de satisfacer dichas obligaciones, el 
punto cinco estuvo dedicado a situar a las víctimas en el centro del pacto 
y dictó la creación del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y 
No Repetición. 
Dicho sistema es el corazón del Acuerdo Final y propone un diseño insti-
tucional novedoso en un escenario de justicia transicional (Moreno, 2017). 
Este contempla la creación de un sistema muy completo de mecanismos 
para la paz, además de múltiples proposiciones que fueron apoyadas por 
algunos Congresistas que sí demostraron un compromiso con los derechos 
de las víctimas. Nos merece un agradecimiento especial a todos quienes 
participaron en esta labor de seguimiento al trámite legislativo, movilización, 
estudio juicioso de las disposiciones, la proposición constructiva y la crítica 
técnica, que constituyeron un esfuerzo encomiable para defender el espíritu 
de lo que se pactó en la Habana a favor de las víctimas en Colombia. 
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judiciales y extrajudiciales que actúan de manera simultánea y se interrela-
cionan entre ellos. En el Acuerdo Final de Paz y posteriormente en el Artículo 
transitorio 1 del Acto legislativo 01 de 2017, se estableció que el SIVJRNR 
está compuesto por 1) La Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, 
la Convivencia y la No Repetición (CEV); 2) La Unidad de Búsqueda de 
Personas dadas por Desaparecidas en el contexto y en razón del conflicto 
(UBPD); 3) la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP); 4) y dispone, además, 
de una serie de medidas de reparación integral para la construcción de paz, 
y mecanismos para garantizar la no repetición. En ese sentido, debe reco-
nocerse la naturaleza innovadora y garantista del Sistema, toda vez que 
no se reduce únicamente a la materialización del componente de Justicia, 
sino que contempla mecanismos extrajudiciales que, en principio, contri-
buirán a la satisfacción de los derechos de las víctimas. 
El Acuerdo Final de Paz establece que el SIVJRNR 
(...) contribuye a la lucha contra la impunidad combinando meca-
nismos judiciales que permiten la investigación y sanción de las 
graves violaciones a los derechos humanos y las graves infracciones 
al Derecho Internacional Humanitario, con mecanismos extrajudi-
ciales complementarios que contribuyan al esclarecimiento de la 
verdad de lo ocurrido, la búsqueda de los seres queridos desapare-
cidos y la reparación del daño causado a personas, a colectivos y a 
territorios enteros (Punto 5, p. 8.).
Igualmente señala, que «la experiencia internacional ha demostrado que 
la efectividad de estas medidas es mayor si se aplican de manera articu-
lada y complementaria» (Punto 5, p. 8.) En este sentido, tanto el Acuerdo 
Final de Paz, como el párrafo 3 del artículo 1 del Acto Legislativo 01 de 
2017, definen que el Sistema es integral para que las medidas logren un 
máximo de justicia y de rendición de cuentas sobre las violaciones a los 
derechos humanos e infracciones al DIH ocurridas a lo largo del conflicto. 
Dicha integralidad contribuye también, «a la construcción de la memoria 
histórica, a sentar las bases para la recuperación de la confianza, para la 
convivencia en un escenario de construcción de paz, y para una verdadera 
reconciliación entre todos y todas los colombianos y las colombianas». 
Destaca el Acuerdo que las experiencias internacionales han demostrado 
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que las características de articulación y complementariedad hacen más 
efectivas este tipo de medidas.
Ahora bien, el Estado, al momento de diseñar el marco de Justicia tran-
sicional, tiene la obligación de cumplir con los estándares internacionales 
que garanticen los componentes de Verdad, Justicia, Reparación Integral 
y Garantías de No Repetición de las víctimas. Además de los tratados 
internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia, algunas 
obligaciones internacionales frente a los derechos de las víctimas se 
encuentran dispuestas en instrumentos de soft law como el Conjunto de 
principios actualizado para la protección y la promoción de los derechos 
humanos mediante la lucha contra la impunidad6, los principios y direc-
trices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas 
de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones 
graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y 
obtener reparaciones7, y las Resoluciones 12/11 y 12/12 del Consejo de 
Derechos Humanos sobre Derechos humanos y justicia de transición, y 
Derecho a la verdad8 respectivamente9.
Con relación a las obligaciones estatales en escenarios de transición, el 
Relator Especial sobre verdad, justicia, reparación y garantías de no repeti-
ción de la ONU ha sostenido que: 
6 Así lo establece la ONU, por medio de la Comisión de Derechos Humanos, 
vease el documento Conjunto de principios actualizado para la protección 
y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impu-
nidad, E/CN.4/2005/102/Add.1, 8 de febrero de 2005. Disponible en: http://
ap.ohchr.org/documents/dpage_s.aspx?si=E/cn.4/2005/102/Add.1
7 Como lo establece la ONU, por medio de la Asamblea General, Resolución 
60/147, Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos 
y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones, 16 de diciembre de 2005. Disponible en: 
http://www2.ohchr.org/spanish/law/reparaciones.htm
8 Como lo establece la ONU, por medio del Consejo de Derechos Humanos, 
Resolución 12/11 Derechos humanos y justicia de transición de 1 de octubre 
de 2009; Resolución 12/12, Derecho a la verdad de 1 de octubre de 2009. 
9 En el peritaje de Javier Ciurlizza en el Caso 12.573, Marino López y otros (Opera-
ción Génesis) vs. Colombia. Disponible en: http://vimeo.com/60121157
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(...) la Justicia Transicional es una estrategia para lograr que la justicia 
corrija violaciones masivas de derechos humanos en tiempos de 
transición; no es un nombre para una forma de justicia distinta. La 
satisfacción ofrecida por la justicia no se puede lograr sin verdad, 
justicia, reparaciones y garantías de no-repetición. [Asimismo,] 
solo un enfoque integral para la implementación de estas medidas 
puede efectivamente responder a esta tarea y poner a las víctimas 
en el centro de todas las respuestas. […] El reconocimiento de las 
víctimas como individuos y sujetos de derecho es esencial en cual-
quier intento por remediar las violaciones masivas de los Derechos 
Humanos y prevenir que se repitan. La reconciliación no puede cons-
tituir una nueva carga que pese sobre los hombros de quienes han 
sido victimizados10.
En el plano regional, la CIDH y la Corte IDH han desempeñado un papel 
pionero de elaboración de jurisprudencia en relación con escenarios tran-
sicionales donde se debe garantizar de manera integral los derechos de 
las víctimas a la verdad, justicia, reparación y no repetición, indicando, 
además, que debe existir entre estos una interdependencia (Di Cerisano, 
2013, p. 124) 
De garantizarse ampliamente el derecho a la verdad, se materializan de 
manera transversal los derechos a la justicia, a la reparación y a la no repe-
tición. Esta afirmación se realiza teniendo en cuenta que, para que exista 
reparación se necesita que los hechos sean esclarecidos e investigados, es 
decir, se requiere conocer la verdad de lo sucedido; ahora bien, para que se 
puedan identificar a las víctimas y establecer los impactos diferenciados 
que produjeron las violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al 
10 Así lo señaló la Oficina del Alto Comisionado de las Unidas para los Derechos 
Humanos en Colombia. Comunicado de Prensa, La Justicia Transicional no 
es una forma ‘blanda’ de justicia”, nuevo Relator Especial de la ONU. Pablo de 
Greiff, 11 de septiembre de 2012. Disponible en: http://nacionesunidas.org.
co/blog/2012/09/11/lajusticia-transicional-no-es-un-forma-blanda-de-justi-
cia-nuevo-relator-especial-de-la-onu-pablo-de-greiff/. Véase, asimismo, ONU, 
Consejo de Derechos Humanos, 21° sesión, Informe del Relator Especial para 
la promoción de la verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición, 
Pablo de Greiff, A/HRC/21/46, 9 de agosto de 2012.
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Derecho Internacional Humanitario, y en consecuencia las medidas de 
reparación individual y colectivas para ellas, es menester tener certeza 
sobre las circunstancias. 
Cabe la posibilidad de cuestionarse entonces, ¿cuál es la relación entre 
el derecho a la verdad y el derecho a la justicia? o ¿cuál es el vínculo entre 
el derecho la verdad y el derecho a la no repetición? Pues bien, si se inves-
tigan y se conocen los hechos pero no hay justicia ni reconocimiento de 
responsabilidades, el derecho a la verdad se puede reducir a una confir-
mación del sufrimiento para las víctimas; en el mismo sentido, para que 
existan garantías de no repetición, se deben establecer las causas de las 
violaciones, endilgar las responsabilidades individuales, institucionales y 
sociales que permitan adelantar las reformas pertinentes al interior de 
las instituciones y organizar el aparato gubernamental para garantizar 
el libre y pleno ejercicio de derechos procurando que los hechos victimi-
zantes no se repitan. 
Así las cosas, se hace necesario ahondar en la concepción del derecho 
a la verdad, máxime si se analiza su dimensión colectiva, vista a juicio 
de la CIDH como el derecho irrenunciable que tiene toda sociedad «de 
conocer la verdad de lo ocurrido, así como las razones y circunstancias 
en las que aberrantes delitos llegaron a cometerse, a fin de evitar que 
esos hechos vuelvan a ocurrir en el futuro» (1986, p.193).
Por su parte, la Corte IDH en sentencia Myrna Mack Chang vs. Guate-
mala, enmarcó el derecho a la verdad en las obligaciones positivas del 
Estado, y subrayó que «los familiares de las víctimas y la sociedad como 
un todo deben ser informados de todo lo sucedido con relación a dichas 
violaciones». Igualmente, la Comisión Africana de Derechos Humanos y 
de los Pueblos ha reconocido el derecho a la verdad como un aspecto 
del derecho a un recurso efectivo en el caso de violaciones a la Carta 
Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos11. En relación con las 
graves violaciones de los derechos humanos cometidas en el contexto de 
la lucha contra el terrorismo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
11 The Principles and Guidelines on the Right to a Fair Trial and Legal Assistance 
in Africa highlight that the right to an effective remedy includes “access to the 
factual information concerning the violations”. Principle C (b) (3).
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reconoció el derecho a la verdad, no solo respecto de las víctimas y sus 
familias sino también del público en general.
Para la CIDH, el derecho a la verdad se vincula de manera directa con 
los derechos a garantías judiciales y protección judicial, al tiempo que es 
uno de los pilares de la justicia transicional. El derecho a la verdad faculta 
a la víctima, a sus familiares y al público en general a buscar y obtener 
toda la información pertinente relativa a la comisión de la presunta viola-
ción, la suerte y el paradero de la víctima y, cuando procede, el proceso 
mediante el cual se autorizó oficialmente dicha violación.
Para la Corte IDH, la realización del derecho a la verdad contempla una 
doble dimensión: 
En primer lugar, se reconoce el derecho de las víctimas y sus fami-
liares a conocer la verdad con respecto a los hechos que dieron lugar 
a graves violaciones de los derechos humanos, así como el derecho 
a conocer la identidad de quienes participaron en ellos. Ello implica 
que el derecho a la verdad acarrea la obligación de los Estados de 
esclarecer, investigar, juzgar y sancionar a las personas responsa-
bles de los casos de graves violaciones de derechos humanos, así 
como, dependiendo de las circunstancias de cada caso, garantizar 
el acceso a la información sobre graves violaciones de derechos 
humanos que se encuentran en instalaciones y archivos estatales 
(Corte IDH, 2005, párrafo 14).
Habida cuenta de este marco jurídico, tras situaciones de represión o de 
conflicto, debería entenderse que el derecho a la verdad consiste en exigir 
que los Estados establezcan instituciones, mecanismos y procedimientos 
habilitados para lograr la revelación de la verdad, considerada como un 
proceso por el que se recaban información y datos sobre lo realmente 
sucedido, se contribuye a combatir la impunidad, se restablece el estado 
de derecho y, por último, se logra la reconciliación.
Ahora bien, la CIDH ha destacado que en la aplicación de una ley de 
justicia transicional —escenario en el que se encuentra Colombia—, «la 
satisfacción de estos componentes de verdad y reparación deben ser 
rigurosamente examinados como condición imprescindible de la imposi-
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ción de la pena atenuada»12 a un perpetrador. Adicionalmente, la CIDH ha 
indicado que los acuerdos de carácter político celebrados entre las partes 
en conflicto no pueden, de ningún modo, eximir al Estado de las obliga-
ciones y responsabilidades que este ha asumido en virtud de la ratificación, 
tanto de la Convención Americana como de otros instrumentos internacio-
nales sobre la materia13.
1.2 Medidas judiciales y extrajudiciales: sobre  
la complementariedad de la CEV y la UBPD en  
el SIVJRNR como mecanismos humanitarios
Si bien en la arquitectura institucional del Acuerdo Final de Paz, la Comi-
sión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición 
(CEV) es independiente aunque complementaria de la Unidad de Búsqueda 
de Personas dadas por Desaparecidas (UBPD), en otras experiencias inter-
nacionales han sido las comisiones de la verdad las encargadas de realizar 
dicho mandato de encontrar el paradero de personas desaparecidas o 
identificar sus restos, para ser entregados a sus familiares o allegados, y 
esclarecer la verdad de este crimen atroz. De ahí que sea necesario recordar 
la importancia de este tipo de instrumentos de justicia transicional para la 
satisfacción plena de los derechos de las víctimas.
Las Comisiones de la Verdad son «órganos oficiales, temporales y de 
constatación de hechos que no tienen carácter judicial y se ocupan de 
investigar abusos de los derechos humanos o el derecho humanitario que 
se hayan cometido a lo largo de varios años»14. Tanto la CIDH, como la 
12 Este se puede observar en el pronunciamiento de la CIDH, sobre la aplicación 
y el alcance de la Ley de Justicia y Paz en la República de Colombia, 2006, 
párr. 38.
13 Véase, inter alia, CIDH, Informe Anual de la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos 1992-1993, OEA/Ser.L/V/II.83, Doc. 14, 12 de marzo de 1993, 
Cap. IV, p. 195; CIDH, Informe sobre la Situación de Derechos Humanos en El 
Salvador, OEA/Ser.L/V/II.85, Doc. 28 rev., 11 de febrero de 1994, Cap. I.2.
14 CIDH. Derecho a la Verdad en las Américas, cit., párr. 127. Ver también: ONU, 
Comisión de Derechos Humanos, Conjunto de principios actualizado para 
la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha 
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Corte IDH, han resaltado la importancia de las Comisiones de Verdad como 
un mecanismo extrajudicial de justicia transicional, orientado al esclareci-
miento de situaciones de violaciones masivas y sistemáticas de derechos 
humanos. 
No obstante, su importancia para el acercamiento de las víctimas a la 
verdad, la construcción de memoria colectiva y el esclarecimiento histórico 
de graves violaciones a derechos humanos, las Comisiones de la Verdad 
son complementarias y no sustitutas de los sistemas judiciales. De hecho, 
tanto jueces nacionales como internacionales en diferentes contextos se 
han valido de los hallazgos y conclusiones de las Comisiones de Verdad 
para el impulso de investigaciones y fundamentación de decisiones jurí-
dicas. La Comisión Interamericana ha señalado claramente que, sin 
perjuicio de la importancia y utilidad de las Comisiones de Verdad, para 
respetar y garantizar el derecho a la verdad se requiere de una efectiva y 
diligente investigación judicial, cumplida en un plazo razonable:
(...) pese a la importancia que tuvo la Comisión de la Verdad para esta-
blecer los hechos relacionados con las violaciones más graves y para 
promover la reconciliación nacional, las funciones desempeñadas 
por ella, aunque altamente relevantes, no pueden ser consideradas 
como un sustituto adecuado del proceso judicial como método para 
llegar a la verdad. El valor de las Comisiones de la Verdad es que su 
creación no está basada en la premisa de que no habrá juicios, sino 
en que constituyen un paso en el sentido de la restauración de la 
verdad y, oportunamente, de la justicia (…) Tampoco sustituyen la 
obligación indelegable del Estado de investigar las violaciones que se 
hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción, de identificar a 
los responsables, de imponerle sanciones y de asegurar a la víctima 
una adecuada reparación, todo dentro de la necesidad imperativa de 
combatir la impunidad (Corte IDH, 2006, párr. 133).
contra la impunidad, E/CN.4/2005/102/Add.1, 8 de febrero de 2005. Véase, 
asimismo, ICTJ, En busca de la verdad Elementos para la creación de una 
comisión de la verdad eficaz, 2013, p. 13. Disponible en: http://ictj.org/es/
publication/en-busca-de-la-verdad-elementospara-la-creacion-de-una-comi-
sion-de-la-verdad-eficaz
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En el mismo sentido, la Corte ha sostenido que 
(...) la «verdad histórica» contenida en los informes producidos por 
las Comisiones de Verdad no completa o sustituye la obligación del 
Estado de establecer la verdad y asegurar la determinación judi-
cial de responsabilidades individuales o estatales a través de los 
procesos pertinentes, por lo cual es una obligación del Estado iniciar 
e impulsar investigaciones penales para determinar las correspon-
dientes responsabilidades (Corte IDH, 2007, párr. 133).
En América Latina, por lo menos 12 países han tenido Comisiones de la 
Verdad, y la Comisión y Corte Interamericana de Derechos Humanos han 
utilizado la información proporcionada por los informes finales de las 
Comisiones de la Verdad para determinar la responsabilidad estatal, en por 
lo menos siete de esos casos15, y se han valido de sus conclusiones como 
fuente de información y elementos de prueba en relación con caso trami-
tados ante el sistema de casos y peticiones.
Las comisiones de la verdad, tal y como lo expresa el relator especial 
sobre la promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las garan-
tías de no repetición. En síntesis, en ningún caso los modelos de justicia 
transicional admiten sacrificar el derecho a la verdad frente a casos de 
violaciones a derechos humanos y derecho internacional humanitario, 
entendiéndose aquel como un elemento inquebrantable para los actuales 
tribunales de justicia transicional, realizando obligatoria una cooperación 
entre los órganos que en este caso emanan justicia y recopilan la verdad.
Si bien la verdad no puede reemplazar a la justicia, la reparación o las 
garantías de no repetición, ni de manera individual ni colectiva, existen 
obligaciones nacionales e internacionales inmutables con respecto a cada 
medida; razones prácticas, morales y políticas imperiosas para aplicarlas, 
así como pruebas empíricas convincentes de que resultan más eficaces, 
como medidas de justicia, cuando se conciben y ponen en práctica de 
forma integral y no de forma aislada.
15 Así lo sostiene Luis Andrés Fajardo Arturo, en el texto: Elementos estructurales 
del derecho a la verdad. Revista Civilizar. Ciencias Sociales y Humanas, vol. 12, 
núm. 22, enero-junio, 2012, pp. 15-33. Bogotá: Universidad Sergio Arboleda. 
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De acuerdo con lo establecido hasta este momento, la UBPD, como 
la CEV, son complemento de la administración de Justicia. Así pues, los 
órganos que conforman el SIVJRNR deben ser dotados de herramientas 
jurídicas y materiales que permitan una adecuada efectiva y verdadera 
integralidad y complementariedad entre sí, integralidad que se basa en 
una colaboración armónica que provea lograr un máximo de justicia, 
rendición de cuentas sobre las violaciones a los derechos humanos e 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario, y que contribuya al 
esclarecimiento de la verdad, la construcción de memoria histórica y la 
satisfacción de los derechos de las víctimas, como elemento central del 
SIVJRNR. 
Es bajo este panorama, entonces, que se habla de la urgencia de que las 
medidas y componentes del SIVJRNR sean interdependientes y comple-
mentarios para que el proceso sea genuino, aunque cada medida tenga 
alcances diferentes. 
2. Implementación normativa del SIVJRNR:  
lo acordado frente a los estándares de 
protección de derecho de las víctimas
La consagración de los derechos de las víctimas, lejos de tratarse de un 
tema inédito en el derecho colombiano o ajeno a la justicia transicional, ha 
tenido múltiples desarrollos a través de normas y jurisprudencia nacional e 
internacional. Estas experiencias y marcos normativos previos delineaban 
el núcleo esencial del derecho a la reparación integral de las víctimas en 
Colombia, como los límites a la libertad de configuración legislativa o 
reforma constitucional. Por eso, a la hora de crear mecanismos para la 
reparación de las víctimas dentro del Acuerdo Final suscrito con las FARC-
EP, el Estado colombiano ya tenía adquiridas una serie de obligaciones 
internacionales y constitucionales de respeto a estándares mínimos de 
satisfacción de estos derechos o a ejes axiales de la constitución, como la 
dignidad de las víctimas y el deber de prevenir, investigar y sancionar viola-
ciones al derecho internacional de los derechos humanos o al derechos 
internacional humanitario. 
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Así las cosas, en el presente acápite, en aras de contribuir a la valoración 
sobre la satisfacción de los derechos de las víctimas, se presentarán los 
principales problemas jurídicos sobre el derecho a la reparación integral en 
las normas que crearon, organizaron y reglamentaron el SIVJRNR. En un 
primer momento, se analizará la participación de las víctimas como una 
condición necesaria y previa para el acceso efectivo a la reparación inte-
gral. En segundo lugar, se abordará más en específico cuál es el estándar 
en materia de reparación integral establecido en normas y jurisprudencia 
nacional e internacional, y en qué medida las fórmulas de reparación del 
SIVJRNR lo contravienen o desconocen. 
2.1 Expectativas, luchas y silencios en el 
reconocimiento del derecho a la participación 
de las víctimas 
En lo que sigue, se indicarán cuáles fueron los pasos para el reconocimiento 
del derecho a la participación de las víctimas dentro del procedimiento 
legislativo especial para la paz y qué instituciones jurídicas continúan 
siendo ambiguas dentro del SIVJRNR. Estas consideraciones serán funda-
mentales para sustentar que el derecho a la reparación integral en la 
implementación normativa del Acuerdo Final ha sido recortado no solo en 
su núcleo fundamental como veremos en el acápite 2.2., sino que se ha 
negado su efectividad al impedir una de las condiciones a priori para su 
exigibilidad, como lo es la posibilidad de participación de las víctimas en el 
proceso de formación normativo y luego dentro del SIVJRNR. 
2.1.1 Perspectivas de participación de las víctimas desde 
el Acuerdo Final
Cuando se organizaron las visitas de víctimas de casos representativos a 
la mesa de diálogos de la Habana, ya se había dicho que la participación 
de las víctimas era un presupuesto necesario para la plena satisfacción 
de su derecho a una reparación integral16, según se plasmó luego en el 
16 Centro de Memoria. “Balance de 5 ciclos de visitas de delegaciones de 
víctimas a la mesa de diálogos de paz en La Habana.” 30 de diciembre de 
2014. Cfr. https://goo.gl/4UwFg4 
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Acuerdo. Sobre la participación de las víctimas en el componente de 
justicia del Sistema Integral, el Acuerdo Final señaló que «las reparaciones 
deben responder al llamado de las Naciones Unidas que todo acuerdo 
de paz debe adoptar un enfoque de género, reconociendo las medidas 
de reparación y restauración, el sufrimiento especial de las mujeres, y 
la importancia de su participación activa y equitativa en el componente 
de justicia del SIVJRNR» (Centro de Memoria, 2014). Esto es ampliado 
al indicar que en «la participación de las víctimas: La discusión sobre la 
satisfacción de los derechos de las víctimas de graves violaciones de 
derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario 
con ocasión del conflicto, requiere necesariamente de la participación de 
las víctimas, por diferentes medios y en diferentes momentos». (Acuerdo 
Final de Paz, p. 144. Párraf. 8).
Por lo tanto, fue el mismo Acuerdo Final el que generó expectativas 
sobre la necesidad de garantizar la participación de las víctimas en casos 
de violaciones al DIDH y DIH a lo largo de todas las instituciones y proce-
dimientos que establece el SIVJRNR, incluyendo la JEP, CEV y UBPD. 
Participación que, por demás, implicaba la posibilidad de incidir a lo largo 
de todo el trámite de implementación normativa para la creación de estas 
instituciones, como de las fórmulas específicas y concretas de repara-
ción dentro de cada uno de los mecanismos del SIVJRNR. Empero, estas 
expectativas no se realizaron de manera automática, sino que fueron 
incorporadas entre aciertos y desaciertos ante la presión ciudadana en el 
trámite legislativo especial de vía rápida. 
2.1.2 La participación de las víctimas en el Acto 
Legislativo 01 de 2017 que creó el SIVJRNR y el 
Proyecto de Ley Estatutaria de la JEP
La primera ley promulgada mediante el trámite de vía rápida fue la Ley 
1820 de 2016 «Por medio de la cual se dictan disposiciones sobre amnistía, 
indulto y tratamientos penales especiales y otras disposiciones», y desde 
ese momento comenzó una lucha por el reconocimiento del derecho de 
las víctimas a participar. Esta norma surtió el trámite legislativo sin que 
se convocara a las víctimas a Audiencias Públicas o se incluyeran dispo-
siciones sobre sus derechos. Por ejemplo, en la Ley 1820 de 2016 no 
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se reconoció ningún derecho a la publicidad o impugnación de las deci-
siones dentro de los procedimientos creados para otorgar un tratamiento 
especial, diferenciado y favorable a quienes hubieran cometido delitos 
en relación directa o indirecta con el conflicto armado y manifestaran su 
voluntad de acogerse a las obligaciones impuestas por el SIVJRNR. Como 
contrapartida, sí se estableció un sistema de defensa jurídica dentro de la 
JEP para los agentes de Estado y se facultó a los presuntos victimarios 
para impugnar las resoluciones de las salas. 
Justamente, ante la ausencia de participación en la elaboración de esta 
primera norma, las víctimas y organizaciones de la sociedad civil realizaron 
actos de presión ciudadana que llevaron a la búsqueda de espacios de 
participación dentro del resto del procedimiento legislativo especial para 
la paz. El Congreso citó a Audiencias Públicas e hizo un ajuste a su regla-
mento interno. 
Los ponentes del Proyecto de Acto Legislativo 02 y 03 en Cámara, que 
a la postre sería el Acto Legislativo 01 de 2017 que creó el SIVJRNR, deci-
dieron convocar a una primera Audiencia Pública donde se contó con el 
concepto de expertos, organizaciones de derechos humanos y víctimas del 
conflicto, entre otros. Allí se debatió profundamente sobre la adecuación de 
este texto normativo al espíritu del Acuerdo y al Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos17. Fue tanta la repercusión de esta primera Audiencia y 
la relevancia de la participación ciudadana dentro de este Proyecto de Acto 
Legislativo, que se hizo necesaria la convocatoria a una segunda Audiencia 
para tratar específicamente el tema de la responsabilidad de mando y su 
adecuación al Estatuto de Roma18. Fue una práctica que también se siguió 
17 Dicha audiencia fue convocada mediante Resolución 001 del 19 de enero de 
2017 y realizada el día 24 de enero de 2017. Al respecto, confrontar relatoría 
en: https://goo.gl/Mgfz9m 
18 Mediante Resolución 08 del 08 de febrero de 2017 se convocó por parte de 
la Comisión Primera del Senado, Audiencia Pública sobre el Proyecto de Acto 
Legislativo No. 02 de 2017 Senado. – 002 de 2016 cámara (acumulado) con 
Proyecto de Acto Legislativo No. 003 de 2016 Cámara “Por medio del cual se 
crea un título de disposiciones transitorias de la Constitución para la termina-
ción del conflicto armado y la construcción de una paz estable y duradera y 
se dictan otras disposiciones”. (Jurisdicción Especial para la Paz).” Audiencia 
que se llevó a cabo el día 14 de febrero de 2017, y cuyo orden del día puede 
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dentro del trámite del Acto Legislativo 2 de 2017 (sobre la incorporación 
jurídica del Acuerdo) y el Proyecto de Ley Estatutaria 16 de 2017-C por 
medio del cual se organizó la Jurisdicción Especial para la Paz, a solicitud 
de las víctimas y organizaciones defensoras de derechos humanos. 
Por otra parte, el Congreso incorporó un parágrafo en el Proyecto de 
Ley Orgánica 04 de 2016 en Cámara, el cual dio lugar a la Ley 1830 de 
2017 «Por medio de la cual se adiciona un artículo transitorio a la Ley 5 
de 1992 (Reglamento del Congreso)», para disponer la invitación a parti-
cipar en sesión informal dentro de todos los debates sobre derechos de las 
víctimas al Representante de la Mesa Nacional de Víctimas 19, medida que 
recibió críticas porque daba por hecho que la participación de las víctimas 
se agotaba en invitar al Representante de la Mesa Nacional, situación que 
podía desconocer el universo heterogéneo de víctimas en Colombia, tal 
como fue expuesto en intervenciones ciudadanas ante la Corte Constitu-
cional20, lucha que a la larga trajo como resultado que en el pronunciamiento 
de la Corte sobre la constitucionalidad de la Ley 1830 de 2017 en Sentencia 
C 408 de 2017, se declarara la exequibilidad de la norma bajo el enten-
dido de que esta no era incompatible con otras formas de participación de 
las víctimas como las citaciones a audiencias públicas, y más aún, que el 
derecho a participar de las víctimas era un presupuesto esencial para la 
vigencia de sus derechos a la verdad, justicia, reparación y no repetición 
desde la misma implementación de las normas y del Acuerdo.
verse en: https://goo.gl/Dif3i4. Para ver memorias de la misma, remitirse a: 
https://www.youtube.comwatch?v=TEuB4bVFl28&t=18122s
19 Así quedó dispuesto en el artículo 1 de la Ley 1830 de 2017, el cual adiciona 
un artículo a la parte final de las disposiciones transitorias de la Ley 5 de 
1992. Éste artículo contiene un parágrafo que precisa: “El presidente de la 
Mesa Nacional de Participación efectiva de las víctimas, establecida en la 
Ley 1448 de 2011, será invitado a todas las sesiones en las que se discutan 
proyectos relacionados con los derechos de las víctimas y que sean trami-
tados mediante procedimiento legislativo especial establecido en el Acto 
Legislativo 01 de 2016, para que sea escuchado en el marco de la sesión 
informal de conformidad con el artículo 231 de la Ley 5 de 1992”. 
20 CCAJAR, MOVICE: “Intervención ciudadana ante la Corte Constitucional sobre 
la Ley 1830 de 2017”. Presentada el 26 de abril de 2017. Consultar en: https://
goo.gl/641x8B 
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Ahora bien, aparte de participar en los debates legislativos de imple-
mentación del Acuerdo, existía la expectativa de que la norma que crearía 
el SIVJRNR estableciera con precisión los alcances y la importancia del 
principio de participación de las víctimas. Acá de nueva cuenta, desde el 
primer Proyecto de Acto Legislativo 03 de 2016 radicado en la Cámara 
de Representantes, el cual se disponía la creación del SIVJRNR21, no se 
delimitó este concepto. En este borrador únicamente se mencionó que la 
participación de las víctimas debía regularse en la norma procesal de la JEP 
que elaborarían sus magistrados (Artículo 10). Del mismo modo a la parti-
cipación en la implementación, fue justamente debido a la incidencia de 
las organizaciones de derechos humanos que dejaron constancias ciuda-
danas y expresaron la necesidad de incorporar criterios de participación de 
las víctimas en las Audiencias Públicas realizadas que, en la formulación 
final de este Acto Legislativo 1 de 2017, se incluyeron algunas precisiones 
sobre la participación de las víctimas en el SIVJRNR.
Quedó establecido que debe reglamentarse la participación de las 
víctimas dentro de los procedimientos ante la JEP mediante una ley 
general de funcionamiento, normas procesales y en su reglamento interno. 
En el artículo 5 del Acto Legislativo 1 de 2017 se dijo que «La ley regulará 
entre otros los principios, organización, competencias entre ellas por el 
factor personal, procedimientos, participación de las víctimas y régimen de 
sanciones conforme a lo definido en el Acuerdo de Jurisdicción Especial 
para la Paz», artículo que debe ser leído armónicamente con el artículo 12 del 
precitado, que le otorga a los Magistrados de la JEP la facultad de elaborar 
las normas procesales que serán presentadas al Congreso de la República 
por el Gobierno Nacional. La redacción final de este artículo que reformuló 
el artículo 10 del Proyecto de Acto Legislativo agregó algunos lineamientos 
acerca de en qué términos deberá regularse dicha participación: 
Además de las normas procesales que serán elaboradas por los Magis-
trados, habría también una Ley Estatutaria de la JEP que debía garantizar 
la centralidad de las víctimas según el parágrafo final del citado artículo 12.
21 Este Proyecto de Acto Legislativo 03 de 2016 fue acumulado con el Proyecto 
de Acto Legislativo 02 de 2016 que versaba sobre el tratamiento especial, 
diferenciado y simétrico para Agentes del Estado. 
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En adición, fuera de las normas procesales de la JEP, el Acto Legis-
lativo 01 de 2017 señala que deberá existir un apoyo y orientación a la 
satisfacción de los derechos de las víctimas y su participación en todas 
las etapas por parte de los Magistrados de la JEP, tal como lo expresa en 
el artículo 12.
Cada una de las pequeñas victorias para poder elevar la voz de las 
víctimas y organizaciones defensoras de derechos humanos en el 
Congreso, que se tradujeron en una mayor delimitación del derecho a la 
participación de las víctimas dentro del SIVJRNR, sirvieron como base 
para emprender nuevas acciones de incidencia en pro del reconocimiento 
del derecho de las víctimas a participar en el Proyecto de Ley Estatutaria 
de la Jurisdicción Especial para la Paz Número 16 de 2017-C (PLE de la 
JEP).
El Proyecto de Ley Estatutaria de la JEP corrió la misma suerte que el 
Acto Legislativo 01 de 2017. La participación de las víctimas no se consi-
deró relevante en un principio, y solo tras la realización de la Audiencia 
Pública, constancias y presión ciudadana22, se incluyeron algunos artí-
culos donde se determinaba con más detalle cuando se hace referencia a 
un «modelo adversarial». ¿Qué derechos procesales y sustantivos implica 
para las víctimas que se acoja un modelo adversarial dentro de la JEP? 
¿Qué diligencias, recursos o solicitudes podrán tramitar las víctimas ante 
cada una de las instancias de la JEP?
En consecuencia, desde la radicación del primer borrador de PLE de la 
JEP, hasta el Informe de Ponencia de Conciliación aprobado por ambas 
plenarias, que se encuentra en estudio de la Corte Constitucional, se intro-
dujeron múltiples consideraciones para ampliar el rango de protección de 
los derechos de las víctimas y hacer de su centralidad algo más que una 
fórmula vacía. Para ilustrar el punto, basta con ver la inclusión de:
• Los artículos 14 y 15 sobre los derechos de las víctimas y su parti-
cipación en la JEP.
22 Mediante Resolución 01 de 2017 las comisiones primeras conjuntas del 
Senado y la Cámara de Representantes convocaron a Audiencia Pública que 
fue realizada el día 11 de septiembre de 2017. Cfr. https://goo.gl/pmh7u4. 
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• El parágrafo del artículo 14 y los artículos 114 y 117 sobre la nece-
sidad de garantizar un sistema de defensa y asistencia jurídica 
para las víctimas.
• Los artículos 19 y 84 sobre los criterios para la priorización y 
selección de casos ante la JEP. 
• El artículo 86 sobre la necesidad de establecer un protocolo de 
colaboración entre todas las entidades del SIVJRNR. 
• Los artículos 14, 15 y 76, la consideración de las víctimas como 
intervinientes especiales bajo los estándares nacionales e inter-
nacionales. 
• El Artículo 48 donde se reconoce la facultad a las víctimas de 
interponer recursos contra las resoluciones de la Sala de Defini-
ción de Situaciones jurídicas.
• El artículo 17 sobre medidas de protección para las víctimas.
• El artículo 16 sobre garantías para las víctimas de violencia sexual.
• El artículo 20 sobre el régimen de condicionalidad aplicable a los 
beneficios dados en la JEP dentro de los compromisos de quienes 
se sometan con todo el SIVJRNR.
• El parágrafo 2 del artículo 39 sobre el estándar en materia de repa-
ración a víctimas de desapariciones forzadas. 
Sobre la participación de las víctimas en el componente de Justicia, el Artí-
culo 14 del PLE de la JEP. La cual es una decisión en la que se puede notar 
la ausencia de una definición sobre la naturaleza, facultades y caracterís-
ticas que debería implicar dicha participación. 
A este respecto, llama poderosamente la atención la forma en que el 
Ejecutivo, en su calidad de partícipe de la Comisión para el Seguimiento 
y la Verificación del Acuerdo (CSIVI), decidió omitir y postergar el debate 
sobre la participación de las víctimas en el SIVJRNR, en especial, dentro 
de la JEP, al momento de radicar ante el Congreso los borradores de Acto 
Legislativo 01 de 2017 y del PLE de la JEP, a la vez que los parlamentarios, 
con todo y que dieron pasos en la dirección de reconocer este derecho 
ante la presión ciudadana, también decidieron postergar las definiciones 
concretas sobre la participación de las víctimas en la JEP hasta las normas 
procesales que formulen los Magistrados de esta jurisdicción. 
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En suma, estas disposiciones incorporaron un avance en la protección 
a los derechos de las víctimas, obedeciendo al clamor de las víctimas y de 
organizaciones de Derechos Humanos dentro del trámite legislativo. Sin 
embargo, también dejan una interpretación todavía en disputa sobre cuál 
es el estándar de participación de las víctimas, nacional e internacional, que 
deberá ser acogido en las normas de desarrollo de la Jurisdicción Especial 
para la Paz, más aún cuando el fallo de la Corte Constitucional sobre el 
Acto Legislativo 01 de 2017, no declaró ninguna omisión legislativa relativa 
para especificar las facultades de las que disponen las víctimas dentro de 
este nuevo escenario transicional. En sentido, de acuerdo al Acuerdo Final 
y normas nacionales e internacionales, se sugerirá lo que debería ser enten-
dido como el estándar de participación de las víctimas en la JEP, estando 
pendiente la formulación de sus normas procesales y de sus reglamentos 
y protocolos de funcionamiento.
2.1.3 Estándares de participación de las víctimas 
Según la Sentencia C-180 de 2014 de la Corte Constitucional, la jurispru-
dencia de esta Corporación ha señalado que la protección de los intereses 
de las víctimas en el marco del proceso penal, se apoya en disposiciones 
de derecho internacional, algunas de las cuales integran el Bloque de Cons-
titucionalidad, y han servido para definir los estándares o lineamientos en 
materia de justicia, verdad y reparación de las víctimas. 
Esta obligación para los Estados implica varias acciones: 1) el esta-
blecimiento de mecanismos idóneos para develar los hechos y juzgar a 
los responsables; 2) el deber de investigar de manera diligente todos los 
hechos relacionados con graves violaciones a los derechos humanos; 3) 
el derecho de las víctimas a un recurso judicial adecuado y efectivo; y por 
supuesto, 4) el deber de respetar las garantías del debido proceso. 
2.1.3.1 Jurisprudencia constitucional sobre participación 
de las víctimas en el sistema penal de tendencia 
acusatoria
Antes de la expedición del Código de Procedimiento Penal del 2004 (Ley 
906 de 2004) que establece el sistema penal de tendencia acusatoria 
actual, la víctima podía participar en el procedimiento penal a través de 
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la demanda de parte civil. A partir de esta fecha, esta figura se encuentra 
tendencialmente en desuso salvo en aquellos procesos que permanecen 
abiertos por hechos ocurridos en vigencia de la anterior legislación. El 
Código de Procedimiento Penal del año 1991 (Decreto 2700) contemplaba 
en su artículo 43 y siguientes la reglamentación del ejercicio de la acción 
civil, cuya finalidad era el resarcimiento de los daños y perjuicios, tanto indi-
viduales como colectivos, causados por el hecho punible. Hasta la década 
de 2000, la orientación de este recurso judicial se focalizó de manera exclu-
siva en la obtención del resarcimiento del daño producido por el injusto 
penal, sin observar que la participación de las víctimas podía perseguir 
otras motivaciones como conocer la verdad sobre los hechos que produ-
jeron la victimización y que sean debidamente esclarecidos y sancionados 
los responsables. 
La Corte Constitucional realizó a través de la sentencia C-228 de 2002 
un análisis de las normas que reproducen la figura de la parte civil del 
Código de Procedimiento Penal del Decreto, pero esta vez cambió el prece-
dente restrictivo sobre los derechos de las víctimas que había desarrollado 
en estudio del anterior Código de Procedimiento Penal. La Corte encontró 
que los presupuestos normativos constitucionales habían variado sustan-
cialmente, razón por la cual se justificaba plenamente un cambio a una 
concepción ampliada de la protección e, igualmente, de las facultades de 
intervención de la parte civil al interior del proceso penal, permitiendo su 
intervención desde la etapa de investigación previa. Esta nueva interpreta-
ción, también incorporó los estándares en la materia de forma más integral, 
en concordancia con la tendencia internacional de protección fuerte de los 
derechos de las víctimas.
La concepción ampliada desarrollada en esta decisión resaltó que los 
derechos de las víctimas y de los perjudicados por un delito no se refieren 
exclusivamente a la reparación material. Comprenden, adicionalmente, la 
posibilidad de exigir instrumentos judiciales para lograr el goce efectivo de 
los derechos y que estos estén orientados al restablecimiento integral, lo 
cual solo es posible cuando a las víctimas se le garantizan sus derechos a 
la verdad, a la justicia y a la reparación integral.
La Corte reconoció que la disposición que regula la parte civil contiene 
una distinción entre víctima y perjudicado, entendiéndolos como conceptos 
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jurídicos diferentes. Así pues, se entiende como víctima al sujeto pasivo de 
la conducta penal, mientras que la noción de perjudicado es de un mayor 
alcance puesto que comprende a todos los que han sufrido daño indepen-
dientemente que haya sufrido un perjuicio patrimonial. Esta diferenciación 
abre la posibilidad para una participación activa de la sociedad civil en los 
procesos conducidos por el Estado, por ejemplo, a través de la figura del 
actor popular23. La Corte aclaró que esta posibilidad de participación del 
actor popular no significa que cualquiera que alegue un interés en la verdad 
y la justicia pueda constituirse en parte civil. No se trata simplemente de 
argumentar que el delito afecta a todos los miembros de la sociedad, sino 
que se debe probar la existencia de un daño real, no necesariamente de 
contenido patrimonial, concreto y específico, que legitime la participa-
ción de la víctima o de los perjudicados. De lo contrario, afirma la Corte, el 
proceso penal se puede llegar a transformar en un instrumento de retalia-
ción contra el procesado.
En esta sentencia, la Corte incorporó a través del bloque de constitu-
cionalidad los estándares internacionales relativos a los derechos de 
las víctimas como parámetro de control de constitucionalidad de las 
disposiciones del ordenamiento jurídico interno. En tal sentido, acogió la 
«tendencia mundial (…), según la cual la víctima o perjudicado por un delito 
no solo tiene derecho a la reparación económica (…), sino que además 
tiene derecho a que a través del proceso penal se establezca la verdad y se 
haga justicia». 
Por medio de la sentencia C-580 de 2002, la Corte realizó el examen de 
constitucionalidad de la ley que incorporó la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas24. Esta decisión estableció que, 
tratándose del delito de desaparición forzada, las obligaciones del Estado 
23 Ello puede ocurrir, por citar tan solo un ejemplo, cuando se trata de delitos 
que atentan contra la moralidad pública, el patrimonio público, o los derechos 
colectivos. 
24 Al incorporarse mediante ley un tratado, la Corte tiene la facultad de revisar 
las facultades del representante del Estado que participó en el procedimiento 
de negociación y adopción del tratado, el trámite en el Congreso de la Repú-
blica de la ley que lo incorpora y finalmente también hace un examen del 
tratado desde el punto de vista material.
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de prevenir, investigar y sancionar comportan un deber especial de protec-
ción. Este deber implica un verdadero interés en erradicar la impunidad, 
garantizando mecanismos para que la sociedad y los afectados conozcan 
la verdad, se establezcan las responsabilidades individuales e institucio-
nales correspondientes, procurando la satisfacción del derecho de las 
víctimas a la justicia y, finalmente, se garantice el derecho de las víctimas 
a recibir una reparación por los daños. 
En el transcurso del año 2002, el Congreso de la República expidió el 
Acto Legislativo No. 03 que reformó el contenido de los artículos 116, 250 
y 251 de la Constitución Política, con el propósito de cambiar el modelo 
de persecución penal existente en Colombia hasta la fecha, por uno de 
carácter acusatorio. En cumplimiento de lo dispuesto en el acto legislativo 
No. 03 de 2002, el Congreso reglamentó por medio de la ley 906 del 2004 
el nuevo Código de Procedimiento Penal de naturaleza acusatoria. 
El nuevo Código cambió radicalmente el tratamiento otorgado a la 
víctima en el proceso penal25. Así pues, contiene una ampliación de la norma-
tividad que le reconoce derechos y facultades. El artículo 11, por ejemplo, 
hace una mención expresa sobre la garantía que tienen las víctimas para 
acceder a la administración de justicia y remarca que son titulares de una 
amplia lista de derechos. Dentro de estos se destaca el reconocimiento de 
garantías de seguridad para evitar una doble victimización en el transcurso 
del proceso, el derecho a que se les repare por el daño sufrido por la comi-
25 El capítulo IV contiene una serie de disposiciones que desarrollan de forma 
específica la noción de víctima, el tratamiento procesal y las facultades de las 
cuales dispone en el nuevo modelo acusatorio. El artículo 132 define la noción 
de víctima y entiende que el criterio para adquirir tal condición es la existencia 
de un daño directo. Los artículos 133 y 134 contienen algunas medidas para 
la atención y protección de las víctimas con el fin garantizar la seguridad 
de la víctima en forma inmediata y durante todas las etapas del proceso. El 
artículo 135 impone al Fiscal el deber de comunicar a las víctimas sobre sus 
derechos, facultades y mecanismos para intervenir en el proceso. El artículo 
136 consagra el derecho de la víctima a recibir información con referencia a 
las actuaciones que deben ser oportunamente puestas en conocimiento de 
esta. Finalmente, el artículo 137 contempla los criterios que reglamentan la 
participación de las víctimas en el proceso penal, destacando la garantía de 
los derechos a la verdad, la justicia y la reparación y el derecho de intervenir en 
todas las fases de la actuación penal. 
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sión del delito, el derecho a ser escuchadas por las autoridades y a que se 
les permita el aporte de pruebas y el derecho a conocer la verdad sobre los 
hechos que provocaron su victimización. 
Sin embargo, el nuevo Código de Procedimiento Penal Acusatorio otorgó 
a la víctima el tratamiento de un interviniente especial y suprimió el carácter 
de parte o sujeto procesal que tenía en las regulaciones precedentes. De 
allí que, en las disposiciones donde el legislador reguló el trámite de las 
etapas procesales, se omitió hacer referencia expresa sobre la participa-
ción de la víctima dejando en manos de la Fiscalía General de la Nación la 
defensa y representación de sus intereses.
Varias de estas restricciones fueron objeto de análisis por parte de la 
Corte Constitucional, la cual amplió la participación de las víctimas respecto 
de la formulación inicial realizada por el legislador. Sin embargo, la natu-
raleza adversarial del nuevo proceso penal con tendencia acusatoria que 
implica una mayor protección de los derechos del acusado para garantizar 
el equilibrio procesal —sistema de pesos y contrapesos— fue retomada 
por parte de este Tribunal como una limitación frente a las facultades de 
participación de la víctima en la instancia del juicio oral, determinante en la 
protección de los intereses de esta última. 
La Corte Constitucional se ha pronunciado en varios fallos sobre los 
derechos de las víctimas en el nuevo procedimiento penal acusatorio. En 
estos fallos, la Corte intentó conciliar el precedente sobre la protección 
ampliada de los derechos de las víctimas con la naturaleza adversarial del 
sistema acusatorio, caracterizado por la preponderancia de los roles de la 
defensa y de la acusación.
En la Sentencia C-591 de 2005, la Corte se pronunció sobre la cons-
titucionalidad de algunas normas del código de procedimiento penal 
acusatorio. En esta oportunidad, consideró que el nuevo sistema penal pone 
acento en la garantía de los derechos fundamentales del inculpado y de la 
víctima, haciendo énfasis en la definición de la verdad y la realización de la 
justicia. Por tal razón, la Corte reconoció que la afectación de los derechos 
fundamentales debe decidirse en sede jurisdiccional mediante un efectivo 
control de las garantías constitucionales. Así, declaró que concederle a la 
Fiscalía facultades judiciales tales como decretar la extinción de la acción 
penal con efectos de cosa juzgada rompe las reglas esenciales del nuevo 
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sistema acusatorio y lesiona el derecho de la víctima de acceder ante un 
juez, para que este último decida si efectivamente se encuentran presentes 
o no los presupuestos para decretar la extinción de la acción penal. 
También se realizó control de constitucionalidad de algunas disposi-
ciones del código penal acusatorio en la sentencia C-979 de 2005. En esta 
oportunidad, la Corte se pronunció acerca de la protección ampliada de los 
derechos de las víctimas sobre tres materias. 
En primer lugar, el nuevo código de procedimiento penal siguiendo el 
precedente de la Corte, había adicionado a las causales de procedencia 
del recurso extraordinario de revisión la posibilidad de efectuarse contra 
sentencias absolutorias en casos de delitos graves, siempre que sobrevi-
niera la decisión de un organismo internacional de derechos humanos que 
constatara la violación de la obligación del Estado en materia de investigar 
y sancionar los delitos que impliquen graves violaciones a los derechos 
humanos y al derecho internacional humanitario. Frente a esto, la Corte 
reiteró que el principio del non bis in ídem no es absoluto y puede ser limi-
tado cuando se trata de delitos que representan graves violaciones a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario, y exista un 
pronunciamiento de un organismo internacional de protección de dere-
chos humanos acerca del incumplimiento del Estado de sus obligaciones 
de investigación y sanción de estos crímenes. En ese sentido, señaló que 
no existe razón constitucional para que se excluya la posibilidad de revisar 
los fallos condenatorios cuando «se los que ubica en el terreno de las 
condenas aparentes, que toleran o propician espacios de impunidad en un 
ámbito en que tanto el orden constitucional como el internacional, repu-
dian tal posibilidad» (Corte Constitucional, C- 004 de 2003).
En segundo lugar, la Corte se pronunció declarando la inconstituciona-
lidad de una disposición que sustrae del control de legalidad las decisiones 
sobre la aplicación del principio de oportunidad por parte de la Fiscalía, 
cuando con esta no se extinga la acción penal. Es preciso señalar que la 
norma que consagra la aplicación de esta figura procesal, tiene tres dife-
rentes efectos, a saber, suspender, interrumpir o renunciar a la acción penal 
y solo procede por causales específicas consagradas en el artículo 324 del 
código de procedimiento penal y en desarrollo de la política criminal del 
Estado. 
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En la sentencia C-454 de 2006, la Corte reiteró la línea jurisprudencial 
sobre la concepción ampliada de los derechos de la víctima, destacando 
que es un sujeto que merece especial consideración en el conflicto penal. 
Con base a lo anterior, señaló que se afecta el derecho a una tutela judicial 
efectiva si las autoridades omiten el deber de comunicación a las víctimas, 
el cual 
(...) se proyecta en dos ámbitos: (i) información acerca de los dere-
chos que el orden jurídico establece para garantizar sus intereses en 
el proceso penal, y (ii) acceso a la información acerca de las circuns-
tancias en que se cometió el delito, que forma parte del derecho “a 
saber”, el cual se materializa con la posibilidad de acceso al expe-
diente o a las diligencias, desde sus primeros desarrollos (Corte 
Constitucional, C- 004 de 2003).
En la sentencia C-004 de 2003, la Corte hizo una distinción entre víctimas 
de delitos en general y víctimas de graves violaciones a los derechos 
humanos y el derecho internacional humanitario, agregando una protec-
ción reforzada para estas últimas dentro del marco de la doctrina 
constitucional sobre una concepción ampliada de los derechos de las 
víctimas. Por esta razón, al tratarse de hechos graves como violaciones 
a los derechos humanos e infracciones al derecho internacional huma-
nitario, el deber correlativo del Estado de investigar y sancionar tales 
conductas es proporcional con la naturaleza y gravedad de los hechos. 
Esto implica que, en hechos de naturaleza grave, a la víctima le es permi-
tido impugnar, a través del recurso de revisión26, las decisiones con valor 
de cosa juzgada que absuelvan a los presuntos responsables, estable-
ciendo, en estos casos, una limitación al principio del non bis in ídem que 
constituye una garantía del debido proceso del imputado.
Empero, la Corte aclara que la revisión de tales decisiones no es abso-
luta y con el fin de proteger la seguridad jurídica y el non bis in ídem, solo 
proceden cuando un pronunciamiento judicial interno o la decisión de un 
26 Hasta antes de la citada sentencia, el recurso de revisión en materia penal 
estaba establecido exclusivamente para impugnar las sentencias condena-
torias como un mecanismo de garantía de los derechos del acusado. Cfr. Ley 
600 de 2000, artículo 220. 
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organismo internacional de supervisión y control de derechos humanos 
constaten la existencia de un hecho nuevo o de una prueba no conocida al 
tiempo de los debates.
Concluye la Corte indicando que las víctimas cuentan con la posibi-
lidad de acceder a la información desde el inicio de la investigación, lo cual 
implica que pueden contribuir activamente con el aporte de pruebas e infor-
mación relevante sobre los hechos. El derecho a probar está íntimamente 
relacionado con el derecho a acceder a la justicia, y en consecuencia con 
los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación de las víctimas. 
Particular relevancia tiene la sentencia C-209 de 2007 por medio de la 
cual la Corte estableció los criterios sobre la forma de actuar de la víctima 
en el sistema penal acusatorio. Señala que la concepción ampliada de 
los derechos de la víctima del delito a la verdad, la justicia y la reparación 
integral están plenamente protegidos en el sistema penal acusatorio, pero 
aclara que tal protección jurisprudencial no implica un traslado automático 
de todas las formas y esquemas de intervención de la víctima previstos en 
el anterior sistema procesal penal. El ejercicio de sus derechos, recalcó la 
Corte, debe ser compatible con los rasgos estructurales y las caracterís-
ticas esenciales de este nuevo sistema procesal.
Justamente, en ese mismo sentido, la Corte Constitucional en la 
presente deberá hacer compatible los rasgos estructurales y las caracte-
rísticas esenciales del nuevo sistema procesal de la jurisdicción especial 
para la paz con los derechos de las víctimas en una perspectiva ampliada 
bajo el paradigma de la justicia restaurativa. 
Los elementos que definen la participación de la víctima como inter-
viniente especial depende de la etapa de que se trate, advirtiendo que la 
posibilidad de intervención directa es mayor en etapas previas o poste-
riores al juicio, pero menor en la etapa del juicio. Con base a lo anterior, la 
Corte hace el examen de constitucionalidad de varias normas del código de 
procedimiento penal que regulan diversas etapas en las cuales se excluye 
la participación directa de las víctimas. 
La Corte encontró que existe un tratamiento desigual e injustificado 
cuando se excluya a la víctima de la posibilidad de: 1) solicitar la práctica 
de pruebas anticipadas; 2) solicitar el descubrimiento de las pruebas; 3) 
participar en la audiencia preparatoria y hacer observaciones sobre el 
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descubrimiento de elementos probatorios y la totalidad de las pruebas que 
se harán valer en la audiencia del juicio oral; y, 4) solicitar la exhibición de 
los elementos materiales probatorios y evidencia física, con el fin de cono-
cerlos y estudiarlos; de solicitar la exclusión, el rechazo o la inadmisibilidad 
de los medios de prueba. 
También consideró que la posibilidad de que la víctima solicite en forma 
directa la aplicación de medidas de aseguramiento y protección ante el juez 
competente, no genera una desigualdad de armas que altere los rasgos 
esenciales del sistema penal acusatorio, ni implica una transformación del 
papel de interviniente especial que tiene la víctima dentro de este sistema 
procesal penal. 
Adicionalmente, señaló que negar la posibilidad de impugnar las deci-
siones fundamentales atenta contra los derechos de las víctimas del delito, 
a la verdad, a la justicia y a la reparación integral. Dentro de las decisiones 
fundamentales están comprendidas las sentencias absolutorias y que 
conlleven penas irrisorias, y las decisiones tomadas en sede de control de 
legalidad como, por ejemplo, aquella que decreta la preclusión de la inves-
tigación. 
Además, la Corte señaló que la aplicación del principio de oportunidad 
debe tener en cuenta que el interés de la víctima trasciende lo meramente 
económico y que ella acude al proceso para buscar igualmente la satisfac-
ción de los derechos a la verdad y a la justicia. En este sentido, consideró 
legítimo que pudiera controvertir la decisión por la cual se decreta la apli-
cación de dicho principio.
Respecto a la posibilidad de participar en la audiencia de acusación, 
la Corte precisó que la víctima puede pronunciarse fijando su posición 
frente a la acusación, pues su aporte no afecta la autonomía del Fiscal 
para acusar y, por lo tanto, no se desnaturaliza el carácter adversarial del 
proceso acusatorio. En este orden, la víctima puede, en el trámite de esta 
audiencia, hacer observaciones, solicitar aclaración o corrección del escrito 
de acusación, y también puede manifestarse sobre posibles causales de 
incompetencia, recusaciones, impedimentos o nulidades. 
Según el Tribunal, la participación de la víctima en el juicio oral puede 
estar limitada por la naturaleza adversarial del proceso. En este sentido 
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encontró legítimo limitar los derechos de la víctima de intervenir directa-
mente en la audiencia del juicio oral para presentar su propia teoría del caso 
y controvertir pruebas o interrogar a los testigos. En tal medida, las pruebas 
que la víctima hubiere solicitado en el transcurso de la audiencia prepara-
toria deben ser practicadas por conducto del Fiscal. La única potestad de 
la víctima que el legislador encontró legítima en esta audiencia, es la de 
realizar alegatos de conclusión. 
En la sentencia C-343 de 2007, la Corte examina las normas del código 
de procedimiento penal que prevén las reglas de examen de los testigos 
y del interrogatorio cruzado en la audiencia de juicio oral. La Corte reitera 
que limitar la potestad de interrogar y examinar a los testigos por parte de 
las víctimas no es inconstitucional y no es un tratamiento desigual que 
carezca de justificación. Por el contrario, evita la alteración de los rasgos 
estructurales del sistema penal reiterando que la víctima no tiene partici-
pación directa en la etapa del juicio oral (Corte Constitucional, C-516 de 
2007).
En la sentencia C-516 de 2007, el Tribunal reiteró el precedente en 
materia de protección de las víctimas de forma ampliada con las limita-
ciones que pueden establecerse para proteger el carácter adversarial del 
sistema acusatorio. Con base en esto, señaló que, en el control de legalidad 
sobre la celebración de preacuerdos o negociaciones entre la Fiscalía y 
el acusado, la víctima debe tener participación. En este punto argumentó 
que la construcción de un consenso que puede llevar a la terminación del 
proceso no puede hacerse de espaldas a las víctimas y sin hacer efectivos 
sus derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación. 
2.1.3.2 El reconocimiento ampliado de la participación de las 
víctimas en la justicia transicional
La sentencia hito de la Corte Constitucional sobre justicia transicional es 
la C-370 de 2006, en la cual se analiza la constitucionalidad de la ley 975 
de 2005 en la que se previó el proceso penal especial para procesar los 
graves crímenes cometidos por los grupos paramilitares que se desmovi-
lizaron colectivamente, aunque también operaba para los desmovilizados 
individuales de este y otros grupos armados al margen de la ley. En esta 
oportunidad retomó la doctrina constitucional que ha fijado sobre la 
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protección fuerte y amplia de los derechos de las víctimas. Si bien no se 
refiere específicamente a estándares aplicables a los procesos de tran-
sición, son de obligatoria observación para el legislador dentro de sus 
funciones de configuración normativa, por tener fundamento permanente 
en normas constitucionales que no se suspenden durante tales procesos 
de transición. 
El precedente de la Corte ha trazado parámetros relativos a los dere-
chos de las víctimas a la justicia, la verdad, la reparación y la no repetición, 
la razonabilidad de los términos, las condiciones para la concesión de 
amnistías e indultos, la imprescriptibilidad de la acción penal respecto 
de ciertos delitos, y la necesidad de ofrecer recursos judiciales dentro 
del proceso penal, no solo a favor del procesado sino también de las 
víctimas, protección que es reforzada cuando el delito constituye un 
grave atentado en contra de los derechos humanos o del derecho inter-
nacional humanitario.
La Corte Constitucional determinó que un pilar fundamental de la Cons-
titución Política es el acceso a la administración de justicia por parte de las 
víctimas, razón por la cual los escenarios de justicia transicional tienen que 
garantizar que a estas se les otorguen unas garantías mínimas especiales, 
dentro de las cuales están la transparencia del proceso de selección y prio-
rización; una investigación seria, imparcial, efectiva, cumplida en un plazo 
razonable y con su participación; la existencia de un recurso para impugnar 
la decisión sobre la selección y priorización de su caso; una asesoría espe-
cializada; el derecho a la verdad, el cual, en el evento de que su caso no 
haya sido priorizado, se deberá garantizar a través mecanismos judiciales 
no penales y extrajudiciales; el derecho a la reparación; y el derecho a 
conocer dónde se encuentran los restos de sus familiares.
El precedente reciente de la Corte Constitucional sobre los derechos de 
las víctimas en el proceso penal considera que su rol debe ser eminen-
temente participativo. Así lo ha reiterado desde el año 2002 a través de 
diferentes pronunciamientos en los que ha encarado problemas jurídicos 
que involucran la participación de las víctimas en diversos escenarios. 
Iniciando por el proceso penal de carácter principalmente inquisitivo, 
pasando por el proceso penal adversarial y los procesos penales de justicia 
transicional, la Corte Constitucional ha consolidado la noción de protec-
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ción ampliada de los derechos de las víctimas. De esta noción, la Corte 
ha elaborado varias reglas jurídicas que deben ser respetadas por los 
operadores judiciales, constituyen un límite a la facultad de configuración 
legislativa y un parámetro de constitucionalidad de las leyes, e incluso, en 
diversos pronunciamientos se han considerado como un elemento esen-
cial e irreductible de la Constitución Política. Esas subreglas jurídicas a las 
que se hace referencia son las siguientes:
a. En todos los procesos, bien sean de carácter inquisitivo, adversa-
rial o transicional, las víctimas cuentan con la facultad de actuar 
desde las etapas previas a la investigación, lo cual incluye la posi-
bilidad de acceder al expediente y aportar pruebas (C-228 de 2002, 
C-454 de 2006, C-370 de 2006, C-579 de 2013).
b. Relativización del principio de prescripción de la acción penal en 
casos de desaparición forzada (C-580 de 2002).
c. Facultad de solicitar la revisión de sentencias absolutorias de los 
responsables de hechos que configuran graves violaciones a los 
derechos humanos, estableciendo de esta manera y para este tipo 
de casos, una limitación al principio del non bis in ídem. Esta posi-
bilidad, sin embargo, no es absoluta y se encuentra condicionada 
a que exista un pronunciamiento judicial interno, una decisión de 
un organismo internacional de protección y supervisión de los 
derechos humanos, o sobrevenga un hecho o una prueba nuevos 
(C-004 de 2003). 
d. La obligación de que sea un juez el que decrete la extinción de 
la acción penal luego de haber escuchado los argumentos de las 
víctimas. No puede el ente acusador hacerlo autónomamente 
(C-591 de 2005). 
e. Facultad de solicitar la revisión de sentencias condenatorias 
cuando se ubican en el terreno de condenas aparentes que favo-
recen la impunidad. Esta posibilidad, sin embargo, no es absoluta 
y se encuentra condicionada a que exista un pronunciamiento 
judicial interno, una decisión de un organismo internacional de 
protección y supervisión de los derechos humanos, o sobrevenga 
un hecho o una prueba nuevos (C-979 de 2005). 
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f. Los mecanismos para la interrupción, suspensión y renuncia a la 
acción penal, como el principio de oportunidad, tienen que tener 
control judicial y permitir la participación a las víctimas (C-979 de 
2005).
g. Derecho a hacer aportes probatorios, hacer observaciones sobre 
las postulaciones probatorias de otras partes, y pronunciarse 
sobre la exclusión o el rechazo de los mismos (C-209 de 2007).
h. Facultad para solicitar directamente la imposición de medidas de 
aseguramiento.
i. Derecho a impugnar las decisiones fundamentales que atentan 
contra sus intereses, lo que abarca la posibilidad de impugnar 
sentencias y autos interlocutorios que resuelvan asuntos relacio-
nados con derechos fundamentales. 
j. Controvertir la decisión de dar aplicación al principio de oportu-
nidad (C-209 de 2007).
k. Derecho a fijar su posición sobre la acusación, hacer observa-
ciones, solicitudes y pedir aclaraciones al escrito (C-209 de 2007).
l. Manifestarse respecto de causales de incompetencia, recusa-
ciones e impedimentos (C-209 de 2007). 
m. Derecho a participar y ser escuchada en los mecanismos de termi-
nación anticipada del proceso como preacuerdos y negociaciones 
entre imputado y ente acusador (C-516 de 2007). 
n. Derecho a participar en las diferentes etapas del proceso (C-370 
de 2006).
o. Derecho a postular un abogado para la representación de sus inte-
reses desde las etapas previas al juicio (C-370 de 2006).
p. Transparencia en el proceso de selección y priorización, lo que 
incluye la posibilidad de impugnar la decisión que decida sobre la 
materia (C- 579 de 2013).
q. Facultad para solicitar la exclusión de quienes se postulan para la 
aplicación de mecanismos de justicia transicional y se benefician 
de sus rebajas punitivas, por el incumplimiento de los requisitos 
necesarios para acceder a los mismos (C-694 de 2015). 
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De acuerdo a todo lo anteriormente señalado, y teniendo en cuenta los 
diferentes procedimientos penales analizados, se podría argumentar 
que la Corte Constitucional ha interpretado hasta la fecha de un modo 
estricto, la obligación de investigar, juzgar y sancionar todas las viola-
ciones a los derechos humanos. También es cierto que los cambios de 
legislación que han adoptado nuevos sistemas procesales penales de 
tendencia adversarial han variado considerablemente la participación de 
las víctimas y ha trasladado la defensa de sus intereses en la etapa judicial 
al ente acusador dentro de la noción de representación. Por su parte, las 
nuevas disposiciones transicionales que disponen de mayores medidas 
de justicia restaurativa abren un escenario para que la Corte flexibilice la 
interpretación estricta de esta obligación, teniendo en cuenta que estas 
medidas satisfacen el acceso a la justicia, pero desde un enfoque que no 
es exclusivamente punitivo. A pesar de estas evoluciones normativas, las 
reglas antes descritas hacen parte del núcleo esencial del derecho de las 
víctimas a acceder a la administración de justicia que deben ser respe-
tados en cualquier proceso penal.
Con todo, 1) El Acuerdo Final establece que la participación de las 
víctimas en los distintos momentos e instancias del componente de 
justicia del SIVJRNR es un desarrollo del principio de la centralidad de sus 
derechos y la obligación de garantizar una reparación integral; 2) tanto 
instrumentos y Cortes internacionales han definido con precisión unos 
mínimos de participación de las víctimas de graves violaciones al DIDH y 
al DIH, dentro de los que se incluye la posibilidad de intervención directa en 
distintos procedimientos procesales y extraprocesales, publicidad, posibi-
lidad de interponer recursos entre otros; 3) la misma Corte Constitucional 
ha establecido subreglas jurisprudenciales donde ha extendido los dere-
chos de participación de las víctimas en el marco del Sistema de tendencia 
acusatoria en Colombia (Ley 906 de 2004) y a lo largo de procesos de 
Justicia Transicional; 4) hay apartados dentro del Acto Legislativo 01 de 
2017, como la expresión «modelo adversarial», cuya interpretación podría 
repercutir en contra del derecho a las víctimas a participar efectivamente, 
si no se desarrolla con precisión cada una de las facultades que se le 
otorgan a las víctimas en la JEP; 5) en diversas ocasiones el mismo Acto 
Legislativo omite la posibilidad de que las víctimas participen dentro del 
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componente de Justicia del SIVJRNR, situación que desconoce abierta-
mente los estándares fijados sobre la materia y las obligaciones del Estado 
colombiano. De lo anterior, se entiende que es necesario que se haga una 
interpretación sobre los criterios de «participación activa y equitativa» que 
establece el Acuerdo para efectos de complementar con la norma procesal 
todo lo dispuesto tanto en el Acto legislativo 01 de 2017, como en el PLE 
de la JEP. Con esto se podrían incorporar los estándares nacionales e inter-
nacionales de participación de las víctimas en el sentido de aclarar sus 
derechos dentro de la JEP.
2.2 Una fórmula recortada de reparación integral en 
la implementación normativa del Acuerdo Final 
2.2.1 Perspectivas de reparación integral en el Acuerdo 
Final
Ahora bien, en perspectiva del Acuerdo Final, debe precisarse que, tal como 
se ha insistido en múltiples ocasiones, este Pacto comporta un avance 
fundamental para la terminación del conflicto armado colombiano y la 
realización de los derechos de las víctimas. Establece el título I del Acuerdo, 
relativo a los principios básicos del componente de Justicia del Sistema 
Integral de Verdad, Justicia, Reparación y no Repetición (SIVJRNR), en su 
numeral 6, que: 
Resarcir a las víctimas está en el centro del Acuerdo General para 
la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y 
duradera suscrito en La Habana el 26 de agosto de 2012. En toda 
la actuación del componente de justicia del SIVJRNR, se tomarán 
en cuenta como ejes centrales los derechos de las víctimas y la 
gravedad del sufrimiento infligido por las graves infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario y las graves violaciones a los 
derechos humanos ocurridas durante el conflicto. Tales violaciones 
causan daños graves y de largo plazo a los proyectos de vida de las 
víctimas. Deberá repararse el daño causado y restaurarse cuando 
sea posible. 
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Por lo anterior, uno de los paradigmas orientadores del componente 
de justicia del SIVJRNR será la aplicación de una justicia restaurativa 
que preferentemente busca la restauración del daño causado y la 
reparación de las víctimas afectadas por el conflicto, especialmente 
para acabar la situación de exclusión social que les haya provocado 
la victimización. La justicia restaurativa atiende prioritariamente a las 
necesidades y la dignidad de las víctimas y se aplica con un enfoque 
integral que garantiza la justicia, la verdad y la no repetición de lo 
ocurrido. 
De igual forma, fue establecido al interior del Acuerdo que 
(...) las sanciones tendrán como finalidad esencial satisfacer los 
derechos de las víctimas y consolidar la paz. Deberán tener la mayor 
función restaurativa y reparadora del daño causado, siempre en rela-
ción con el grado de reconocimiento de verdad y responsabilidad 
que se haga entre el componente de Justicia del SIVJRNR mediante 
declaraciones individuales o colectivas.
Como se observa en los extractos traídos a colación, en virtud del principio 
de bilateralidad del Acuerdo Final, quedó claramente establecido que las 
partes convinieron que el modelo de justicia que primaría al interior del 
Acuerdo de Paz sería el de Justicia Restaurativa. Este concepto hace refe-
rencia a la posibilidad de que en la resolución de los asuntos se escuchen 
las voces de los victimarios y de las víctimas, y se llegue a soluciones en las 
cuales se dé prevalencia a los derechos de estas últimas, por cuanto son 
justamente ellas quienes han tenido que soportar el peso de las acciones 
negativas que se pretenden superar y no repetir. 
Este tipo de justicia ha sido definida de múltiples formas. Sin embargo, 
para efectos de ilustrar lo que se consagró en el Acuerdo, puede definirse 
la Justicia restaurativa como 
(...) una metodología para solucionar problemas que, de varias 
maneras, involucra a la víctima, al ofensor, las instituciones judiciales 
y la comunidad. Los programas de justicia restaurativa se basan en 
el principio fundamental de que el comportamiento delictivo no sola-
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mente viola la ley, sino también hiere a las víctimas y a la comunidad. 
Cualquier esfuerzo para solucionar las consecuencias del comporta-
miento delictivo deberá, en la medida de lo posible, involucrar tanto 
al ofensor como a las partes ofendidas, y proporcionar la ayuda y el 
apoyo que la víctima y el delincuente requieren.
De otro lado, el Acuerdo establece también una serie de tratamientos 
penales alternativos para quienes se acojan a los compromisos estable-
cidos por los mecanismos del SIVJRNR. Así pues, la prioridad debe ser 
la satisfacción de los derechos de las víctimas y, por tanto, los beneficios 
punitivos que se concedan, como los procedimientos que se definan, 
deberán estar supeditados y orientados hacia la realización efectiva, plena 
y no regresiva de estos derechos. Bajo ese entendido, no es capricho de la 
sociedad que sean las víctimas el centro del Acuerdo, sino que fue esa la 
manifestación de voluntad del Gobierno y de las FARC-EP, quienes respe-
taron la esencia de los procesos de Justicia Transicional. 
2.2.2 El derecho a la reparación integral en el Acto 
Legislativo 01 de 2017
El artículo 18 transitorio y 26 transitorio del Acto legislativo 01 de 2017 se 
refieren a la reparación integral de las víctimas en los siguientes términos: 
Art. 18 transitorio. Reparación Integral en el Sistema de Verdad, 
Justicia, Reparación y No Repetición. En el marco del Sistema 
Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, el Estado 
garantizará el derecho a la reparación a las víctimas de graves 
violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario que hayan sufrido daños individual o 
colectivamente con ocasión del conflicto armado. La reparación será 
garantizada por el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada 
y efectiva, priorizando la distribución de las medidas de reparación 
entre las víctimas teniendo en cuenta el universo de víctimas del 
conflicto armado y buscando la igualdad en el acceso y la equidad en 
la distribución de los recursos disponibles, y dando preferencia en la 
atención a los sujetos de especial protección constitucional. 
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Parágrafo. En los casos en que se aplique amnistía, indulto o renuncia 
a la persecución penal, no procederán acciones judiciales contra los 
beneficiarios de tales medidas para la indemnización de las víctimas. 
En todo caso, deberán contribuir al esclarecimiento de la verdad, a la 
reparación de las víctimas y garantizar la no repetición.
Artículo transitorio 26. Exclusión de la acción de repetición y llama-
miento en garantía para miembros de la Fuerza Pública. En el caso 
de miembros de la Fuerza Pública que hayan cometido conductas 
punibles por causa, con ocasión o en relación directa o indirecta con 
el conflicto armado interno, no procederá la acción de repetición y el 
llamamiento en garantía establecidos en el artículo 90 de la Constitu-
ción Política. En todo caso, deberán contribuir al esclarecimiento de 
la verdad, a la reparación no monetaria de las víctimas y garantizar 
la no repetición.
Desde el punto de vista de los autores, el articulado incluye un nuevo 
elemento en la reparación que implica que ninguno de los beneficiarios 
de la JEP tendrá la obligación de reparar materialmente a las víctimas, 
excediendo los límites de lo pactado en el Acuerdo Final, al carecer de 
conexidad con dicho instrumento. De otra parte, al establecer una repara-
ción no monetaria y al excluir de forma explícita la acción de repetición27 y 
el llamamiento en garantía exclusivamente para la fuerza pública, se atenta 
27 De acuerdo con la Ley 678 de 2001, la acción de repetición es el medio 
judicial que la Constitución y la ley le otorgan a la administración pública 
para obtener de sus funcionarios o ex funcionarios el reintegro del monto 
de la indemnización que ha debido reconocer a los particulares como resul-
tado de una condena de la jurisdicción de lo contencioso administrativo 
por los daños antijurídicos causados en ejercicio de funciones públicas 
o con ocasión a ellas, haya actuado con dolo o culpa grave, descartando 
así la responsabilidad por culpa leve o levísima. Halla sustento lo anterior 
en que se deben castigar las actuaciones reprochables, pero no se puede 
llegar al extremo de causar temor para que el particular acceda a los cargos 
públicos por los eventuales perjuicios que en ejercicio de estos pueda 
causar. La finalidad de la acción de repetición de acuerdo con la legislación, 
es el interés público, comprendido como protección del patrimonio estatal, 
siendo un mecanismo útil para el control de la corrupción. Puede enten-
derse como un control por vía negativa, ya a través del castigo pecuniario 
a personas que ejercen o ejercieron funciones públicas se va obteniendo 
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directamente contra el componente indemnizatorio de la reparación inte-
gral, vulnerando el «principio de garantía de la dignidad de las víctimas y de 
su reparación integral» que, como se explicará más adelante, constituye un 
eje definitorio de la Carta Política Colombiana. 
En virtud de lo anterior, se contraviene expresamente la obligación 
internacional de reparar integralmente a las víctimas al crear un Sistema 
de Reparación que está llamado a ser integral, pero en el cual los victi-
marios no tienen que responder y colaborar con la restitución de las 
condiciones materiales de las víctimas. Dicho componente de la repara-
ción no es susceptible de ser limitado sin que se altere el núcleo esencial 
de este derecho de las víctimas. 
Ahora bien, es preciso tener en cuenta que la Corte Constitucional 
mediante Comunicado No. 55 del 14 de noviembre de 2017, dio a conocer 
que decidió declarar la exequibilidad del Acto Legislativo 01 de 2017 con 
excepción de ciertos apartes. Si bien la decisión íntegra no se conoce aún, 
existen diferentes aspectos que son claros en el documento precitado. En 
primer lugar, advirtió la Corte que, es un eje definitorio de la constitución 
«el deber del Estado de investigar, juzgar y sancionar las graves viola-
ciones de derechos humanos y las infracciones al DIH y de garantizar los 
derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y la no repe-
tición». Además, señaló que, en virtud del régimen de condicionalidad, 
los tratamientos especiales, beneficios, renuncias, derechos y garantías, 
está sujeta a la verificación por parte de la Jurisdicción Especial para la 
Paz de todas las obligaciones derivadas del Acuerdo Final, dentro de las 
que se encuentra el contribuir a la reparación de las víctimas. 
A pesar de estas claras posturas, no se refiere la Corte a los artículos 
18 y 26 ya transcritos, permitiendo concluir a prori que fueron conside-
rados como ajustados al ordenamiento interno y a la Constitución, y por 
tanto exequibles sin ningún tipo de condicionamiento, dejando una vez 
más en entredicho los derechos de las víctimas y abriendo la puerta a la 
posibilidad de que el Estado se abstenga de cumplir con obligaciones que 
en principio son irrenunciables, inclusive en Estados de Excepción. 
que las mismas eviten cometer conductas representativas de daño a los 
particulares que requieren de indemnización por parte del Estado.
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2.2.3 El derecho a la reparación integral desde una 
perspectiva constitucional y convencional
El Estado colombiano, en virtud de las obligaciones adquiridas en materia 
de derechos humanos, ha integrado dentro de su normativa interna por vía 
del bloque de constitucionalidad una serie de sanciones y medidas que, 
analizadas a la luz de la realidad social, entienden que el sufrimiento que 
padecen las víctimas de graves violaciones o sus familiares, sobrepasa la 
expectativa de recibir exclusivamente una indemnización patrimonial que 
en nada restituye la legitimidad del Estado, haciendo necesaria la implan-
tación de una reparación más completa, que se ha entendido hasta ahora 
como reparación integral.
Se ha establecido que «(…) los Estados deben prevenir, investigar y 
sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención 
y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho concul-
cado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación 
de los derechos humanos» (Corte IDH, 1989, párr. 14) Así las cosas, la 
reparación debe consistir en la plena reparación del derecho violado (resti-
tutio in integrum), concepto que incluye el restablecimiento de la situación 
anterior (cuando esto sea posible) y la reparación de las consecuencias 
producidas por el incumplimiento del deber del Estado de respetar los 
derechos humanos. Es decir, se puede aducir que el término de «repara-
ción» alude a las diferentes formas en que un Estado puede hacer frente a 
la responsabilidad en que ha incurrido, es decir, la reparación integral que 
comprende mecanismos de indemnización, satisfacción, rehabilitación, 
restitución, y garantías de no repetición, entre otras. 
Debe atenderse a que este derecho se encuentra consagrado en 
el artículo 25 de la Ley 1448 de 2011, en donde se establece que «(…) 
Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera adecuada, 
diferenciada, transformadora y efectiva por el daño que han sufrido 
como consecuencia de las violaciones de que trata el artículo 3o de la 
presente Ley». En este sentido, la ley prevé los principios de adecuación 
y efectividad de la reparación, así como el enfoque diferencial y carácter 
transformador con que se debe llevar a cabo. 
Por su parte, la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en cabeza 
del Consejo de Estado, ha entendido la reparación integral como «(…) aquel 
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precepto que orienta el resarcimiento de un daño, con el fin de que la 
persona que lo padezca sea llevada, al menos, a un punto cercano al que se 
encontraba antes de la ocurrencia del mismo» ( Consejo de Estado, 2007, 
exp. 29.273), estimando, además, respecto de la reparación en escenarios 
de justicia transicional, que:
En el marco del conflicto armado, el derecho a la reparación, que 
puede ser individual o colectivo dependiendo del sujeto victimizado, 
se otorga a quienes han sufrido un daño resultante de una conducta 
antijurídica que no se encontraban en el deber de soportar. De esta 
manera se reconoce el daño sufrido por las víctimas de graves y 
masivas violaciones de derechos humanos y de derecho interna-
cional humanitario, el cual debe ser resarcido a través de medidas 
de justicia distributiva y restaurativa, encaminadas a restituir a la 
víctima a la situación anterior a la vulneración de sus derechos (Corte 
Constitucional, exp. D -9608 de 2007).
Así pues, atendiendo entre otras cosas a los avances jurisprudenciales del 
Honorable Consejo de Estado, las víctimas en general y especialmente las 
víctimas de graves violaciones de Derechos Humanos, tienen la expecta-
tiva de que la reparación integral contemple la posibilidad de 1) recibir una 
indemnización que se ajuste de cierta forma a los vejámenes soportados, 
es decir, una compensación monetaria por los daños y perjuicios irrogados; 
2) de tener medidas restitutivas, que les permitan restablecer la situación 
previa al hecho victimizante, lo que incluye entre otras, el restablecimiento 
de sus derechos, el retorno a su lugar de residencia, la devoluciones de 
bienes y la consecución de un empleo; 3) a ser beneficiarios de medidas 
de rehabilitación tales como la atención médica y psicológica, así como 
servicios legales y sociales que les ayuden a readaptarse a la sociedad; 4) a 
que se ordenen medidas de satisfacción que se materializan en la efectiva 
verificación de los hechos, el reconocimiento público de la verdad y otros 
actos de desagravio, las sanciones contra los perpetradores, la conmemo-
ración y el tributo a las víctimas; 5) a que se establezcan garantías de no 
repetición mediante las cuales se asegure que las víctimas no vuelvan a 
ser objeto de violaciones, lo cual se logra mediante reformas judiciales, 
institucionales y legales, cambios en los cuerpos de seguridad, promoción 
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y respecto de los derechos humanos, para evitar la repetición de las viola-
ciones (Martín Beristain, 2004). 
Por otro lado, este es un derecho de naturaleza compleja cuyo núcleo 
requiere la realización de otros derechos fundamentales como el derecho 
a la justicia y a la verdad. La Corte ha considerado que el derecho a la repa-
ración se hace efectivo garantizando el derecho a la justicia, que supone la 
posibilidad de contar con un recurso ágil y efectivo para obtener la satis-
facción del mismo a través de recursos como la investigación, juzgamiento 
y sanción adecuada y proporcional de los responsables de los crímenes 
investigados, en el marco de un proceso eficaz e imparcial que garan-
tice la participación efectiva de las víctimas. En relación con la verdad, el 
derecho a la reparación requiere que se establezcan las causas y hechos 
generadores de la violación de los derechos de las víctimas, y se determine 
quiénes son los responsables de los hechos ilícitos.
Consideró la Corte Constitucional en Sentencia C-753 de 2013 lo 
siguiente: 
Cabe reiterar que la indemnización es uno de los componentes de la 
reparación integral y que por sí mismo no contribuye a la realización 
de la misma. En este sentido, es necesario que confluya con las otras 
medidas. (…) Aunque no existen patrones ni pautas para establecer 
cuándo una indemnización es suficiente, justa y adecuada, algunos 
indicadores comprenden, de acuerdo con la doctrina internacional en 
esta materia, la capacidad de los programas para reducir las condi-
ciones de vulnerabilidad de las víctimas, contribuir a la reconstrucción 
de sus vidas de manera digna y humana y de este modo favorecer 
su inclusión en la sociedad en condiciones de normalidad. De ahí la 
importancia de que estas políticas reconozcan el pasado y la situa-
ción de violación de derechos en el contexto del conflicto armado, sin 
perder de vista el futuro de las víctimas y de la sociedad en general. 
En conclusión, la indemnización es un componente que, articulado 
con las medidas de satisfacción, rehabilitación y las garantías de no 
repetición, realizan el derecho fundamental a la reparación integral 
la cual puede exigirse tanto por la vía judicial como por la adminis-
trativa. En el marco de programas administrativos de reparación, la 
indemnización debe ser justa, adecuada y suficiente para que, junto 
José Jans Carretero Pardo, daniela stefanía rodríguez sanabria
297
con las otras medidas de reparación, se puedan restablecer al menos 
en parte los derechos de las víctimas y promover su reincorporación 
a la vida social en condiciones dignas (Corte Constitucional, C-753 
de 2013).
Por otra parte, la Corte ha recordado que, conforme a la jurisprudencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la interdependencia entre 
verdad, justicia y reparación, realiza el derecho de las víctimas a conocer lo 
que sucedió, a conocer los agentes de los hechos, a conocer la ubicación 
de los restos de sus familiares, así como también el derecho a la investi-
gación de los respectivos hechos y la sanción de los responsables. Esta 
interdependencia hace parte integral de la reparación de las víctimas y 
constituye un derecho que el Estado debe satisfacer a las víctimas, a sus 
familiares y a la sociedad como un todo.
En contextos de justicia transicional: 
(...) la reparación es un derecho complejo que tiene un sustrato funda-
mental, reconocido por la Constitución, las normas internacionales 
de derechos humanos, los organismos internacionales y la jurispru-
dencia. Así, la reparación se cataloga como un derecho fundamental 
porque: 1) busca restablecer la dignidad de las víctimas a quienes se 
les han vulnerado sus derechos constitucionales; y 2) por tratarse de 
un derecho complejo que se interrelaciona con la verdad y la justicia, 
que se traduce en pretensiones concretas de restitución, indemniza-
ción, rehabilitación, medidas de satisfacción y no repetición. De esta 
manera, el reconocimiento de la reparación como derecho funda-
mental se ajusta a los estándares internacionales en la materia y 
hace posible su amparo por vía de tutela. (...) (Corte Constitucional, 
C-753 de 2013).
En esta línea
(...) la Corte ha reconocido en sentencias de tutela, que el daño 
resultante de la violación de los derechos humanos de las víctimas, 
genera a su favor el derecho fundamental a la reparación a través 
de la restitución, la indemnización, la rehabilitación, la satisfacción 
y la garantía de no repetición consagradas en el Derecho Interna-
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cional, que se desprenden de la condición de víctimas y que deben 
ser salvaguardados por el Estado independientemente de la identi-
ficación, aprehensión, enjuiciamiento o condena de los victimarios. 
Es importante anotar que, los derechos a la verdad, la justicia y la 
reparación de las víctimas, a pesar de ser fundamentales, no pueden 
considerarse absolutos (...) 
De otro lado, es importante destacar que en escenarios de transición y en 
contextos de escasez de recursos, es necesario hacer ciertas concesiones 
para lograr la reconciliación y la paz definitiva. No obstante lo anterior, 
dichas restricciones nunca podrán traducirse en una afectación excesiva 
o en una negación o desnaturalización los derechos de las víctimas (Corte 
Constitucional, C- 753 de 2013).
De esta manera, en primer lugar, la jurisprudencia hace un recuento 
de los estándares en materia de reparación a graves violaciones de dere-
chos humanos establecidos en los sistemas universal e interamericano 
de protección de derechos humanos, así como en la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, para concluir que, según estos, existe la obligación 
de reparar de manera integral a las víctimas de graves violaciones de dere-
chos humanos, sin que ninguna disposición de derecho interno pueda 
servir como justificación para modificar o, de alguna forma, permitir que el 
Estado evada sus obligaciones internacionales. Tal obligación comprende 
la de garantizar la verdad, la justicia y la reparación integral, conteniendo 
esta última la obligación de establecer garantías de no repetición.
En segundo lugar, se refiere a las obligaciones internacionales en materia 
de cumplimiento de derechos sociales, económicos y culturales a cargo 
de los Estados. Señala que dichas obligaciones son universales, lo que 
implica que existe el deber de garantizar a todas las personas los mínimos 
de protección establecidos en el Pacto Internacional de Derechos Sociales 
Económicos y Culturales (PIDESC), atendiendo, además, a los principios 
de no discriminación y de progresividad. Para ello, el Estado tiene la obli-
gación de destinar el máximo de recursos disponibles para la satisfacción 
de estos derechos para toda la población. Igualmente, los Estados han de 
adoptar medidas para corregir las disparidades que se encuentran en la 
sociedad, atendiendo de manera prioritaria a los miembros más vulnera-
bles de la sociedad, como es el caso de las víctimas en Colombia.
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CONCLUSIONES: DESAFÍOS EN LA 
IMPLEMENTACIÓN DEL SIVJRNR
Se destacó, en primer lugar, que el diseño institucional del SIVJRNR sí es 
acorde a la obligación de satisfacer los derechos a la verdad, justicia y no 
repetición de manera complementaria. Fue un enorme acierto haber cons-
tituido un Sistema cuya característica central fuera la integralidad, y que 
reuniera medidas tanto judiciales como extrajudiciales para reparar inte-
gralmente a las víctimas. Habida cuenta de que recién para principios de 
2018 se posesionaron formalmente a los Magistrados de la JEP, Comisio-
nados de la Verdad, Fiscal de la Unidad de Investigación y Juzgamiento de 
la JEP y Directora de la UBPD28, estos funcionarios tendrán la misión de 
organizar cada una de sus entidades a su cargo buscando la materializa-
ción de esta integralidad. Por ende, el primer desafío puesto sobre la mesa 
no es solo lograr que exista una colaboración armónica dentro del SIVJRNR 
para que se sepa la verdad de lo ocurrido en Colombia con las más graves 
violaciones a los derechos humanos, sino que se juzgue a los respon-
sables, se evite la repetición de estos hechos y se repare a las víctimas. 
Adicionalmente, deberá buscarse una colaboración del SIVJRNR con las 
autoridades que no hacen parte de la justicia transicional, como la Fiscalía 
General de la Nación, para que este Sistema logre superar las dinámicas de 
impunidad estructural que existen dentro de la justicia colombiana29. 
28 De entrada, se está poniendo en riesgo la integralidad del SIVJRNR cuando 
el nombramiento de la Directora de la UBPD, Luz Marina Monzón, que ya 
fue designada por el Comité de Escogencia, a la fecha no ha sido formal-
mente ratificada mediante su posesión formal como funcionaria pública. 
Cfr. El Espectador, “La búsqueda de desaparecidos no aparece en la agenda 
política”. 16 de enero de 2018. http://www.semana.com/nacion/articulo/
unidad-de-busqueda-de-desaparecidos-en-colombia-aun-no-empieza-a-fun-
cionar/553856 
29 Informe Anual CIDH, Capítulo Colombia: “Seguimiento de recomendaciones 
formuladas por la Cidh en el Informe Verdad, Justicia y Reparación: Cuarto Informe 
sobre la Situación de Derechos Humanos en Colombia”. Señala el informe que el 
99% de las denuncias quedan en la Impunidad, y que persisten la violación de 
derechos humanos por todos los actores del conflicto armado, al tiempo que 
hace un llamado al esclarecimiento del paramilitarismo que existe en el país. 
OBLIGACIÓN DE INVESTIGACIÓN EN CONTEXTOS DE JUSTICIA TRANSICIONAL
300
En un segundo momento, se analizaron los derechos de las víctimas 
a participar dentro de un proceso adversarial y, en general, en el diseño 
de medidas de reparación, lo que incluye la implementación normativa del 
Acuerdo Final, así como también lo que se pactó en términos de repara-
ción en este proceso de paz y los estándares nacionales e internacionales 
de protección a las víctimas en la materia. De esto se puede concluir que 
quedan pendientes todavía cambios normativos para adecuar efectiva-
mente este Sistema Integral a los estándares de protección de los derechos 
de las víctimas. Este segundo reto deberá ser asumido en el siguiente año 
de implementación normativa del Acuerdo Final, dentro del cual deberán 
promulgarse el protocolo de coordinación interinstitucional entre las dife-
rentes instancias que hacen parte del SIVJRNR (según lo establece el PLE 
de la JEP, Artículo 158), la ley procesal de la JEP (Artículo 12 del A.L. 1 de 
2017 y 14 del PLE de la JEP) y la precitada reforma a la Ley de Víctimas y 
de Restitución de Tierras, Ley 1448 de 2011, que era una de las prioridades 
para el primer año de implementación (Acuerdo Final, punto 6.1.10) y a 
la fecha sigue pendiente. Con cada una de estas tres normas faltantes, 
el Congreso y Gobierno Nacional tendrán la oportunidad de solventar los 
vacíos que hemos enunciado que se vienen presentando dentro del proceso 
de construcción del SIVJRNR.
De ahí que, en tercer lugar, sobre la norma procesal de la JEP, los Magis-
trados tendrán el enorme desafío de diseñar un modelo de justicia que no 
sea una extensión de todos los postulados de la Ley 906 de 2004 «Por la 
cual se expide el Código de Procedimiento Penal» de tendencia acusatoria, 
sino que sea un mecanismo de Justicia en el que se incorporen las obli-
gaciones expresadas en el Acuerdo Final y los compromisos adquiridos 
por el Estado colombiano sobre derechos de las víctimas en escenarios 
de justicia transicional. Esto implica que la participación de las víctimas 
deberá ser, incluso, más amplia de la que se le ha reconocido en el curso 
del procedimiento penal de tendencia acusatoria vigente en Colombia, 
puesto que debe estar acorde a la naturaleza de este proceso en un sentido 
de justicia restaurativa bajo el principio de centralidad de las víctimas.
Cfr. Programa Somos Defensores, Boletín trimestral enero-marzo 2016, abril 
de 2016; ONU, Informe anual de la OACNUDH sobre la situación de los dere-
chos humanos en Colombia, A/HRC/31/3/Add.2, p. 17, 23 de junio de 2016. 
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Dicha participación deberá incluir, entre otros aspectos, de a acuerdo a 
los estándares internacionales y nacionales, los siguientes:
a. La publicidad y conocimiento de las decisiones que les afectan.
b. La capacidad de interponer recursos frente a decisiones que les 
sean desfavorables proferidas por cualquiera de las Salas o el 
Tribunal para la Paz.
c. Participación con cuestiones en la Sala de Reconocimiento de 
Responsabilidad.
d. Ser escuchadas en foro público.
e. Participar y ser informadas de las decisiones proferidas por la 
Sala de Definición de Situación Jurídica.
f. Ser representadas por el sistema público de asesoría y defensa.
g. Ser tenidas en cuenta y consultadas al momento de establecer 
las sanciones restaurativas y las reparaciones asignadas.
h. Contar con condiciones y medidas efectivas de protección y 
seguridad.
En cuarto lugar, en la elaboración del Protocolo y en la reforma a la Ley 
1448 de 2011, así como, en general, dentro de la implementación norma-
tiva de todos los compromisos que quedaron inconclusos tras este primer 
año de la ratificación del Acuerdo Final de Paz, se deberá garantizar la 
participación de las víctimas a través de los procedimientos ordinarios de 
producción normativa. Como se señaló, la participación de las víctimas y 
de la sociedad civil en los debates legislativos o en la formulación de las 
normas hechas por el Ejecutivo, lejos de tratarse de un tema de perogrullo, 
debió ser reclamada y hasta demandada por las víctimas para avanzar en 
su reconocimiento. Negar la voz de las víctimas en la configuración de las 
medidas que se están disponiendo para la satisfacción de sus derechos 
es el primer acto político orientado a irrespetar el principio y la vigencia del 
Acuerdo Final de paz. El segundo es postergar y recortar las medidas de 
reparación a las víctimas, desconociendo el amplio marco normativo de 
reglas y obligaciones del Estado colombiano para redimir a esta población. 
Por su puesto, y esto podría ser una pregunta de estudio para futuros 
trabajos, las restricciones a la participación de las víctimas y demás 
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incumplimientos del Acuerdo de paz dados en el Congreso y Gobierno 
Nacional no fueron obra del azar. Al contrario, respondieron a intereses 
ciertos y concretos de actores políticos que se oponen al descubrimiento 
de la verdad sobre los responsables directos e indirectos del nacimiento 
y persistencia del conflicto armado colombiano. En ese sentido, el prin-
cipal instrumento jurídico de las víctimas para continuar en la lucha por la 
defensa de sus derechos en este proceso de justicia transicional será la 
Constitución y el valor del Acuerdo Final dentro del ordenamiento jurídico. 
El Acto Legislativo 02 de 2017 y la Sentencia de la Corte Constitucional 
C-670 de 2017, de la cual se conoce su comunicado de prensa, estableció 
expresamente que el derecho a la paz y la implementación del Acuerdo son 
una política de estado y no de gobierno, de lo que se sigue la obligación de 
todas las autoridades del Estado colombiano de implementar de buena fe 
el Acuerdo de Paz. 
Por último, teniendo en cuenta que el derecho es a su vez una configu-
ración de relaciones de poder dentro de un campo de tensiones políticas, 
económicas y sociales, la implementación normativa del Acuerdo de paz 
deberá enfrentarse a un cambio todavía incierto de toda la configuración 
del Congreso y de la dirección de la política de paz del Estado, puesto que 
en 2018 se realizarán en Colombia elecciones parlamentarias y presiden-
ciales. Especialmente en todo lo que falta para consolidar el SIVJRNR, 
esto implica superar una serie de obstáculos políticos, económicos y 
hasta logísticos para acometer cabalmente con el mandato de las institu-
ciones creadas. Dentro de estos escenarios de lucha para las víctimas, con 
el presente documento se espera haber contribuido a esclarecer cuáles 
son esos puntos críticos sobre los que todavía es necesario profundizar 
la protección de las víctimas y cuáles son los estándares aspiracionales y 
exigibles respecto del derecho de estas a una reparación integral, después 
de transcurrido el primer año de implementación normativa del SIVJRNR.
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¡Cesen ya! podríamos pensar, las investigaciones 
abstractas que se confunden con nuevos diagnósticos 
en una nación cuyas realidades más crudas están ya, 
por decir lo menos, sobrediagnosticadas. Es, entonces, 
hora de que los aportes intelectuales esforzados vayan 
al encuentro de las soluciones prácticas. El grupo de 
autores quiere dar —y en efecto la logra— una mirada 
desde la academia a la implementación del Acuerdo 
Final de Paz firmado por el gobierno colombiano con la 
antigua guerrilla de las FARC-EP. 
Pertenecen todos sus autores a la que podría deno-
minarse «La generación del posconflicto», si por tal se 
entiende la edificación de la reconciliación, la armonía 
y la apertura de la puerta hacia el progreso sostenido y 
equilibrado de la sociedad en la que viven. Otros menos 
entusiastas u optimistas, o quizás más rigurosos, la 
llamarían «La generación del posacuerdo». Pero cual-
quiera que sea la forma para denominarlos, lo cierto 
es que todos, sin excepción, creen en la paz como una 
realidad, como una urgencia y como una necesidad 
maleable, dúctil, plástica, que espera ser modelada 
justamente por las mentes y la acción de científicos 
sociales que la nutran de vida y de fuerza como lo 
hacen, sin duda, con los escritos que ahora presentan y 
que, desde su Observatorio de Paz, la Universidad Libre 
registra, atesora y somete al ponderado escrutinio de la 
comunidad académica.
 Jorge Gaviria Liévano
Vicepresidente Nacional de la Universidad Libre
Discusiones sobre la 
implementación del acuerdo 
final de paz entre el Estado  
colombiano y las farc–Ep: 
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